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El Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria establece que el control de carácter financiero se ejercerá por la Intervención General de la Administración del Estado, de acuerdo con lo prevenido en cada caso respecto a los Servicios, Organismos Autónomos, Sociedades Estatales y demás Entes públicos estatales cualquiera que sea su denominación y forma jurídica, para comprobar su funcionamiento en el aspecto económico-financiero y conforme a las disposiciones y directrices que le rijan. Dicha función podrá ejercerse con carácter permanente.

Por otra parte, la reciente promulgación del Real Decreto 2188/95 por el que se regula el control interno a ejercer por la Intervención General de la Administración del Estado supone un avance en la regulación del control financiero y ha permitido dar un impulso a su desarrollo en el ámbito de la Administración del Estado.

El control financiero en el ámbito del Sector Público Estatal tiene por objeto comprobar que la actuación de las entidades que integran dicho sector se ajusta al ordenamiento jurídico y a los principios de buena gestión financiera. En esta modalidad de control se analiza la gestión económico-financiera en su conjunto, con la finalidad de promover la mejora de las técnicas y procedimientos de gestión económico-financiera mediante recomendaciones en los aspectos económico, financiero, patrimonial, presupuestario y procedimental.

Con objeto de dotar a las Intervenciones Delegadas de un marco de actuación en los trabajos de control financiero a realizar en Ministerios y Organismos Autónomos se han elaborado estas Guías, cuya publicación se realiza en un formato que permitirá incorporar las actualizaciones que sean precisas como consecuencia de cambios normativos, o de sugerencias que puedan efectuar los usuarios.

Las Guías contienen un apartado de Metodología en el que se describen las pautas que se deben seguir en la realización de los trabajos de control financiero y en la emisión de los informes. Seguidamente se desarrolla una Guía para cada una de las áreas de trabajo que deben ser objeto de control. Cada Guía contiene objetivos específicos y pruebas de auditoría a desarrollar.

Los objetivos específicos van dirigidos a la verificación de aspectos de auditoría financiera, de cumplimiento de la legalidad y de eficacia y eficiencia en la gestión financiera. Por lo que respecta a las pruebas de auditoría no son un conjunto cerrado en sí mismo que el auditor no pueda modificar, sino que será el responsable del control financiero quién decidirá, en cada caso, qué pruebas se han de aplicar en función del objetivo y alcance del trabajo, de los sistemas de control interno y de las fuentes de información disponibles.

Las Guías Marco serán complementadas próximamente con una Guía para Organismos Autónomos que contendrá las pruebas necesarias para emitir opinión sobre las Cuentas y Estados Anuales de dichos Organismos.

Aunque el presente trabajo constituye un avance importante para la correcta ejecución del control financiero, no pretende sustituir otras publicaciones de la IGAE sino complementar las mismas. Téngase en cuenta a estos efectos la existencia de Manuales de Auditoría Financiera, de Auditoría Operativa y las Guías de Función Interventora.

El diseño se ha efectuado teniendo en cuenta las particularidades de Ministerios y Organismos Autónomos, lo que no es óbice para que puedan ser de utilidad en trabajos de control financiero sobre otro tipo de entidades.

Unicamente resta manifestar mi reconocimiento a los funcionarios que han elaborado estas Guías por el esfuerzo realizado, que ha permitido dotar a las Intervenciones Delegadas de un instrumento que estoy seguro contribuirá de forma decisiva a mejorar la calidad de los trabajos e informes de control financiero.

Rafael Muñoz López-Carmona

Interventor General de la Administración del Estado
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1. EL CONTROL FINANCIERO EN LA ADMINISTRACION GENERAL DEL ESTADO Y EN LOS ORGANISMOS AUTONOMOS

El control financiero es una modalidad de control complementaria y no contrapuesta a la función interventora. En ésta la actividad de control se realiza acto a acto y se refiere exclusivamente al cumplimiento de la legalidad. El control financiero se concreta no sólo en el cumplimiento de la legalidad, sino que desde una perspectiva más dinámica parte del análisis de los procedimientos utilizados por el gestor, evaluando en qué medida los mismos coadyuvan a lograr una buena gestión, realizada conforme a las disposiciones aplicables.
1.1.
OBJETIVO Y FINALIDAD
El artículo 17 del TRLGP establece que el control financiero se ejercerá respecto a los servicios, Organismos autónomos, Sociedades y demás Entes públicos estatales, para comprobar su funcionamiento en el aspecto económico-financiero y conforme a las disposiciones y directrices que les rijan.

Por otra parte, el artículo 34 del Real Decreto 2188/1995, señala que el control financiero tiene por objeto verificar que la gestión económico-financiera del Sector público estatal se adecua a los principios de legalidad, economía, eficiencia y eficacia.

De acuerdo con la Instrucción 2 de la Circular 2/1996, el control financiero del Sector público estatal tiene por objeto comprobar que su funcionamiento, en el aspecto económico-financiero, se ajusta al ordenamiento jurídico y a los principios generales de buena gestión financiera, y en función del objetivo que en cada caso se le asigne consistirá en verificar:

· Que los actos, operaciones y procedimientos de gestión se han desarrollado de conformidad con las normas, disposiciones y directrices que sean de aplicación y se realizan con criterios de eficacia, eficiencia y economía.

· Que la contabilidad, en general, y las Cuentas anuales, Estados y demás Informes de gestión, en particular, expresan fielmente el resultado de dicha gestión y su adecuada realidad patrimonial, de acuerdo con las normas y principios contables generalmente aceptados.

· Que los procedimientos aplicados garantizan de forma razonable que las operaciones se han desarrollado de conformidad con la normativa aplicable.

La finalidad de este control financiero es emitir opinión sobre estos objetivos y promover la mejora de las técnicas y procedimientos de gestión económico-financiera, así como, en su caso, proponer recomendaciones en los aspectos económico, financiero, patrimonial, presupuestario y procedimental para corregir las actuaciones que lo requieran.

1.2.
CONTENIDO

El artículo 2 del Real Decreto 2188/1995 señala que el control interno de la gestión económico-financiera del Sector público estatal se realizará mediante el ejercicio de la función interventora y del control financiero.

Por otra parte, a lo largo del articulado que regula el control interno se establecen los siguientes controles:

· Control posterior de gastos. Artículo 21

El grado de cumplimiento de la legalidad de los extremos no comprobados en la fiscalización o intervención previa se verificará con carácter posterior sobre una muestra representativa de los actos, documentos o expedientes que dieron origen a la referida fiscalización.

Como características de este control hay que destacar:

· Los Interventores Delegados que efectúen dicha verificación deberán emitir Informe escrito.

· Los extremos no comprobados en la fiscalización o intervención previa pueden serlo por los siguientes motivos:

· Exentos de fiscalización o no sometidos a fiscalización previa.

· Extremos no comprobados en el régimen especial de fiscalización limitada previa.

· Extremos que aunque han sido comprobados en la fiscalización limitada previa sólo pueden ser objeto de verificación si se examinan con posterioridad (por ejemplo, el fraccionamiento del gasto).

· Control posterior de ingresos. Artículo 12
El control posterior de los derechos e ingresos del Tesoro Público se efectuará mediante el ejercicio del control financiero permanente.

· Verificación de la gestión económico-financiera. Artículo 34
Este análisis del funcionamiento en el aspecto económico-financiero tiene su antecedente tanto en el TRLGP como en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 29 de julio de 1994. En concreto, dicho Acuerdo, en su apartado primero, señala: de conformidad con los artículos 17 y 95.5 del TRLGP, con posterioridad a la ejecución de los correspondientes gastos, la IGAE realizará un control financiero en el que se verificarán los extremos legales no examinados en la fase previa, con el fin de comprobar el grado de cumplimiento de la legalidad, y se comprobará el funcionamiento en el aspecto económico-financiero del servicio u organismo controlado y la conformidad con las disposiciones y directrices que les rijan.

Las características básicas de este control son las siguientes:

· Comprende los extremos legales no examinados en previa.

· Extiende la comprobación al funcionamiento en el aspecto económico-financiero, lo que significa que se debe analizar la gestión desde el punto de vista de la eficacia, eficiencia y economía.

· Intervención de los Pagos a justificar y Anticipos de caja fija. Artículo 25
La intervención de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija se realizará examinando las cuentas y los documentos que justifiquen cada partida.

Los resultados de la verificación se reflejarán en un Informe en el que el Interventor manifestará su conformidad con la cuenta o los defectos observados en la misma. La opinión favorable o desfavorable contenida en el Informe se hará constar en la cuenta examinada, sin que el Informe tenga efectos suspensivos respecto de la aprobación de la cuenta.

En consecuencia, respecto al control financiero en muchos casos es necesario obtener datos tanto de las cuentas como de los documentos, de forma que nos permitan analizar la gestión desde el punto de vista de la eficacia, eficiencia y economía. A su vez, en el Informe de control financiero puede resultar conveniente incluir información acerca de los resultados de la fiscalización y, en su caso, en qué medida los defectos advertidos en las cuentas han sido subsanados con posterioridad.

1.3.
REGIMEN DE EJERCICIO
El artículo 40 del Real Decreto establece que el control financiero sobre los órganos de la Administración General del Estado y sus Organismos autónomos administrativos se podrá ejercer de forma permanente en los términos y con el alcance que determine la IGAE.

A su vez, las Instrucciones 15 y 16 de la Circular 2/1996 establecen que anualmente la Intervención General determinará los servicios y las áreas que serán objeto de control, así como el carácter parcial o anual de los Informes a emitir. Se podrá incluir a varios servicios en un mismo control financiero cuando todos ellos dependan del mismo órgano superior, cuando los procedimientos de gestión sean comunes o la escasa entidad o el volumen de operaciones aconsejen un tratamiento conjunto.

De acuerdo con lo anterior, las características del control financiero a realizar por los Interventores Delegados o por los Interventores Regionales o Territoriales, respecto a los servicios de la Administración General del Estado y Organismos autónomos administrativos, son las siguientes:

· Anualmente, en el Plan de auditorías se determinarán los servicios y las áreas que serán objeto de control.

· En el control financiero y dentro de la auditoría de cumplimiento se incluirán, entre otros, los resultados del control posterior regulado en el artículo 21 del Real Decreto. De esta forma, no se tendría que emitir Informe independiente.

· Cuando se efectúe el control financiero sobre un servicio se incluirán, en su área correspondiente, los resultados del control posterior de ingresos recogido en el artículo 12 del Real Decreto.

· Se deberá comprobar que el funcionamiento económico-financiero se ajusta a los principios generales de buena gestión financiera y que la gestión, desde un punto de vista global, se realiza con criterios de eficacia, eficiencia y economía.

· Respecto de aquellos gastos sometidos a los procedimientos especiales de pagos a justificar y anticipos de caja fija, dentro del análisis de la gestión se incluirán los resultados más significativos obtenidos en su fiscalización o intervención.

2. LA EVIDENCIA EN LA AUDITORIA
En todo control financiero se deberá obtener evidencia suficiente, pertinente y válida a fin de lograr una base de juicio razonable en la que apoyar la opinión, comentarios, conclusiones y recomendaciones. 

La evidencia de la auditoría puede clasificarse en:

· Evidencia física.- Es la obtenida a través de la inspección directa o la observación de personas, de activos tangibles, actos o procedimientos.

· Evidencia documental.- Está integrada por las informaciones materializadas en cartas, contratos, registros, facturas, informes de gestión sobre rendimientos, etc.

· Evidencia testimonial.- Consiste en obtener información apropiada de las personas que la posean, dentro y fuera de la entidad, mediante preguntas, encuestas, cuestionarios, entrevistas, etc.

· Evidencia analítica.- Consiste en cálculos, estimaciones, comparaciones, estudios de índices y tendencias, etc.

El auditor, en función del objetivo de auditoría que pretende conseguir tiene que combinar adecuadamente los distintos tipos de evidencia para emitir su opinión.

El término suficiente hace referencia a la cantidad de evidencia obtenida y debe permitir a terceras personas llegar a las mismas conclusiones a las que ha llegado el auditor. La cantidad de evidencia necesaria se seleccionará por métodos de muestreo y atendiendo al buen criterio y juicio profesional del auditor.

El concepto de adecuación de la evidencia hace referencia al carácter cualitativo de la misma. Una evidencia es adecuada si es pertinente y válida:

· El concepto pertinente se refiere a su relevancia y razonabilidad; es decir, si las informaciones utilizadas para extraer una conclusión tienen una relación lógica y concreta con respecto a tal conclusión.

· Al hablar de evidencia válida nos referimos a autenticidad, esto es, que las pruebas en que se sustenta la evidencia sean fiables.

Normalmente, se seleccionan determinadas operaciones con la presunción de que la información obtenida de las mismas, que constituyen una muestra sobre el universo del total de operaciones, será suficiente para obtener conclusiones sobre el universo en su conjunto.

Ello no significa necesariamente que se pueda extrapolar el resultado obtenido en el examen de la muestra al total del universo analizado. Depende, entre otros factores, del objetivo de auditoría que se pretende conseguir.

Así, si se pretende opinar sobre la razonabilidad de unos estados financieros, en principio y con determinadas cautelas, podría efectuarse una extrapolación. Sin embargo, en otros casos puede ser totalmente desaconsejable o incluso no estaría amparado por la normativa, como es el caso de las subvenciones.

Tanto el tipo de muestreo como el tamaño de la muestra es responsabilidad del auditor, pues es quién dispone de información suficiente para tomar estas decisiones.

Por lo que respecta al tamaño de la muestra, la decisión ha de tener en cuenta los siguientes factores:

A) El conjunto de procedimientos de auditoría que se está aplicando 

La selección y examen de una muestra de operaciones es sólo uno de los procedimientos que se pueden aplicar y no necesariamente el más importante.

Es fundamental en auditoría efectuar una evaluación previa del control interno. Para efectuar esta evaluación se analizan la organización y los procedimientos del Centro gestor, aplicaciones informáticas, etc.

Si esta primera evaluación del control interno ofrece resultados positivos, el riesgo que asume el auditor se reduce y debe tenerse en cuenta este factor para determinar el tamaño de la muestra.

Por otra parte, en la práctica de la auditoría se realizan revisiones analíticas, pruebas globales y otros procedimientos que aportan evidencia y cuyos resultados deben ser tenidos en cuenta a la hora de determinar el tamaño de la muestra.

B) El riesgo previsible en cada tipo de operación

Las características de cada operación son diferentes. Unas engendran más riesgo que otras. Obviamente, en aquellas operaciones de mayor riesgo el auditor deberá establecer muestras amplias para obtener satisfacción.

Esta evaluación del riesgo de cada operación la efectúa el auditor en base a la información de que puede disponer previamente (obtenida de controles anteriores o de otro tipo de informaciones) y de la que va obteniendo en el proceso de ejecución de la auditoría.

C) El volumen y la composición del universo

Es evidente que si el número de operaciones que componen el universo es muy reducido el auditor podrá obtener evidencia seleccionando una muestra amplia de operaciones. Si no es así, la muestra que obtendrá será más reducida y deberá complementar la evidencia obtenida mediante otro tipo de pruebas.

La composición del universo es un factor determinante del tamaño de la muestra. Así, si un reducido número de operaciones representa un volumen importante de la gestión, la evidencia aportada mediante el examen de las mismas es muy grande, por lo que el número de elementos del resto del universo que es necesario analizar para obtener evidencia suficiente será más reducido que si el universo es muy amplio y la importancia relativa de cada elemento es reducida.

D) El tipo de prueba que se está realizando

En las pruebas de cumplimiento una muestra reducida puede aportar suficiente información sobre las debilidades de control interno de una entidad.

Por el contrario, si se están realizando pruebas sustantivas el enfoque debe ser diferente, en la medida en que hay que fijar el riesgo que se está dispuesto a asumir.

Se ha considerado que puede ser clarificador hacer una breve referencia a los distintos procedimientos de muestreo y métodos de selección de muestras más frecuentemente utilizados en auditoría.

La clasificación que se efectúa no tienen carácter científico. En la bibliografía consultada se ofrecen diversas clasificaciones, no existiendo además un criterio único sobre la inclusión como “procedimiento de muestreo” o “técnica de selección de muestra” de algunos de los descritos a continuación. En cualquier caso, hay que significar que únicamente se ha pretendido exponer algunas ideas generales sobre el muestreo, que sirvan de orientación al auditor, sobre la decisión que debe tomar en función de las características y circunstancias del control financiero que está desarrollando.

2.1.

PROCEDIMIENTOS DE MUESTREO

Existen dos tipos generales de procedimientos de muestreo: el muestreo dirigido o de criterios y el muestreo estadístico.
· Muestreo dirigido o de criterios
Consiste en la selección de muestras sin atender a requisitos estadísticos. El muestreo de criterios es una herramienta básica en auditoría, siempre que el auditor comprenda las limitaciones del mismo y lo utilice cuidadosamente y con criterio, a fin de alcanzar objetivos específicos de auditoría.

Algunas de sus aplicaciones son las siguientes:

· Cuando el auditor tiene información previa sobre defectos, anomalías o irregularidades en determinadas operaciones o grupos de operaciones.

· Cuando el objetivo del auditor estriba en estudiar la precisión de los informes elaborados por un sistema informático.

· Cuando, después de haber obtenido evidencia mediante la realización de una prueba global, se busca evidencia corroborativa mediante el examen de algunas transacciones individuales.

· Cuando al revisar el sistema de control interno se ha detectado una debilidad y se desea obtener ejemplos concretos de los efectos de la deficiencia.

· Cuando el objetivo del auditor consiste en valorar si un sistema de control interno es adecuado bastará seleccionar un conjunto de operaciones que reúnan los siguientes requisitos:

· Que permitan cubrir ampliamente todos los puntos claves de control.

· Que incluyan todas las variaciones posibles en el procedimiento de gestión.

· Muestreo estadístico
El muestreo estadístico consiste en la selección mediante una base científica y el análisis de un número de elementos, con objeto de obtener información sobre el universo del que fueron seleccionados.

El muestreo estadístico no puede ni debe sustituir el criterio del auditor. Por el contrario, aunque se disponen de cuadros de muestreo en los que el auditor encuentra los tamaños de muestras más apropiados para poblaciones determinadas, la elección entre las distintas modalidades de muestreo estadístico y los cuadros que ha de utilizar es una decisión del auditor que habrá de tomar en función de circunstancias específicas.

A título orientativo, se describen los que se utilizan más frecuentemente:

A) Muestreo de atributos
El muestreo por atributos es uno de los más utilizados y se fundamenta en determinar la frecuencia de la ocurrencia en una población determinada de un determinado evento. 

Es aplicable cuando el propósito de una prueba de auditoría puede determinarse mediante una respuesta de si o no: cumple la condición o no la cumple. No proporciona información sobre valores monetarios. 

Se utiliza en las pruebas de cumplimiento con el objetivo de determinar la efectividad de los sistemas de control interno, estimando la frecuencia de los errores. Tienen similitudes con este tipo de muestreo los denominados de descubrimiento y de suspensión, que se describen a continuación.

B) Muestreo de descubrimiento

Este procedimiento de muestreo, llamado también muestreo exploratorio, se utiliza en aquellos casos en que la comprobación de un solo error o irregularidad haría necesario emprender una investigación intensiva u otra medida similar. Para cumplir este objetivo se elaboran planes de “muestreo exploratorio” o “muestreo de descubrimiento”.

C) Muestreo de suspensión o continuación
Se utiliza para reducir la extensión de las pruebas si los resultados de muestras preliminares revelan pocos errores o ninguno. Si los resultados no son concluyentes, el auditor podrá añadir otros elementos a la muestra antes seleccionada hasta completar el tamaño requerido por el muestreo de atributos.

D) Muestreo de variables
Se utiliza para estimar el valor de una población compuesta de elementos que tienen valores variables. En la realización de pruebas sustantivas es una herramienta mas útil que el muestreo de atributos, pues este tipo de pruebas están mas enfocadas a estimar la importancia cuantitativa de los errores que la frecuencia con que se producen.

2.2.
TECNICAS DE SELECCION DE MUESTRAS
La ejecución de los procedimientos de muestreo anteriormente señalados exige la utilización de técnicas de selección de muestras. Entre otras, cabe destacar las siguientes:

· Muestreo por números aleatorios

Los elementos de la muestra son extraídos completamente al azar del universo completo o de estratos del mismo. Se utilizan tablas de números aleatorios para determinar los elementos a seleccionar.

· Muestreo estratificado

Consiste en dividir la población en subgrupos, relativamente homogéneos, llamados estratos. La estratificación permite al auditor relacionar la selección de la muestra con el valor monetario u otras características de las operaciones. Frecuentemente, los auditores examinan el 100% del estrato que contiene las partidas más importantes y van disminuyendo el tamaño de la muestra según el valor de los elementos de cada estrato sea menor.

· Selección sistemática

En este tipo de selección se calcula un intervalo mediante la división del número de unidades de la población entre el número de unidades que se van a muestrear. Se elige el primer elemento de la muestra al azar. Para conocer el segundo se suma al número de orden que tiene el primero el intervalo obtenido, y así sucesivamente.

· Selección en base al tamaño

Consiste en hacer variar la probabilidad de selección de una partida en función de una variable cuantitativa, por ejemplo el importe de la misma. De este modo, se realiza un sesgo a favor de los elementos de la población que tienen más importancia para obtener información relevante.

2.3.
DETERMINACION DEL UNIVERSO
En relación a los trabajos de control financiero es muy importante la elección de las fuentes adecuadas para la realización de las pruebas de auditoría y en particular de los registros contables o extracontables a partir de los cuales se ha de seleccionar la muestra de expedientes a analizar. En el caso del control financiero de forma permanente se da la circunstancia de que algunos de los registros que cabría utilizar son gestionados por el propio órgano de control.

Teniendo en cuenta la metodología del control financiero que ha sido expuesta anteriormente, se considera que es fundamental, para emitir una opinión sobre los aspectos de legalidad, eficacia y eficiencia, utilizar como fuente los registros utilizados por el propio gestor. Ello no es óbice para que se utilicen otras fuentes como el SICRAN y el SIC´2 o SICAI y la herramienta TEIDE.

Por el contrario, para la realización de determinadas pruebas de auditoría financiera se ha de partir de registros contables (SIC’2 o SICAI), contrastando la información procedente de estos sistemas con la que sea posible obtener de los registros del gestor.

El adecuado cumplimiento de los plazos establecidos para la emisión de los Informes exige una adecuada planificación de los trabajos a lo largo del ejercicio. En consecuencia, la selección de muestras se podría realizar sobre listados que abarquen períodos parciales del ejercicio objeto de control.

3.
INFORMES DE CONTROL FINANCIERO

3.1.

ESTRUCTURA Y CONTENIDO
La Instrucción 12 de la Circular 2/96 establece una estructura que puede servir para cualquier modalidad de Informe (auditoría financiera, perceptores de subvenciones, control posterior, Informes resumen, etc.).

Por otra parte, regula el contenido mínimo o básico de cada uno de los epígrafes. No obstante, y con la finalidad de homogeneizar los diferentes Informes, se destacan algunos aspectos de los epígrafes que son comunes:

· INTRODUCCION

Se indicará la competencia para realizar el control financiero, órgano que emite el Informe y Plan de auditorías en que se basa su emisión.
Se puede incluir algún párrafo que identifique mejor el tipo de trabajo que se realiza, como sería el caso de un Informe resumen, Informe especial, o para poner de manifiesto alguna circunstancia que se quiera resaltar (petición expresa, Informe ampliatorio, etc.).
Se hará mención expresa a que el trabajo se ha realizado de acuerdo con las Normas de auditoría que para el Sector público ha aprobado la Intervención General.
Se incluirá la mención expresa del envío del Informe provisional. El tratamiento de las alegaciones se realiza en el apartado 2 de esta Sección. 
· CONSIDERACIONES GENERALES

Su finalidad es proporcionar una información básica a una tercera persona que sea lector y destinatario del Informe, de forma que pueda conocer a qué se dedica la entidad controlada y cuál es la estructura y normativa que regula su actuación.
Se hará una breve referencia a la actividad del ente, a su objeto social, a sus funciones o a su estructura organizativa. La descripción tiene que ser concisa y suficiente para hacerse una idea de la entidad, sin calificaciones o comentarios personales.
Se incluirá aquella normativa de carácter particular y específica que regula su actuación, obviando la normativa aplicable con carácter general.
Cuando la naturaleza o extensión de este apartado lo requiera se podrán abrir subapartados diferenciados.
· OBJETIVO Y ALCANCE DEL TRABAJO

Aunque este epígrafe tiene tres apartados claramente diferenciados, salvo casos especiales se pueden tratar de forma conjunta. No obstante, y a efectos de una mayor claridad, se tratan de forma separada:
· Objetivo del trabajo

Deben reflejarse tanto el objetivo genérico del control financiero recogido en el Real Decreto como los objetivos particulares del control efectuado.
Los objetivos particulares deben permitir identificar claramente el objetivo del trabajo en las diferentes áreas objeto de examen, pero debe evitarse hacer una descripción detallada de las diferentes pruebas de auditoría que se recogen en los programas de trabajo.
Es preciso resaltar que en el apartado de conclusiones generales se deberá incluir la opinión del órgano de control en relación con los objetivos del control financiero.
· Alcance del trabajo

El alcance de una auditoría es la amplitud de la revisión, fijada previamente a la realización del trabajo. 
Se podrá indicar las áreas, períodos o cuentas anuales examinadas (Balance de situación, Cuenta de resultados económico-patrimonial, Estado de liquidación del presupuesto, Memoria, etc.) indicando el ejercicio a que corresponden.
Por último, en algunos casos puede ser conveniente acotar el objetivo y alcance del trabajo, para lo cual se podrá indicar aquellos aspectos a los que no se ha extendido el control.
· Limitaciones al alcance

Las limitaciones al alcance son las causas imputables al órgano controlado por las que no han podido revisarse los procedimientos o realizarse las pruebas establecidas por el Interventor en el alcance del trabajo o que imposibilitan obtener la evidencia adecuada.
Las limitaciones vienen impuestas por la actuación de la entidad (obstrucción, negativa, resistencia, etc.) o por circunstancias insalvables (falta de datos, registros, etc.) y pueden ser previas, ya detectadas en la planificación, o surgir en el desarrollo del trabajo. 
Se debe hacer referencia a las limitaciones y a la trascendencia que las mismas han tenido para el cumplimiento de nuestros objetivos.

Si por alguna razón de carácter excepcional el control financiero se limitase, a priori, al examen de determinadas áreas o aspectos concretos, estaríamos ante una revisión parcial o limitada, debiendo manifestar tal extremo en el apartado de objetivo y alcance o incluso en la introducción, pero no sería una limitación sino un menor alcance del trabajo.

· RESULTADOS DEL TRABAJO

La importancia y problemática de cada entidad y el tipo de control efectuado determinarán los epígrafes a tratar.

Se podrá abrir un epígrafe diferente para cada área objeto de control. Se deberá evitar abrir muchos epígrafes, procurando que los mismos tengan similar peso específico o importancia.
En cada epígrafe, en la medida que sea aplicable, se hará mención, fundamentalmente, a los siguientes aspectos:
· Las pruebas realizadas necesarias para obtener la evidencia. Aunque es conveniente reflejar cual ha sido el trabajo en cada área, éste debe indicarse de forma concisa evitando hacer descripciones extensas que dificultan su lectura y no aportan nada a un tercero.
· Los resultados obtenidos y los hechos constatados como consecuencia de las pruebas realizadas. No se debe empezar calificando una actuación, primero se expone y luego se fundamenta y / o califica.

· Incumplimientos, irregularidades o debilidades de control interno.

· En el caso de auditoría financiera, los ajustes y reclasificaciones que se consideren significativos, aunque algunos no sean suficientemente importantes como para incluirlos en las conclusiones.

· Las recomendaciones que se proponen, debiendo efectuarse un seguimiento de aquellas medidas que el gestor haya decidido adoptar.

· Aunque debe usarse con moderación, en algunos casos, y con el fin de evitar malas interpretaciones, puede ser conveniente indicar la magnitud de las muestras seleccionadas para las pruebas o los métodos de selección.

Sin perjuicio de lo que establezcan las Normas de auditoría sobre los Informes, es conveniente destacar los siguientes aspectos:

· Se debe ser conciso, de manera que se destaque la información relevante que no debe quedar subsumida entre comentarios, datos y cifras. Debe ser completo y reflejarse toda la información necesaria, sin que sea necesario que sea muy voluminoso.

· Deben presentarse los hechos de forma exacta, objetiva y ponderada.

· Se incluirá la información sobre hechos comprobados y conclusiones que estén fundamentadas por la evidencia contenida en los papeles de trabajo.

· Evitar incluir muchas cifras en los párrafos, utilizar preferentemente cuadros comparativos. 

· El informe debe referirse siempre a la misma unidad monetaria (Millones de pesetas o pesetas ) evitando utilizar la expresión miles de pesetas.

· Su redacción debe ser lo más objetiva posible, poniendo énfasis en las recomendaciones o mejoras a introducir y su importancia para la gestión.

En el caso de que en el Informe se recojan los resultados del control financiero realizado por el Interventor actuante y los resultados más significativos de los controles efectuados por los Intervenciones Regionales o Territoriales, se podrán tratar de forma diferenciada, indicando los servicios periféricos que han sido objeto de control.

· CONCLUSIONES GENERALES

En este apartado se incluirán las conclusiones más importantes del trabajo realizado. Cuando como consecuencia de la naturaleza o los resultados del trabajo no sea necesario abrir un epígrafe diferenciado para las recomendaciones, se podrán incluir éstas en este epígrafe.
Por otra parte, y con la finalidad de conseguir una mejor exposición, en algunos casos podrá ser necesario establecer apartados, en concreto:
· Diferenciar auditoría financiera, que incluye la opinión sobre las cuentas, de auditoría de cumplimiento o de análisis de gestión.

· Exponer las conclusiones diferenciando por áreas de trabajo (personal, gastos corrientes, inversiones, etc.).

· Sin perjuicio de que el Informe es único, se podrían separar las conclusiones de los controles efectuados en Servicios centrales de aquellas otras que se obtengan en base a los Informes efectuados sobre los Servicios periféricos. 

En cuanto a su contenido hay que destacar los siguientes aspectos.

· Se hará una referencia al objetivo y alcance del trabajo.

· Se destacarán los aspectos más significativos de los resultados obtenidos (ajustes, irregularidades, incumplimientos, debilidades de control, etc.).

· Si no se realiza en epígrafe independiente, se propondrán las medidas a adoptar para corregir las debilidades y defectos puestos de manifiesto en el Informe.

Deberá estar necesariamente firmado, sin perjuicio de que haya observaciones a las alegaciones y que éstas también deban firmarse.

3.2.
TRATAMIENTO DE LAS ALEGACIONES
El Informe provisional se puede remitir con un párrafo similar al siguiente:

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 36 del Real Decreto 2188/1995, adjunto le remito el Informe provisional de control financiero del.........., ejercicio........., con objeto de que en el plazo máximo de quince días formule las alegaciones que estime oportunas y, si fuera procedente, comunique las medidas y el calendario previsto para solucionar las deficiencias puestas de manifiesto.

Las situaciones que se pueden producir son cuatro:

· La Entidad no contesta en el plazo señalado
En este caso, al final del epígrafe de “Introducción” se pueden añadir los siguientes párrafos:

Con fecha........ fueron remitidos a ........... los resultados del control financiero para que, en un plazo de 15 días, formulara las alegaciones que estimase pertinentes en relación con su contenido.

Transcurrido el plazo establecido para este trámite de audiencia no se ha recibido comunicación de......., en relación con dichos resultados.

· La Entidad en su escrito indica que está de acuerdo con el contenido del Informe y que no tiene nada que alegar
En este caso se incluye copia del escrito recibido en la última sección del Informe, “Alegaciones de la Entidad “, y en el epígrafe de “Introducción” se añadirá:

Los resultados del control financiero se contienen en el presente Informe, al que se unen las alegaciones formuladas por........ en el trámite de audiencia.

La.......... manifiesta que no tiene que formular ninguna observación a los hechos y conclusiones contenidos en el Informe.

· La Entidad realiza observaciones que explican o disculpan su actuación pero que en ningún modo cuestionan el trabajo efectuado o las conclusiones.

En este caso se incluye copia del escrito en la última sección del Informe, ”Alegaciones de la Entidad “, y en el epígrafe “Introducción”, se añadirá:

Los resultados del control financiero se contienen en el presente Informe, al que se unen las alegaciones formuladas por........ en el trámite de audiencia.

Las indicadas alegaciones no han determinado modificación de los resultados del control financiero puestos de manifiesto a los responsables, por cuanto se considera que, si bien aquéllas explican su actuación, en nada contradicen los hechos y conclusiones contenidos en el Informe.

· La Entidad realiza alegaciones en las que manifiesta no estar de acuerdo con los resultados del Informe o con alguno de sus apartados, que contiene errores substanciales o hace referencia a temas no tratados en el mismo.

En este caso se actuará de la siguiente forma:

· En el epígrafe de “Introducción”, se añadirá el siguiente párrafo:

Los resultados del control financiero se contienen en el presente Informe, al que se unen las alegaciones formuladas por........ en el trámite de audiencia.

La Sección......... contiene las observaciones que esta Intervención............ efectúa a las citadas alegaciones.

· En la Sección de “Observaciones a las Alegaciones”, el Interventor Delegado contestará a la Entidad, para lo cual deberá tener en cuenta los siguientes apartados.

· Se hará referencia al escrito y fecha de recepción.

· Se indicarán los puntos o aspectos que han sido rectificados en el Informe definitivo.

· Se explicará o ampliará lo que ha sido objeto de controversia y, de forma concisa y motivada, se expondrá la opinión del órgano de control.

3.3.
TRATAMIENTO DE LOS INFORMES

· Los Informes provisionales se remitirán al órgano controlado acompañados de un escrito de remisión en el que se indicará que en un plazo de 15 días podrá efectuar las alegaciones que considere oportunas y, si fuera procedente, comunicar las medidas y el calendario previsto para solucionar las deficiencias puestas de manifiesto.

El Informe provisional deberá contener en cada página un sello o membrete que indique el carácter provisional y será firmado por el funcionario encargado del trabajo y por el Interventor Delegado actuante.

· Con carácter previo a la emisión del Informe provisional y debido a la especial naturaleza, trascendencia o complejidad de su contenido, se podrá dar traslado al órgano gestor de los resultados más significativos. En la Circular 2/1996 nada se indica respecto a la forma de efectuar dicha comunicación, la misma puede ser verbal o escrita, pero en cualquier caso no sería un Informe de control financiero sujeto al régimen general.
· Los Informes definitivos deberán estar rubricados en todas sus páginas y serán firmados por el funcionario encargado del trabajo y por el Interventor Delegado actuante. El funcionario encargado del trabajo podrá coincidir con el Interventor Delegado actuante o ser funcionario de los Grupos A o B.

· El Informe se firmará al final de las conclusiones generales o al final de las recomendaciones, si las hubiera. No obstante en el caso de que se efectúen observaciones a las alegaciones, éstas deben estar también firmadas.

· Las alegaciones de la entidad se incluirán en el Informe definitivo, sin alterarse ni rubricarse. No obstante, si la entidad mediante anexos aporta documentación nueva (nóminas, contratos, documentos contables, etc.), se podrá incluir exclusivamente el escrito, sin acompañar los citados documentos.

4. GUIAS MARCO DE CONTROL FINANCIERO
4.1.
ESTRUCTURA Y CONTENIDO

Con objeto de contribuir a la calidad y homogeneidad de las actuaciones de control, la Subdirección General de Control Financiero de las Administraciones Públicas ha elaborado las presentes Guías marco.

Estas Guías pretenden ser el marco de actuación de las Intervenciones Delegadas en Ministerios y Organismos autónomos administrativos y de las Intervenciones Regionales y Territoriales, en el ejercicio del control financiero.

Las Guías no son programas de trabajo en el sentido estricto del término, sino el instrumento para que la Intervención Delegada competente elabore los programas de trabajo adaptados a la realidad de cada órgano gestor.

Las Guías se estructuran en las siguientes áreas:

· Metodología.

· Ingresos.

· Personal.

· Gastos corrientes en bienes y servicios.

· Transferencias.

· Inversiones.

· Operaciones y gastos financieros.

· Tesorería y movimiento de fondos.

Para el caso de Organismos autónomos administrativos, se está elaborando una Guía específica sobre el examen de las Cuentas anuales.

En cada una de las áreas de trabajo se proponen objetivos específicos de auditoría, así como unas pruebas de auditoría para la consecución de dichos objetivos específicos. 

Resulta ocioso decir que las pruebas propuestas no constituyen un conjunto cerrado del que no puede exceder el Interventor actuante. Por el contrario, el Director de cada auditoría es quien tiene que decidir, en cada caso, qué pruebas ha de aplicar en función del órgano objeto de control, de las diferentes fuentes de que dispone y de su propia responsabilidad como auditor. En consecuencia, puede decidir la realización de pruebas complementarias o alternativas a las expuestas en las Guías.

Completan las Guías una exposición general sobre el contenido del área de trabajo y una referencia, que en ningún caso se ha de considerar exhaustiva, a la normativa aplicable.

4.2.
MANTENIMIENTO Y ADAPTACION DE LAS GUIAS

La Circular 2/1996 atribuye a las Intervenciones Delegadas en Ministerios y Organismos autónomos administrativos la coordinación de las actuaciones de las Intervenciones Regionales y Territoriales. Dicha coordinación se debe concretar en las siguientes actuaciones:

· Elaborar y actualizar las Guías específicas de cada Centro gestor, que han de incluir, además, la legislación aplicable de forma específica a cada Centro gestor.

· Proporcionar a las Intervenciones Regionales y Territoriales la normativa interna de cada Centro gestor, así como, en su caso, manuales de procedimiento, manuales de usuario de aplicaciones informáticas, etc.

· Fijar criterios generales de selección de muestras que permitan homogeneizar los Informes (por ejemplo, determinar el mes sobre el que se hace la prueba de nóminas). 

· Homogeneizar los criterios de las Intervenciones Regionales y Territoriales, realizando si es preciso consultas al Centro Directivo.

· Determinar la información que en su caso estimen sea preciso que contengan los Informes a emitir por las Intervenciones Regionales o Territoriales al objeto de que sea factible la elaboración de los Informes resumen.

· Transmitir a las Intervenciones Regionales y Territoriales aquella información que sea necesaria para la realización del control en los órganos territoriales y que no pueda ser obtenida directamente por dichas Intervenciones.

4.3.
CRITERIOS DE ACTUACION

En la elaboración de las Guías se han tenido en cuenta algunos criterios que se exponen explícitamente para conocimiento de los usuarios:

· En las pruebas referidas a auditoría de legalidad se contienen, de forma sucinta, todas aquellas actuaciones que deben ser objeto de comprobación para emitir opinión. Entre dichas actuaciones figuran también aquéllas que han de ser comprobadas en la fase de fiscalización previa, si bien en este último caso figuran señaladas con asteriscos (*). Ello no significa que dichas actuaciones o trámites deben ser comprobados dos veces, pero no se excluye que el Interventor pueda actuar de este modo por las siguientes razones:

· El examen de determinados requisitos en fase previa, acto a acto, puede conducir a conclusiones diferentes de si el examen se efectúa de forma global sobre una muestra de actos de la misma naturaleza.

· En la fase de fiscalización limitada previa el examen de algunos requisitos no se puede efectuar con toda profundidad, si para ello se precisa de información no contenida en el expediente y que el órgano gestor no está obligado a facilitar o sólo se puede obtener de registros públicos.

· Determinadas pruebas exigen el examen de todo el expediente, conteniendo el mismo actuaciones llevadas a cabo en distintos ejercicios económicos.

· El examen a posteriori de actuaciones verificadas en fiscalización previa puede aportar información sobre las actuaciones de fiscalización, desarrolladas por la propia Intervención.

Al margen de lo anterior, para emitir una opinión general sobre el cumplimiento de la legalidad, es preciso que los Informes se refieran a todos los aspectos en que ésta se concreta, sin perjuicio de que se deben explicitar aquellos requisitos que fueron controlados en fiscalización previa.

· Cuando en la fase de fiscalización previa no se hayan acreditado los requisitos a comprobar y, habiendo actuado la Intervención conforme indica el artículo 96 y siguientes del TRLGP, el órgano gestor haya subsanado los defectos de legalidad, es evidente que no se ha producido un incumplimiento de la legalidad. Ello no es óbice para que, cuando el error o errores detectados sean relevantes en el contexto general, bien por su propia sustantividad o bien por su reiteración, en el Informe de control financiero deba ponerse de manifiesto la existencia inicial de los mismos, analizando las debilidades de control interno del procedimiento aplicado por el órgano gestor que dan lugar a los referidos errores.

· En las Guías no se hace una referencia expresa al tipo de muestra a utilizar. Ello es así porque la experiencia indica que no se deben establecer normas generales y que debe ser el Interventor que dirija los trabajos quien determine en cada caso el sistema a utilizar en función de elementos tales como el tamaño y composición del universo, el objetivo específico de auditoría que se está verificando y la prueba de auditoría que se va a realizar.

· En todo trabajo de control se produce una carga de trabajo para el gestor que será mayor o menor en función de la organización del gestor y del controlador. Ello es así porque el gestor ha de proporcionar al controlador la documentación e información necesaria para realizar su trabajo.

En la medida en que ello sea posible y no disminuya la calidad del control, se han de adoptar las medidas pertinentes para minimizar la carga de trabajo. En este sentido, no es posible establecer normas generales pero si algunas pautas de actuación:

· Planificar los trabajos para poder hacer las peticiones masivas de documentación con suficiente antelación a la realización de las pruebas.

· Solicitar al gestor acceso directo, a nivel de consulta, a los sistemas informáticos y, siempre que sea posible, instalación de terminales en la propia oficina de la Intervención.

· En aquellos casos en que sistemáticamente se va a pedir la misma documentación, efectuar peticiones de información permanente. Por ejemplo, listados mensuales o trimestrales de expedientes.

· Respecto de aquellos expedientes que están sometidos a fiscalización limitada previa, el Interventor puede decidir si al mismo tiempo que realiza esta modalidad de control obtiene datos necesarios para planificar el control financiero. En cualquier caso, es imprescindible evitar que ello produzca un retraso en las labores de fiscalización, con la consiguiente incidencia en la agilidad de la gestión.
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FEBRERO 1998
OFICINA NACIONAL DE AUDITORIA
DIVISION DE ORGANIZACION, COORDINACION Y SUPERVISION


Con carácter previo al desarrollo de los procedimientos de auditoría que constituyen el contenido de esta Guía, hay que hacer referencia a una serie de conceptos necesarios para comprender el sentido de las pruebas contenidas en aquéllos.

1.
Derechos económicos e ingresos gestionados por el Estado y Organismos 
autónomos administrativos

Los derechos e ingresos de referencia admiten múltiples clasificaciones. No obstante, dado que el control se efectúa en el marco de la legislación presupuestaria, se va a considerar la clasificación aplicada en los Presupuestos Generales del Estado, que se refleja a continuación a nivel de capítulo:

1. Impuestos directos y cotizaciones sociales.

2. Impuestos indirectos.

3. Tasas, precios públicos y otros ingresos.

4. Transferencias corrientes.

5. Ingresos patrimoniales.

6. Enajenación de inversiones reales.

7. Transferencias de capital.

8. Activos financieros.

9. Pasivos financieros.

Esta clasificación ha sido desarrollada en la Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, en la que se establecen los códigos que definen la estructura económica regulada en la Orden de 17 de abril de 1997, sobre normas de elaboración de presupuestos para 1998.

2.
Procedimientos aplicados en el área

Con carácter general, el procedimiento de recaudación de ingresos debe corresponder a alguna de las situaciones que se consideran en los apartados siguientes. Las normas que regulan cada uno de los tipos de ingreso establecerán el procedimiento concreto que le corresponde, así como sus características específicas.

2.1.
Modos de exacción

La exacción de las deudas puede producirse de diversas formas:

· Autoliquidación del contribuyente.

· Liquidación colectiva por el órgano gestor.

· Liquidación individual del órgano gestor previa a su ingreso.

· Ingreso directo : liquidación e ingreso simultáneo.

2.2.
Circuitos financieros

Se entiende por circuito financiero el conjunto ordenado de cajas y cuentas abiertas en entidades bancarias por las que circula el producto de la recaudación, desde el momento en que el deudor efectúa el pago hasta que los fondos afluyen a la cuenta de destino, generalmente la cuenta corriente del Tesoro en el Banco de España.

En el circuito pueden intervenir:

· Cajas de los órganos gestores: cajas de efectivo ubicadas en las oficinas de los centros en los que se exigen los pagos y donde los deudores efectúan el pago directamente.

· Cajas de las Delegaciones de la AEAT: corresponden a oficinas de depósito que prestan el servicio de caja en las Delegaciones de la AEAT. Están ubicadas físicamente en las Delegaciones de la Agencia y entregan diariamente los justificantes de la recaudación obtenida. Los justificantes correspondientes a ingresos no gestionados por dicho Ente son a su vez entregados a las Delegaciones de Economía y Hacienda.

Los ingresos se realizan en cuentas abiertas al efecto cuyo titular es la AEAT.

· Cajas de las Administraciones de la AEAT: similares a las anteriores, se ubican físicamente en las Administraciones de la AEAT y entregan diariamente los justificantes de la recaudación. Los justificantes correspondientes a ingresos no gestionados por dicho Ente son a su vez entregados a las Delegaciones de Economía y Hacienda.

Los ingresos se realizan en cuentas abiertas al efecto cuyo titular es la AEAT.

· Entidades colaboradoras: se trata de entidades financieras autorizadas para colaborar en la recaudación de los ingresos tributarios y, excepcionalmente, no tributarios. Los ingresos se realizan en cuentas cuyo titular es la AEAT, Ente Público que recibe los justificantes de la recaudación.

· Entidades de depósito: operan mediante cuentas restringidas abiertas a nombre de órganos oficiales para la recaudación de recursos específicos.

· Banco de España: dicha Entidad participa en los circuitos financieros de ingresos mediante las siguientes cuentas:

· Cuentas abiertas en las que se reciben o centralizan fondos para su ulterior traspaso a la cuenta corriente del Tesoro. En el ámbito de las tasas existen cuentas abiertas para cada Ministerio y, dentro de ellas, subcuentas para las distintas tasas, existiendo también cuentas para tasas específicas.

· Cuenta corriente del Tesoro: cuenta operativa a la que afluyen todos los recursos y desde la que se efectúan todos los pagos.

La normativa general, fundamentalmente el Reglamento General de Recaudación (RGR), así como la normativa específica de cada recurso determinan el circuito financiero de los fondos.

2.3.
Ingresos considerados en esta área

En el apartado 1 se recogía la clasificación de los derechos e ingresos gestionados por el Estado y Organismos autónomos administrativos, según Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda. Sin embargo, para la elaboración de esta Guía no se van a considerar todos los ingresos allí enumerados, sino que se van a analizar los siguientes:

· Tasas: corresponden a los ingresos que se delimitan en el artículo 30 de la Resolución de 18 de junio de 1997.

· Precios públicos: ingresos que se delimitan en el artículo 31 de la norma antes citada.

· Venta de bienes: ingresos que se delimitan en el artículo 33.

· Otros ingresos: agrupa los conceptos a que se refiere el artículo 39 de la Resolución antes citada.

No se analizarán en esta Guía los siguientes tipos de ingresos:

· Recursos de origen tributario gestionados por la AEAT: su gestión corresponde al citado órgano. La coordinación del control financiero es realizada por la Intervención Delegada en la AEAT.

· Recursos procedentes del patrimonio financiero y no financiero: deben asociarse al activo que los origina y, por tanto, controlarse junto con aquél (inmuebles, cartera de valores, tesorería, etc.).

· Recursos derivados de la ejecución del presupuesto de gastos: constituyen una incidencia de dicha ejecución, por lo que deben analizarse en el área correspondiente. 

· Transferencias y subvenciones: constituyen un tipo de recurso específico, normalmente asociado a determinados gastos, por lo que es conveniente realizar un seguimiento conjunto del recurso y del gasto que financia.

· Endeudamiento: se trata de una figura perfectamente identificada y aislada en el entorno especial de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

No obstante, en coordinación con el resto de áreas, se recabarán los datos correspondientes a los ingresos en ellas analizados, con el objeto de poder evaluar el total de ingresos correspondientes al gestor de referencia.

2.4.
Organización de la Guía

Dada la complejidad del área y para facilitar su análisis se han distribuido las pruebas a realizar en cuatro tipos:

· Pruebas de carácter general: aunque cada gestor debe conocer todos los ingresos que le corresponden, en los trabajos previos a la elaboración de esta Guía se ha comprobado que en la práctica no siempre es así.

Por ello, se ha elaborado este programa con el objetivo de determinar, en el primer ejercicio de aplicación de las Guías, todos los posibles ingresos cuya gestión corresponda al órgano objeto de control, incluyendo los generados y/o gestionados al margen de los procedimientos establecidos por la normativa vigente.

· Pruebas sobre otras situaciones de derechos e ingresos: su contenido hace referencia a situaciones como aplazamientos, fraccionamientos, anulación de liquidaciones (con o sin devolución), suspensiones y extinción de liquidaciones por causas distintas del ingreso, que pueden afectar a los diferentes tipos de ingresos considerados en esta Guía. Al tratarse de pruebas que afectan a distintos programas se ha estimado conveniente recogerlas de forma diferenciada en un programa común.

· Pruebas específicas para cada tipo de ingresos: para cada uno de los tipos de ingreso cuyo análisis se va a incluir en esta Guía, se elabora un programa de trabajo estructurado en 3 apartados diferenciados:

· Definición de los ingresos gestionados por el órgano controlado en el concepto de referencia (apartado A): la delimitación implica conocer tanto su desglose como los procedimientos y parámetros básicos que permitan efectuar el control correspondiente.

· Revisión de procedimientos (apartado B): se trata de analizar los procedimientos aplicados por el gestor para evaluar el cumplimiento de la normativa y su razonabilidad, así como valorar la incidencia que los posibles puntos débiles de control puedan tener tanto sobre la recaudación real por este concepto como sobre la información generada por dicha recaudación.

· Verificación de fondos ingresados (apartado C): se determinará el volumen de ingresos que el gestor ha recaudado por el concepto cuya administración le corresponde, distinguiendo entre liquidaciones, cobros y pendiente de cobro.

· Coordinación con otras áreas: la aplicación de esta Guía de ingresos no debe efectuarse en forma aislada, sino que hay que considerarla en el contexto definido por el conjunto de Guías elaboradas, ya que:

· Existen ingresos que, por razones de operatividad, son analizados en otras áreas y procede recabar los datos en ellas obtenidos, para poder evaluar la totalidad de ingresos administrados por el gestor.

· El control en el área de ingresos implica la utilización de datos que también son utilizados en otras áreas (cuentas, saldos, etc.), circunstancia que obliga a comprobar que los datos suministrados a las distintas áreas sobre situaciones comunes son coincidentes.

· Algunos ingresos son gestionados, en todas o algunas de sus fases, por otras unidades que no son objeto del control financiero objeto de esta Guía (Delegaciones y Administraciones de la AEAT) y, al igual que en el caso anterior, procede considerarlos para una evaluación correcta de los ingresos administrados por el gestor.

· Algunos de los procedimientos aplicados (circularizaciones a bancos, conciliaciones) son comunes a varias áreas, por lo que es necesario coordinar su realización para evitar duplicidades, tanto en el trabajo propio como en el de los terceros a los que se recaban datos.  

Por todo ello se elabora esta Guía, cuyo objetivo es aglutinar toda la información de interés sobre los ingresos que corresponden al gestor controlado, con independencia de cuál sea el origen de dicha información.

No es posible incluir en este apartado toda la normativa aplicable, porque los ingresos del Estado están regulados por una abundante y compleja normativa, emitida a lo largo de un amplio período en el que las distintas normas se han ido sucediendo y modificando unas a otras en aspectos parciales, sin que en ningún momento se haya realizado una recopilación sistemática que permitiera conocer las normas vigentes a una fecha dada.

Por todo ello, y dado que la citada recopilación excede a los objetivos de este trabajo, se va a limitar su contenido a las normas que regulan los ingresos con carácter general, y de forma específica cada uno de los tipos de ingreso, sin entrar en las numerosas normas (Ordenes Ministeriales, Circulares de distintos orígenes, consultas, jurisprudencia, etc.) que contemplan aspectos puntuales del procedimiento de ingresos.

NORMATIVA GENERAL

· Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria y sus posteriores modificaciones.

· Decreto 1022/1964, de 15 de abril, que aprueba el Texto articulado de la Ley de Bases del Patrimonio del Estado.

· Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo.

· Real Decreto Legislativo 2795/1980, de 12 de diciembre, por el que se articula la Ley 39/1980, de Bases sobre el procedimiento económico-administrativo.

· Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

· Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por el que se regula el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria, con las modificaciones introducidas por el Real Decreto 1909/1997, de 19 de diciembre.

· Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.

· Orden de 22 de marzo de 1991, del Ministerio de Economía y Hacienda, que desarrolla el Real Decreto 1163/1990.

· Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

· Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, por el que se modifican determinados procedimientos tributarios.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas.

· Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos.

· Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos, por la que se establecen los códigos que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

NORMATIVA ESPECIFICA

· Ley 8/1989, de 13 de abril, de tasas y precios públicos, con las modificaciones que se deriven del Real Decreto-Ley 2/1996.

· Disposición adicional cuarta de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

· Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, que aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora.

· Normas que regulan cada una de las tasas.


OBJETIVO GENERICO

El objetivo del trabajo será comprobar que la gestión y recaudación de los derechos se realiza de acuerdo con la normativa vigente y que los procedimientos aplicados por el gestor son adecuados para asegurar el control de los mismos.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Determinar el grado de control interno del órgano gestor sobre el circuito financiero de ingresos.

2. Determinar si el órgano gestor liquida y/o recauda y registra todos los derechos cuya gestión le está encomendada.

3. Verificar que las liquidaciones son efectuadas por el órgano competente y de acuerdo con la normativa que en cada caso les es aplicable.

4. Verificar que los ingresos son recaudados utilizando el procedimiento y el circuito financiero establecido en cada caso por la normativa.

5. Verificar el cumplimiento de los plazos de ingreso en la cuenta del Tesoro Público en el Banco de España.

6. Verificar que las anulaciones de liquidaciones, los aplazamientos y fraccionamientos, suspensiones, devoluciones y extinciones de liquidaciones están amparados en actos administrativos dictados por órgano competente y se han efectuado de acuerdo con lo establecido en las normas aplicables al efecto.


I.
PRUEBAS DE CARACTER GENERAL

Estas pruebas están destinadas a conocer todos los posibles ingresos que se gestionen por el órgano objeto de control, incluidos aquellos posibles ingresos gestionados al margen de los procedimientos establecidos por la normativa vigente.

Asimismo, mediante el empleo de series históricas y comparativos intercentros, se tratará de detectar posibles minoraciones de ingresos producidas por la aplicación inadecuada de la normativa. 

Es obvio que la mayoría de las pruebas incluidas en este programa sólo serán realizadas de forma íntegra en el primer ejercicio de su aplicación, ya que en años sucesivos bastará con analizar las modificaciones producidas.

La realización de las pruebas de auditoría 1, 2, 3 y 4 debe permitir:

· Obtener una primera información del grado de control que el gestor tiene sobre sus dependencias.

· Obtener una relación de centros recaudadores.

· Obtener la relación de cuentas bancarias utilizadas por el órgano controlado para la recaudación de ingresos, con información sobre el centro recaudador que las utiliza, carácter de cuenta autorizada o no, cumplimiento de la normativa en su funcionamiento, así como la finalidad de las operaciones que en ellas se realizan.

· Comprobar la correcta separación de ingresos y gastos en cuentas diferentes.

· Relación de posibles ingresos no depositados en cuentas de ingresos.

La realización de la prueba 5 debe permitir:

· Establecer todos los conceptos gestionados, según el órgano controlado, y conocer su recaudación por centros.

· Detectar posibles deficiencias de gestión en algunos de los centros recaudadores.

· Detectar posibles minoraciones en la recaudación de ingresos, sin causa justificada.

Como resultado de las pruebas de carácter general antes indicadas se tendrá que haber obtenido:

· Relación de situaciones irregulares, que se pondrán en conocimiento del gestor para su rectificación.

· Datos útiles para la realización de las pruebas específicas correspondientes a cada uno de los tipos de ingresos:

· Relación de cuentas restringidas de ingresos, cuya apertura fue autorizada reglamentariamente, con indicación del origen de los fondos que recogen.

· Relación de cuentas restringidas de ingresos, con apertura no autorizada reglamentariamente, indicando el origen de los fondos que recogen.

· Relación de cuentas de ingresos que no funcionan como cuentas restringidas de ingresos, indicando el origen de los ingresos que recogen.

· Relación de cuentas de gastos en las que se han registrado ingresos, indicando el origen de esos ingresos.

· Relación de ingresos que recauda y/o gestiona el órgano objeto de control, indicando las cuentas a través de las cuales se efectúa la recaudación e importes recaudados para cada tipo de ingreso en cada una de las cuentas. 

· Relación de ingresos en los que pudieran existir situaciones irregulares que estén minorando la recaudación, originando ingresos que no corresponden o facilitando el desvío de fondos a fines no reglamentarios.

En las pruebas de carácter general, que se recogen a continuación, se han incluido todas aquellas cuya realización se considera necesaria para controlar el área de ingresos, considerando esta área de forma aislada. Sin embargo, por su naturaleza, el área de ingresos mantiene muchos puntos de contacto con otras áreas (principalmente tesorería), por lo que para evitar la duplicidad de actuaciones habrá que coordinar la distribución de pruebas comunes a distintas áreas, con carácter previo a la aplicación de este programa.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Determinar las cuentas bancarias utilizadas por el órgano controlado. Para ello, proceder como sigue :
1.1.
Solicitar del gestor una relación de todas las cuentas bancarias cuya titularidad corresponda a alguna de las unidades que componen el órgano objeto de control, indicando si se trata de una cuenta autorizada o no, así como los fines para los que se utiliza.

1.2.
Solicitar del gestor una relación de todas las unidades que pueden gestionar pagos o ingresos, contrastando esta información con el organigrama correspondiente para subsanar posibles olvidos.

1.3.
Circularizar a todas y cada una de las unidades deducidas de la prueba anterior, solicitando información sobre todas las cajas y cuentas bancarias con las que operan.






PRUEBAS DE AUDITORIA




1.4.
Contrastar la información obtenida en las pruebas 1.1. y 1.3., analizando con el gestor el origen de las posibles diferencias.

1.5.
Elaborar una relación con todas las cuentas bancarias de las distintas unidades que componen el órgano controlado, en la que se haga constar si se trata de cuentas autorizadas o no, su posible carácter restringido, destino de la cuenta para realizar pagos o ingresos, así como la finalidad de las operaciones que en ellas se registran.

2. En coordinación con el área de tesorería, circularizar a todas las entidades financieras en las que el órgano mantiene cuentas abiertas (ver 1.5.), sean para pagos o ingresos, según modelo establecido.
En otras pruebas y áreas se volverá a hacer mención a la circularización a entidades financieras, sin que por ello deba interpretarse que se trata de distintas circularizaciones a las mismas entidades. La circularización a cada entidad será única y comprensiva de toda la información considerada como necesaria en las distintas pruebas de esta y otras áreas.
3. Verificar el cumplimiento de la normativa de las cuentas de ingresos con las que opera el órgano controlado. Para ello, se procederá como sigue :
3.1.
Para todas y cada una de las cuentas deducidas en 1.5., solicitar el documento que recoge la autorización de apertura de la cuenta y las condiciones de dicha apertura.

3.2.
Comprobar que el régimen de funcionamiento de las cuentas coincide con el autorizado.

Para las cuentas restringidas de ingresos, se verificará si los fondos en ellas depositados se transfieren al Tesoro en las fechas señaladas por la legislación, de forma automática o mediando orden previa del gestor.

4. Comprobar la correcta separación en cuentas diferentes de los ingresos y gastos gestionados por cada una de las unidades integradas en el órgano controlado. Para ello, se procederá como sigue:





PRUEBAS DE AUDITORIA




4.1.
Comprobar que las cuentas de ingresos no registran ningún tipo de gastos y, en caso contrario, verificar la razonabilidad de esta circunstancia y su autorización por Tesoro.

En algún caso Tesoro autoriza que con cargo a cuentas de ingresos se pague el IVA previamente ingresado en estas cuentas o que se transfiera el importe de ingresos que corresponden a otros centros (ventas por cuenta de terceros, por ejemplo), pero es necesario para que el procedimiento sea correcto que la autorización sea explícita y para esa cuenta concreta.

4.2.
Comprobar el posible registro de ingresos, que no correspondan a la dotación de fondos propia de cada cuenta, en cuentas que  están destinadas a efectuar pagos. Si existen, será necesario comprobar su origen.

5. Evaluar si la disminución o ausencia de ingresos en distintos conceptos están suficientemente justificadas. Para ello, se procederá como sigue:
5.1.
Solicitar, para cada uno de los centros de recaudación, el importe anual de los ingresos que gestiona, desglosado por conceptos. Si fuera posible, se solicitará una serie histórica de estos datos.


Contrastar los datos citados anteriormente con los extractos de las cuentas de referencia.

5.2.
Comparar los ingresos producidos en los distintos centros, en el ejercicio controlado, solicitando del gestor una justificación razonable de las diferencias significativas que se observen.

5.3.
Analizar la evolución de los ingresos registrados en la serie histórica, solicitando del gestor una explicación razonable de las variaciones relevantes que se hayan producido.


La justificación de las modificaciones, en base al ingreso en la CEE o por transferencias a las Comunidades Autónomas, hará necesario que el gestor aporte la normativa que así lo establece.

5.4.
Evaluar la razonabilidad de las causas aducidas por el gestor para justificar la disminución o ausencia de ingresos en algunos conceptos y/o centros.




PRUEBAS DE AUDITORIA




Si no se considerase suficiente la justificación aportada, ni fuese posible la realización de pruebas complementarias, concluir poniendo de manifiesto esta circunstancia y señalando al gestor los conceptos y centros afectados.

6. Circularizar a todos los centros dependientes del gestor, solicitando información sobre existencia de locales ocupados por terceros (cafeterías, estancos, bancos, peluquerías, agencias de viajes, ...), régimen de ocupación e ingresos que generan. Esta información será contrastada y complementada, si procede, con la que se desprenda de la verificación física de los centros.
En aquellos casos en que la ocupación del local se efectúe de forma gratuita, será necesario justificar esta circunstancia y que la decisión de ceder el local fue tomada por órgano competente para hacerlo.

En aquellos casos en que la contraprestación esté definida en un contrato, analizar la legalidad del mismo y si los ingresos se perciben efectivamente de acuerdo con éste y se efectúa su ingreso en cuentas del Tesoro Público.

7. Solicitar información sobre el procedimiento establecido para la venta de material de desecho y chatarra, así como de los ingresos generados por este concepto en el último ejercicio.
8. Clasificar los ingresos deducidos de las pruebas anteriores en los siguientes grupos :
· Tasas. 

· Precios públicos.

· Venta de bienes.

· Prestaciones patrimoniales.

· Otros ingresos.

y posteriormente aplicar los programas de trabajo correspondientes a cada uno de ellos. Para determinar las pruebas a realizar respecto de las prestaciones patrimoniales públicas que no tengan la consideración de tasas, según Real Decreto Ley 2/1996, de 26 de enero, se efectuará un análisis de su normativa específica; en función de este análisis se practicarán las pruebas aplicables de los programas de Tasas y/o de Precios Públicos.






II.
TASAS
Son ingresos exigidos por el Estado como contraprestación de los servicios y actividades que realiza, en los términos establecidos en el artículo 6 de la Ley 8/1989, de 13 de abril.

El artículo 30 de la Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, que establece los códigos que definen la estructura económica de los ingresos del presupuesto, clasifica las Tasas en:

Concepto 300 - Tasas de juegos.

Concepto 301 - Tasas y cánones de la ordenación de las comunicaciones.

Concepto 302 - Tasas por dirección e inspección de obras.

Concepto 303 - Tasas académicas.

Concepto 304 - Tasas de expedición del DNI y pasaportes.

Concepto 305 - Tasas consulares.

Concepto 306 - Tasas de la Jefatura de Tráfico.

Concepto 307 - Derechos de examen.

Concepto 309 - Otras tasas.

Estas pruebas están destinadas a comprobar que:

· El órgano objeto de control liquida y recauda todos los derechos que le corresponden por este concepto y sólo los que le corresponden.

· La recaudación se efectúa aplicando procedimientos razonables y ajustados a la normativa vigente. 

· Todos los ingresos recaudados se registran correctamente, ingresándolos en las cuentas del Tesoro en los plazos previstos por la normativa.

Como resultado de las pruebas anteriores se debe obtener:

1. Relación de tasas gestionadas por el órgano controlado, desglosadas en:
1.1.
Tasas gestionadas con soporte legal correcto.

1.2.
Tasas gestionadas sin soporte legal:

· Tasas transferidas.

· Tasas derogadas.

2. Análisis de los procedimientos aplicados para la recaudación de las tasas, que permita poner de manifiesto:
2.1.
Deficiencias legales en su aplicación.

2.2.
Debilidades del procedimiento en su concepción.


El procedimiento aplicado puede ser inadecuado en algunos aspectos. Se debe poner de manifiesto esta circunstancia para que el gestor considere su corrección.

2.3.
Los efectos de las deficiencias y debilidades detectadas.

3. Los derechos por este concepto gestionados por el órgano en el período de referencia han sido, para cada una de las tasas:
3.1.
Derechos generados netos: derechos reconocidos en el ejercicio, disminuidos por el importe de las anulaciones, devoluciones y bajas por insolvencias u otras causas.

3.2.
Ingresos realizados:

· Cobrados por el órgano.

· Depositados en alguna de las cuentas de ingreso.

· Transferidos a Tesoro.

· En otras situaciones.

3.3.
Cancelaciones por causas distintas al ingreso (insolvencia, prescripción, etc.)

3.4.
Derechos pendientes de cobro en período voluntario:

· Sin incidencias.

· Aplazamientos y fraccionamientos.

3.5.
Derechos pendientes de cobro en vía ejecutiva: derechos remitidos a la AEAT para su cobro en vía ejecutiva y de los que no se ha recibido información sobre su cobro o extinción por causas distintas del ingreso.

A.
Definición de las Tasas gestionadas por el órgano controlado
En este apartado se trata de delimitar las tasas cuya gestión se va a analizar. Para ello es necesario determinar las tasas que son gestionadas por el órgano controlado, verificar si entre éstas se incluye alguna cuya gestión ya no le corresponde y comprobar que no existen tasas cuya gestión le corresponde y no realiza. Efectuada esta depuración se establecerán los procedimientos y parámetros básicos de la gestión de las tasas, datos necesarios para poder efectuar el control correspondiente.
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1. Relacionar todas las tasas cuya gestión y/o recaudación corresponde al órgano controlado, incluyendo las que no han tenido ingresos según el gestor. Para ello, se considerarán los resultados de las pruebas de carácter general.
La relación incluirá la enumeración de posibles centros recaudadores para cada una de las tasas.

Como verificación complementaria para el primer ejercicio de aplicación de este programa, se considera conveniente efectuar un seguimiento de las tasas que, correspondiendo su recaudación al gestor de referencia, han sido suprimidas, modificadas o transferidas (por creación del IVA, ingreso en la CEE, transferencias a las Comunidades Autónomas, etc.), comprobando que su situación actual está justificada de forma suficiente por las normas legales dictadas al efecto.

2. Para cada una de las tasas gestionadas, incluyendo aquellas que aparentemente no generan ingresos, obtener los datos básicos que se indican a continuación : 
2.1.  Normativa que la crea y regula o Decreto que la convalida,  comprobando que no ha sido derogada. Asimismo se recopilará la normativa interna de desarrollo: circulares, manuales, etc.

Puede ocurrir que se sigan percibiendo ingresos por tasas que han sido derogadas. Por ello, hay que comprobar que las tasas de referencia están vigentes.

2.2.    La gestión está atribuida al órgano objeto de control.

Algunos gestores podrían seguir recaudando tasas que ya no les corresponden por haber sido transferidas.

2.3.
El hecho imponible, sujeto pasivo, base imponible, cuota, período de devengo y plazo de recaudación están claramente delimitados.

El artículo 13 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, define las actuaciones que constituyen el hecho imponible de las tasas; asimismo, los artículos 16 y 17 de la citada Ley definen el sujeto pasivo y los responsables solidarios y subsidiarios de las tasas. 
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2.4.
Gestión centralizada o territorial.

Este dato estará confirmado por la relación de posibles centros recaudadores indicada en el punto 1 de este programa y será básico para determinar la distribución del control entre Intervenciones Delegadas y Territoriales.

Es responsabilidad de las Intervenciones Delegadas en Ministerios y Organismos autónomos, en el ejercicio de su función de coordinación, delimitar en cada caso qué pruebas han de realizar las Intervenciones Territoriales y qué información deben incluir en los informes y, en su caso, cuál debe ser facilitada con carácter previo a la emisión de éstos.

2.5.
El nacimiento del derecho se produce por liquidación y/o autoliquidación. 

2.6.
Flujo de los fondos ingresados: centros recaudadores, medios de pago aceptados, cajas y cuentas por las que pasan los fondos hasta su ingreso en Tesoro, plazos y  otras incidencias de interés.

2.7.
Flujo de información sobre los fondos ingresados: responsables de rendir la información, plazos y contenido de la información rendida, centros receptores de la información en cada una de las fases que comprende.

2.8.
Cuadro de tarifas aplicadas, con indicación de las actualizaciones efectuadas en los últimos 5 años.

Tanto la valoración inicial de la tasa como las sucesivas actualizaciones deberán estar debidamente justificadas, mediante los procedimientos y formalidades establecidos por la normativa que le es de aplicación.

La Ley 8/1989, de 13 de abril, define actualmente los elementos cuantitativos de las tasas y los requisitos necesarios para acordar su aplicación y regular su cuantía.

2.9.
Destino final de los importes recaudados por la tasa: afectación al presupuesto del órgano gestor o ingreso en el Tesoro Público.






B.
Revisión de procedimientos
Se trata de analizar los procedimientos aplicados por el gestor para verificar su razonabilidad y cumplimiento de la normativa, así como para evaluar la incidencia que sus posibles debilidades puedan tener tanto sobre la recaudación real como sobre la información generada por dicha recaudación.

Para cada una de las tasas gestionadas por el órgano controlado e incluidas en la relación elaborada en el apartado A se realizarán las siguientes pruebas.
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3. Analizar la normativa aplicada comprobando que las normas internas se ajustan a las leyes que regulan cada tasa, y éstas a su vez se ajustan a la normativa general de tasas (Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos).
4. Analizar los flujos de fondos ingresados (2.6) y de información (2.7) correspondientes a cada una de las tasas, efectuando las siguientes comprobaciones:
4.1.
Existe una separación de funciones suficiente entre la generación y el cobro de la tasa.

Que la liquidación (origen del flujo de información) y el cobro de las tasas (origen del flujo de fondos ingresados) se efectúen por personas distintas es la garantía de que los datos sobre flujo de fondos ingresados y los correspondientes al flujo de información sobre la gestión de estos fondos se generan de forma independiente y van a permitir, mediante su contraste, la confirmación de datos o la posible detección de situaciones irregulares.

4.2.
Los fondos correspondientes a cada una de las tasas se ingresan en cuentas diferentes, de forma que la evaluación de los ingresos producidos por una tasa concreta sea inmediata.

Esto no ocurre en muchas ocasiones, por lo que habrá que evaluar, en función del volumen de recaudación de esas tasas y del procedimiento de control sustitutorio aplicado por el gestor, la conveniencia de recomendar su implantación.

4.3.
Existe un control adecuado sobre los resguardos de efectos timbrados que permita asegurarse de que todos los cobros registrados como realizados por este medio lo han sido efectivamente.
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4.4.
La información sobre las tasas generadas se rinde periódicamente a un centro controlador de ingresos, informando tanto de las tasas liquidadas como de las modificaciones producidas posteriormente (anulaciones, devoluciones, aplazamientos, etc.).

En la mayoría de los órganos de la Administración no existe ningún "centro controlador", individual o colectivo, que controle sus ingresos. Sin embargo, se incluye en el programa por considerar que su implantación es necesaria si se quiere racionalizar el control de esta área.

4.5.
El centro controlador verifica que los datos correspondientes al flujo de información coinciden con los correspondientes al flujo de fondos ingresados.

En esta prueba se trata únicamente de comprobar que dicho centro tiene atribuida y realiza esa función; las verificaciones algebraicas serán objeto de otra prueba posterior.

5. Para las tasas que corresponden al órgano controlado (ver punto 1), cuyo cuadro de tarifas se ha recogido en el punto 2.8, comprobar que se han aplicado correctamente todas las actualizaciones establecidas legalmente en los últimos 5 años.
Las leyes de Presupuestos Generales del Estado de los años incluidos en el período indicado contienen normas y coeficientes para efectuar dicha actualización.

6. Comprobar sobre una muestra seleccionada al efecto (obtenida siempre que sea posible de los registros del gestor) que, en función del procedimiento de generación del derecho, se cumple :
6.1.
Cuando el ingreso se produce mediante liquidación:

· La liquidación se efectúa por órgano competente y claramente identificado.

· La liquidación se realiza correctamente y se notifica al sujeto obligado al pago de la tasa, conteniendo todos los requisitos establecidos por la normativa aplicable.

La notificación es un requisito básico para la recaudación en período voluntario y para, en caso necesario, iniciar la vía de apremio.
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Los requisitos que deben reunir las notificaciones están definidos actualmente por los artículos 58 y 59 de la Ley 30/1992, artículo 103 del RGR y artículo 124 de la LGT.

· La liquidación y notificación se efectúan en impresos prenumerados, registrándose el derecho correspondiente de forma simultánea a la liquidación.

· Siempre que se disponga de registros independientes en los que figuren las prestaciones de servicios que originan la liquidación de la tasa, se cruzarán con los que reflejen las liquidaciones.

Analizar los registros manuales o informáticos utilizados por el gestor, verificando que contienen los siguientes datos:

· Tasa liquidada.

· Número de liquidación.

· Identificación del sujeto obligado al pago (nombre, apellidos, NIF y dirección).

· Importe de la deuda resultante.

· Fecha de vencimiento del plazo de ingreso.

Se trata de datos necesarios para poder recaudar la deuda en el período voluntario, e imprescindibles para poder iniciar la vía ejecutiva si fuese necesario.

· En el caso de tasas que el órgano liquida pero el cobro se efectúa por la Delegación de Economía y Hacienda, verificar que:

· Existe un listado de las tasas remitidas a la Delegación para su cobro.

· El envío se produce en plazo razonable desde la liquidación.

· La Delegación de Economía y Hacienda efectúa las correspondientes notificaciones.

· La Delegación comunica al órgano controlado los cobros efectuados, los remitidos a la AEAT para su cobro en ejecutiva y cualquier otra incidencia de interés en relación con las deudas de referencia.

· El pago de la tasa se produce en los plazos fijados por la liquidación y los fondos ingresados se sitúan en las cuentas autorizadas, en la forma y plazos establecidos, registrándose estas actuaciones.
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6.2.
Cuando el ingreso se produce por autoliquidación:

· La autoliquidación contiene todos los datos necesarios para identificar la actuación que constituye el hecho imponible.

· La autoliquidación se efectúa ante órgano competente para recibirla, estando previsto este procedimiento de ingreso por la normativa que afecta a la tasa de referencia.

El artículo 19 del Reglamento General de Recaudación establece la legitimación para recibir el pago y lugar de pago.

· Se ha establecido algún procedimiento de validación para verificar que los datos y cálculos contenidos en la autoliquidación son razonables; comprobar, mediante muestreo, los resultados de dicho procedimiento.

· En el caso de autoliquidaciones presentadas en las Delegaciones de Economía y Hacienda, el órgano gestor tiene conocimiento de esta circunstancia.

· Se produce el pago de la tasa objeto de autoliquidación y los fondos se sitúan en las cuentas autorizadas en la forma y plazos establecidos por la normativa que le es de aplicación.

7. Comprobar, sobre muestra seleccionada al efecto, el cumplimiento de la normativa en las diversas incidencias que se pueden producir tras la liquidación de la tasa y dentro del período voluntario de recaudación: aplazamientos y fraccionamientos, bajas, anulaciones, devoluciones, etc.
Para ello aplicar una serie de pruebas que, por ser comunes a otros conceptos de ingresos y por su complejidad, se han incluido de forma independiente en el epígrafe "otras situaciones de derechos e ingresos".

8. Sobre muestra de ingresos obtenida de los registros o, en su defecto, directamente de los justificantes de ingresos, comprobar que el ingreso se ajusta a la normativa que los regula. Las comprobaciones a realizar se indican en los apartados siguientes:
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8.1.
El ingreso se efectúa en centro recaudador autorizado para recibirlo y según procedimiento establecido al efecto.

En los apartados siguientes se indican las distintas vías de ingreso posibles. En función de la normativa aplicable a cada tasa, su recaudación podrá efectuarse aplicando uno o varios de estos procedimientos.

· Ingreso en la caja del centro.

· Se entrega justificante de todos y cada uno de los ingresos, utilizando talonarios de justificantes previamente numerados y controlados por persona distinta de la que realiza la función de cajero.

· De cada ingreso queda copia o resguardo con la misma numeración que el justificante original, elaborándose un listado o registro de ingresos que incluya todos los producidos por este medio.

· Los fondos así recaudados se depositan en cuentas de ingresos diariamente o en el menor plazo que sea compatible con criterios de buena gestión.

· El centro recaudador comprueba los ingresos registrados por la entidad financiera con sus comprobantes de ingreso (importes, concepto y fechas).

· Ingreso en cuentas restringidas para la recaudación, abiertas en entidades de depósito.

· Los ingresos se registran por el centro recaudador a través de sus propios documentos de gestión, comprobándose periódicamente con los extractos u otros documentos bancarios.

· Cuando el ingreso en la entidad financiera se produce sin participación del gestor, la entidad deberá enviar periódicamente una relación de los ingresos producidos, acompañada por los justificantes de cada uno de los ingresos (copia/resguardo prenumerada por el gestor, con igual numeración que el entregado al interesado), para su registro y comprobación, sin que en ningún caso se pueda realizar el registro de las operaciones a través de los extractos bancarios.

El artículo 85 del RGR regula estas situaciones.
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· Ingreso a través de entidades de depósito que presten servicio de Caja.

Se trata de un procedimiento aplicable únicamente a las tasas recaudadas a través de las Delegaciones de Economía y Hacienda.

· Los ingresos recaudados por estas entidades corresponden a alguno de los casos previstos por el Reglamento General de Recaudación.

El artículo 76 del RGR y las Ordenes Ministeriales que desarrollan el Reglamento indican los casos en los que el ingreso se realizará por esta vía.

· Diariamente la Entidad entrega, a la Delegación o Administración de la AEAT correspondiente, la relación justificativa de las cantidades ingresadas en la cuenta restringida y los documentos acreditativos de las deudas a que corresponden.

A su vez, la Delegación o Administración de la AEAT entrega a la Delegación de Economía y Hacienda la información y justificantes de los ingresos cuya recaudación corresponde a éste último órgano.

8.2.
Los ingresos se transfieren desde las cuentas restringidas de recaudación a las cuentas de Tesoro en el Banco de España en los plazos establecidos por la normativa vigente, movimiento cuya realización es comprobada por el gestor, tanto en importes como en fechas.

Los artículos 180, 181 y 183 del RGR establecen las condiciones en las que se efectuará el ingreso en Tesoro de las cantidades recaudadas.

9. Verificar que las deudas no ingresadas a su vencimiento son remitidas a la AEAT para su cobro en vía ejecutiva, respetando los procedimientos y plazos establecidos por la normativa aplicable.
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Algunas de las normas a considerar son:

· Reglamento General de Recaudación: artículos 91 y siguientes, sobre procedimiento de apremio.

· Resolución de la Dirección General de Recaudación de 14 de febrero de 1989, sobre elaboración por los órganos liquidadores de una relación de deudas no cobradas en período voluntario.

· Circular de 29 de septiembre de 1992, conjunta de la Intervención General de la Administración del Estado y la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria por la que se implanta el Sistema Integrado de Recaudación.






C.
Verificación de fondos ingresados
Se trata de determinar el volumen de ingresos que el gestor ha recaudado por cada una de las tasas, distinguiendo entre reconocimiento de derechos, cobros y pendiente de cobro (en cualquiera de sus modalidades: pendiente en voluntaria, aplazamientos, fraccionamientos, pendiente en ejecutiva, etc.). La evaluación de estos ingresos puede estar condicionada por las deficiencias detectadas en los procedimientos: porque éstos no garanticen que el órgano percibe todos los ingresos cuya gestión le corresponde, porque aun percibiéndolos no aseguran que lo recaudado llegue a Tesoro, o porque discrepancias insalvables entre el flujo de fondos y el de información sobre éstos no permiten comprobar que la recaudación declarada por el gestor coincide con la realmente efectuada.

Las pruebas siguientes se efectuarán para cada una de las tasas y, en función de que la gestión sea territorial o centralizada, deberán realizarse por:

· En gestión centralizada: las pruebas serán realizadas por la Intervención Delegada directamente.

· En gestión territorial : las pruebas se realizarán por las Intervenciones Territoriales en su ámbito de actuación, rindiendo informe en el que no sólo se hagan constar los resultados obtenidos sino también la fase del proceso hasta la que han extendido su control, indicando expresamente las fases pendientes de revisión (recepción de transferencias por cuentas centralizadas, recepción de fondos por Tesoro, etc.) para que la Intervención Delegada complete el control.

La realización de las pruebas anteriores debería permitir conocer todos los ingresos devengados según el gestor, para cada una de las tasas, y su situación a una fecha concreta como tesorería o como derecho pendiente de realización.

Si se obtuvo un resultado satisfactorio en el análisis de los procedimientos de generación, liquidación y notificación de la tasa (único medio disponible para evaluar la razonabilidad de los devengos), el resultado de las pruebas contenidas en los puntos 10 y 11 debería ser suficiente para conocer los ingresos producidos por tasas que corresponden al órgano controlado, tanto a nivel de tesorería como de derechos pendientes de cobro.
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10. Teniendo en cuenta la relación de posibles centros recaudadores de las tasas obtenido en el punto 1, se procederá a obtener la siguiente información:
· Circuitos de recaudación aplicados a cada una de las tasas (Ingreso en cuenta restringida, en Caja de Delegación de Hacienda, en entidad colaboradora, en Caja del centro gestor, efectos timbrados, etc.).

· Desglose de ingresos recaudados por cada una de las tasas en el período de referencia: liquidaciones/autoliquidaciones, anulaciones, cobros, devoluciones, pendiente de cobro en voluntaria y remitidos a la AEAT para su cobro en ejecutiva.

Dado que las devoluciones se efectúan sobre presupuesto corriente, incluso aunque sean de ejercicios anteriores, habrá que tener en cuenta esta circunstancia a efectos de cuadre.

Siempre que sea posible, estos datos se obtendrán directamente de los registros del gestor, salvo que el auditor estime que no son fiables.

· Cuentas bancarias en las que se han depositado los fondos ingresados. Para los ingresos a través de Delegaciones de la AEAT, bastará con indicar esta circunstancia.

Se trata de las primeras cuentas en las que se depositan los fondos, incluyendo aquélla a la que se llevan los fondos recaudados a través de la Caja del centro recaudador.

· Relación de cuentas a las que se transfieren los fondos depositados en las cuentas indicadas en el apartado anterior, señalando si dichas transferencias se efectúan de forma automática o a instancia del gestor.
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11. Para cada una de las tasas, sumar los importes de las liquidaciones/autoliquidaciones, anulaciones, cobros, devoluciones, pendiente de cobro en voluntaria y remitido para su cobro en ejecutiva, que se hayan producido en el período de referencia en cada uno de los centros recaudadores.
12. Circularizar a todas las entidades financieras en las que se depositan los fondos ingresados (salvo cajas de las Delegaciones y Administraciones de la AEAT y Entidades colaboradoras), solicitando :
· Saldo al inicio del período.

En condiciones normales, será el correspondiente al 1 de enero y su importe sólo debería recoger los ingresos efectuados entre la última transferencia y el 31 del mes de diciembre, siendo por lo tanto ingresos del ejercicio anterior.

· Total ingresado en la cuenta en el período de referencia.

Aunque sería deseable una cuenta para cada tasa, se puede encontrar que se ingresan varias en una misma cuenta.

· Pagos efectuados contra esta cuenta, si los hubiere.

En principio no se efectúan pagos contra las cuentas de ingresos, pero esta norma admite excepciones y hay que considerarlas para poder efectuar el cuadre o detectar situaciones anómalas.

· Transferencias a otras cuentas indicando su importe, fecha y cuenta de destino, así como el procedimiento establecido para efectuar estas transferencias (en fechas preestablecidas o previa orden del gestor).

Las transferencias sólo deberían ser a las cuentas de Tesoro o a las intermedias centralizadas de las entidades financieras, y es necesario conocerlas para poder comprobar que los fondos ingresados llegan al destino legalmente establecido.
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· Saldo al término del período.

Normalmente será el correspondiente al 31 de diciembre y su importe sólo debería recoger los ingresos realizados desde la última transferencia.

Esta prueba ha sido descrita considerando que el período objeto de control fuera el ejercicio completo. No obstante, es totalmente aplicable si el período objeto de control fuera diferente (por ejemplo, un semestre).

La circularización se efectúa por la Intervención, debiendo ir firmadas las cartas por el gestor.

Excepcionalmente, las cartas pueden ir firmadas por el Interventor, en cuyo caso se deberá acompañar autorización expresa del gestor.

13. Comprobar la razonabilidad de los datos aportados por la entidad financiera, según se indica a continuación:
13.1.
Contrastar los saldos inicial y final con los extractos bancarios solicitados al gestor.

Aunque estos saldos puedan diferir de los reales según el área de tesorería, no se puede olvidar que se están contrastando datos de la entidad financiera y para ella el dato válido es el del extracto.

13.2.
Verificar que el saldo inicial más ingresos y menos pagos y transferencias es igual al saldo final.

13.3.
Concluir sobre la validez de los datos aportados.

Esta prueba es opcional y no tiene otro objeto que evitar sacar conclusiones erróneas como consecuencia de errores en las contestaciones de la circularización o manipulación de extractos.
14. Circularizar a las Delegaciones de Economía y Hacienda, solicitando desglose de todas las tasas, relacionadas con el gestor controlado, que hayan sido ingresadas en período voluntario en el ejercicio.
Dadas las dificultades operativas que puede presentar la ejecución de esta prueba, esta circularización debe efectuarse por la Intervención Delegada en Servicios Centrales, que deberá establecer los mecanismos de transmisión de información a/de las Intervenciones Territoriales.
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15. Para cada una de las tasas o para los grupos de ellas que sea imposible desglosar, agregar los ingresos producidos en el período de referencia en cada una de las cuentas de ingresos, añadiendo los ingresos producidos a través de las Delegaciones de Economía Hacienda y mediante efectos timbrados.
16. Comparar los cobros reales calculados en el punto 14 con los cobros teóricos calculados en el punto 10 y comunicar las posibles diferencias al gestor para que las concilie.
Algunas de las situaciones que pueden producir diferencias entre ambos datos son: cobros en voluntaria considerados como efectuados en distinta fecha por el centro recaudador y por la entidad financiera, cobros de deudas que ya están en fase ejecutiva, gastos financieros indebidamente cargados.

En el caso de que el gestor no pueda aclarar las posibles diferencias, ponerlo de manifiesto en el informe. No obstante, si las diferencias son importantes, el auditor debe investigarlas directamente.

17. Comprobar con la AEAT los importes enviados para su cobro en vía ejecutiva.
Se tendrá en cuenta lo expresado en el apartado 14 respecto de la Intervención que debe efectuar la circularización.

18. Siguiendo el circuito de transferencias (cuenta de ingresos-Tesoro o cuenta de ingresos-cuenta centralizada-Tesoro) verificar, mediante extractos originales o circularizando si fuese preciso, que todos los ingresos llegan a Tesoro en las fechas establecidas.
La circularización citada en esta prueba hace referencia a las cuentas a las que se transfieren los fondos (incluyendo las de Tesoro) desde las receptoras de ingresos, cuentas estas últimas que ya han sido circularizadas anteriormente.

19. Elaborar un cuadro que permita evaluar la importancia de cada tasa en el conjunto de ingresos por tasas del órgano gestor, así como en el total de ingresos de dicho órgano.





III.
PRECIOS PUBLICOS
Los precios públicos son contraprestaciones pecuniarias que se satisfacen por la prestación de servicios o realización de actividades en régimen de derecho público.

El artículo 31 de la Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, al establecer los códigos que definen la estructura económica de los Ingresos del Presupuesto, clasifica los Precios Públicos en :

Concepto 310 - Derechos de matrícula en cursos y seminarios.

Concepto 311 - Entradas a museos, exposiciones, espectáculos, etc.

Concepto 312 - Prestación de servicios aduaneros.

Concepto 319 - Otros precios públicos.

Estas pruebas están destinadas a comprobar que: 

· El órgano objeto de control recauda todos los ingresos que le corresponden por estos conceptos y sólo los que le corresponden. 

· La recaudación se efectúa aplicando procedimientos razonables y ajustados a la normativa vigente. 

· Todos los ingresos recaudados se registran correctamente.

Como resultado de las pruebas anteriores se debe obtener :

1. Relación de precios públicos cuya administración tiene encomendada el órgano controlado, con datos que se desglosen en:
1.1.
Gestionados con soporte legal.

1.2.
Gestionados sin soporte legal suficiente.

2. Aspectos puestos de manifiesto al analizar los procedimientos aplicados para la recaudación de los precios públicos, tales como:
2.1.
Deficiencias legales en su aplicación.

2.2.
Debilidades en la concepción del procedimiento.

El procedimiento aplicado puede ser inadecuado en algunos aspectos. Se debe poner de manifiesto esta circunstancia para que el gestor considere su corrección.

2.3.
Los efectos de las debilidades y deficiencias detectadas.

3. Los derechos por este concepto gestionados por el órgano en el período de referencia han sido, para cada uno de los precios públicos considerados:
3.1.
Derechos generados netos: derechos reconocidos en el ejercicio, disminuidos por el importe de anulaciones y devoluciones.

3.2.
Ingresos realizados:

· Cobrados por el órgano.

· Depositados en alguna de las cuentas de ingreso.

· Transferidos a Tesoro.

· En otras situaciones.

3.3.
Cancelaciones por insolvencias, prescripciones, etc.

3.4.
Derechos pendientes de cobro en período voluntario:

· Sin incidencias.

· Aplazamientos y fraccionamientos.

3.5.
Derechos pendientes de cobro en vía ejecutiva: derechos remitidos a la AEAT para su cobro en vía ejecutiva y de los que no se ha recibido información sobre su cobro o extinción por causas distintas del ingreso.

A.
Definición de los Ingresos por precios públicos gestionados por el órgano 
controlado
En este apartado se trata de delimitar los ingresos que gestiona el órgano controlado por el concepto de precios públicos; esta delimitación implica conocer tanto su desglose como los procedimientos y parámetros básicos de la gestión de los precios públicos que permitan efectuar el control correspondiente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Relacionar todos los ingresos por el concepto de referencia cuya gestión corresponda al órgano controlado. Para ello, se considerarán tanto los datos proporcionados por el gestor como los resultados de las pruebas de carácter general.
La relación incluirá el desglose de todos los posibles centros recaudadores, así como el desglose de los precios públicos recaudados por el órgano gestor que corresponden a otros centros.






PRUEBAS DE AUDITORIA




La relación debe abarcar todos los ingresos cuya gestión tiene encomendada el órgano por este concepto, lo que incluye también a los que, correspondiendo su gestión al órgano, no aparecen en el presupuesto porque aparentemente no están generando ingresos.

2. Para cada uno de los tipos de ingreso incluidos en la relación anterior, establecer los datos básicos que se indican a continuación :
2.1.
Normativa que los regula.

2.2.
Actividad que genera el precio público.

2.3.
Departamento responsable de la gestión.

2.4.
Destino de los fondos recaudados por este concepto : ingreso en Tesoro o aplicación al presupuesto del órgano correspondiente.

2.5.
Flujo de fondos ingresados.

Se describirá el flujo realmente aplicado incluyendo la identificación del centro recaudador, medios de pago, cajas y cuentas en las que se ingresan, así como destino final de estos fondos.

2.6.
Flujo de información sobre los fondos ingresados.

Flujo real, que incluirá a los responsables de rendir la información sobre ingresos por este concepto, plazos y contenido de la información rendida, así como los centros receptores de la información en cada una de las posibles fases.

2.7.
Tarifas aplicadas, indicando cuándo se efectuó la última actualización.






B.
Revisión de procedimientos

Se trata de analizar los procedimientos aplicados por el gestor para evaluar su razonabilidad y cumplimiento de la normativa, así como para valorar la incidencia que sus posibles debilidades puedan tener tanto sobre la recaudación real por este concepto como sobre la información generada por dicha recaudación.

Esta fase del control se basará en la realización, para cada uno de los ingresos considerados por el concepto de referencia, de las pruebas que se incluyen a continuación.

PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Las normas reguladoras de cada precio público son conformes con las disposiciones legales y reglamentarias, generales y específicas, de aplicación al precio público de referencia.
4. Analizar si es correcta la aplicación del régimen de precios públicos a la actuación de referencia.
5. Comprobar que la tarifa, fijada por órgano competente según procedimiento legalmente establecido, cubre los costes económicos originados por la prestación que recibe el beneficiario de la actuación administrativa (salvo excepciones previstas por la normativa legal).
El artículo 25.2 de la Ley 8/1989 señala los casos y condiciones en que el precio público puede ser inferior al coste de la actuación que lo genera ; asimismo, el artículo 26 de la misma Ley señala las formalidades que deben cumplirse para fijar o modificar los precios públicos.

6. Analizar los flujos de fondos ingresados y de información sobre dichos fondos, efectuando las siguientes comprobaciones:
6.1.
Los circuitos establecidos, tanto para el ingreso y movimiento de fondos como para la rendición de la información correspondiente, respetan la normativa vigente.






PRUEBAS DE AUDITORIA




6.2.
Existe una separación de funciones suficiente entre la generación y el cobro del precio público.

En algunos casos (venta de entradas, por ejemplo), no es operativo conseguir esta separación, circunstancia que se compensa mediante la entrega de justificantes normalizados y prenumerados que permiten una posterior confrontación de ventas y recaudación.

6.3.
Los fondos recaudados por precios públicos se ingresan en cuentas de ingresos autorizadas, en las que sea identificable el origen del ingreso.

6.4.
La información sobre ingresos generados por este concepto se rinde periódicamente a un centro controlador, informando de los ingresos liquidados, incidencias posteriores (anulaciones, devoluciones, etc.), así como de los cobros efectuados.

Aunque en la mayoría de los órganos de la Administración no existe "centro controlador", se incluye por considerar que su existencia es necesaria para racionalizar el control de esta área.

6.5.
El centro controlador verifica que los datos correspondientes al flujo de información coinciden con los correspondientes al flujo de fondos ingresados.

Se trata de comprobar únicamente que el centro tiene atribuida y realiza esta función ; las comprobaciones numéricas para evaluar si el control se realiza de forma suficiente serán objeto de una prueba posterior.

7. Para los precios públicos cuyas tarifas no se hayan actualizado periódicamente, solicitar la justificación de esta circunstancia. Si no hubiese justificación o se considerase insuficiente, se efectuará una estimación de la posible minoración de ingresos producida para la Hacienda Pública.
8. Para una muestra, obtenida siempre que sea posible de los registros del gestor, comprobar que, en función del procedimiento de generación del derecho, se cumple lo señalado en los siguientes puntos.





PRUEBAS DE AUDITORIA




8.1.
La liquidación/pago se exige por órgano competente para hacerlo y con carácter inmediato a la contraprestación que justifica su exigencia, debiendo justificarse cualquier demora producida en ésta.

Siempre que se disponga de registros independientes en los que figuren las prestaciones de servicios que originan la liquidación del precio público, se cruzarán con los que reflejan las liquidaciones.

8.2.
El pago se efectúa por alguno de los medios autorizados.

El artículo 27.3 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, sobre régimen jurídico de las tasas y precios públicos, establece la posibilidad de realizar el pago en efectivo o mediante el empleo de efectos timbrados.

8.3.
Los importes recaudados se ingresan en alguna de las cuentas establecidas al efecto.

8.4.
Transcurridos 6 meses desde el vencimiento de la deuda sin que se haya producido su cobro, se inicia el procedimiento de apremio.

La redacción dada al artículo 27.6 de la Ley 8/1989 establece el recurso al procedimiento de apremio como una posibilidad y no como una obligación, por lo que en caso de no aplicarse el procedimiento será necesario comprobar las causas de esa circunstancia antes de calificarla.

9. Para los precios públicos recaudados por cuenta de terceros analizar, contrastando con muestra seleccionada al efecto, que el procedimiento establecido para su control impide la confusión con los ingresos propios y que los plazos y condiciones de las transferencias de estos fondos a su destino están predeterminados de forma expresa y suficiente.





C.
Verificación de fondos ingresados

Se trata de determinar el volumen de ingresos que el gestor ha recaudado por cada uno de los precios públicos cuya administración tiene encomendada, distinguiendo entre devengos, cobros y pendiente de cobro.

La realización de las pruebas anteriores debería permitir conocer todos los ingresos devengados según el gestor, para cada uno de los precios públicos que administra, así como su situación a una fecha concreta como tesorería o como derecho pendiente de realización.

PRUEBAS DE AUDITORIA




10. Teniendo en cuenta la relación de posibles centros recaudadores de precios públicos obtenida en el punto 1, se procederá a circularizarlos solicitando la siguiente información:
· Desglose de los ingresos por precios públicos correspondientes al período de referencia, distinguiendo entre devengos producidos, cobros, anulaciones, devoluciones y pendiente de cobro, tanto en voluntaria como remitido para su cobro en ejecutiva.

Siempre que sea posible, estos datos se obtendrán directamente de los registros del gestor, salvo que el auditor estime que no son fiables.

· Relación de cuentas bancarias en las que se han depositado los fondos ingresados, indicando el importe correspondiente a dichos ingresos. Asimismo se relacionarán, de forma independiente, los precios públicos abonados mediante efectos timbrados.

Si en la misma cuenta se ingresan fondos con otros orígenes, será necesario recabar información complementaria (desglose de partidas ingresadas, fechas de ingreso, etc.) al objeto de poder efectuar comprobaciones posteriores.

· Relación de cuentas a las que se transfieren los fondos depositados en las cuentas indicadas en el apartado anterior, si es que se produce dicha transferencia.






PRUEBAS DE AUDITORIA




11. Para cada uno de los tipos de precio público, sumar los importes obtenidos en los distintos centros recaudadores distinguiendo entre liquidaciones, cobros, anulaciones, devoluciones y pendiente de cobro, tanto en voluntaria como remitido para su cobro en ejecutiva, precisando los importes que corresponden a ingresos efectuados por cuenta de terceros.
12. Circularizar a todas las entidades financieras en las que se depositan los fondos ingresados, solicitando los siguientes datos:
· Saldo al inicio del período.

· Total ingresado en cada cuenta en el período de referencia por el concepto considerado en este programa.

· Pagos efectuados contra cada una de las cuentas, si los hubiere.

· Transferencias a otras cuentas.

· Saldo al término del período.

13. Comprobar la razonabilidad de los datos aportados por la entidad financiera, contrastándolos con los extractos bancarios correspondientes obtenidos del gestor.
14. Para cada uno de los tipos de precio público, totalizar los importes ingresados, según datos de la entidad financiera, así como los pagos efectuados por devoluciones y transferencias con cargo a este concepto.
15. Comparar los cobros reales calculados en el punto 12 de este programa con los cobros teóricos calculados en el punto 11, y comunicar al gestor las posibles diferencias para que las concilie.
A las partidas de conciliación habituales en este tipo de cuadres hay que añadir los importes correspondientes a ingresos, por el concepto de referencia, gestionados por cuenta de terceros y pendientes de transferencia.





PRUEBAS DE AUDITORIA




16. Comprobar con la AEAT los importes enviados para su cobro en ejecutiva.
17. Comprobar que se ingresan en Tesoro los ingresos recaudados por este concepto que, en función de la normativa legal, no son aplicables al presupuesto del órgano controlado.
18. Elaborar un cuadro que permita evaluar el peso de los ingresos de cada precio público en el conjunto de ingresos por este concepto y el de éstos en el total de ingresos.





IV.
VENTA DE BIENES

Ingresos derivados de transacciones, con salida o entrega de bienes objeto de la actividad de los agentes públicos, mediante precios.

El artículo 33 de la Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, que establece los códigos que definen la estructura económica de los ingresos del presupuesto, clasifica la venta de bienes en:

Concepto 330 - Venta de publicaciones propias.

Concepto 331 - Venta en comisión de publicaciones.

Concepto 332 - Venta de fotocopias y otros productos de reprografía.

Concepto 333 - Venta de medicamentos.

Concepto 334 - Venta de productos agropecuarios.

Concepto 335 - Venta de material de desecho.

Concepto 336 - Ingresos procedentes del Fondo creado por la Ley 36/1995.

Concepto 339 - Venta de otros bienes.

Estas pruebas están destinadas a comprobar que:

· El órgano objeto de control recauda todos los ingresos que le corresponden por estos conceptos y sólo los que le corresponden. 

· La recaudación se efectúa aplicando procedimientos razonables y ajustados a la normativa vigente. 

· Todos los ingresos recaudados se registran correctamente.

Como resultado de las pruebas se debe obtener:

1. Relación de bienes objeto de venta por el órgano controlado.
2. Aspectos puestos de manifiesto al analizar los procedimientos aplicados para la administración de la venta de bienes, tales como:
2.1.
Incumplimientos de la normativa.

2.2.
Debilidades en la concepción del procedimiento.

El procedimiento aplicado puede no ser el adecuado en algunos aspectos. Se debe poner de manifiesto esta circunstancia al gestor para que considere su corrección.

2.3.
Los efectos de las debilidades y deficiencias detectadas.

3. Los ingresos por este concepto gestionados en el período de referencia por el órgano controlado han sido para cada uno de los bienes comercializados:
3.1.
Ingresos pendientes de cobro al término del ejercicio anterior.

3.2.
Ingresos generados (devengos del ejercicio).

3.3.
Ingresos realizados :

· Cobros efectuados (de ejercicios anteriores y de ejercicio corriente).

· Depositados en cuenta al término del ejercicio.

· Transferidos a Tesoro.

· En otras situaciones.

3.4.
Pendientes de cobro :

· En plazo.

· Fuera de plazo de ejercicios anteriores.

· Fuera de plazo del ejercicio corriente.

A.
Definición de los ingresos por venta de bienes gestionados por el órgano 
controlado

En este apartado se trata de definir los ingresos que gestiona el órgano controlado por el concepto de venta de bienes ; esta definición implica conocer tanto su desglose como los procedimientos y parámetros básicos que permitan efectuar el control correspondiente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Relacionar todos los ingresos por el concepto de referencia cuya gestión corresponda al órgano controlado. Para ello, se considerarán tanto los datos proporcionados por el gestor como los resultados de las pruebas de carácter general.
La relación incluirá el desglose de todos los posibles centros recaudadores por este concepto, así como el desglose de los ingresos por ventas efectuadas por cuenta de terceros.




PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Para cada uno de los tipos de ingreso incluidos en la relación anterior, establecer los datos básicos que se indican a continuación:
2.1.
Actividad objeto de la venta de bienes y normativa que la regula.

2.2.
Departamento responsable de la gestión.

2.3.
Flujo de fondos ingresados.

Se describirá el flujo realmente aplicado incluyendo la identificación del centro recaudador, medios de pago, cajas y cuentas en las que se ingresan, así como el destino final de estos fondos.

2.4.
Flujo de información sobre los fondos ingresados.

Flujo real, que incluirá a los responsables de rendir la información sobre ingresos por este concepto, plazos y contenido de la información rendida (tanto documental como contable), así como los centros receptores de la información en cada una de las posibles fases.

2.5.
Tarifas y precios aplicados, indicando el criterio seguido para establecerlos.

2.6.
Posibles contratos con terceros para el suministro, elaboración, distribución, etc. de los productos (o sus componentes) objeto de la venta.






B.
Revisión de procedimientos

Se trata de analizar los procedimientos aplicados por el gestor para evaluar su razonabilidad y el cumplimiento de la normativa vigente, así como para valorar la incidencia que sus posibles debilidades puedan tener tanto sobre la recaudación real por este concepto como sobre la información generada por dicha recaudación.

PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Analizar si los procedimientos aplicados se ajustan a la normativa vigente y están formalizados en algún manual o recopilación de normas.
El análisis abarcará no sólo la actividad vendedora, sino también otros aspectos relacionados con la actividad base: adjudicación de contratos cuando el producto vendido se elabora por terceros (edición de libros, venta de medicamentos,...), contratos de distribución del producto por empresas colaboradoras, etc. Las comprobaciones comprenderán tanto el acto de la adjudicación del contrato, como las características formales y contenido de dichos contratos.

4. Verificar la razonabilidad de las tarifas y precios aplicados; para ello se podrán considerar, entre otros aspectos, los siguientes:
· Coste del producto.

En principio, el precio de la venta no debe suponer ninguna carga para el órgano, por lo que el precio del bien vendido debería cubrir el coste de su elaboración o adquisición.

· Precios de mercado de productos similares.

El precio de algunos de los productos vendidos está condicionado porque compiten con productos similares de origen privado (guías de carreteras, productos agropecuarios, etc.).

· Aspectos socio-culturales que, según el órgano controlado, puedan haber incidido en la fijación del precio.

El interés por conseguir la divulgación de algunos productos (guías sanitarias, determinados medicamentos, etc.), puede obligar a efectuar su distribución con precios incentivados e incluso gratuitamente.

· Política de descuentos.

Procedimiento que puede estar determinado por las características del mercado, por ejemplo, distribución de publicaciones a través de mayoristas.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Incidencia de la distribución institucional.

La distribución institucional (siempre gratuita) puede llegar a ser abusiva en determinados productos.

5. Analizar los flujos de fondos ingresados y de información sobre dichos fondos, efectuando las siguientes comprobaciones:
5.1.
Los circuitos establecidos, tanto para el ingreso y movimientos de fondos como para la rendición de la información correspondiente, respetan la normativa vigente.

5.2.
Existe una separación de funciones suficiente entre la venta y el cobro correspondiente.

En algunos casos, no resulta operativo conseguir esta separación, circunstancia que puede compensarse mediante la posterior confrontación por terceros de la cifra de ventas y de la recaudación efectuada, complementando el control sobre las ventas con la entrega de justificantes normalizados y prenumerados y por la realización de inventarios periódicos.

5.3.
Partiendo de los registros de entrada-salida de productos, verificar que las ventas son facturadas, registradas y cobradas.

Realizar inventario verificando la coincidencia entre las existencias reales y las que figuran en los registros. Hay que tener en cuenta a estos efectos la necesidad de hacer un corte de operaciones.

5.4.
Los fondos recaudados por venta de bienes se ingresan en cuentas de ingresos autorizadas, en las que sea identificable el origen del ingreso.

5.5.
La información sobre ingresos generados por este concepto se rinde periódicamente a un centro controlador, informando de los ingresos liquidados, incidencias posteriores (anulaciones, devoluciones, etc.), así como de los cobros efectuados.




PRUEBAS DE AUDITORIA




Aunque en la mayoría de los órganos de la Administración no existe centro controlador, se incluye por considerar que su existencia es necesaria para racionalizar el control de esta área.

5.6.
El centro controlador verifica que los datos correspondientes al flujo de información coinciden con los correspondientes al flujo de fondos ingresados.

6. Verificar los procedimientos seguidos para evitar los impagados, los criterios aplicados para la declaración de morosos y las medidas adoptadas para conseguir el cobro.
7. Concluir sobre los procedimientos analizados, definiendo las debilidades detectadas, tanto de legalidad como de gestión, evaluando su incidencia sobre el control de los ingresos de referencia y proponiendo posibles medidas correctoras.





C.
Verificación de fondos ingresados

Se trata de determinar el volumen de ingresos que el gestor ha recaudado por las ventas de bienes cuya administración le corresponde, distinguiendo entre liquidaciones, cobros y pendiente de cobro.

La realización de las pruebas anteriores debería permitir conocer todos los ingresos devengados, según el gestor, para cada uno de los bienes objeto de comercialización en este concepto, así como su situación a una fecha concreta como tesorería o como derecho pendiente de realización.

PRUEBAS DE AUDITORIA




8. Teniendo en cuenta la relación de posibles centros recaudadores, se procederá a obtener la siguiente información:
· Desglose de ingresos por el concepto de referencia en el período analizado, distinguiendo entre devengos producidos, cobros, devoluciones y pendiente de cobro. En la relación se incluirán las deudas anuladas por incobrables, indicando la causa de tal calificación.




PRUEBAS DE AUDITORIA




Siempre que sea posible estos datos se obtendrán directamente de los registros del gestor, salvo que el auditor estime que no son fiables.

· Relación de cuentas bancarias en las que se han depositado los fondos ingresados, indicando el importe neto correspondiente a dichos ingresos.

· Relación de cuentas a las que se transfieren los fondos depositados en las cuentas indicadas en el apartado anterior.

9. Para cada uno de los bienes objeto de comercialización en este concepto, agregar los importes declarados por los distintos centros recaudadores, distinguiendo entre devengos, cobros, devoluciones, pendiente de cobro e incobrables y precisando los importes que corresponden a ingresos efectuados por cuenta de terceros.
10. Circularizar a todas las entidades financieras en las que se depositan los fondos ingresados, solicitando:
· Saldo al inicio del período.

Este saldo, que corresponde al 1 de enero, debería ser cero; sin embargo, al tratarse de cuentas restringidas, el saldo incluirá ingresos correspondientes al ejercicio anterior, posteriores a la última transferencia al Banco de España (26 de diciembre), circunstancia que habrá que considerar al calcular los ingresos del ejercicio controlado.

· Total ingresado en la cuenta en el período de referencia.

· Pagos efectuados contra esta cuenta, si los hubiere.

En principio no se efectúan pagos contra las cuentas de ingresos, pero esta norma admite excepciones y hay que considerarlas para poder efectuar el cuadre o detectar situaciones anómalas.




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Transferencias a otras cuentas indicando su importe, fecha y cuenta de destino.

Las transferencias sólo deberían ser a las cuentas de Tesoro o intermedias previas a Tesoro, extremos que hay que confirmar para comprobar que los fondos ingresados llegan al destino establecido legalmente.

· Saldo al término del período.

Normalmente será el correspondiente al 31 de diciembre y su importe sólo debería recoger los ingresos realizados desde la última transferencia a Tesoro.

· Comprobar la razonabilidad de los datos aportados por la entidad financiera, contrastándolos con los extractos bancarios solicitados al gestor.

Problemas de interpretación o simples errores de registro pueden llevar a conclusiones no válidas.

Esta prueba ha sido descrita considerando que el período objeto de control fuera el ejercicio completo. No obstante, es totalmente aplicable si el período objeto de control fuera diferente (por ejemplo, un semestre).

11. Comparar los cobros teóricos calculados en el punto 9 de este programa con los cobros reales verificados en el punto 10, comunicando al gestor las posibles diferencias para su conciliación.
Los importes correspondientes a ingresos por el concepto de referencia, gestionados por cuenta de terceros y pendientes de pago o transferencia, son una de las posibles partidas de conciliación a considerar.

12. En el caso de que exista caja de efectivo, realizar arqueo (por sorpresa), exigiendo justificación, en su caso, de las diferencias entre el efectivo existente y el que figura registrado en el libro de caja.





PRUEBAS DE AUDITORIA




Hay que tener en cuenta a estos efectos la necesidad de efectuar una conciliación y que, además, puede ser necesario cruzar con las áreas de tesorería y gastos corrientes.

13. Comprobar la situación del pendiente de cobro, evaluando su razonabilidad.
14. Verificar la generación de crédito obtenida por los ingresos producidos en este concepto.
15. Elaborar un cuadro que permita evaluar el peso de los ingresos de cada tipo de venta de bienes en el conjunto de ingresos por este concepto y el de éstos en el total de ingresos.





V.
OTROS INGRESOS

En el artículo 39 de la Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos del Ministerio de Economía y Hacienda, se incluye el epígrafe "Otros ingresos", que recoge los ingresos no considerados en el resto de artículos del capítulo 3 de dicha Resolución. 

El epígrafe se desglosa en la forma siguiente :


Concepto 391 -
Recargos y multas:




Subconcepto 00.
Recargo de apremio.



Subconcepto 01.
Intereses de demora.



Subconcepto 02.
Multas y sanciones.



Subconcepto 03
Recargo sobre autoliquidaciones



Subconcepto 99.
Otros.


Concepto 392 -
Diferencias de cambio


Concepto 393 -
Diferencias entre los valores de reembolso y emisión


Concepto 394 -
Reintegros de cantidades abonadas a los trabajadores por cuenta de las empresas (Fondo de Garantía Salarial)


Concepto 399 -
Ingresos diversos:




Subconcepto 00.
Compensaciones de servicios prestados por funcionarios públicos.



Subconcepto 01.
Recursos eventuales.



Subconcepto 02.
Ingresos procedentes de Organismos autónomos suprimidos.



Subconcepto 99.
Otros ingresos diversos.

Es preciso aclarar que el recargo de apremio así como el recargo sobre autoliquidaciones son recursos liquidados por la AEAT, correspondiendo a la Intervención Delegada en dicho Ente determinar, en su ámbito de coordinación, las pruebas a realizar en relación con dichos recursos.

Por lo que respecta a los intereses de demora, su liquidación en período voluntario va unida a situaciones concretas (aplazamientos, fraccionamientos, suspensiones, etc.) y debe ser objeto de control en relación con dichas situaciones.

Los conceptos 392 y 393 recogen las diferencias de cambio producidas al amortizar la deuda emitida en moneda extranjera y los rendimientos implícitos que se producen en las operaciones relativas a la Deuda Pública respectivamente y, por lo tanto, no van a ser objeto de análisis en esta guía.

Las pruebas siguientes están destinadas a comprobar que:

· El órgano objeto de control recauda todos los ingresos que le corresponden por estos conceptos y sólo los que le corresponden.
· La recaudación se efectúa aplicando procedimientos razonables y ajustados a la normativa vigente.
· Todos los ingresos recaudados se registran correctamente.
Como resultado de las pruebas anteriores debemos obtener:

1. Relación de ingresos, obtenidos por el órgano controlado, en el concepto "Otros ingresos".
2. En el análisis de los procedimientos se pueden poner de manifiesto:
2.1.
Incumplimientos de la normativa.

2.2.
Debilidades en la concepción del procedimiento.

2.3.
Deficiencias legales y debilidades procedimentales, que deberán ser evaluadas en cuanto a sus efectos sobre la gestión y comunicadas al gestor para que considere su corrección.

3. Los derechos por este concepto, administrados en el período de referencia por el órgano controlado, han sido:
3.1.
Derechos pendientes de cobro al término del período anterior.

3.2.
Derechos netos generados en el período controlado.

3.3.
Ingresos realizados.

3.4.
Pendiente de cobro:

· En vía ejecutiva.

· Con recurso presentado.

A.
Definición de ingresos por el concepto de referencia gestionados por el 
órgano controlado

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Relacionar todos los ingresos por el concepto de referencia, cuya gestión corresponda al órgano controlado. La relación incluirá el desglose de todos los posibles centros recaudadores por este concepto.
Para ello se considerarán tanto los datos proporcionados por el gestor como los resultados de las pruebas de carácter general.

2. Para cada uno de los tipos de ingreso incluidos en la relación anterior, establecer los datos básicos que se indican a continuación:
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2.1.
Actividad que genera el ingreso y normativa que la regula.

Dado lo atípico de algunos de estos ingresos, habrá que recabar del propio gestor la normativa de referencia, tanto la general (Leyes, Ordenes ministeriales, etc.) como la elaborada internamente por el propio órgano controlado.

2.2.
Departamento responsable de la gestión.

En el caso de multas y sanciones, interesa conocer no sólo el responsable de la gestión de ingresos, sino también la competencia para proponer e imponer dichas multas y sanciones.

2.3.
Flujo de fondos ingresados.

Se describirá el flujo realmente aplicado, incluyendo la identificación del centro recaudador, medios de pago, cajas y cuentas en las que se ingresan, así como el destino final de estos fondos.

2.4.
Flujo de información sobre los fondos ingresados.

Flujo real, que incluirá a los responsables de rendir la información sobre ingresos por este concepto, plazos y contenido de la información rendida (tanto documental como contable), así como los centros receptores de la información en cada una de las posibles fases.






B.
Revisión de procedimientos

PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Comprobar si los procedimientos aplicados se ajustan a la normativa establecida y si están formalizados en algún manual o recopilación de normas.
Respecto de los procedimientos sancionadores iniciados cuya resolución pueda dar lugar a una sanción pecuniaria, verificar:
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· La existencia de propuesta de resolución.

· Que todas las propuestas de resolución han sido remitidas al órgano competente para la resolución.

· En el caso de que en la resolución se imponga una sanción económica, verificar la notificación.

La formalización de los procedimientos aplicables siempre es importante, pero aún lo es más en este concepto en el que los ingresos pueden llegar a producirse de forma esporádica; por ello, su falta deberá considerarse como deficiencia relevante y habrá que ponerlo de manifiesto en el informe correspondiente.

Verificar la razonabilidad de los importes cobrados.
La razonabilidad en esta prueba implica una doble consideración: el cumplimiento de la normativa vigente en todos los casos y el coste del servicio en los subconceptos en que éste exista.

5. Analizar los flujos de fondos ingresados y de información sobre dichos ingresos, efectuando las siguientes comprobaciones:
5.1.
Los circuitos establecidos, tanto para el ingreso y movimientos de fondos como para la rendición de la información correspondiente, respetan la normativa vigente.

Cuando no existan normas específicas para este concepto de ingresos, se recurrirá a la normativa general, aplicable con carácter supletorio.

5.2.
Existe una separación de funciones suficiente entre la valoración y el cobro correspondiente de la deuda.

5.3.
Los fondos recaudados por el concepto de referencia se ingresan en cuentas de ingresos autorizadas en las que sea identificable el origen del ingreso.
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5.4.
La información sobre ingresos generados por este concepto se rinde periódicamente a un centro controlador, informando tanto de los ingresos devengados como de los cobros efectuados.

5.5.
El centro controlador verifica que los datos correspondientes al flujo de información coinciden con los correspondientes al flujo de fondos ingresados.

6. Verificar la remisión a la AEAT para el cobro en ejecutiva.
7. Comprobar que las resoluciones contra multas y sanciones son dictadas por el órgano competente, son correctamente notificadas y producen los efectos previstos en la normativa.
8. Concluir sobre los procedimientos analizados, definiendo las debilidades detectadas, tanto de legalidad como de gestión, evaluando la incidencia que pueden tener sobre el control de los ingresos de referencia y proponiendo posibles medidas correctoras.





C.
Verificación de fondos ingresados

Se trata de determinar el volumen de ingresos que el gestor ha recaudado por los conceptos de referencia, distinguiendo entre devengos, cobros y pendiente de cobro.

PRUEBAS DE AUDITORIA




9. Considerando el desglose de posibles centros recaudadores, obtener la siguiente información :
· Desglose de ingresos por el concepto de referencia en el período analizado, distinguiendo entre liquidaciones, modificaciones, cobros y pendiente de cobro.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Relación de cuentas bancarias en las que se han depositado los fondos ingresados, indicando el importe neto correspondiente a dichos ingresos.

· Relación de cuentas a las que se transfieren los fondos depositados en las cuentas indicadas en el apartado anterior.

10. Para cada uno de los conceptos considerados en este programa, agregar los importes declarados por los distintos centros recaudadores, distinguiendo entre liquidaciones, modificaciones, cobros y pendiente de cobro.
11. Circularizar a todas las entidades financieras en las que se depositan los fondos ingresados, para confirmar los datos proporcionados por el gestor.
En caso de existir alguna diferencia entre los datos correspondientes a ambas fuentes, será el gestor el responsable de conciliar las diferencias.

12. Comprobar la situación del pendiente de cobro, evaluando su razonabilidad.
Se trata de desglosar el pendiente de cobro en:

· Pendiente de cobro en plazo voluntario

· Pendiente de cobro con plazo suspendido por recursos

· Pendiente de cobro en ejecutiva

comprobando que toda la deuda fuera de plazo está en proceso de cobro por vía ejecutiva.






VI.
PRUEBAS SOBRE OTRAS SITUACIONES DE DERECHOS E INGRESOS

Este programa afecta con carácter general a todos los ingresos considerados para el control financiero objeto de esta Guía.

Se trata de pruebas destinadas a analizar la razonabilidad legal y financiera de la gestión efectuada en torno a situaciones que modifican los circuitos de generación y cobro de derechos.

En el grupo de situaciones afectadas por este programa cabe incluir las anulaciones, aplazamientos y fraccionamientos, suspensiones, extinción de derechos y devolución de ingresos indebidos.

Como resultado de las pruebas anteriores se debe obtener:

1. Modificaciones posibles en cada uno de los ingresos considerados y normas reguladoras.
2. Aspectos puestos de manifiesto al analizar los procedimientos aplicados en cada uno de los ingresos de referencia, tales como:
2.1.
Deficiencias legales en su aplicación.


El procedimiento aplicado no respeta la normativa legal establecida.

2.2.
Debilidades en la concepción del procedimiento.


El procedimiento aplicado parece inadecuado en algunos aspectos que se ponen de manifiesto para su posible rectificación.

3. Los importes de las modificaciones sobre los derechos e ingresos gestionados por el órgano controlado, en el período de referencia, han sido para cada uno de ellos:
3.1.
Aplazamientos a períodos posteriores:

· Concedidos en  el período de referencia.

· Concedidos en períodos anteriores al controlado.

3.2.
Plazos de fraccionamientos a recaudar en períodos posteriores:

· Por fraccionamientos concedidos en el período de referencia.

· Por fraccionamientos concedidos en períodos anteriores al controlado.

3.3.
Derechos extinguidos por prescripción.

3.4.
Derechos extinguidos por compensación.

3.5.
Derechos extinguidos por condonación o insolvencias.

A.
Definición de las situaciones de referencia posibles en cada tipo de ingreso

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Para cada uno de los tipos de ingreso considerados en el control financiero comprobar si están sujetos a la normativa general sobre las situaciones objeto de este programa.
Algunos ingresos (caso de los efectuados mediante efectos timbrados) no pueden aplazarse ni fraccionarse.

2. Para cada una de las situaciones consideradas en este programa, y en relación con los ingresos afectados, establecer:
2.1.
Normativa que la regula.

2.2.
Organos competentes para tramitar y/o autorizar la modificación.

2.3.
Requisitos exigidos al administrado, tanto para efectuar la solicitud correspondiente como los posteriores a la decisión cuando ésta es favorable.

2.4.
Procedimiento establecido para efectuar la notificación al interesado.

2.5.
Procedimiento establecido para recurrir la decisión cuando ésta es desfavorable.

2.6.
Procedimiento de control establecido para evitar que el uso de las situaciones de referencia derive en una minoración irregular de los derechos e ingresos que corresponde recaudar.

La exigencia de avales, devengo de intereses, etc., son algunas de las medidas habituales en estos casos.






B.
Revisión de procedimientos

Se trata de analizar los procedimientos aplicados por el gestor para comprobar el cumplimiento de la normativa aplicable y la razonabilidad de dichos procedimientos.

Los procedimientos aplicables a las situaciones de referencia vienen fijados actualmente por el Reglamento General de Recaudación (RGR), por lo que las pruebas recogidas a continuación cabría ajustarlas a su contenido; no obstante, considerando que dicha norma está sujeta a posibles modificaciones que obligarían a una adaptación continua del programa, las pruebas se han redactado con referencia a una normativa genérica, precisando, cuando se ha considerado oportuno, las normas específicas aplicables a la fecha de la redacción de la Guía.

PRUEBAS DE AUDITORIA




Anulaciones

3. Obtener de los registros una relación de anulaciones producidas sobre derechos reconocidos en el órgano controlado.
4. Verificar que las anulaciones se han producido en aplicación de la normativa vigente y, en particular, que:
· Fueron dictadas por órgano competente.

· La anulación se produce sobre deudas ya contraídas.

· La anulación se efectúa por causas razonables y previstas en la normativa aplicable.

Aplazamientos y fraccionamientos

El RGR define el fraccionamiento como una modalidad del aplazamiento que se regirá por las normas aplicables a éste en lo no regulado especialmente.

5. Obtener de los registros del gestor las siguientes relaciones:
· Solicitudes de aplazamientos en tramitación.

· Aplazamientos y fraccionamientos concedidos en el período controlado y en el precedente.

· Aplazamientos y fraccionamientos denegados en el período.

En el caso de que no existan registros que permitan obtener dichas relaciones, será necesario acudir directamente a los expedientes, poniendo de manifiesto la limitación.

6. Para una muestra de las solicitudes en tramitación verificar si el tiempo de tramitación es razonable y ajustado a las normas legales.
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7. Asimismo se verificará si se han respetado las normas establecidas al efecto por la legislación vigente, comprobando entre otros extremos los siguientes:
7.1.
Se trata de una deuda aplazable.

Las deudas cuya exacción se realice por medio de efectos timbrados no son aplazables.

7.2.
Se presenta dentro de los plazos establecidos.

Ver artículos 51 (apartado 1) y 20 (apartados 2 y 3) del Reglamento General de Recaudación.

7.3.
La solicitud se presenta ante órgano competente.

Ver artículo 50 del RGR.

7.4.
La solicitud, fechada y firmada, incluye los datos establecidos por la normativa legal aplicable :

· Identificación del solicitante, NIF, domicilio social, medio de notificación y lugar señalado para efectuar ésta.

· Identificación de la deuda, indicando al menos su importe, concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso voluntario. 

· Causas alegadas para el aplazamiento.

· Plazos y condiciones que se solicitan.

Ver artículo 51 del RGR, apartado 2.

7.5.
La solicitud se acompaña de todos los documentos que la legislación establece, incluido el compromiso irrevocable de aval solidario.

Ver artículo 51 del RGR, apartados 3, 4 y 5.

7.6.
Las deficiencias detectadas en las solicitudes por el gestor se comunican al interesado y son subsanadas en plazo.

8. Para una muestra de las concesiones y denegaciones de aplazamientos, verificar que el órgano competente para la tramitación comprueba que la situación económico-financiera del solicitante justifica la concesión del aplazamiento, aplicando para ello un criterio razonable.
Ver artículo 54 del RGR






PRUEBAS DE AUDITORIA




9. Para la misma muestra, verificar que existe resolución dictada por órgano competente y en el plazo establecido.
Los plazos para la resolución están regulados en el artículo 55 apartado 5 del RGR.

Evaluar la razonabilidad de los plazos, analizando el tiempo empleado en las distintas fases (examen de solicitudes, requerimientos, etc.).

10. Respecto de las resoluciones estimatorias, comprobar:
10.1.
La resolución especifica los plazos y demás condiciones del aplazamiento, que no tienen por qué coincidir con los solicitados.

10.2.
Se notifica al solicitante, advirtiéndole de los efectos que se producirán si no constituye la garantía o en caso de falta de pago, así como del cálculo de los intereses.

10.3.
El interesado presta la garantía en el plazo establecido; en caso contrario, queda sin efecto el acuerdo de concesión, con la inmediata aplicación de los procedimientos de apremio establecidos por la legislación vigente para estos casos (remisión a la AEAT).

El artículo 52 del RGR establece tanto los plazos para aportar la garantía (apartado 7) como las actuaciones a seguir en caso de incumplimiento (apartado 8).

10.4.
Si la resolución incluye la dispensa de garantías, ésta deberá estar suficientemente justificada y las condiciones de la concesión deberán garantizar la preferencia de la deuda aplazada.

El artículo 53 del RGR establece el contexto en que se puede producir la dispensa de garantías.

10.5.
Los intereses de demora incluidos en el acuerdo de concesión han sido calculados según las normas establecidas al efecto.

El artículo 56 del RGR establece el procedimiento para la liquidación de intereses, distinguiendo entre la concesión de aplazamientos (apartado 1) y de fraccionamientos (apartado 2) ; el artículo 109 regula las formas en que puede efectuarse el cálculo de intereses.
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Es preciso tener en cuenta a este respecto las modificaciones introducidas en el ámbito tributario por la Ley 25/1995, de 20 de julio.

10.6.
Verificar que en aquellos casos en que el contribuyente incumple los plazos se remite la deuda a la AEAT para su cobro en período ejecutivo.

11. Cuando la resolución es denegatoria comprobar:
11.1.
La denegación se produce de forma expresa o por transcurrir el plazo establecido para que ésta se produzca.

El artículo 55 (apartado 5) fija el plazo para adoptar la resolución en 7 meses, a contar desde la entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. Aunque la Administración está obligada a pronunciarse expresamente, se ha establecido este plazo a efectos de que el interesado pueda deducir frente a la denegación presunta el correspondiente recurso.

11.2.
Al producirse la resolución denegatoria, se procede al cobro de la deuda mediante la aplicación de los procedimientos establecidos al efecto por la normativa vigente.

El artículo 55 (apartado 4) establece las actuaciones a seguir tras producirse la denegación.

11.3.
La denegación implica la liquidación de intereses, que se calculan según las normas establecidas al efecto.

El artículo 56 (apartado 3) del RGR establece el procedimiento aplicable para la liquidación de los intereses, mientras que el 109 regula las formas en que puede efectuarse el cálculo de intereses.

12. Verificar que se efectúan los pagos de la deuda al vencimiento de los plazos establecidos por la resolución y que, cuando éstos no se efectúan, se aplican las medidas establecidas por la normativa vigente.
El artículo 57 del RGR establece el procedimiento a seguir en caso de impagos de deudas aplazadas o fraccionadas.

13. Comprobar la correcta liberación de las garantías tras el pago de la deuda aplazada y, en su caso, de los intereses devengados.
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Devoluciones
14. Sobre la relación de devoluciones obtenida de los registros del gestor, comprobar que la devolución de ingresos se efectúa de acuerdo con la normativa que le es de aplicación, realizando las pruebas que se indican en los apartados siguientes:
Las principales normas aplicables en la actualidad son :

· Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, modificado por Real Decreto 1909/1997.

· Orden de 22 de marzo de 1991, desarrollando el anterior.

· Resolución 1/1992, de 2 de enero.

· Norma de 15 de julio de 1992, del Departamento de Recaudación de la AEAT.

14.1.
El origen de la devolución corresponde a uno de los casos previstos por la normativa.

14.2.
El acuerdo de devolución se toma por órgano competente.

14.3.
Se comprueba antes de efectuar la devolución que el importe que se pretende devolver fue ingresado previamente y no ha sido objeto de anterior devolución.

Esta prueba implica no sólo que el gestor realiza la comprobación, sino también que estas situaciones son controladas de forma correcta y suficiente en los registros del órgano de referencia.

14.4.
El importe a devolver está correctamente calculado e incluye, en su caso, los intereses de demora.

15. Determinar los plazos que median entre la iniciación del procedimiento, acuerdo de devolución y fecha de pago.
La fecha de iniciación del procedimiento será la de recepción de la solicitud, en las devoluciones efectuadas a instancia de parte, y la de la actuación inicial, en las devoluciones efectuadas de oficio.
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Otras formas de extinción de deudas
Se consideran en este apartado las prescripciones, compensaciones, condonaciones e insolvencias, figuras todas ellas que inciden sobre el volumen de ingresos recaudados.

a) Prescripciones
16. Obtener de los registros del gestor una relación de deudas que pudieran haber incurrido en prescripción, para cada uno de los tipos de ingreso considerados, y comprobar:
16.1.
Todas las deudas que pueden haber prescrito, según la información de que se ha dispuesto en la realización de los distintos trabajos que constituyen este control, están registradas.

16.2.
Se ha cumplido el plazo legalmente estipulado para la prescripción, teniendo en cuenta las posibles interrupciones de dicho plazo.

Los artículos 59 y 61 del RGR, 64 de la LGT y 46 del TRLGP establecen los plazos y sus posibles interrupciones legales.

16.3.
La prescripción ha sido declarada de oficio por órgano competente para hacerlo.

17. Solicitar las declaraciones de prescripción, verificando en los expedientes:
Que no existen causas que hubieran interrumpido la prescripción.

Que las deudas declaradas prescritas lo están efectivamente.

18. Analizar las razones que han originado la prescripción. En el análisis se tendrán en cuenta los siguientes factores:
18.1.
Peso de las prescripciones producidas sobre lo recaudado en el tipo de ingreso a que corresponden y sobre el total de ingresos del gestor.
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18.2.
Posible concentración de las prescripciones producidas en torno a un tipo de ingreso concreto o a un centro recaudador determinado.

18.3.
Intervalo de importes en el que se producen las prescripciones.

18.4.
Deficiencias del procedimiento o actuaciones incorrectas que las puedan haber originado.

b) Compensaciones
19. Obtener de los registros del gestor una relación de deudas compensadas y comprobar:
· Que efectivamente se ha producido la compensación por el importe de la deuda cancelada.

· Que la compensación ha sido acordada por el órgano competente.

c) Insolvencias
20. Obtener de los registros del gestor una relación de deudas extinguidas por haber sido declaradas incobrables y comprobar:
· La existencia de declaración de crédito incobrable o de baja por el concepto de referencia, dictada por el órgano competente.

· La verificación de que dicha declaración de crédito incobrable o de baja por el concepto de referencia se ajusta a la legalidad vigente y se realiza en el ámbito del control financiero de la gestión tributaria realizada por la AEAT.

d) Condonaciones
21. En el caso de que se hubieran producido condonaciones, se habrá de verificar que están amparadas en una Ley y se han realizado en la cuantía y con los requisitos establecidos.
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e) Suspensiones
22. Obtener de los registros del gestor una relación de las liquidaciones suspendidas en el momento de la realización del control y comprobar mediante el examen de los expedientes los siguientes extremos:
· Que existe acuerdo de suspensión dictado por el órgano competente.

· Que dicho acuerdo de suspensión está amparado en las causas previstas en la normativa.

· Que en los casos en que proceda, se ha presentado la correspondiente garantía.

· Que no han desaparecido las causas que originaron la suspensión.

· En el caso de que la suspensión haya sido originada por la interposición de un recurso, que no haya transcurrido un tiempo superior al previsto en la normativa para su resolución.

23. Obtener de los registros del gestor una relación de las liquidaciones que hubieran estado suspendidas en el período precedente a la realización del control. Verificar los extremos señalados en la prueba anterior y además, cuando proceda, la correcta liquidación de intereses de demora.
24. Realizar arqueo de avales y garantías, verificando la coincidencia entre los  registrados y los depositados físicamente en el centro gestor.





C.
Evaluación de fondos afectados

Se trata de evaluar los derechos afectados por las situaciones de referencia con el objeto de conocer la situación real de los derechos pendientes de cobro y la minoración de ingresos producida por las devoluciones legalmente realizadas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




25. En base a los datos suministrados por el gestor sobre aplazamientos y fraccionamientos (punto 5 de este programa) elaborar hoja de trabajo que recoja los importes siguientes :
Aplazamientos y fraccionamientos concedidos en períodos anteriores

· Pendiente de cobro por este concepto al inicio del período controlado.

· Cobros efectuados en el ejercicio por este concepto.

· Pendiente de cobro en vía regular al finalizar el período.

· Pendiente de cobro en vía ejecutiva al finalizar el período.

Aplazamientos y fraccionamientos concedidos en el período controlado
· Aplazamientos y fraccionamientos concedidos en el período de referencia.

· Cobros efectuados en el período controlado.

· Pendiente de cobro en vía regular al finalizar el período.

· Pendiente de cobro en vía ejecutiva al finalizar el período.

26. Solicitar el importe de las devoluciones efectuadas durante el período analizado, distinguiendo entre devoluciones de ingresos del ejercicio y devoluciones correspondientes a ingresos efectuados en ejercicios anteriores.
Dado que el pago está sometido a intervención previa es posible que ya se posea este dato.

27. Elaborar hoja de trabajo recogiendo el importe de las deudas extinguidas por prescripción, compensación, condonación e insolvencia.





VII.
COORDINACIÓN CON OTRAS AREAS

Este programa se ha elaborado desde la óptica del área de ingresos, deberá ser adaptado tras contrastar su contenido con el resto de áreas y su finalidad es recoger las pruebas necesarias para cubrir dos objetivos básicos:

· Planificar en colaboración con el resto de áreas la realización de pruebas que, por su contenido, deban ser compartidas.

· Recabar datos sobre posibles ingresos analizados en otras áreas y cruzar las informaciones que, conocidas en el desarrollo de este programa, puedan ser de utilidad al resto de áreas.

Como resultado de las pruebas incluidas en este programa se debe obtener:

1. Relación de pruebas comunes a distintas áreas, total o parcialmente, con la distribución acordada con las áreas afectadas para la realización de dichas pruebas.
Esta relación debe evitar la duplicidad en la realización de pruebas.

2. Modelos comunes para la circularización bancaria y otra pruebas compartidas frente a terceros.
La realización de la circularización es tarea prioritaria, ya que su retraso podría condicionar la duración del trabajo de campo.

3. Comprobación de que los datos utilizados u obtenidos en el área de ingresos que sean de interés para otras áreas coinciden con los registrados en aquéllas.
Se trata de verificar que los datos base comunes, utilizados por la distintas áreas, no han sufrido modificaciones accidentales o interesadas que desvirtúen las conclusiones del trabajo realizado.

4. Ingresos detectados en la aplicación de los programas correspondientes a otras áreas, registrando su concepto, origen y los importes comprobados.
La verificación de algunos ingresos se ha dispuesto que sea realizada en otras áreas por razones de operatividad, circunstancia que no excluye que sea necesaria la inclusión en este programa de las conclusiones allí obtenidas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Determinar las pruebas incluidas en el área de ingresos que, por su contenido, pueden solaparse con las realizadas en otras áreas y establecer, de acuerdo con éstas, su realización y el cruce de información subsiguiente.
Tesorería
2. Coordinar con el área de tesorería el modelo de circularización bancaria, entidades a circularizar, circularización y posterior tratamiento y conciliación de la información recibida.
3. Contrastar con el área de tesorería el desglose de cuentas bancarias cuya titularidad corresponde al órgano controlado, así como las características y finalidad de dichas cuentas.
4. Solicitar del área de tesorería el importe, comprobado en dicha área, de los ingresos financieros generados en el período de referencia.
5. Contrastar los saldos de las cuentas al inicio y final del período de referencia.
6. Cruzar la información de interés común que se desprenda del resultado de la prueba 1 de este programa.
Resto de áreas
7. Para cada una de las áreas, solicitar una relación de los importes reintegrables conocidos en la aplicación de su programa de control, distinguiendo entre :
· Reintegros por expedientes de gasto anteriores al período controlado, desglosando entre reintegros producidos y pendientes de ingreso.

· Reintegros por expedientes de gasto del período controlado, desglosando entre reintegros producidos y pendientes de ingreso.






PRUEBAS DE AUDITORIA




8. Para cada una de las áreas, solicitar una relación de ingresos detectados en la aplicación de su programa de control (además de los reintegros antes considerados), cualquiera que sea el origen de dichos ingresos.
Algunos de los ingresos así obtenidos ya serán conocidos por las pruebas realizadas en el programa de ingresos, y la realización de esta prueba solo servirá para confirmarlos ; en otros casos se tratará de ingresos no considerados en las pruebas de este área y su importe servirá para conocer el volumen total de ingresos que corresponden al órgano controlado.

9. Cruzar la información de interés común que se desprenda del resultado de la prueba 1 de este programa.





VIII.
CONCLUSIONES GENERALES DEL AREA DE INGRESOS
En este apartado se recoge el resumen de resultados obtenidos en las pruebas correspondientes a los distintos programas de ingresos, resultados que tendrán un posterior reflejo en el informe elaborado según formato establecido.

Con carácter previo a la exposición de los resultados de las pruebas, se describirán en forma suficiente los datos básicos del trabajo realizado (órgano controlado, período analizado, limitaciones que hayan podido surgir en la realización del trabajo, etc.).

1. Ingresos del órgano controlado.

Se trata de relacionar la totalidad de ingresos cuya gestión corresponde al órgano controlado, hayan sido objeto del control o no.

2. Cumplimiento de la normativa.

Para cada uno de los ingresos que han sido objeto de control se relacionarán las situaciones en las que se haya podido infringir la normativa aplicable a su gestión.

Para ello se distinguirá entre infracciones a la legislación vigente e irregularidades en la aplicación de la normativa interna elaborada por el propio órgano.

3. Deficiencias del procedimiento.

Se recogerán las fases del procedimiento que se consideren inadecuadas para el correcto control de los ingresos.

Si es posible, se distinguirá entre los problemas cuya corrección obligaría a modificar la normativa legal vigente y aquellos otros cuya rectificación sería posible con la elaboración de normas internas complementarias de la citada normativa.

4. Evaluación financiera.

Se trata de evaluar los derechos e ingresos generados por el órgano objeto de control, recogiendo los siguientes datos:

4.1.
Ingresos analizados en este programa

Para cada uno de los tipos de ingreso considerados se elaborará un cuadro que recoja los siguientes datos e importes:

Origen de derechos

a) Derechos generados en el período.

b) Derechos pendientes de períodos anteriores:

· En vía voluntaria.

· En vía ejecutiva.

· Por aplazamientos y fraccionamientos.

Modificaciones

c) Anulaciones : se registrarán de forma que no se produzca una duplicidad con las devoluciones efectuadas por este mismo motivo.

d) Aplazamientos y fraccionamientos concedidos en el ejercicio, desglosando:

· Vencimientos en el ejercicio corriente del total concedido.

· Vencimientos en períodos posteriores.

e) Prescripciones declaradas en el ejercicio.

f) Compensaciones efectuadas:

· En deudas de períodos anteriores.

· En deudas del período controlado.

g) Condonaciones de deudas aprobadas en el período de referencia:

· De períodos anteriores.

· Del período controlado.

h) Fallidos declarados en el período de referencia.

Derechos tras depuración por modificaciones

i) Derechos generados en el ejercicio, disminuidos en los importes correspondientes a:

· Compensaciones efectuadas.

· Condonaciones.

· Fallidos.

j) Derechos pendientes de ejercicios anteriores, disminuidos en los importes correspondientes a:

· Prescripciones producidas.

· Compensaciones efectuadas.

· Condonaciones.

· Fallidos.

Cobros

k) Cobros efectuados por derechos generados en el período de referencia:

· En vía voluntaria.

· Por vencimientos de fraccionamientos y aplazamientos.

· Previo paso a vía ejecutiva.

l) Cobros efectuados por derechos generados en períodos anteriores:

· En vía voluntaria.

· Por vencimientos de aplazamientos y fraccionamientos.

· Previo paso a vía ejecutiva.

Devoluciones

m) Devoluciones por ingresos efectuados en el período corriente.

n) Devoluciones por ingresos efectuados en ejercicios anteriores.

Pendientes de cobro

o) Pendientes de cobro por deudas generadas en el período de referencia:

· En vía voluntaria.

· En vía ejecutiva.

· Por aplazamientos y fraccionamientos.

p) Pendientes de cobro por deudas de períodos anteriores al de referencia:

· En vía ejecutiva.

· Por aplazamientos y fraccionamientos.

Es importante señalar que el detalle de la información anterior puede ser menor, en función de las características y competencias de cada órgano gestor.

4.2.
Ingresos comunicados por otras áreas

Relacionar todos los tipos de ingresos cuyo concepto e importes hayan sido contrastados por el resto de áreas.
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Los gastos de personal constituyen la contraprestación económica de la relación estatutaria o contractual, existente entre el Estado y los empleados públicos. Estos gastos son fijados por Ley y figuran en el capítulo 1 de los Presupuestos Generales del Estado.

Los gastos de personal representan una parte importante del gasto público e incluyen tanto las remuneraciones del personal activo como los derechos pasivos de los jubilados. Además de las retribuciones e indemnizaciones propiamente dichas, son gastos de personal las cotizaciones obligatorias a la Seguridad Social, prestaciones sociales y otros gastos de naturaleza social.

El control financiero de los gastos de personal tiene una particularidad importante, debido al elevado número de operaciones que genera la gestión de dichos gastos, así como la enorme casuística que en las mismas se produce. Por ello, en el control de este tipo de gastos cobra más importancia, si cabe, el diseño y ejecución de pruebas de cumplimiento que permitan verificar el grado de control interno de los procedimientos utilizados para realizar la gestión.

Tradicionalmente, el control sobre los gastos de personal ha venido realizándose mediante la verificación del soporte documental de las operaciones, el examen de los documentos justificativos de las variaciones en nómina y el examen de los expedientes de personal. Si bien este tipo de comprobaciones son las fundamentales para verificar la legalidad de las operaciones, se complementa el trabajo con otras pruebas, entre las que cabe destacar:

· Pruebas de detalle destinadas a verificar que las situaciones anotadas en el Registro Central de Personal y que tienen incidencia económica (jubilaciones, excedencias, etc.) hayan tenido el efecto correspondiente en las nóminas de perceptores.

· Pruebas de detalle destinadas a verificar la coherencia entre las relaciones de puestos de trabajo y las nóminas.

· Pruebas globales destinadas a comprobar que los incrementos de retribuciones se sitúan en los límites establecidos por la normativa presupuestaria.

Respecto del cumplimiento de los principios de buena gestión, las limitaciones que tiene el gestor público en esta área son evidentes y su descripción excede del propósito de esta Presentación. Ello no es óbice para que se hayan diseñado pruebas que permitan detectar disfunciones que incidan negativamente en la gestión.

Por último, cabe señalar que, entre los puntos indicados en las pruebas de auditoría, se incluyen aquéllos que están sometidos a fiscalización previa; en ese caso, se identifica dicho extremo con un asterisco (*). Si figuran dos asteriscos (**) es que algunos de los aspectos que se señalan están sometidos a fiscalización previa.


La normativa reguladora en materia de gastos de personal está constituida, fundamentalmente, por los siguientes textos legales:

· Decreto 315/1964, de 7 de febrero, por el que se aprueba la Ley articulada de Funcionarios Civiles del Estado, en los preceptos no derogados por la Ley 30/1984.

· Decreto 680/1974, de 28 de febrero, relativo al pago de retribuciones al personal en activo.

· Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

· Orden de 5 de junio de 1985, del Ministerio de Economía y Hacienda, de Instrucciones sobre confección de nóminas, en aplicación de la Ley 30/1984.

· Real Decreto 1405/1986, de 6 de junio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Central de Personal.

· Real Decreto 469/1987, de 3 de abril, de creación de las Comisiones Interministeriales y Ministeriales de Retribuciones.

· Ley 23/1988, de 28 de julio, de modificación de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

· Orden de 2 de diciembre de 1988, del Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno, sobre Relaciones de puestos de trabajo de la Administración del Estado.

· Orden de 6 de febrero de 1989, del Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno, relativa a los modelos de relaciones de puestos de trabajo de personal funcionario y normas para su elaboración.

· Orden de 30 de julio de 1992, del Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno, de Instrucciones para confección de nóminas de funcionarios públicos.

· Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, que aprueba el Reglamento de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado.

· Real Decreto 365/1995, de 10 de marzo, que aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Ley de Presupuestos Generales del Estado del año correspondiente, en la que se fijan las cuantías de las retribuciones del ejercicio.

· Resoluciones anuales de la Secretaría de Estado de Hacienda, por la que se dictan instrucciones en relación con las nóminas de los funcionarios, para aplicar lo dispuesto en la Ley de Presupuestos del año en cuestión.

· Resolución de 18 de junio de 1997 de la Dirección General de Presupuestos en la que se establecen los códigos que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

· Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95.3 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora.


OBJETIVO GENERICO

El objetivo del trabajo será comprobar que los procedimientos de tramitación de gastos de personal se adecuan a la normativa vigente y que la ordenación de los recursos humanos se ajusta a los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Determinar el procedimiento seguido en la confección de las nóminas, valorando si es el adecuado para una gestión correcta de los gastos de personal y si se adapta a la normativa vigente.

2. Comprobar el cumplimiento de la legalidad en la gestión de personal.

3. Verificar el cumplimiento de la normativa, en cuanto al control de efectivos, comprobando que existen mecanismos suficientes y adecuados para asegurar el reflejo en las nóminas de todas las incidencias que se puedan producir y que supongan una modificación en más o en menos de las retribuciones.

4. Comprobar que los gastos corresponden a prestaciones de servicios por personal del órgano gestor, derivadas de relaciones jurídicas válidamente constituidas.

5. Determinar si existe continuidad y coherencia en las nóminas, teniendo en cuenta las incidencias imputables.

6. Analizar la razonabilidad del gasto, en relación con el presupuesto total del ejercicio y con los gastos de personal de otros ejercicios.

7. Verificar que los importes de las nóminas y demás gastos de personal se corresponden con los autorizados en los contratos, convenios y disposiciones legales vigentes.

8. Comprobar que las retenciones y descuentos están correctamente calculados y abonados a los correspondientes acreedores.

9. Confirmar que se efectúan los reintegros que procedan y se cancelan los anticipos.

10. Examinar si las retribuciones líquidas se han hecho efectivas a sus perceptores, cumpliendo las condiciones de uso previstas para la cuenta bancaria de pago de retribuciones.


I.
PRUEBAS GENERALES

Se trata de saber cuáles son en teoría los procedimientos que se siguen en la gestión de personal y en los gastos por este concepto, para conocer el grado de garantía que ofrecen respecto a:

· Que las nóminas recogen a todos los empleados con derecho a la percepción de retribuciones en el período que corresponda.

· Que los conceptos retributivos son los correctos para cada uno de los perceptores, de acuerdo con la situación administrativa actualizada de los mismos.

· Que no figuran en las nóminas aquellas personas que han causado baja o cese en un puesto.

Con carácter previo se efectuará un análisis para determinar los siguientes extremos:

· Quién tiene atribuida la dirección y gestión del personal.

· Si está centralizada la confección de la nómina de todo el personal adscrito al Centro o si los Organismos e instituciones dependientes elaboran sus propias nóminas.

· Si todo el personal de la plantilla presta sus servicios en el propio órgano gestor y si existe, por otra parte, personal adscrito y no perteneciente a la plantilla.

· Si todos los gastos de personal se encuentran recogidos en las nóminas del órgano gestor.

· Cómo está distribuido el personal funcionario, laboral y contratado, por niveles y/o categorías profesionales.

· Qué sistema sigue el órgano gestor para la provisión de puestos de trabajo.

· Quién autoriza las contrataciones y cuál es el sistema de selección aplicado.

· Quién autoriza la retribución primera y los cambios posteriores.

· A qué convenio laboral está sujeto el personal no funcionario.

· Cómo se paga la nómina: cheque o transferencia.

Este análisis se realizará de forma exhaustiva en el primer ejercicio en que se efectúe el control. En los períodos siguientes, bastará con la actualización de las informaciones obtenidas, confirmando, en su caso, la continuidad de las que no hayan experimentado variación.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar del gestor los manuales internos de organización y procedimientos relativos al área de personal, que deberán contener como mínimo una descripción de:
· Personas que intervienen en la confección de las nóminas, con las funciones y responsabilidades encomendadas a cada una de ellas.

· Organigrama del departamento, con descripción de categorías y puestos.

· Documentos y registros que se generan.

· Actuaciones y comprobaciones que se efectúan.

· Períodos medios de realización de las principales fases de actuación.

· Evidencia que se deja de las anteriores comprobaciones.

· Circuito seguido por la documentación.

· Controles de tiempo y asistencia y sistemas de comunicación de los mismos a los encargados de la confección de las nóminas.

La información obtenida servirá de base para enjuiciar el procedimiento establecido por el Centro, poniendo de manifiesto los puntos débiles de control interno y las consecuencias que se pueden derivar de los mismos.
2. En caso de no existir manuales ni organigramas, conseguir la información necesaria mediante la realización de entrevistas. Elaborar una descripción teórica de los procedimientos aplicados, con el contenido que se ha indicado anteriormente para formar una opinión sobre el control interno.
 




PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Determinar el grado de informatización del departamento y, en función del mismo, la forma en que se produce la relación con el Registro Central de Personal para la actualización de los datos que deben anotarse preceptivamente en el citado Registro.
Periódicamente, se realizarán las pruebas de verificación del cumplimiento de los procedimientos, para validar los que nos han sido explicados de forma teórica. Estas pruebas se contemplan en el apartado que se expone a continuación.




II.
PRUEBAS ESPECIFICAS

Las pruebas recogidas en los siguientes apartados se han agrupado en función del aspecto concreto que es objeto de control y van precedidas de una descripción del fin perseguido con su realización.

1. Verificación del cumplimiento de los procedimientos
La finalidad de estas pruebas es:

a) Verificar que los procedimientos y normas establecidos son adecuados para asegurar un buen control de los gastos de personal.

b) Comprobar si los procedimientos teóricos, descritos en las pruebas anteriores, se cumplen en la realidad y garantizan una adecuada contabilización y desembolso de los fondos públicos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Seleccionar la nómina de un mes y verificar que se ha dejado constancia de las actuaciones y supervisiones realizadas. Para ello, deberán examinarse todas las fases de actuación y comprobaciones indicadas en los manuales del Centro y su cumplimiento o incumplimiento en la realidad.
2. Verificar que se mantiene una adecuada segregación de funciones dentro del departamento, de manera que:
· Las variaciones ya fiscalizadas sean recibidas por una unidad diferente a la que las envió.

· Las variaciones introducidas en el ordenador sean revisadas por persona distinta a la que las incluyó.

· Los listados para el pago de nóminas sean revisados por personas diferentes a las que elaboraron la nómina.
3. Solicitar los listados de control de tiempos y asistencia correspondientes al período analizado y verificar, para una muestra de perceptores en nómina, su situación activa y efectivo derecho a la percepción de las retribuciones en el período de referencia.
 




PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Acceder a la base de datos del Registro Central de Personal y obtener una muestra del personal del Centro que haya sido objeto de alguna anotación en el Registro, en el último ejercicio. Se procurará diversificar la muestra, de manera que abarque los distintos tipos de actos y resoluciones reflejados en el Registro y que puedan tener consecuencias sobre las nóminas subsiguientes, tales como:
Para el personal funcionario:

· Tomas de posesión del primer puesto de trabajo y de los sucesivos.

· Ceses en los puestos de trabajo.

· Cambios de situación administrativa.

· Reingresos.

· Jubilaciones.

· Pérdida de la condición de funcionario.

· Reconocimiento de antigüedad y trienios.

Para el personal laboral:
· Altas.

· Bajas temporales y definitivas.

· Reingresos.

· Cambios de destino.

· Prórrogas de contrato.

· Excedencias.

· Situaciones.

· Jubilaciones.

· Reconocimiento de antigüedad.

· Categoría laboral.






PRUEBAS DE AUDITORIA




Se procederá a verificar que las anotaciones seleccionadas han causado efecto en la nómina que corresponda, poniendo especial énfasis en aquellos actos o resoluciones que supongan baja en las nóminas.

5. Comprobar la recepción en plazo de la relación de transferencias efectuadas y cheques pagados, para que los Habilitados puedan justificar los libramientos dentro de los 15 días siguientes a la fecha señalada para la efectividad de las retribuciones.
6. Solicitar las dos últimas conciliaciones de la cuenta de nóminas, para comprobar que se efectúan con la periodicidad establecida.
7. Seleccionar las nóminas de dos meses y calcular los períodos medios de realización de cada una de las actuaciones:
· Número de días entre la confección de la nómina y la fecha contable.

· Número de días entre la recepción del libramiento y la fecha contable.

· Número de días transcurridos entre la recepción del libramiento y el pago de las nóminas.

· Número de días entre la confección de la nómina y su pago.

8. En base a las pruebas realizadas, elaborar un flujograma real y comparar con el teórico obtenido en los manuales o entrevistas. Analizar y explicar las posibles diferencias, evaluando si los procedimientos reales se ajustan a la normativa vigente y si son los más adecuados para la correcta gestión de los gastos del área.
La valoración de los resultados obtenidos, especialmente los aspectos que se consideren débiles dentro del control interno,  ayudará a determinar el alcance de las pruebas específicas a realizar. 




2. Ejecución presupuestaria y evolución del gasto
Estas pruebas tienen como finalidad:

a) Determinar la importancia cuantitativa de los gastos de personal respecto al importe total del presupuesto de gastos.

b) Comprobar la adecuación del presupuesto inicial a las necesidades del órgano gestor.

c) Conocer la evolución del gasto, comprobando si su aumento responde, exclusivamente, a los incrementos anuales aprobados o existen variaciones por otras causas que habrá que determinar y analizar.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener una relación de los importes de los créditos definitivos de los diferentes capítulos del presupuesto de gastos y calcular el porcentaje que representan los gastos de personal respecto al presupuesto total del ejercicio.
2. Analizar, a nivel de artículo presupuestario, el detalle de los créditos iniciales, importe neto de modificaciones presupuestarias y créditos definitivos del ejercicio y calcular el porcentaje de modificaciones sobre el importe de los créditos iniciales. Si este porcentaje resulta especialmente significativo, se procederá a desglosar las modificaciones, analizando las causas que las han originado.
3. Especificar, también a nivel de artículo presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio anterior y los créditos iniciales del ejercicio auditado. Obtener la relación entre ambos importes para calcular el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio auditado.





PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Proceder del mismo modo con los créditos iniciales del ejercicio siguiente y las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado, para obtener el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente. Comparar esta cifra con la obtenida en el punto anterior para obtener una opinión sobre la tendencia del gasto.
5. Comparar los créditos definitivos y obligaciones reconocidas de los diferentes artículos del capítulo 1 del presupuesto de gastos del ejercicio y, en base a la relación entre los importes de ambas fases, calcular el grado de ejecución del presupuesto. Si es poco elevado, investigar las causas.
6. Cotejar, a nivel de concepto presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado con las del ejercicio anterior. Obtener las variaciones habidas, tanto en términos absolutos como relativos.
Si las variaciones anteriores no se pueden explicar, exclusivamente, con los incrementos aprobados para las retribuciones anuales o con las variaciones de plantilla, investigar las causas.




3. Ordenación y gestión del personal
Con estas pruebas se pretende determinar:

a) Que la ordenación del personal se realiza de acuerdo con las necesidades de los servicios.

b) Que los puestos son asignados a personas que reúnen los requisitos exigidos.

c) Que la gestión de personal se ajusta a la legalidad vigente.

d) Que la documentación preceptiva se conserva correctamente archivada.

e) Cuál es la política de personal del gestor.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener una copia de la Relación de Puestos de Trabajo (RPT), aprobada por la Comisión Ejecutiva de la Comisión Interministerial de Retribuciones (CECIR).
· Solicitar las modificaciones efectuadas sobre la relación inicial, que deberán haber sido aprobadas igualmente por la CECIR.

· Analizar la tendencia de las modificaciones aprobadas, valorando su significación respecto a la relación inicial y su propensión hacia un aumento o disminución de determinados puestos. Completar este análisis con el estudio de las propuestas remitidas por el centro gestor a la CECIR, a fin de evaluar la política de personal seguida.

2. Para el período analizado, seleccionar una muestra (o la totalidad de las modificaciones, si su volumen no es muy elevado) y comprobar que se ajustan a la legalidad vigente, en cuanto a la aprobación por la Comisión Ejecutiva de:
· La asignación del nivel de complemento de destino y, en su caso, del complemento específico correspondiente a nuevos puestos de trabajo no comprendidos en las relaciones iniciales. 

· Los cambios, relativos a los complementos anteriores, de puestos que sí estaban contemplados inicialmente.

· Los que supongan variación en el número, denominación y/o características esenciales.

· Las remuneraciones correspondientes a puestos de trabajo de nueva creación de personal laboral.

3. Solicitar copia de las convocatorias de puestos de trabajo que se hayan realizado en el período analizado y verificar que son conformes con los puestos incluidos en la RPT y sus modificaciones.





PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Solicitar resoluciones de las anteriores convocatorias y comprobar, para una muestra, que los puestos han sido asignados a personas que reúnen los requisitos exigidos.

5. Verificar que los expedientes de los empleados seleccionados en la prueba anterior contienen toda la documentación preceptiva:
· Para funcionarios: título, acuerdo de nombramiento, toma de posesión, antigüedad y, en su caso, afiliación y alta en la Seguridad Social.

· Para laborales: título, contrato, certificado de incorporación, antigüedad y afiliación y alta en la Seguridad Social.






4. Control de efectivos
Con estas pruebas se intenta determinar:

a) Si la distribución real del personal se ajusta a la establecida y aprobada en las RPT.

b) Que los puestos son ocupados por las personas que fueron nombradas para ello.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar un “Listado de adscripción a puestos” o RPT nominativa y comprobar:
· Que el número de puestos y sus características (grupo, nivel, complemento específico, cuerpo, forma de provisión, etc.) coinciden con la RPT más modificaciones.

· Si el número de vacantes es muy elevado, ya sea en términos absolutos o en términos relativos, analizar las causas.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Para una muestra de empleados, verificar que figuran en los puestos para los que fueron nombrados y que tomaron posesión conforme a los datos existentes en el expediente de personal.

· Que los conceptos retributivos recogidos en la nómina coinciden con los obtenidos en el punto anterior.

2. Solicitar la nómina del mes de enero y obtener el número total de perceptores de retribuciones ordinarias, prescindiendo de los que figuran como consecuencia de atrasos o de otras incidencias.
3. Comprobar que el total de perceptores obtenido coincide con el número que figura en el resumen de nómina y “Variación mensual de retribuciones-resumen”.

4. Para meses sucesivos, efectuar un seguimiento comprobando, con la nómina del mes correspondiente, que el total de perceptores cuadra con los del mes anterior, teniendo en cuenta las altas y bajas recogidas en los estados justificativos de la nómina.





5. Cuadre de las nóminas
La finalidad que se persigue con estas pruebas es la de verificar que los importes íntegros de las nóminas ordinarias de un mes son coherentes con las del mes anterior, teniendo en cuenta las incidencias habidas en ambos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Detallar, a nivel de concepto presupuestario, las obligaciones reconocidas en cada uno de los meses del ejercicio. Comprobar si las variaciones que se producen de unos meses a otros obedecen a causas lógicas, tales como el devengo de las pagas extraordinarias establecidas. Si se producen otras diferencias, investigar las causas y verificar su razonabilidad.





PRUEBAS DE AUDITORIA




Prestar especial atención a los conceptos retributivos para el pago de incentivos (artículo 15) y de gastos sociales (conceptos 162 y 164), analizando su evolución a lo largo del año y las causas de las variaciones que se hayan producido. Relacionar este punto con las conclusiones obtenidas respecto a la tendencia de estos gastos en el apartado 2, “Pruebas sobre ejecución presupuestaria y evolución del gasto”.

2. Solicitar las hojas-resumen de las nóminas ordinarias del mes que se haya seleccionado y comprobar:
· Que están debidamente firmadas  (*) (por el Habilitado o por el Jefe del Centro o Dependencia correspondiente). 
· Que existe crédito presupuestario (*).
· Que el importe que figura como correspondiente a la nómina del mes anterior coincide con el total acumulado de dicha nómina.

· Que los importes de las altas, bajas y modificaciones definitivas se corresponden con las hojas-resumen de los estados justificativos de las mismas.

· Que los incrementos transitorios concuerdan con las relaciones de los mismos, debidamente aprobadas.

· Que el importe de las disminuciones transitorias coinciden con los incrementos transitorios del mes anterior y, en su caso, con las bajas transitorias debidamente aprobadas

· Que los cálculos aritméticos son correctos (*):
Nóminas del mes anterior

+     Altas definitivas

+     Modificaciones definitivas

+     Modificaciones transitorias

-      Bajas definitivas

-      Modificaciones definitivas

-      Modificaciones transitorias

----------------------------------------------

       Nómina del mes actual






6. Justificación de las variaciones en nóminas ordinarias
El objetivo de estas pruebas es verificar que las variaciones en las nóminas ordinarias de un mes están debidamente justificadas, autorizadas y cuantificadas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener una relación de todas las altas definitivas de la nómina del mes seleccionado y comprobar que están debidamente justificadas, de acuerdo con la legislación vigente. Así:
· Para las altas relativas a altos cargos, copia del acuerdo de nombramiento o documento en el que se indique la fecha de su publicación oficial, diligencia de la correspondiente toma de posesión y verificación de las retribuciones. (*)

· Para el personal en régimen estatutario de nuevo ingreso: acuerdo de nombramiento, diligencia de la correspondiente toma de posesión y verificación de que las retribuciones están de acuerdo con el grupo y puesto de trabajo. (*)

· Para el personal laboral de nuevo ingreso: copia del plan o del contrato sobre el que fue ejercida la fiscalización previa del gasto. (*)

· En las propuestas de contratación de personal laboral fijo:

· Incorporación del certificado acreditativo, expedido por órgano competente, de que los puestos a cubrir figuran detallados en las respectivas relaciones o catálogos de puestos de trabajo y están vacantes. (*)

· Cumplimiento del requisito de publicidad de las correspondientes convocatorias en el Boletín Oficial del Estado y acreditación de los resultados del proceso selectivo, expedida por órgano competente. (*)

· Adecuación del contrato a la normativa vigente. (*)

· Ajuste de las retribuciones al Convenio Colectivo aplicable y, si se trata de un contrato al margen del Convenio, que exista autorización de los Ministerios de Economía y Hacienda y de Administraciones Públicas. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En las propuestas de contratación  de personal laboral eventual:

· Autorización conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda y Administraciones Públicas. (*)

· Cumplimiento de los criterios de selección establecidos en el artículo 35 del Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo. (*)

· En el supuesto de contratación de personal con cargo a inversiones, se verificará la existencia del informe del Servicio Jurídico del Departamento del que se trate, sobre la modalidad de contratación temporal utilizada y sobre la observancia, en las cláusulas del contrato, de los requisitos y formalidades exigidos por la legislación laboral. (*)

· Acreditación de los resultados del proceso selectivo. (*)

· Adecuación del contrato a la normativa vigente y, en su caso, al plan de contratación. (*)

· Ajuste de las retribuciones al Convenio Colectivo aplicable y, si se trata de un contrato al margen del Convenio, que exista autorización de los Ministerios de Economía y Hacienda y de Administraciones Públicas. (*)

· En las propuestas de contratación de personal laboral para prestar servicio en el extranjero se verificará:

· La existencia de certificado expedido por el órgano competente en el que se determine la normativa nacional o extranjera que regule la constitución y efectos del contrato, así como la categoría profesional de los respectivos trabajadores. (*)

Si la normativa fuese nacional se comprobará:

· Adecuación del contrato que se formaliza con lo dispuesto en la normativa vigente. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En el supuesto de personal laboral fijo, la incorporación del certificado acreditativo, expedido por el órgano competente, de que los puestos a cubrir figuran detallados en las respectivas relaciones o catálogos de puestos de trabajo y están vacantes.(*)

· En el supuesto de personal laboral eventual, autorización conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda y Administraciones Públicas. (*)

2. Obtener una relación de todas las bajas definitivas del mes seleccionado y comprobar que sus justificantes se ajustan a la legalidad vigente. Así:
· En las bajas por cambio de puesto de trabajo se verificará la existencia del acuerdo de cese y la formalización del mismo.

· También se comprobará la existencia de los respectivos acuerdos y formalizaciones para las bajas por cese en el servicio activo, para pasar a otra situación administrativa y las que se produzcan por jubilación.

· Respecto al personal laboral, se verificará que figura como baja en la nómina del mes siguiente al de finalización de su contrato o bien, si existe expediente de prórroga y éste ha sido objeto de fiscalización previa.

· Por pérdida de la condición de funcionario se verificará la justificación que corresponda, según se produzca por fallecimiento, renuncia o pérdida de la nacionalidad española o por separación del servicio.

· En las bajas por licencia, se comprobará que se adjunta el acuerdo de licencia o permiso.

3. Analizar los aumentos definitivos de la nómina del mes seleccionado, siempre que no afecten a colectivos completos y que su número no sea excesivamente elevado, en cuyo caso se seleccionará una muestra para su comprobación.





PRUEBAS DE AUDITORIA




· En las reincorporaciones al puesto de trabajo tras una licencia o reincorporaciones a la jornada de trabajo normal, se verificará la existencia del acuerdo de licencia o de reducción de jornada, así como certificación expedida por el órgano competente de reincorporación al puesto de trabajo o a la jornada normal.

· Se comprobará asimismo que se adjuntan los correspondientes acuerdos en los aumentos definitivos de carácter personal, tales como: reconocimiento de trienios por cómputo ordinario, reconocimiento de tiempo de servicios previos, reconocimiento de grado, derecho al complemento de destino de Director General, ayuda familiar y complemento especial, complemento especial de retribución mínima, etc.

· En las modificaciones de nivel y/o complemento específico y reclasificación del puesto de trabajo, se verificará que se acompaña la formalización del cambio o reclasificación.

· En los cambios de puesto de trabajo, deberá comprobarse la existencia de la documentación de cese en el anterior puesto y de toma de posesión en el nuevo

· En las modificaciones cuantitativas dispuestas para el ejercicio económico por la Ley de Presupuestos Generales del Estado, se verificará que se acompañan estados numéricos demostrativos de las modificaciones globales en cada concepto retributivo, salvo que las modificaciones por concepto retributivo se relacionen por perceptor en los estados justificativos de la nómina.

· En las modificaciones cuantitativas dispuestas para el ejercicio económico, por aplicación o modificación del Convenio Colectivo para el personal laboral, deberá comprobarse que se adjunta copia del nuevo texto del Convenio Colectivo aprobado.

4. Para las disminuciones definitivas, se procederá igual que para los aumentos definitivos, verificando la existencia de los acuerdos correspondientes por cambio de situación administrativa, por la obtención de licencias parcialmente retribuidas o por reducción de la jornada de trabajo.





PRUEBAS DE AUDITORIA




5. Se seleccionará una muestra de los aumentos transitorios y se comprobará:
· Que se adjuntan certificaciones expedidas por autoridad competente, en los supuestos relativos al complemento de productividad o gratificaciones por servicios extraordinarios.

· Para las mejoras de carácter global, negociadas con los sindicatos, deberá figurar el correspondiente acuerdo.

· En el caso de pagas extraordinarias, se verificará que se acompaña certificación global del derecho a la percepción de las mismas, expedida por el Habilitado, en la que figurarán detallados los perceptores sin derecho o con derecho parcial a la paga.

· Para los aumentos derivados de atrasos que no se incluyen en la nómina en la que se recoge el alta o aumento que los ha ocasionado, deberá verificarse que se acompaña, además de la documentación acreditativa del alta o modificación definitiva, certificación del Habilitado relativa a la no inclusión en nóminas anteriores de los haberes correspondientes.
6. De las disminuciones transitorias, se tomará igualmente una muestra y se comprobará que se adjuntan los acuerdos correspondientes de licencia o permiso y, en su caso, certificación relativa al personal que haya ejercido el derecho de huelga y de la duración de la misma.
7. En todas aquellas altas, bajas o modificaciones cuya anotación sea preceptiva en el Registro Central de Personal, y que hayan sido objeto de análisis en las pruebas anteriores, se comprobará que se ha cumplido el citado requisito y que las fechas en que han causado efecto las variaciones citadas son las correctas, de acuerdo con las anotaciones del Registro.





7. Análisis de nóminas de incidencias
La finalidad de estas pruebas es:

a) Determinar la necesidad de elaborar estas nóminas, verificando la imposibilidad de haber incluido los conceptos de las mismas dentro de las nóminas ordinarias del período correspondiente.

b) Comprobar que las retribuciones incluidas en estas nóminas son conformes con la normativa vigente y están debidamente justificadas y cuantificadas.

c) Verificar que se han aplicado los pertinentes descuentos o retenciones.

PRUEBAS DE AUDITORIA




Seleccionar las nóminas de incidencias del período o una muestra de las mismas, en caso de que su número sea elevado, y comprobar que los conceptos retributivos que se incluyen en ellas se ajustan a la legalidad vigente.




Investigar las causas por las que estos conceptos no se han incluido en la nómina ordinaria y valorar su razonabilidad.

Hacer especial hincapié en el análisis de los conceptos retributivos atípicos, valorando si por medio de ellos se están realizando pagos que soslayan lo establecido por la normativa.

2. Al tratarse de nóminas aisladas, no sujetas a la mecánica ordinaria y que no se pueden comparar con otras del ejercicio para comprobar su coherencia, existe un mayor riesgo de que se produzcan errores o de que se trate de eludir la normativa establecida, por lo que se debe verificar, además de la correcta cuantificación y justificación de los conceptos retributivos, la debida aplicación de las retenciones preceptivas.





8. Justificación de los libramientos
El objetivo de estas pruebas es verificar que los libramientos para el pago de las retribuciones están debidamente justificados, en cuanto que las retribuciones líquidas son pagadas a los correspondientes perceptores y las retenciones practicadas se hacen igualmente efectivas a los acreedores pertinentes.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener una relación en la que se detallen, para las órdenes de pago de las nóminas seleccionadas, los importes íntegros, el total de descuentos efectuados y los importes líquidos resultantes y verificar:
· Que el libramiento está justificado con la documentación que motivó su expedición.

· Que se acompaña ejemplar de la relación de perceptores cursada a las entidades de crédito, en la que éstas harán constar, mediante diligencia autorizada, que las transferencias ordenadas han sido verificadas puntualmente, con detalle de las que no hayan podido realizarse.

· Para el personal cuyo pago se realice mediante entrega de cheque nominativo, deberá figurar la relación expedida por la entidad de crédito en la que se detallen los cheques emitidos, con indicación de su número, titular e importe y, en su caso, diligencia suscrita por la Habilitación y conformada por la entidad de crédito, en la que se relacionen los cheques devueltos para su anulación.

· Que figura la certificación de la entidad de crédito de haberse efectuado las transferencias de las retenciones practicadas por el órgano gestor.

· Que, en su caso, se acompañan las cartas de pago de los reintegros verificados directamente.

· Que los importes líquidos de los libramientos coinciden con la suma de las relaciones de transferencias y  cheques.






PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Analizar los descuentos aplicados directamente en el libramiento y comprobar que están debidamente registrados en los conceptos acreedores correspondientes o, en su caso, en el presupuesto de ingresos.
Verificar que se han hecho efectivos los citados descuentos, en los plazos establecidos. 






9. Cotizaciones a la Seguridad Social
El objetivo de esta prueba es verificar que se liquida correctamente la Seguridad Social, que se presenta y paga en las formas y plazos previstos en la legislación vigente y que está debidamente reflejada en la contabilidad.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar las liquidaciones presentadas a la Seguridad Social, correspondientes al período analizado, y comprobar que su pago se ha realizado dentro de los plazos establecidos.
2. Comprobar que los expedientes de aprobación y reconocimiento de la cuota patronal a la Seguridad Social ha sido objeto de fiscalización previa.
3. Verificar la concordancia de los datos de las liquidaciones con la contabilidad presupuestaria, de tal manera que el importe líquido a ingresar se corresponda con los saldos, al final del período correspondiente, de los siguientes conceptos:
Cuota empresarial + Cuota obrera - Pagos delegados

4. Comprobar que el número total de perceptores en nómina, sometidos al régimen de la Seguridad Social en un mes determinado, coincide con el número total de empleados incluidos en el TC-2 del citado mes.





10. Análisis de la cuenta de nóminas
La finalidad de estas pruebas es comprobar que la cuenta bancaria destinada al pago de retribuciones se ajusta a la normativa vigente y que los movimientos de la misma responden exclusivamente a conceptos del capítulo 1 del presupuesto de gastos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar los extractos bancarios de la cuenta, abierta al amparo del Decreto 680/1974, para el pago de retribuciones al personal activo, correspondiente a un mes del período analizado y comprobar:
· Que todos los ingresos corresponden a libramientos expedidos a favor de las correspondientes Habilitaciones o Pagadurías, por los importes líquidos de las nóminas del mes seleccionado. En caso de existir otros ingresos, habrá que comprobar que se deben a cheques anulados o transferencias no realizadas.






· Que todos los pagos se corresponden con las transferencias ordenadas, según relaciones de perceptores cursadas a las entidades de crédito, y con los cheques emitidos, coincidentes igualmente con las relaciones detalladas de los mismos.

· Que el saldo de la cuenta el último día del mes seleccionado se corresponde con el reflejado en el libro de nóminas o registro equivalente. En caso de no coincidir dichos saldos, efectuar la conciliación de los mismos.

· Que los fondos existentes en la cuenta bancaria al final del mes seleccionado corresponden a retribuciones o retenciones pendientes de pago.






11. Análisis del cuerpo de la nómina
La finalidad de estas pruebas es la comprobación de:

a) Que las retribuciones recogidas en las nóminas corresponden a servicios prestados por personal del centro gestor, en base a relaciones jurídicas válidamente constituidas.

b) Que los importes y los conceptos retributivos que figuran en las nóminas se corresponden con los autorizados en los contratos, convenios y disposiciones legales vigentes.

c) Que se aplican y se calculan correctamente los descuentos y retenciones pertinentes.

d) Que las aplicaciones presupuestarias de los conceptos retributivos y de las retenciones efectuadas son correctas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Seleccionar una muestra de perceptores en nómina, que sea representativa de los distintos colectivos que integren el personal del centro gestor, y solicitar las nóminas correspondientes al mes seleccionado, así como los expedientes de personal de los empleados de la muestra.
2. Para cada nómina seleccionada, confirmar que se detallan:
· El nombre del perceptor.

· Número de orden o de nómina.

· Categoría profesional.

· Conceptos retributivos e importes íntegros de cada uno de ellos.

· Retenciones correspondientes a impuestos, mutualidades, Seguridad Social, derechos pasivos, anticipos, etc.

· Importe líquido.

Comprobar aritméticamente cada una de las nóminas individuales seleccionadas.






PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Verificar, con los expedientes de personal, que tanto la categoría profesional como la antigüedad y los conceptos retributivos incluidos en la nómina se corresponden con las circunstancias administrativas del empleado y con lo establecido en la normativa vigente, evaluando la suficiencia de la justificación documental y si las cuantías aplicadas son correctas.
4. Comprobar que se han efectuado todas las retenciones preceptivas y por los importes establecidos. Para el personal en régimen de Seguridad Social, verificar la inclusión en el TC-2 del mes correspondiente, verificando si la base de cotización está correctamente calculada.
5. Comprobar, con los listados de cheques y transferencias del mes seleccionado, que el líquido de la nómina coincide con el cheque o transferencia con que se ha hecho efectivo el pago.





6. Verificar que tanto los conceptos retributivos como los descuentos practicados están correctamente contabilizados, comprobando que los gastos recogidos en cada concepto presupuestario se ajustan a lo establecido por la Dirección General de Presupuestos. (*) 

Analizar, especialmente, el artículo 15 y los conceptos relativos a gastos sociales del artículo 16, que revisten un especial interés debido a su carácter variable y su valoración subjetiva.





12. Reintegros, anticipos y préstamos al personal
Con estas pruebas se pretende determinar:

a) Si siempre que procede un reintegro, éste se produce y además se efectúa en el plazo previsto.

b) Si los anticipos concedidos están debidamente autorizados y se ajustan a la normativa aplicable.

c) Si los reembolsos de los anticipos se producen en los plazos correspondientes, a través de descuentos en nómina.

d) Si, en caso de concederse préstamos al personal, éstos se ajustan a las normas establecidas y se reintegran en los plazos previstos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar la relación de anticipos concedidos al personal en el período analizado y comprobar el importe total con el registrado en contabilidad.
2. Seleccionar una muestra de anticipos, a partir de la anterior relación, y detallar: el nombre del perceptor, importe, número de mensualidades para reembolsarlo e importe de la mensualidad y comprobar:
· Que se ha autorizado debidamente. (*)

· Que las cuantías y plazos se ajustan a lo previsto en la normativa.

· Que en el mes correspondiente se han comenzado a descontar en nómina los importes establecidos.

3. Solicitar relación de las liquidaciones por pagos indebidos, efectuadas en el período y que deben haber dado lugar a la solicitud de reintegros, y seleccionar una muestra de los  mismos para comprobar:
· Si se ha enviado comunicación al interesado, solicitándole el reintegro.

· Si se ha producido dicho reintegro en el plazo previsto. En su defecto, medidas que se han adoptado para obtener la reposición de los fondos.

.




PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Analizar, sobre la muestra seleccionada, si el volumen y frecuencia de los pagos indebidos se considera elevado y si los plazos transcurridos desde que se producen dichos pagos hasta la solicitud y consecución del reintegro son, igualmente, excesivos. En caso afirmativo, analizar las causas.
5. Solicitar relación de préstamos vivos a la fecha de realización del control. Seleccionar una muestra y comprobar que:
· Se concedieron de acuerdo con la normativa prevista.

· Se están amortizando en los plazos establecidos.

· Si devengan intereses, éstos se están registrando en el presupuesto de ingresos




13. Altas y bajas
Con estas pruebas se pretende determinar:

a) Que el sistema de comunicación entre departamentos garantiza la agilidad y seguridad del reflejo de las diferentes modificaciones que puedan afectar a la nómina.

b) Que se han tenido en cuenta las altas y bajas del período analizado en la nómina correspondiente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar el listado de altas y bajas de plantilla para un mes, dentro del período analizado, y comprobar que coinciden con las anotaciones del Registro Central de Personal.
2. Seleccionar una muestra de altas y comprobar: que el perceptor se encuentra incluido en la nómina del mes siguiente, con las retribuciones que le corresponden de acuerdo con los datos obtenidos del Registro Central. Si se trata de personal en régimen de Seguridad Social, verificar su inclusión en el TC-2 del mes siguiente.





PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Seleccionar una muestra de bajas y comprobar:
· Que las personas dadas de baja no están en la nómina del mes siguiente.

· La causa del cese.

· La correcta liquidación del finiquito.

· Si corresponde reintegro, que éste se ha calculado correctamente y se ha realizado en el plazo previsto.

· Si se trata de personal en régimen de Seguridad Social, que no figura en el TC-2 del mes siguiente.
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Los gastos corrientes en bienes y servicios son aquéllos destinados a atender los gastos necesarios para el ejercicio de las actividades del Estado, Organismos autónomos y Entes públicos que no originen un aumento de capital o del patrimonio público.

Son imputables al capítulo 2, gastos corrientes en bienes y servicios, los originados por la adquisición de bienes que reúnan algunas de las características siguientes:

a) Ser bienes fungibles.

b) Tener una duración previsiblemente inferior al ejercicio presupuestario.

c) No ser susceptibles de inclusión en inventario.

d) Ser, previsiblemente, gastos reiterativos.

No podrán imputarse a los créditos de este capítulo los gastos destinados a satisfacer cualquier tipo de retribución, por los servicios prestados o trabajos realizados por el personal dependiente de los Departamentos, organismos autónomos o entes públicos respectivos, cualquiera que sea la forma de esa dependencia.

Además se aplicarán a este capítulo los gastos de carácter inmaterial que puedan tener carácter reiterativo, no sean susceptibles de amortización y no estén directamente relacionados con la realización de las inversiones.

Desde la perspectiva de la legalidad, la principal peculiaridad de los gastos del capítulo 2 del presupuesto es que en su mayoría están exentos de fiscalización previa. Según el artículo 95.1 del TRLGP: no están sometidos a intervención previa los gastos de material no inventariable, contratos menores, los de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez intervenido el gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del que se deriven o sus modificaciones, así como otros gastos menores de 500.000 pesetas que, de acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija. Tampoco estarán sometidos a fiscalización previa los gastos menores de 500.000 pesetas que se realicen con cargo a fondos librados a justificar, cuando los servicios o prestaciones a que se refieran hayan tenido o vayan a tener lugar en el extranjero.

En ésta y en el resto de las áreas, la principal novedad del control financiero a realizar es la incorporación del análisis de los procedimientos realmente utilizados por el gestor con objeto de verificar en qué medida permiten realizar una buena gestión financiera.

Así, se deberá intentar valorar, de la forma más objetiva posible, si el procedimiento es apropiado, tanto desde el punto de vista de la naturaleza del gasto como desde su finalidad, de forma que se puedan identificar las posibles deficiencias que impidan una gestión más eficiente.

Es sabido que, en la actualidad, gran parte de las tareas administrativas están mediatizadas por procedimientos que se caracterizan por una elevada diversidad de trabajos diferenciados, tareas susceptibles de fraccionamiento, procedimientos en general muy complejos que conllevan el manejo de gran número de documentos y cuya racionalización requiere vencer la inercia administrativa.

Con el fin de dotar a la Administración de unos procedimientos ágiles y racionales que optimicen los resultados perseguidos, se han diseñado pruebas con las que se pretende analizar la política desarrollada por el gestor, comparando la aplicación de los recursos con las necesidades y finalidades del servicio a realizar.

Los gastos corrientes en bienes y servicios, junto con los gastos de personal, constituyen el núcleo indispensable para el funcionamiento administrativo de los centros gestores y por lo tanto común a todos ellos.

Esta circunstancia favorece que estos gastos sean idóneos para poder realizar estudios comparativos entre los diversos centros y facilitar la elaboración de propuestas de mejora en los procedimientos de actuación, tanto en el aspecto económico-financiero como de gestión. En una primera fase de la Guía se plantea efectuar comparaciones entre las distintas unidades de los centros gestores, para posteriormente ampliar el campo de aplicación de los ratios comparativos a distintos centros gestores, en la medida en que el tipo de control que ahora se está diseñando sea de aplicación efectiva y facilite la obtención de los resultados deseados.

Una de las características peculiares de los gastos corrientes en bienes y servicios se produce en la fase de pago, ya que únicamente en este capítulo presupuestario se puede instrumentar el abono de obligaciones a través de los tres procedimientos posibles de pago:

· En firme.

· A justificar.

· Anticipos de caja fija.

El procedimiento de anticipos de caja fija únicamente es utilizable para el pago de gastos corrientes. Esta circunstancia ha aconsejado la elaboración de un apartado independiente dentro de esta Guía, en el que se contemplan procedimientos específicamente diseñados para el control de dichos anticipos de caja fija y de los pagos a justificar.

Por último, cabe señalar que, entre los puntos indicados en las pruebas de auditoría, se incluyen aquéllos que están sometidos a fiscalización previa; en ese caso, se indica dicho extremo con un asterisco (*). Si figuran dos asteriscos (**) es que algunos de los aspectos que se señalan están sometidos a fiscalización previa.


GENERAL

La normativa reguladora en materia de gastos corrientes está constituida, fundamentalmente, por los siguientes textos legales:

· Decreto 1022/1964, de 15 de abril, por el que se aprueba el Texto articulado de la Ley de Patrimonio del Estado.

· Decreto 3588/1964, de 5 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de Patrimonio del Estado.

· Decreto 2572/1993, de 5 de octubre, por el que se aprueba el pliego de cláusulas administrativas generales para la contratación de equipos y sistemas de tratamiento de la información y de mantenimiento, arrendamiento y programas.

· Decreto 1005 /1974, de 4 de abril, que regula los contratos con empresas consultoras y de servicios, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Contratación del Estado, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio,  sobre la contratación para la realización  de trabajos específicos y concretos, no habituales, en la Administración del Estado, sus OO.AA. y la Seguridad Social, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

· Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo, sobre atribución de determinadas facultades en los procedimientos de contratación de bienes y servicios informáticos.

· Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desarrollo parcial de la Ley 13/1995.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Orden de 11 de abril de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hacen públicos el contravalor en pesetas del Ecu y los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación administrativa para el período 1996-1997.

· Resolución de 11 de abril de 1996, de la Subsecretaría del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 18 de octubre de 1996, de medidas urgentes para mejorar el aprovechamiento del patrimonio inmobiliario de la Administración General del Estado y sus organismos públicos.

· Resolución de 6 de noviembre de 1996, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se establece el procedimiento a seguir en la constitución de garantías mediante retención en el precio del contrato.

· Orden de 4 de junio de 1997, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se modifica el importe a que hace referencia el artículo 25.1 de la Ley 13/1995.

· Resolución de 17 de junio de 1997, de la subsecretaría del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 6 de junio de 1997, por el que se aprueba el programa de gobierno para la ejecución de una política de compras públicas.

· Resolución de 17 de junio de 1997, de la Subsecretaría del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 6 de junio de 1997, por el que se aprueba el Plan de Austeridad de Gastos Corrientes en la Administración General del Estado.

· Resolución de 18 de junio de 1997 de la Dirección General de Presupuestos en la que se establecen los códigos que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

· Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95.3 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora.

· Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación.

INDEMNIZACIONES POR RAZON DEL SERVICIO

· Real Decreto 236/1988, de 4 de marzo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

· Resolución de 22 de marzo de 1993, de la Subsecretaría de Economía y Hacienda y Subsecretaría para las Administraciones Públicas, por la que se revisa el importe de las indemnizaciones por razón del servicio, establecidas en el Real Decreto 236/1988.

· Orden de 8 de noviembre de 1994, del Ministerio de la Presidencia, sobre justificación y anticipos de las indemnizaciones por razón del servicio.


OBJETIVO GENERICO

El objetivo del trabajo será comprobar que los procesos de contratación y tramitación de los diferentes tipos de gastos se adecuan a la normativa vigente, que los fondos se han aplicado a los fines para los que fueron concedidos y que la actividad económico-financiera se ha realizado conforme a los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Analizar y evaluar si la estructura orgánica y funcional del centro gestor es apropiada para la gestión y ejecución de las funciones encomendadas.

2. Revisar los sistemas y procedimientos de gestión establecidos, evaluando su adecuación con los principios de eficiencia y economía en la gestión de los servicios públicos.

3. Comprobar que la actuación del Centro en la tramitación de cada uno de los gastos gestionados se ajusta a las prescripciones de la normativa vigente.

4. Verificar que los gastos realizados responden a bienes y servicios efectivamente recibidos, de acuerdo con las estipulaciones contractuales, están debidamente acreditados en facturas y demás justificantes y están correctamente contabilizados.

5. Analizar la razonabilidad del gasto en base a criterios de buena gestión.


I.
PRUEBAS GENERALES

El área de gastos corrientes en bienes y servicios es idónea para ofrecer información sobre el funcionamiento del centro gestor y poder así realizar una valoración económico-financiera de su gestión en el período concreto objeto de análisis.

En primer lugar, se han diseñado un conjunto de pruebas que tienen por finalidad el conocimiento del centro gestor, en cuanto a su organización y los procedimientos que utiliza para la gestión de los créditos comprendidos en este capítulo presupuestario.

Así, se pretende que, en los informes que redacte el auditor, quede constancia de los siguientes objetivos:

Gestión presupuestaria 

· Ofrecer información sobre los créditos del capítulo segundo del presupuesto y analizar la adecuada presupuestación del gasto.

· Determinar el grado de ejecución presupuestaria, así como la posible concentración del gasto en determinados períodos del ejercicio económico.

Organización
· Analizar si las unidades de trabajo encargadas de la gestión del capítulo segundo del presupuesto están adecuadamente dimensionadas y si obedecen a criterios lógicos y racionales, coherentes con su finalidad.

· Examinar si las competencias, funciones y responsabilidades están asignadas de forma clara y precisa.

Procedimientos

· Comprobar si los procedimientos aplicados se adecuan a la legalidad y procuran la optimización  del proceso de gestión.

· Evaluar la exactitud e integridad de los registros y archivos del gestor.

En concreto, y dentro de esta Sección, se proponen las siguientes pruebas de auditoría:

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Confeccionar un cuadro, a nivel de capítulo presupuestario, en el que consten los créditos definitivos, gastos comprometidos y obligaciones reconocidas referidas al período analizado y calcular el porcentaje de participación de los créditos definitivos de este capítulo en el total del presupuesto.
2. Con los datos obtenidos evaluar la transcendencia de esta área, en relación al resto de los capítulos del presupuesto.

3. Confeccionar, a nivel de artículo, salvo en los casos en que se considere conveniente una mayor desagregación presupuestaria, un cuadro en el que consten los siguientes datos obtenidos del sistema contable:
a) Obligaciones reconocidas en el ejercicio anterior.

b) Créditos iniciales del ejercicio auditado.

c) Importe neto de modificaciones presupuestarias.

d) Créditos definitivos del ejercicio.

e) Obligaciones reconocidas del ejercicio auditado.

f) Créditos iniciales del ejercicio siguiente.

g) Grado de cobertura del presupuesto (b/a).

h) Porcentaje de modificaciones (c/b).

i) Grado de ejecución del presupuesto (e/d).

j) Grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente (f/e).

4. Analizar la tendencia del gasto en este capítulo en base a los ratios de cobertura presupuestaria obtenidos.

· Ponderar los ratios g) y j) de cobertura presupuestaria: 

· Si el ratio es menor que uno explicar los motivos de esta minoración de los créditos (reajustes presupuestarios, menor importe de los gastos a partir del ejercicio correspondiente...).




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Si el ratio es mayor que uno, analizar el motivo del incremento de los créditos iniciales (presupuesto incrementalista o aumento de las cargas a financiar en el período...)
5. Evaluar el ratio h) de porcentaje de modificaciones obtenido anteriormente. En caso de que se considere significativo, desglosar el importe global de las modificaciones según su naturaleza y comentar sus causas.
6. Elaborar un cuadro a nivel de concepto, en el que se indiquen, para cada mes del período analizado, los créditos definitivos, la distribución uniforme del gasto, las obligaciones reconocidas y las desviaciones respecto a la distribución uniforme.
Cada uno de estos conceptos se interpretará:

· Créditos definitivos: créditos iniciales más las modificaciones aprobadas hasta ese mes inclusive.

· Distribución uniforme del gasto: cociente de créditos definitivos entre el número de meses que abarque el período objeto de análisis y multiplicado por el número que corresponde a cada mes.

· Obligaciones reconocidas: obligaciones contraídas acumuladas hasta ese mes.

· Desviaciones respecto a la distribución uniforme: comparación de las obligaciones reconocidas con la distribución uniforme del gasto.

· Obligaciones reconocidas: obligaciones contraídas acumuladas hasta ese mes.

· Desviaciones respecto a la distribución uniforme: comparación de las obligaciones reconocidas con la distribución uniforme del gasto.
Se analizarán aquellos resultados que se consideren más significativos y las causas que los produjeron.




PRUEBAS DE AUDITORIA




7. Celebrar una entrevista con el responsable de esta área en el centro gestor, en la que se comentarán los principales puntos de su gestión.
· Organización del departamento: unidades que intervienen, personal asignado a cada una de ellas y responsables.

· Principales procedimientos que se desarrollan, obteniendo   información sobre la finalidad, unidades actuantes, etc.
· Solicitud de manuales, normas o cualquier otra documentación  interna de funcionamiento.
8. Solicitar, o en su caso elaborar, el organigrama teórico del personal que realiza actuaciones dentro del área, indicando categoría y puesto que desempeñan.
9. Descripción de cada uno de los procedimientos, en base a entrevistas realizadas con sus responsables y a los manuales y documentación suministrados. 

Se deberán comentar los siguientes puntos:
· Actuaciones que se realizan y personal que interviene en cada una.

· Funciones y responsabilidades concretas encomendadas a cada efectivo y las supervisiones realizadas.
· Documentos empleados y flujos de documentación.

· Registros existentes, archivos utilizados, etc.

10. Comprobar si los procedimientos descritos por los responsables, establecidos en las normas internas de funcionamiento, permiten su adecuación a la normativa aplicable.
11. Comprobar la aplicación real de los procedimientos descritos anteriormente, mediante pruebas que determinen la exactitud de las actuaciones y de los trámites realizados en las distintas modalidades de gasto del capítulo 2.





PRUEBAS DE AUDITORIA




Estas pruebas se realizarán en una muestra representativa de expedientes, tanto cuantitativa como cualitativamente, que hubiesen concluido en el período analizado. La muestra se seleccionará de los registros del gestor y cubrirá cada uno de los procedimientos comprendidos en el capítulo 2 del presupuesto de gastos.

Si existiesen desviaciones entre los procedimientos teóricos y reales, analizar sus causas y si son conformes a la normativa vigente.
12. Cotejar los datos incluidos en los expedientes de la muestra, relativos a aplicación presupuestaria, identidad del acreedor e importe, con los registros del gestor y del sistema contable.
Si existiesen divergencias entre los registros, entre sí o con los expedientes, determinar los datos reales y el por qué de las diferencias.

13. Concretados los procedimientos reales aplicados, el auditor procederá a determinar las fases que se pueden distinguir en cada uno y su duración media, según los datos y fechas extraídos de los expedientes que configuran la muestra anterior.
14. En aquellas fases en que se considere excesivo el tiempo medio de realización, analizar sus causas (falta de personal, exceso de controles, actuaciones innecesarias, etc.) y las posibles recomendaciones.
15. En base a las pruebas realizadas, elaborar el organigrama real del centro gestor en relación con el área de gastos corrientes. Comparar el organigrama teórico y real, determinando si existen diferencias y, en su caso, analizar sus causas





PRUEBAS DE AUDITORIA




16. Según la información obtenida en las pruebas anteriores, el auditor procederá a evaluar si los procedimientos reales aplicados son adecuados para desarrollar una correcta gestión. En particular, se analizarán, entre otros, los siguientes aspectos:
· Si existe una correcta distribución de competencias, en la que estén claramente delimitadas las funciones y responsabilidades a desempeñar por cada efectivo, respetando el principio de segregación de funciones.

· Si el número de trámites es el mínimo, si existen prácticas reiterativas, si el orden secuencial es correcto, si su duración es óptima, etc.

· En materia de recursos humanos se evaluará su idoneidad, en número y cualificación, en cada procedimiento.

· Para evaluar las garantías de control interno el auditor examinará las supervisiones y cruce de informaciones que se realizan en cada procedimiento, momento  en que se producen y quiénes las realizan. 

· En cuanto a los documentos empleados, se analizará el número, formato, grado de normalización, firma, datos que incorporan, etc.

· Si los documentos y listados circulan entre las distintas unidades del centro gestor, de forma que el flujo de información sea ágil y racional.

· Se valorará el esfuerzo de incorporación de las técnicas informáticas a las tareas burocráticas.

· Se valorará, igualmente, si los registros existentes son los necesarios, son de fácil consulta y si en ellos constan todos los datos para los que fueron diseñados, es decir, se valorará su integridad, criterio de registro, etc.

Se deberán comparar los diferentes registros para comprobar que no incorporan la misma información.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En materia de archivos, se examinarán los criterios de clasificación, integridad, custodia, etc.

· Se valorará la existencia de manuales y normas internas, así como la claridad, extensión a todas las fases y procedimientos.

17. Extraer de los registros de acreedores del gestor una muestra significativa, tanto desde el punto de vista cualitativo como cuantitativo, de las obligaciones reconocidas en el período analizado y comprobar:
· Que se corresponden con gastos debidamente imputados al período en que se generaron. (*)

· Que constan en los listados del sistema contable.

· Que el importe del IVA soportado es correcto.

· Que las obligaciones reconocidas pendientes de pago a final del período se han incluido en la relación de acreedores del sistema contable.

18. Si existieran divergencias entre los registros del gestor y los del sistema contable, solicitar los expedientes correspondientes, determinando sus causas y el saldo acreedor real.
19. Analizar la antigüedad de los saldos de acreedores, comprobando que se producen las bajas por prescripción.






II.
PRUEBAS ESPECIFICAS

El capítulo segundo del presupuesto, “Gastos corrientes en bienes y servicios”, se caracteriza por su heterogeneidad. Esta variedad obliga a que el análisis de la gestión de los gastos que incluye haya de realizarse tanto a nivel agregado como desagregado.

El análisis global del área es el objeto del apartado anterior, denominado “Pruebas generales”, mientras que las pruebas que a continuación se proponen tratan de evaluar procedimientos concretos de gestión.

Para no incurrir en una relación de pruebas que pretendiesen abarcar la totalidad de los gastos clasificados en el capítulo segundo, según la Resolución de 18 de junio de 1997, de la D.G. de Presupuestos, y que podría resultar excesiva y poco operativa, se han seleccionado aquellos gastos que resultan representativos en un mayor número de centros gestores y tienen una especial significación, tanto cualitativa como cuantitativamente.

No obstante, al tratarse de una propuesta de pruebas a realizar, el auditor podrá añadir pruebas específicas referentes a los gastos seleccionados, o bien incluir en el programa de trabajo otros gastos que considere convenientes por la trascendencia que tengan en el centro auditado y diseñar pruebas concretas para su evaluación.

Los gastos seleccionados han sido:

A. Arrendamientos:

· Inmuebles

· Equipos y sistemas para el tratamiento de la información

B. Reparaciones y conservación

C. Material y suministros:

· Material de oficina.

· Suministros: energía, agua, gas y combustible.

D. Comunicaciones y Transportes.

E. Primas de seguros.

F. Gastos diversos:

· Atenciones protocolarias y representativas.

· Publicidad y propaganda.

G. Trabajos realizados por otras empresas y profesionales.

H. Indemnizaciones por razón del servicio:

· Dietas.

· Locomoción.

· Traslado.

Las pruebas propuestas pretenden profundizar en la supervisión del cumplimiento de la legalidad financiera en aquellos supuestos en que hubiese existido fiscalización previa y un análisis de gastos exonerados de dicho trámite.

Además, como es propio del control financiero objeto de esta Guía, se pretende evaluar la gestión y procedimientos utilizados mediante pruebas que posibiliten opinar sobre la racionalidad de las actuaciones realizadas. 

En concreto, se han formulado pruebas para obtener información sobre:

· Dimensión y evolución del gasto.

· Costes medios.

· Forma de contratación.

· Eficiencia en la utilización de los recursos asignados.

Se han propuesto una serie de pruebas específicas para determinados tipos de gasto, atendiendo a su normativa y naturaleza especial. En estas pruebas se ha obviado el procedimiento de pago, ya que existe un apartado en el que se formulan comprobaciones a realizar, propias de los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija, si bien se puede observar que, en ocasiones, se reiteran pruebas referentes a la rendición de las cuentas respectivas para procurar una unidad en la exposición.

A. ARRENDAMIENTOS
En los gastos de arrendamiento las pruebas propuestas se han agrupado según afecten a inmuebles o a equipos y sistemas para el tratamiento de la información.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Inmuebles

Realizar las siguientes pruebas, previa solicitud de los contratos al gestor:




PRUEBAS DE AUDITORIA




1.1.
Obtener una relación de los contratos de arrendamiento celebrados en el período considerado y comprobar los siguientes extremos:

· La competencia para celebrar el contrato.

· Que existe fiscalización previa del gasto por el Interventor del Centro u Organismo interesado y fiscalización complementaria del Interventor Delegado en la Dirección General de Patrimonio, según lo previsto en el Acuerdo del Consejo de Ministros (ACM) de 4 de julio de 1997.

· Que la adjudicación del contrato se ajusta a la normativa vigente.

· Que el contrato ha sido debidamente formalizado.

1.2.
Para la totalidad de los contratos vigentes (los celebrados en el período objeto de análisis y anteriores), previa selección, en su caso, de una muestra representativa, comprobar:

· Que existe conformidad de los servicios competentes con la prestación realizada. (*)

· Que los pagos se corresponden con las estipulaciones contractuales y las facturas cumplen los requisitos reglamentarios. (*)

1.3.
Para la totalidad de los contratos vigentes, confeccionar un cuadro con la siguiente información:

· Gasto total de arrendamientos del período.

· Superficie total arrendada. 

· Coste medio del metro cuadrado arrendado.

· Antigüedad de cada contrato.

· Coste medio del metro cuadrado de los contratos celebrados en el período.






PRUEBAS DE AUDITORIA




1.4.
Una vez obtenidos los costes medios, valorar las diferencias significativas que puedan surgir con el precio medio de mercado de la circunscripción territorial (en principio, la provincia, salvo que se considere conveniente un análisis comparativo de los precios medios de una localidad o zona determinada), y sus causas.

1.5.
Si existieran diferencias significativas en función de la localización de los inmuebles, determinar el nivel ocupacional y la función de los inmuebles, valorando la conveniencia de reducir el número de metros cuadrados arrendados o distribuirlos desplazando a zonas de menor coste los espacios destinados a archivo y otras funciones auxiliares, no inmediatamente relacionadas con funciones administrativas.

1.6.
Comparar los costes medios de los contratos dados de baja y de los nuevos, analizando si se ha podido utilizar por otro Servicio un inmueble que ha dejado de ser utilizado y que conllevaba un coste inferior u ofrecía determinadas ventajas (por ejemplo, la utilización de las instalaciones o la distribución del inmueble).

1.7.
Teniendo en cuenta el importe global de los gastos devengados en concepto de arrendamiento durante el período, considerar la alternativa de recomendar la adquisición del inmueble a la vista del coste medio de compra de la zona considerada.

2. Arrendamiento de equipos y sistemas para el tratamiento de la información

2.1
En relación a los contratos en vigor comprobar, previa solicitud al gestor:

· Que se ajustan a las disposiciones generales del artículo 175 de la LCAP.

· En caso de prórroga, que exista informe favorable de la Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos. (CIABSI). (*)

2.2.
Analizar la política informática del centro gestor valorando, cuando sea posible, la proporción de recursos destinados al alquiler de equipos informáticos, en relación al importe invertido en su adquisición.




PRUEBAS DE AUDITORIA




Cuando estén perfectamente delimitadas las necesidades que se van a tener que cubrir, la alternativa aconsejable sería la compra; en otro caso, deberá recurrirse a fórmulas como alquiler o arrendamiento financiero que, además de ser más flexibles, permiten afrontar mejor el riesgo de obsolescencia.






B. REPARACIONES Y CONSERVACION
En materia de gastos de reparaciones y conservación se propone una comprobación específica.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Comprobar que no se han incluido en el capítulo 2 gastos que, por implicar un aumento de la productividad, capacidad, rendimiento, eficacia o alargamiento de la vida útil del bien, hayan de imputarse al capítulo 6. (*)





C. MATERIAL Y SUMINISTROS
En relación con los gastos de material y suministros se proponen, en principio, una serie de pruebas genéricas y, posteriormente, pruebas dirigidas a valorar la adecuada gestión en este tipo de gastos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. De los contratos celebrados en el período obtener una muestra significativa y comprobar: 

· Que la orden de iniciación del expediente de contratación está dictada por órgano competente y en ella se justifica la necesidad de la adquisición.
· Que consta informe razonado del servicio que promueve la adquisición.





PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares y está informado por el Servicio Jurídico del Departamento. (*)

· Que existe, en su caso, pliego de prescripciones técnicas particulares a las que ha de ajustarse la ejecución de la prestación del contratista. (*)

· Que, si se utiliza el pliego de cláusulas administrativas tipo, el contrato es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico. (*)

· Que la obligación o gasto se generó por órgano competente y se contrajo adecuadamente. (*)

· Que el órgano de contratación está asistido para la adjudicación de los contratos por una Mesa de Contratación debidamente constituida, salvo que se hubiera constituido una Junta de Contratación, en cuyo caso se analizará la composición de esta última, así como los límites cuantitativos y características de los contratos celebrados para garantizar su adecuación al artículo 12.4 de la LCAP.

· Que se ha garantizado el principio de publicidad mediante la estricta observancia de los plazos y conforme a los modelos establecidos (artículo 24 del Real Decreto 390/1996). Verificar, asimismo, los límites cuantitativos exigidos por la normativa vigente.

· Que los procedimientos y criterios de adjudicación garantizan la libertad de concurrencia y se ajustan a las disposiciones de la LCAP y normativa complementaria. (**)

· Que no existe fraccionamiento del gasto en los expedientes en los que el procedimiento negociado sin publicidad esté amparado en que el importe de los suministros contratados no exceda de 2 millones de pesetas o de 3 millones en los supuestos comprendidos en el artículo 173.1.c) de la LCAP.

Con este objeto se seleccionarán de los registros del gestor aquellos terceros a cuyo favor se hayan expedido varios mandamientos de pago en el mismo día o en fechas próximas y con idéntica aplicación presupuestaria. En caso de que la suma de mandamientos sea mayor que el límite fijado en la normativa para el procedimiento negociado:




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Solicitar los expedientes correspondientes a los documentos seleccionados y sus justificantes.

· Analizar, para cada tercero, si el objeto del gasto es el mismo en las diferentes facturas o recibos y, por lo tanto, se pudiera haber fraccionado dicho gasto.

· Que se ha notificado a los licitadores y publicado, en su caso, el acuerdo de adjudicación.

· Que la capacidad y personalidad del adjudicatario se ajusta a lo establecido en los artículos 15 al 24 de la LCAP y 4 al 14 del Real Decreto 390/1996. (**)

· Que se ha procedido a la devolución de las garantías provisionales y a la constitución efectiva de la definitiva (de acuerdo con el capítulo III del Real Decreto 390/1996), salvo los supuestos recogidos en el artículo 40 LCAP. Asimismo deberán comprobarse las garantías especiales y complementarias, cuando estuvieran previstas.

· Que se ha formalizado el contrato en el plazo de un mes en documento notarial o administrativo
· Que existe acta de recepción del suministro suscrita, si es necesario, por el Interventor correspondiente. (*)

· Que existe conformidad de los servicios competentes en el suministro realizado en el caso de abonos a cuenta.(*)

2. En relación a los contratos en vigor que se hayan visto modificados, comprobar la existencia (*) de informe del Servicio Jurídico o, en su caso, del Consejo de Estado y que la modificación se ajusta a la normativa vigente.
3. En relación a los contratos en los que se haya producido una revisión de precios en el período objeto de análisis, comprobar:
· Que la revisión se acuerda mediante resolución motivada del órgano de contratación.

· Que la posibilidad de revisión no está expresamente excluida en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

· Que el contrato tiene una duración superior a 6 meses.

· Que se ha ejecutado el 20% del importe del contrato.




PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Del total de obligaciones reconocidas en el período, seleccionar una muestra significativa y comprobar:
· Que el pago de la Administración se efectúa dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la expedición de los documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato o, en su defecto, que se haya previsto el abono del interés de demora o indemnización correspondiente para los supuestos de suspensión o resolución del contrato y esté informado por el Servicio Jurídico. (**)

· Que la factura del adjudicatario reúne los requisitos exigidos reglamentariamente.

· Que, cuando las obligaciones reconocidas se refieran a suministros menores, no exceden de 2 millones de pesetas.

5. Obtener la siguiente información partiendo de los registros del gestor:
· Porcentaje de compras adquiridas a través de la Subdirección General de Compras de la Dirección General de Patrimonio.

· Porcentaje de compras adquiridas por la Junta de Contratación.

· Si todas las compras que deberían haberse efectuado a través de la Subdirección General de Compras han sido objeto de adquisición centralizada.

6. Para los bienes objeto de adquisición centralizada comprobar:
· Que el centro gestor ha efectuado su petición a la Dirección General de Patrimonio.

· Que el gasto ha sido fiscalizado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado primero y, en su caso, segundo del ACM de 4 de julio de 1997. (*)











PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que existe comunicación de la Dirección General de Patrimonio sobre la propuesta de adquisición, dando orden al contratista para que suministre los bienes. (*)

· Que existe acta o certificado de recepción de los bienes. (*)
7. Material de oficina

7.1.     Analizar los procedimientos de solicitud del material de oficina y comprobar la existencia de controles del material consumido.

7.2.    Analizar la evolución temporal de los consumos, comprobando si existen desviaciones significativas respecto a la distribución uniforme del gasto y, en su caso, averiguar las causas de estas desviaciones.

7.3.     Verificar que el material de oficina adquirido no deba imputarse al capítulo 6 por tratarse de libros, revistas, periódicos, etc. que vayan a formar parte de fondos de bibliotecas. (*)

7.4.   Valorar la importancia relativa de los gastos de material de oficina para cada una de las unidades del centro gestor, ponderando los resultados obtenidos en función del número de efectivos.

8. Energía, agua, gas y combustible




8.1.     Comprobar que los gastos de suministros (energía, agua, gas y combustible) no estén comprendidos en el precio de los alquileres. (*)

8.2.     Comprobar la evolución temporal y el importe de los consumos, analizando las desviaciones respecto de la media.






D. COMUNICACIONES Y TRANSPORTES
Las pruebas específicas propuestas para este tipo de gastos pueden aportar datos que adquieren mayor significación si se realizan comparaciones entre servicios y entre provincias.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener la siguiente información:
Relación entre el total de obligaciones reconocidas y el número de efectivos. 




· Relación entre el total de obligaciones reconocidas y el número de teléfonos instalados.

· Relación entre el número de teléfonos instalados y el números de efectivos.

· Número de líneas directas.

2. Averiguar si el gestor tiene algún mecanismo de control interno (relación de llamadas con duración superior a x tiempo, conexiones con comunicación limitada a la localidad, registro de llamadas oficiales y particulares...).
3. Efectuar un análisis sobre las posibilidades de reducir el gasto.
4. Dentro de los gastos de transporte comprobar que no se incluyan transportes complementarios ligados a comisiones de servicios que originen desplazamientos.(*) 






E. PRIMAS DE SEGUROS
Para los gastos satisfechos en concepto de primas de seguros las pruebas propuestas son las siguientes:

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Comprobar que las primas pagadas se corresponden con las pólizas suscritas.
2. Evaluar la necesidad del gasto en relación con el riesgo cubierto
3. Comprobar:
· Que los pagos efectuados se corresponden con el período analizado.





PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que el centro gestor es el sujeto pasivo.
· Que se abona dentro del plazo.

· Que se han solicitado, en su caso, las exenciones y bonificaciones correspondientes, o que son de aplicación efectiva las previstas “ex lege”.






F. GASTOS DIVERSOS
En este apartado se proponen pruebas dirigidas a proporcionar información que permita la realización de análisis comparativos.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. En relación a “Gastos diversos” determinar la evolución temporal del gasto y, en su caso, efectuar comparaciones interanuales entre las distintas unidades del centro gestor.
2. En los gastos de publicidad y propaganda comprobar:
· Si se han establecido objetivos e indicadores del resultado obtenido.

· Si el órgano gestor efectúa seguimiento del resultado.

3. En relación a los gastos de atenciones protocolarias y representativas comprobar:

· Que los gastos están debidamente justificados mediante recibos, cuentas, vales o facturas.

· Que en cada uno de los justificantes figura el visto bueno o conformidad de la persona que los ha autorizado.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En los casos en que los gastos no tengan, individualmente, relevancia cuantitativa o en los que no sea posible obtener un documento acreditativo del pago, comprobar que existe certificación expedida por autoridad competente en la que se haga constar de forma expresa que la finalidad de los gastos es la correcta. 






G. TRABAJOS REALIZADOS POR OTRAS EMPRESAS Y PROFESIONALES
En este apartado se incluyen aquellos gastos que corresponden a actividades que, siendo de la competencia de los organismos públicos, se ejecutan mediante contrato con empresas externas o profesionales independientes.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. De los contratos celebrados durante el período seleccionar una muestra representativa y comprobar:
· Que la orden de iniciación del expediente de contratación se ha dictado por órgano competente. 

· Que existe el informe exigido en el artículo 203.1 de la LCAP, emitido por el servicio interesado en la celebración del contrato. Dicho informe deberá ser suficientemente detallado y razonado. (*)

· Que el objeto del contrato está perfectamente definido, de manera que permita la comprobación del exacto cumplimiento por parte del contratista (*) y el régimen jurídico aplicable, según se trate de un contrato de consultoría y asistencia, de servicios o de trabajos específicos y concretos no habituales; al efecto, deberá tenerse en cuenta la delimitación negativa que efectúa el artículo 201.4 de la LCAP.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que reúne los requisitos de capacidad y compatibilidad de las empresas adjudicatarias, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo II del Real Decreto 390/1996 y, en su caso, que la clasificación concuerda con la exigida en el pliego de cláusulas administrativas (**).

· Que la vigencia del contrato se encuentra dentro de los límites legales previstos:

· 2 años para trabajos específicos y concretos no habituales.

· 4 años, prorrogables hasta 6, para los de consultoría y asistencia y los de servicios.

Todo ello sin perjuicio de lo previsto para los contratos complementarios.

· Que existe el pliego de cláusulas administrativas particulares y está informado por el Servicio Jurídico y, en su caso, pliego de prescripciones técnicas del contrato. Cuando se utilice el pliego-tipo de cláusulas administrativas, verificar que el contrato celebrado es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico. (*)




· Que la obligación o gasto se genera por órgano competente. (*)

· Que existe informe técnico de la CIABSI o, en su caso, de la correspondiente Comisión Ministerial de Informática, cuando se trate de expedientes relativos a servicios informáticos que no tengan la naturaleza de contrato de suministro o de arrendamiento. (*)

· Que el órgano de contratación está asistido en la adjudicación de los contratos por una Mesa de Contratación debidamente constituida. Si el contrato no se adjudica de acuerdo con la propuesta de la Mesa de Contratación, que existe decisión motivada del órgano de contratación. (*)

· Que se han respetado los requisitos de publicidad y plazos previstos en los artículos 204 a 208 LCAP y de acuerdo con el contenido y modelos establecidos en el artículo 24 del Real Decreto 390/1996. 




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que los procedimientos y criterios de adjudicación garantizan la libertad de concurrencia y se ajustan a las disposiciones de la LCAP y normativa complementaria. (**)

· Que no existe fraccionamiento del gasto en los expedientes en los que el procedimiento negociado esté amparado en que el importe de los trabajos específicos o servicios contratados no exceda del límite fijado en la normativa vigente.

Por ello, deberán seleccionarse aquellos terceros a cuyo favor se hayan expedido varios mandamientos de pago en el mismo día o en fechas próximas y con idéntica aplicación presupuestaria. En caso de que la suma de los mandamientos sea mayor que el límite fijado en la normativa para el procedimiento negociado:

· Solicitar los expedientes correspondientes a los documentos seleccionados y sus justificantes.

· Analizar, para cada tercero, si el objeto del gasto es el mismo en las diferentes facturas o recibos y, por lo tanto, se pudiera haber fraccionado dicho gasto.

· Que la capacidad y personalidad del adjudicatario, y en su caso la clasificación, concuerdan con lo establecido en el pliego de cláusulas particulares. (*)






· Que la empresa adjudicataria ha prestado la garantía definitiva, salvo que esté debidamente justificada la dispensa en el pliego de cláusulas administrativas. 

· Que se ha registrado el compromiso del gasto por el importe de la adjudicación: expedición y registro de documentos contables.

· Que se cumplen los plazos y requisitos de formalización, conforme al artículo 55 de la LCAP.

· Que la ejecución del contrato se ajusta a las condiciones y plazos detallados en el pliego de cláusulas administrativas.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que la recepción de la prestación se produce conforme a las disposiciones generales contenidas en el artículo 111 de la LCAP y que se ha comunicado a la Intervención para su asistencia potestativa, en sus funciones de comprobación de la inversión.
2. En relación a los contratos en los que se haya producido una revisión de precios, comprobar que ésta se ajusta a los requisitos del artículo 104.1 y 2 de la LCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.(*)
3. Seleccionar una muestra significativa de las propuestas de pago expedidas y comprobar:
· En el caso de abonos a cuenta: 

· Que estuviese previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares. (*)

· Que existe certificación del órgano competente valorando el trabajo parcial correspondiente. (*)

· Que se aporta factura por la empresa adjudicataria y que cumple los requisitos exigidos reglamentariamente. (*)




· Que el contratista estaba al corriente de sus obligaciones tributarias y de la Seguridad Social. (*) (Artículos 7 y 8 del Real Decreto 390/1996).

· Que se hubiese prestado la correspondiente garantía.

· En el abono total o pago de la liquidación:
· Que existe certificación o acta de recepción de los trabajos. (*)

· Que la factura cumple los requisitos exigidos reglamentariamente. (*)

· Que la empresa se encuentra al corriente de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social. (*) (Artículos 7 y 8 del Real Decreto 390/1996).




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que es correcta la retención del IRPF, así como su contabilización en el concepto extrapresupuestario correspondiente.






H. INDEMNIZACIONES POR RAZON DEL SERVICIO
En este apartado se proponen, primeramente, pruebas de carácter general destinadas a valorar la gestión de este tipo de gastos y, después, pruebas específicas según la naturaleza del gasto.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Para valorar la gestión de los gastos de las indemnizaciones por razón del servicio, realizar el siguiente análisis:
· Calcular el importe medio del gasto en indemnizaciones, en relación con el número de efectivos del centro gestor.

· Hallar el coste medio de las comisiones de servicio (conceptos 230 -Dietas y 231- Locomoción). 




SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
En las unidades del centro gestor en las que el importe de las indemnizaciones sea mayor, comparar éste con el importe de las retribuciones reconocidas con cargo al capítulo 1 del presupuesto, devengadas por el personal con derecho a dietas en el período objeto de análisis.


Si este ratio fuese significativo:


Determinar la distribución del personal entre efectivos centralizados y descentralizados, por si procede proponer el estudio de su modificación.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Averiguar si el gestor lleva un registro en el que consten las indemnizaciones devengadas por cada funcionario.


Si existiese este registro, analizar las indemnizaciones satisfechas a una misma persona cuando el importe total se considere elevado en comparación con el importe medio.


Si este registro no existiese, evaluar la conveniencia de su implantación. 




PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Seleccionar una muestra de los gastos imputados al artículo 23, a partir de los registros del gestor, y comprobar los siguientes aspectos:
Requisitos del procedimiento de pago utilizado, ya concretados en otro apartado de esta área, según se haya tramitado a través de pagos a justificar, anticipos de caja fija o mediante pago en firme.

En lo concerniente a la justificación del gasto, se seleccionará una muestra significativa de cuentas justificativas, rendidas en el período objeto del control, y se realizarán las siguientes pruebas:

2.1.    Comisiones de servicio en territorio nacional
a) Dietas
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que los perceptores no son contratados laborales.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que la Orden de comisión de servicios que se debe adjuntar incluye:

· Firma de las autoridades competentes que la proponen y autorizan.

· Clase de indemnización a la que da derecho.

· Día y hora en que empieza y termina la comisión.




· Comprobar que, en la cuenta justificativa, el interesado ha aportado:

· Declaración del itinerario seguido y de la permanencia en los diferentes puntos.

· Justificantes originales.

· Firma de la cuenta.

· Examinar, respecto a las cuantías de las dietas:

· Que se detallan separadamente las cantidades que corresponden a alojamiento, manutención o gasto de locomoción.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que los importes percibidos por el interesado son los correspondientes al grupo al que pertenece, que no exceden de las cuantías vigentes y que el número de dietas es correcto.

· Que no han sido indemnizados servicios ya retribuidos.

· Comprobar que no se han percibido dietas por tiempo superior a un mes, excepto si se aporta prórroga de la Orden de comisión, otorgada por autoridad competente.

· Comprobar que el titular del órgano que propuso la Orden de comisión ha certificado la realización del servicio, en los términos previstos.

· Verificar que los documentos anteriores han sido presentados por el interesado ante la Pagaduría o Habilitación, en el plazo de diez días desde la terminación de la comisión.

· Analizar, en su caso, las causas de los retrasos en la justificación, y si ésta se reclama por la Caja pagadora.

b) Gastos de alojamiento
· Comprobar que los gastos de alojamiento se justifican con la factura original y que ésta cumple los requisitos exigidos por la normativa aplicable.

· Cotejar las fechas que figuran en los justificantes de las indemnizaciones por dietas con las establecidas en la Orden de servicio y comprobar que los importes justificados son los correctos.

· Verificar que no se han considerado indemnizables gastos extraordinarios (teléfono, minibar, etc.) y que, si el desayuno ha sido incluido en factura, la indemnización por alojamiento no supera el importe máximo autorizado.

c) Gastos de manutención
· Verificar que las dietas que se han percibido por gastos de manutención se ajustan a la duración, fechas y horas de salida y regreso establecidas en la Orden del servicio. 
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· Comprobar los requisitos del artículo 8 del Real Decreto 236/88, de 4 de marzo, cuando el comisionado forme parte de una delegación oficial.

d) Gastos de viaje
· Verificar que las cantidades invertidas en gastos de viaje se justifican con los billetes o pasajes originales y que se corresponden con la clase autorizada, según el grupo al que pertenezca el interesado.

· Comprobar que otros gastos indemnizables (taxis, peajes de autopista, garajes en hoteles de residencia, etc.) están justificados documentalmente y autorizados en la Orden de comisión.

· Si el interesado ha utilizado vehículo particular, examinar que se cumplen estos requisitos:

· Que en la Orden de comisión se hizo constar esta posibilidad.

· Que en la justificación consta el recorrido efectuado, con detalle del kilometraje, matrícula y marca del vehículo.

· Que el kilometraje se ajusta al itinerario previsto.

· Que el kilómetro se ha liquidado por importe autorizado. 

2.2.   Comisiones de servicio en el extranjero

Efectuar las mismas comprobaciones que en la justificación de las comisiones de servicio en territorio nacional y, adicionalmente, comprobar que sólo se han resarcido en concepto de gastos extraordinarios los necesarios para la entrada en el país de que se trate (vacaciones, visados, etc.).

a) Dietas
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que las dietas se han empezado a devengar el día en que se abandona el país.
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SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que durante el recorrido y estancia en el extranjero se ha percibido la dieta por las cuantías correspondientes al país en que se desempeña la comisión de servicio.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que, en el día de llegada a la frontera o primer puerto o aeropuerto españoles, no se han percibido las dietas correspondientes en el extranjero, con las excepciones previstas.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el tipo de cambio aplicado en la justificación de la cuenta sea el fijado por el Banco de España en la fecha de rendición.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que no se han percibido dietas por tiempo superior a tres meses, salvo prórroga concedida por la autoridad competente.

b) Residencia eventual
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que la duración de la residencia eventual no es inferior a un mes en territorio nacional y tres en el extranjero, no excediendo de un año, salvo prórroga que, a su vez, no podrá ser superior a un año.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el importe de la indemnización no excede del 80% de las dietas enteras que corresponderían a las comisiones de servicio.

2.3.    Traslados de residencia

Comprobar que el interesado ha ejercitado el derecho a percibir la indemnización dentro de los plazos establecidos y conforme al grupo que corresponde al nuevo destino.

Verificar que el funcionario no ha percibido indemnización cuando haya utilizado medios gratuitos del Estado para el desplazamiento.

a) Traslado en territorio nacional
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el traslado tiene carácter forzoso.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que se ha abonado la indemnización por el importe y conforme al procedimiento establecido en la normativa.
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b) Traslado al extranjero
· Dietas

· Comprobar que las dietas de manutención del interesado y familia durante el viaje, siempre que no estuviese incluida en el billete, se corresponden con la cuantía consignada para el país de origen, salvo que procediese del territorio nacional, en cuyo caso serán las correspondientes al país donde haya sido destinado.

· Verificar que las dietas de alojamiento devengadas durante el viaje se corresponden con el país donde hubiesen pernoctado.

· Comprobar que los billetes corresponden a la clase establecida, al grupo al que pertenece el funcionario y que se ha reintegrado su importe si el funcionario hubiese cesado en el destino a petición propia antes de  un año y que, en este supuesto, no ha percibido el importe correspondiente al billete de vuelta.

· Transporte de mobiliario y enseres

· Comprobar que el funcionario ha percibido, por una sola vez, el 10% equivalente a los devengos totales anuales que le corresponden en el nuevo destino y que supera los cuatro años de permanencia en el extranjero.

· Vacaciones

· Verificar, siempre que las vacaciones se disfruten en España, que el funcionario no ha ejercitado este derecho antes de los dos años, a partir del primer destino en el extranjero o del término de otras vacaciones en que se hubiese acogido a este derecho. 
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2.4.   Anticipos

a) Anticipos para Comisiones de Servicio
· Comprobar que no se han concedido anticipos cuando se han utilizado sistemas de concierto, ni se ha adelantado el importe de gastos de viaje si se han empleado transportes facilitados gratuitamente por el Estado.

· Verificar la existencia de la Orden de servicio, con los requisitos ya indicados.

· Comprobar que el importe aproximado no ha sido calculado por un período superior a un mes y que corresponde al grupo en el que está clasificado el funcionario.

· Si la comisión de servicios se ha realizado en el extranjero, se comprobará, además, que:

· La comisión no ha excedido de tres meses

· Los anticipos se realizaron mes a mes.

· Si, excepcionalmente, se anticipó la totalidad o la mayor parte del importe probable de las dietas, que esta posibilidad se contempla en la Orden de comisión.

· Si el importe del anticipo es superior a la indemnización devengada, se comprobará:

· Que, al presentar la cuenta justificativa, el interesado reintegró el sobrante.

· Si transcurrido el plazo de justificación no se ha producido el reintegro, se han tomado las medidas conducentes a su obtención.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Si en la liquidación resulta diferencia a favor del funcionario, comprobar que se le hizo efectivo el importe correspondiente.
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b) Anticipos para traslado de residencia
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el interesado presenta la documentación exigida para el abono del anticipo.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que el importe del anticipo no excedió del 80% de los gastos aproximados.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el interesado, una vez realizado el traslado, ha presentado la cuenta justificativa, en el plazo de un mes, acompañada de los documentos y facturas originales.

2.5.   Asistencias a sesiones de consejos

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que la indemnización no supera el importe establecido en la normativa vigente, ni el 25% o el 33%, en su caso, de las retribuciones que corresponden por el puesto de trabajo.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar los requisitos del artículo 33 del Real Decreto 236/88, de 4 de marzo.
2.6.   Colaboración no permanente ni habitual en centros de formación y perfeccionamiento del personal al servicio de las Administraciones Públicas
SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que la remuneración percibida se ajusta al baremo aprobado.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Verificar que el importe abonado no supera el 25% de las retribuciones anuales.

SÍMBOLO 45 \f "Symbol" \s 10 \h
Comprobar que el total de horas del conjunto de estas actividades no supera individualmente el máximo de 75 al año.










En la fase de pago de los gastos corrientes en bienes y servicios se utilizan, además del procedimiento de pagos en firme, los de pagos a justificar y anticipos de caja fija, siendo este último utilizado de forma exclusiva en este tipo de gastos.

Las peculiaridades de los procedimientos de pagos a justificar y de anticipos de caja fija han aconsejado efectuar un tratamiento específico de los mismos, que se han incluido en esta Guía de gastos corrientes, sin perjuicio de que las pruebas propuestas son, asimismo, aplicables a otro tipo de gastos para los que se pueda utilizar el procedimiento de pagos a justificar.

En esta Guía se han obviado los aspectos relacionados con la gestión de tesorería, por considerar que se debe dar un tratamiento conjunto a la disponibilidad de los fondos y su salvaguarda y, por tanto, se debe incluir en el área de tesorería el análisis de las cuentas bancarias específicas de pagos a justificar y anticipos de caja fija.

El control de legalidad ofrece la particularidad de que, de acuerdo con lo previsto en los Reales Decretos 640/1987, 725/1989 y 2188/1995, para cada una de las cuentas justificativas de la inversión de los fondos librados a justificar o como anticipo de caja fija se realizará informe singular en el que se reflejarán los resultados del examen efectuado sobre las mismas y sobre los justificantes de las distintas partidas que las integran. En los informes de control financiero se incluirán los resultados de la fiscalización, sistematizando la información reflejada en los informes de las cuentas justificativas. Además de lo anterior, se deberá reflejar el resultado de la verificación de otros extremos legales no contemplados expresamente ni en el Real Decreto 2188/1995 ni en la Circular de la IGAE 3/1996, que se han incluido entre las pruebas de auditoría de esta Guía.

Con objeto de evaluar la bondad de la gestión realizada mediante los procedimientos de pagos a justificar y anticipos de caja fija, se han incluido pruebas destinadas a obtener información sobre la duración media de las distintas fases del procedimiento, sobre el funcionamiento de las Cajas pagadoras y sobre la racionalidad en la utilización de dichos procedimientos.




Además de la normativa que, con carácter general, se recoge en el apartado de “Normativa aplicable” de la primera parte de esta Guía, hay que considerar la siguiente normativa básica, reguladora de los puntos recogidos en esta segunda parte.

PAGOS A JUSTIFICAR

· Real Decreto 640/1987, de 8 de mayo, sobre pagos librados a justificar.

· Orden de 23 de diciembre de 1987, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se dictan normas para el desarrollo y aplicación del Real Decreto 640/1987.

· Resolución de 23 de diciembre de 1987, de la IGAE, por la que se aprueban las normas de contabilidad de las Cajas pagadoras y se establecen los modelos normalizados de cuentas justificativas.

ANTICIPOS DE CAJA FIJA

· Real Decreto 725/1989, de 16 de junio, sobre anticipos de caja fija.

· Orden de 26 de julio de 1989, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se dictan normas para el desarrollo y aplicación del Real Decreto 725/1989.

· Resolución de 14 de septiembre de 1989, de la IGAE, por la que se dictan instrucciones para la contabilización de los anticipos de caja fija.


I.
OBJETIVO GENERICO

Comprobar que los procesos de gestión y tramitación de los pagos a justificar y anticipos de caja fija se adecuan a la normativa vigente y a los principios que rigen una buena gestión.

II.
OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Determinar el grado de bondad del control interno en los procedimientos utilizados por el gestor.

2. Comprobar que estos procedimientos responden a la finalidad para la que fueron establecidos, agilizando la gestión, sin obviar la legalidad y garantizando la óptima utilización de los recursos públicos.

3. Valorar la utilización de estos procedimientos tanto cuantitativamente, en cuanto al volumen de pagos así instrumentados, como cualitativamente, en cuanto a la naturaleza de los gastos para los que se utilizan estos procedimientos de pago.
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I. PRUEBAS GENERALES
1. Ponderar la importancia de los procedimientos de pago, obteniendo la siguiente información:
· Número de expedientes tramitados en este capítulo a través de pagos en firme, pagos a justificar y anticipos de caja fija.

· Importe total de obligaciones reconocidas a través de cada uno de estos procedimientos, en el período al que se refiere el informe.
2. Determinar  el procedimiento administrativo y de gestión empleado por el centro gestor, a través de  entrevistas  realizadas a los  responsables.
3. Comprobar la realidad de los procedimientos obtenidos en el punto anterior, mediante la realización de pruebas de cumplimiento, a través del examen de los expedientes tramitados:
· Delimitar las unidades que participan en el procedimiento y sus funciones.

· Cuantificar los efectivos asignados a cada unidad, las funciones que desempeñan y su grado de responsabilidad.

· Identificar los criterios de reparto de trabajo: por Cajas pagadoras, por conceptos presupuestarios, por fecha de entrada de los documentos, etc.

· Realizar prueba de tiempos, obteniendo la duración media de cada una de las fases, partiendo de las fechas de registro y no de las consignadas en cada documento.
II.      PAGOS A JUSTIFICAR
1. Obtener de los registros contables, por Cajas pagadoras, una muestra de órdenes de pago a justificar expedidas en el período, para comprobar los siguientes aspectos:
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· Que las órdenes de pago responden a los supuestos tipificados en el artículo 79 del TRLGP.

· Que han sido generados por órgano competente. (*)

· Que se adaptan a las normas establecidas por el Ministro, Jefe del Departamento Ministerial o, en su caso, por el Presidente o Director del Organismo. (*)

· Que existe crédito adecuado y suficiente, a través del correspondiente certificado acreditativo expedido en la oficina de contabilidad correspondiente. (*)

· Que se ha justificado la inversión de los fondos percibidos con anterioridad, por la Caja pagadora, en los plazos reglamentarios o en los de prórroga. (*)
2. Obtener una muestra de las cuentas rendidas en el período analizado y comprobar los tiempos invertidos en cada una de las fases siguientes:
· Desde la expedición de la propuesta de pago por el centro gestor hasta su contabilización.

· Desde la contabilización hasta que la Dirección General del Tesoro y Política Financiera (DGT y PF) realiza la provisión de fondos a la Caja pagadora.

· Desde la recepción de fondos hasta que el centro gestor envía la cuenta justificativa.

· Desde que la Unidad Central recibe la cuenta justificativa hasta que la remite a la Intervención.

· Desde que entra en la Intervención hasta la remisión a la Unidad Central del informe preceptivo de la cuenta justificativa.
3. Obtenidos los tiempos medios invertidos en cada fase, se analizarán, en su caso, las  causas que han originado la dilatación del procedimiento.
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4. En el examen de las cuentas justificativas deberán comprobarse los siguientes extremos:
· Que está debidamente firmada y se rinde en el modelo normalizado.
· Que contiene un resumen, cuadrado, de la cuenta.
· Que existe relación entre la cuenta y la orden de pago a la que se refiere.

· Que comprende, debidamente relacionadas, facturas y documentos originales, por importe igual al consignado en el resumen.

· Que incluye, en su caso, carta acreditativa del reintegro del sobrante.

· Que el importe librado es igual a la suma de las cantidades invertidas y de las reintegradas. En caso de no haberse justificado el importe global, comprobar que el centro gestor efectuó los oportunos requerimientos.

· Que se ha justificado correctamente la inversión.

· Que las fechas de las facturas son posteriores a la de expedición del libramiento de la orden de pago.

· Que los gastos realizados y justificados se adecuan a las aplicaciones presupuestarias del libramiento.

· Que se ha pagado el importe correcto y que el acreedor está claramente definido. Si el destinatario fuera persona distinta de aquél, comprobar que presentó documentación acreditativa del cambio de titularidad.

· Que las facturas u otros documentos de pago son originales, están conformadas y en ellas consta el recibí del acreedor.

· Que consta la fiscalización previa del gasto realizado, en los casos en que sea necesaria.

· Que se adjunta la orden de pago material, expedida por la autoridad competente, y que cumple los requisitos establecidos.

· Que consta la conformidad con las prestaciones recibidas y se identifica a quien las suscribe.
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5. Obtener el ratio de cuentas justificadas en plazo en relación con las cuentas rendidas en el período analizado, por cada una de las Cajas pagadoras.
En sucesivos informes, se analizará la tendencia temporal de ese cumplimiento, de modo que se pueda poner de manifiesto una mejora o un empeoramiento de la justificación en los plazos establecidos.

6. Determinar el número e importe de los pagos a justificar vencidos en el  período y que, sin embargo, se encuentran pendientes de justificación.
7. Indicar el número de libramientos justificados fuera de plazo.
8. En los dos apartados anteriores averiguar si el centro gestor ha formulado los oportunos requerimientos.
9. Establecer el ratio de reintegros en relación con el importe del libramiento y valorar su relevancia, al haber consumido crédito que posteriormente no ha sido aplicado.
10. Analizar si, en alguno de los libramientos de la muestra seleccionada, la utilización del anticipo de caja fija hubiera supuesto una mejor disposición de los fondos y una mayor agilidad en el procedimiento.
III.     ANTICIPOS DE CAJA FIJA
1. Comprobar en las órdenes de pago para la constitución o modificación de los anticipos de caja fija:
· La existencia de acuerdo del Ministro o Presidente o Director del Organismo autónomo sobre la distribución por Cajas pagadoras del gasto máximo asignado.(*)
· Que la propuesta de pago se basa en resolución de autoridad competente. (*)
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2. Obtener una muestra de las cuentas justificativas del gasto y comprobar:
· Que el importe total de las cuentas justificativas coincide con el de los documentos contables de ejecución del presupuesto de gastos. (*)
· Que las propuestas de pago se basan en resolución de autoridad competente. (*)

· Que existe crédito y el propuesto es adecuado. (*)

· Que se ajusta al modelo normalizado.

· Que está debidamente firmada.
3. Para las cuentas justificativas seleccionadas en la prueba anterior, comprobar los tiempos invertidos en cada una de las siguientes fases:
· Desde la petición de constitución o reposición del anticipo de caja fija (ACF) por el centro gestor a la DGT y PF (o a las Delegaciones de Hacienda) hasta que se realiza el pago.
· Desde que se remiten los fondos hasta el envío de la siguiente cuenta justificativa a la Intervención delegada para la emisión del preceptivo informe.
· Desde que la cuenta entra en la Intervención hasta su remisión al centro gestor para que, en su caso, apruebe la cuenta.
· Desde el envío de la cuenta para su aprobación hasta que el centro gestor expide el mandamiento de pago presupuestario para reposición de fondos.
4. Comprobar que se haya rendido cuenta de reposición de fondos antes del 20 de diciembre de cada año, al objeto de garantizar que los gastos atendidos con el anticipo se imputen al ejercicio en que se realizaron.
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5. Comprobar  que todos los  gastos  realizados con cargo  a anticipos de caja fija son de aplicación presupuestaria al Capítulo II, de gastos corrientes de bienes y servicios, y responden a las características definidas en el artículo 1 del Real Decreto 725/1989 y a la normativa propia de cada Ministerio.
6. Comprobar que  todos los  gastos que tienen  la naturaleza prevista en el artículo 1. anteriormente citado, se tramitan a través de este procedimiento, agilizando su gestión.
7. Comprobar que no se han tramitado libramientos aplicados al presupuesto a favor de perceptores directos, excepto los destinados a la reposición del anticipo, por importe inferior a 100.000 pesetas.
8. Comprobar que  no se han  realizado, con cargo al anticipo de caja fija, pagos individualizados superiores a 500.000 pesetas excepto los destinados a gastos de teléfono, energía eléctrica, combustible o indemnizaciones por razón del servicio.
9. Obtener la siguiente información, por Cajas pagadoras:
a) Tiempos medios de reposición de anticipos.

b) Importe medio de las reposiciones.

c) Rotación del anticipo de caja fija (b/a).

10. Comparar los tiempos medios obtenidos, para las Cajas pagadoras asignadas al centro gestor. Analizar el funcionamiento de las Cajas que presenten mayores desviaciones respecto al tiempo medio del total de Cajas.
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Bajo la denominación de transferencias se incluyen los pagos, condicionados o no, efectuados por el Estado, Organismos autónomos o Entes Públicos, sin contraprestación directa por parte de los agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a financiar operaciones corrientes y de capital.

Las transferencias incluyen operaciones de muy diversa naturaleza. Las más importantes son sin duda las subvenciones, pero también son transferencias los pagos de cuotas a Organismos internacionales, las participaciones de ingresos del Estado establecidos a favor de Comunidades Autónomas a Corporaciones Locales, los premios literarios y artísticos, etc.

Teniendo en cuenta esta característica, se ha considerado oportuno que esta Guía se dirija fundamentalmente al control de las subvenciones, lo cual no es óbice para señalar que los objetivos de auditoría a aplicar a otro tipo de transferencias son similares y que algunas de las pruebas propuestas son adaptables para el control de otro tipo de transferencias.

Es preciso señalar que el propósito de esta Guía es establecer el marco técnico de actuación para efectuar el control financiero sobre la gestión de las subvenciones realizadas por la Administración General del Estado y Organismos autónomos administrativos. Incluye la evaluación del control que realizan dichos órganos gestores sobre los perceptores de subvenciones, y Entidades colaboradoras y Comunidades Autónomas que gestionan subvenciones del Estado.

El control financiero sobre la Administración General del Estado y Organismos autónomos administrativos no comprende el que se realiza sobre los perceptores de subvenciones y ayudas públicas y sobre la gestión realizada por las Entidades colaboradoras o las Comunidades Autónomas.

Sin embargo, en el supuesto de que se realice un control de estas características, se proponen a título orientativo una serie de pruebas, tales como verificaciones físicas, examen de documentación contable, de extractos bancarios, etc.

En esta Guía se ha desarrollado un apartado específico, referido a las indemnizaciones. Entre éstas las hay de muy diversos tipos, encuadrándose bien en gastos corrientes o en transferencias. Se ha estimado oportuno incluirlas en esta Guía, por su problemática especial, con independencia de la clasificación presupuestaria de las mismas.

Por último, cabe señalar que, entre los puntos indicados en las pruebas de auditoría, se incluyen aquéllos que están sometidos a fiscalización previa; en ese caso, se identifica dicho extremo con un asterisco (*). Si figuran dos asteriscos (**) es que algunos de los aspectos que se señalan están sometidos a fiscalización previa.

De forma genérica, el esquema de tramitación de subvenciones no nominativas es el siguiente :

FISCALIZACION  DE LA PROPUESTA DE APROBACION DEL GASTO

Cuando el procedimiento se inicia a solicitud de parte,

la autorización se fiscaliza junto con el compromiso

|



APROBACION DEL GASTO



I



CONVOCATORIA

No se produce cuando el procedimiento se inicia a solicitud 

de parte

|



SOLICITUD DE CONCESION

· Pone en marcha el procedimiento, en caso de

iniciación a solicitud de parte

· En las subvenciones con justificación ex-ante, 

los beneficiarios deben aportar los justificantes

junto con  la solicitud

|



PETICION DE INFORMES



|



EVALUACION DE SOLICITUDES 



|



TRAMITE DE AUDIENCIA



|



PROPUESTA DE RESOLUCION



|



FISCALIZACION DEL COMPROMISO



|



APROBACION DE RESOLUCION



|



APROBACION DEL COMPROMISO



|



NOTIFICACION AL INTERESADO



|



APORTACION DE JUSTIFICACION

En las subvenciones con justificación ex-ante, ésta se 

aporta con la solicitud

|



COMPROBACION DE LA JUSTIFICACION

· En las subvenciones con justificación ex-ante,

la justificación se comprueba junto con la solicitud

· Puede dar lugar a la exigencia de reintegros

|



FISCALIZACION  DEL RECONOCIMIENTO DE LA OBLIGACION



|



APROBACION DEL RECONOCIMIENTO DE LA OBLIGACION




La normativa reguladora en materia de subvenciones y ayudas públicas, básicamente, es la siguiente:

· Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre justificación de las subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado y de las Entidades estatales autónomas.

· Orden de 28 de abril de 1986, del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre justificación del cumplimiento de obligaciones tributarias por beneficiarios de subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

· Resolución de 28 de abril de 1986, de la Secretaría General de Hacienda, de exoneración del cumplimiento de requisitos establecidos en la Orden de 28 de abril de 1986, sobre justificación del cumplimiento de obligaciones tributarias por beneficiarios de subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

· Orden de 25 de noviembre de 1987, del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre justificación del cumplimiento de las obligaciones frente a la Seguridad Social por beneficiarios de subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

· Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria (artículos 17,18,81,82,91 y 153).

· Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para la concesión de subvenciones públicas.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Orden de 23 de julio de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre atribución de competencias en materia de procedimiento de recaudación de reintegros, de ayudas y subvenciones públicas.

· Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos en la que se establecen los códigos que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

· Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95.3 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora.


OBJETIVO GENERICO

Analizar el procedimiento utilizado por el órgano gestor en relación con la tramitación y seguimiento de transferencias y subvenciones, verificando la correcta aplicación de la normativa vigente y la adecuada observación de los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS
1. Conocer y valorar el procedimiento de gestión empleado por el órgano gestor, atendiendo especialmente a las garantías de control interno, de forma que permita detectar los posibles puntos débiles.

2. Valorar de la forma más objetiva posible si el procedimiento es apropiado desde el punto de vista de la finalidad de la ayuda, para que permita identificar las posibles deficiencias que impidan una gestión eficiente.

3. Comprobar que el procedimiento empleado por el órgano gestor en la convocatoria, adjudicación, seguimiento, pago y control de las subvenciones es adecuado, de acuerdo con lo establecido por las bases reguladoras de cada  subvención y la normativa general aplicable.

4. Analizar la razonabilidad del gasto, en relación con el presupuesto total del ejercicio y con las subvenciones de otros ejercicios.

5. Comprobar que los beneficiarios de la subvención reúnen los requisitos exigidos y han cumplido las obligaciones impuestas por las bases reguladoras y la normativa general aplicable.

6. En el supuesto de que, de acuerdo con las bases reguladoras de la subvención, la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se haya efectuado a través de una Entidad colaboradora :

· Verificar que dicha Entidad reúne los requisitos exigidos por las bases reguladoras de cada  subvención y la normativa general aplicable.

· Examinar que las Entidades colaboradoras han cumplido fielmente las obligaciones que les imponen las bases reguladoras y la normativa general.

7. En los casos en que, como consecuencia de las transferencias de servicios estatales, corresponda a las Comunidades Autónomas la gestión y administración  de los créditos de subvenciones, comprobar el cumplimiento de las reglas contenidas en el artículo 153 del TRLGP y lo dispuesto por la normativa específica.


I.
EXAMEN DE LOS PROCEDIMIENTOS
El primer paso del trabajo es, sin duda, identificar y conocer cualitativa y cuantitativamente las líneas de subvención gestionadas por el órgano u órganos objeto del control, por lo que hay que mantener entrevistas con cargos de la Entidad que tengan responsabilidades a nivel global.

En estas entrevistas preliminares, se solicita información de la totalidad de las líneas de subvención gestionadas, características generales de cada una de ellas y normativa común y específica que las regula.

La información obtenida que, en la medida de lo posible, debe ser contrastada con datos presupuestarios u otros disponibles, debe permitir fijar el alcance del examen. 

Es posible que el alcance del examen no pueda cubrir la totalidad de las líneas de subvención, en cuyo caso se debe seleccionar de forma razonada aquéllas en que a juicio del auditor es prioritario efectuar el control. 

Como ejemplo, señalar diversos aspectos que pueden influir en el criterio de selección:

· El grado de complejidad y/o dificultad del procedimiento previsto por la normativa reguladora.  

· El montante total de la línea de subvención y/o cuantía individual de las ayudas.

· La existencia de una solicitud o petición previa del órgano gestor.

· Déficit o retrasos importantes en la justificación en años anteriores.

· El carácter recurrente de la subvención.

· La existencia de información previa sobre deficiencias y aspectos no contemplados en la normativa reguladora y/o instrucciones.

· Que la actividad subvencionada sea susceptible de ser cofinanciada.

· Que los créditos presupuestarios sean ampliables.

· Que no tengan descritos indicadores para medir la eficiencia y el grado de cumplimiento de los objetivos.

· Que la subvención sea ex-ante o de justificación diferida.

· Existencia o no de contratos-programa.

· Existencia o no de Entidades colaboradoras.

· Que exista información previa de que el órgano gestor tiene dificultades o retrasos importantes en la comprobación del cumplimiento de los objetivos o de la justificación.

· Que en la normativa reguladora esté prevista la posibilidad de modificaciones en la ejecución de los programas. 

· Que la ejecución de la actividad subvencionada tenga prevista o no la realización de inversiones.

El tipo de examen que se propone en esta Guía está basado en las garantías que ofrecen los procedimientos de gestión y control empleados por el órgano gestor, que serán las que determinen el número, tipo y alcance de las verificaciones. 

Así pues, una vez identificadas la líneas de subvención a examinar, hay que conocer y valorar el procedimiento de gestión y control empleado por el órgano u órganos gestores.

En este sentido, se tendrá que analizar con el máximo detalle el procedimiento empleado por el órgano gestor, verificar que está perfectamente adaptado a la normativa vigente, evaluar su idoneidad desde el punto de vista de la eficacia, la eficiencia y los principios de buena gestión, valorar la seguridad y garantías de control interno que ofrece, etc.

Lógicamente, hay que asegurarse de la efectiva aplicación del procedimiento y de la eficacia de los controles, por lo que será necesario realizar pruebas de cumplimiento.

Es frecuente que, como consecuencia de nuevas disposiciones, mecanización de los sistemas, reestructuraciones de los servicios, etc., los procedimientos sufran cambios de un ejercicio a otro, lo que obliga, en los casos en que el proceso  tenga una duración que exceda del ejercicio económico, a conocer los distintos procedimientos y los correspondientes períodos de aplicación.

En estos casos, puede ser necesario seleccionar expedientes en distintos universos, por lo que habrá que definir los adecuados para que las comprobaciones que se efectúen proporcionen las conclusiones más actuales posibles y permitan establecer comparaciones.

En la medida de lo posible, los universos definidos deben ser comparados con cifras contables u otros datos y, cuando los sistemas informáticos empleados por el órgano gestor lo permitan, obtener los citados universos en soporte magnético, de forma que la obtención de las muestras pueda realizarse con herramientas informáticas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener, comprobar y valorar el procedimiento de gestión empleado por el órgano gestor, atendiendo especialmente a las garantías de control interno, de forma que permita detectar los posibles puntos débiles.
1.1.  Obtener el procedimiento administrativo y de gestión empleado por el órgano gestor.

· Solicitar el manual de procedimientos y confirmar su vigencia y aplicación con los responsables.

· Si el órgano gestor no dispone de manual de procedimientos, hay que obtenerlos mediante entrevistas con el personal responsable de cada departamento que intervenga en cada fase del proceso.

1.2.  Comprobar, mediante la realización de pruebas de cumplimiento, la realidad de la aplicación de los procedimientos obtenidos en el paso anterior.

Obtener una muestra de expedientes seleccionados al azar, mediante la aplicación de técnicas de muestreo aleatorio simple (todos los expedientes tienen el mismo peso).

Diseñar un conjunto de pruebas, que permitan obtener evidencia sobre el grado de aplicación y cumplimiento de los procedimientos, y aplicarlas sobre la muestra seleccionada.

Las pruebas deben orientarse tanto al cumplimiento de los trámites establecidos por la normativa como a aquellos aspectos de control interno y buena gestión que se consideren más relevantes.

Al diseñar las pruebas, deben contemplarse aspectos tales como:

· Verificar que están claramente definidas las funciones y responsabilidades de cada empleado.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Examinar la distribución de competencias en materia de autorizaciones y aprobaciones y comprobar que es conforme con la normativa aplicable.

· Comprobar que existe una segregación de funciones razonable respecto de las siguientes tareas:

· Recepción de solicitudes.

· Propuesta de concesión.

· Resolución de concesión.

· Comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos al beneficiario.

· Propuesta de pago.

· Pago material.

· Exigencia, tramitación y control de reintegros.

· Acuerdo de devolución de fianza.

· Verificar que existen directrices y criterios claros respecto de aspectos tales como:

· Admisión, examen y aprobación de solicitudes.

· Comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos al beneficiario.

· Evaluación de la eficacia y el cumplimiento de los objetivos y fines de la subvención.

· Comprobación de la documentación justificativa.

· Examinar el sistema de controles a lo largo del procedimiento, para lo que se deberá:

· Comprobar que en las distintas fases del procedimiento está prevista una supervisión sistemática.

· Asegurarse de que la supervisión prevista en el procedimiento se practica realmente.

· Verificar que se deja constancia de la efectiva supervisión.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Analizar los canales de distribución de la documentación y evaluar si está garantizado que la citada documentación se reciba adecuadamente en las distintas unidades.

· Comprobar que en las diferentes fases del procedimiento se realizan cruces de información y cuadres entre las  unidades que intervienen.

· Examinar la información de que disponen los responsables de la gestión ( solicitudes, pendientes de resolver, pendientes de pago, tiempos de cada fase, etc.) y valorar si permite practicar un seguimiento adecuado.

· Verificar la existencia de controles que permitan asegurarse de que la información contenida en los registros está soportada documentalmente.

· Cuando los registros correspondientes a la subvención están mecanizados, examinar el sistema de controles de los sistemas informáticos, comprobando los siguientes aspectos:

· Existencia de autorizaciones, con accesos restringidos a la información necesaria.

· Uso de palabras de paso efectivas u otras barreras físicas y/o lógicas.

· Disponibilidad de un manual de usuario debidamente actualizado.

· Revisión periódica de los registros.

2. Valorar de la forma más objetiva posible si el procedimiento es apropiado desde el punto de vista de la finalidad de la ayuda, para que permita identificar las posibles deficiencias que impidan una gestión eficiente.
· Analizar el procedimiento en su conjunto y estimar si las directrices y criterios fijados en el procedimiento son adecuados, de acuerdo con los objetivos y fines de la subvención.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Estudiar los indicadores, estadísticas, etc. empleados por el órgano gestor para medir el grado de eficacia y valorar su razonabilidad para, en su caso y cuando se considere necesario, proponer su modificación o el empleo de otros complementarios y/o alternativos.

· Cuando los indicadores empleados por el órgano gestor se consideren adecuados, analizar los resultados que ofrecen y su evolución, de forma que permita concluir lo más objetivamente posible acerca del nivel de consecución de los fines perseguidos por la subvención.

· Analizar la razonabilidad de las consignaciones presupuestarias y, en su caso, de las operaciones extrapresupuestarias.

3. Comprobar que el procedimiento empleado por el órgano gestor en la convocatoria, adjudicación, seguimiento, pago y control de las subvenciones se atiene a lo establecido por las bases reguladoras de cada  subvención y la normativa general aplicable.
3.1.
Obtener las bases reguladoras y demás normativa aplicable, incluyendo todo tipo de circulares, instrucciones a los beneficiarios y modelos normalizados de solicitud, de informes, de presentación de la justificación, etc.

3.2.
Estudiar la normativa obtenida y puntualizar aquellos aspectos no contemplados por la normativa específica, en los que por tanto resulta aplicable la normativa general.

Asimismo, comprobar que las normas reguladoras de la concesión de la subvención de que se trate se ajustan a los requisitos establecidos en el artículo 81.6 del TRLGP y los establecidos en el artículo 4 del Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento para la concesión de ayudas y subvenciones públicas. (*)

3.3.
Comprobar que el procedimiento aplicado, obtenido en el paso 1.1., contempla todos los requisitos, trámites y garantías establecidos.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Elaborar un esquema con cada una de las fases y trámites contemplados por la normativa, plazos que establece, etc., de forma que nos facilite el análisis comparativo.

Este paso del programa sólo es posible elaborarlo con la normativa específica pero, sin perjuicio de ello, se señalan algunos aspectos esenciales recogidos por la normativa general, como por ejemplo los que se citan a continuación:

· Asegurarse de la existencia de crédito presupuestario y de su adecuación a la naturaleza del gasto u obligación. (*)

· Verificar que las obligaciones o gastos se generan por el órgano competente, así como la competencia del órgano concedente cuando dicho órgano no tiene atribuida la facultad para la aprobación del gasto de que se trate. (*)

· Comprobar que los mecanismos de publicidad empleados garantizan el conocimiento de la existencia de la subvención por los interesados. (*)

· Verificar que está garantizada la aplicación de los criterios de "prioridad" para la evaluación y concesión de las ayudas, de forma que se asegure la objetividad en la adjudicación.

· Analizar el proceso de adjudicación, asegurándose de que está razonablemente garantizada la aplicación del principio de concurrencia y, en su caso, de concurrencia competitiva.

· Asegurarse de que no se practican repartos previos o reservas que obedecen a criterios no previstos por la normativa ( territoriales, etc.).

Para valorar los mecanismos empleados a que se ha hecho referencia en los puntos anteriores, hay que tener en cuenta aspectos tales como la existencia de órganos colegiados distintos en las fases de evaluación y concesión, la composición  de  los mismos, la  existencia  de  mecanismos que garanticen el orden de entrada de las solicitudes, etc.

También puede ser útil el manejo de información acerca de los principales perceptores, su posible reiteración temporal y, en caso de reiteración, la posibilidad de concesiones a beneficiarios que no han justificado debidamente subvenciones anteriores, etc.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Examinar el mecanismo de notificación de la concesión o denegación al interesado, valorando si se adecua a las exigencias de la normativa.
· Cuando es preceptiva la aceptación expresa del interesado, comprobar que el procedimiento asegura que en el expediente queda constancia de la aceptación.
· Cuando se trate de subvenciones ex-ante o de justificación diferida, verificar que en el momento de reconocer las obligaciones existen las garantías o justificantes exigidos por las normas reguladoras de la subvención. (*)
· En el supuesto de subvenciones ex-post, es decir aquellas en las que en el momento del cobro el beneficiario ya ha realizado la actividad subvencionada, verificar que, cuando se reconocen las obligaciones, el órgano gestor ha expedido certificación acreditativa del cumplimiento de los fines que justifican la concesión de la subvención. (*)
· Comprobar que en el procedimiento está previsto un plazo para la subsanación de errores y aportación de documentación complementaria.
· Analizar las causas de denegación y su adecuación a la normativa.
· Comprobar la efectividad del derecho de recurso en caso de denegación.
Para apreciar estos extremos, puede ser de utilidad la información disponible acerca del número de denegaciones, recursos planteados, resueltos, silencio, rechazados, etc.
· Verificar que los plazos previstos por la normativa para la resolución del procedimiento se han cumplido.
3.4. Solicitar del órgano gestor un listado de la totalidad de expedientes en que la ayuda ha sido concedida y seleccionar una muestra significativa.

El detalle de las ayudas concedidas, a ser posible, debe estar totalizado, de forma que pueda cruzarse con cifras contables u otros datos y facilite, por un lado, conocer si se contempla completo el universo a verificar y, por otro, calcular el alcance de la muestra seleccionada.






PRUEBAS DE AUDITORIA




La muestra debe ser representativa, atendiendo tanto al número de expedientes examinados como al importe de las ayudas, por lo que hay que emplear técnicas de muestreo estratificado.

Cuando la duración del proceso excede del ejercicio económico, puede ser necesario seleccionar expedientes en distintos universos, por lo que habrá que definir universos adecuados para que la prueba proporcione conclusiones lo más actuales posibles y permita comparaciones.

3.5.  Para cada uno de los expedientes seleccionados en el paso anterior, realizar las siguientes comprobaciones, de acuerdo con la normativa aplicable:

· Confirmar que la solicitud fue presentada en tiempo y forma.

· Comprobar que los informes preceptivos y demás documentación que deben acompañar a la solicitud, de acuerdo con la normativa aplicable, constan en el expediente.

· Verificar que, en el momento de presentación de las solicitudes, se exige acreditar el cumplimiento de las obligaciones fiscales y con la Seguridad Social. (*)

· Asegurarse de que existe constancia de que la evaluación de las solicitudes ha sido realizada por el órgano competente.

· Comprobar que los criterios y baremos previstos por la normativa para la evaluación de las solicitudes han sido aplicados.

· Cotejar que la propuesta de concesión ha sido realizada por el órgano competente. (*)

· Comprobar que la comunicación de la concesión se ha realizado en tiempo y forma.

· Comprobar, cuando así lo exige la normativa, que existe aceptación expresa.

· Verificar que existe constancia de que, antes de emitir las propuestas de pago, el beneficiario ha acreditado la realización de las actividades exigidas por la normativa. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Asegurarse de que existe constancia de que el seguimiento previsto por la normativa ha sido efectivamente realizado.

· Confirmar que el órgano gestor ha realizado las comprobaciones de justificación.

· Cuando se trate de subvenciones de justificación diferida, comprobar que el órgano gestor ha verificado el tratamiento y fin dado a los posibles rendimientos financieros generados por los fondos de la subvención.

· En el supuesto de que la actividad subvencionada pueda haber sido cofinanciada con otras Entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, asegurarse de que el órgano gestor ha comprobado que no se superan los límites establecidos por la normativa y que, en ningún caso, se supera el coste real.

· En el caso en que la normativa exija la recepción de obras, inversiones, inspección de las actividades, etc., comprobar que exista constancia de la realidad de las mismas.

· Analizar si se ha producido, de acuerdo con la normativa aplicable, alguno de los supuestos en que proceda el reintegro y, en su caso, si éste se ha exigido con los correspondientes intereses de demora (comprobar su correcto cálculo).

· Verificar  si se ha producido, de acuerdo con la normativa aplicable, alguno de los supuestos constitutivos de infracción o incluso delito y, en su caso, valorar las medidas tomadas por el órgano gestor.

3.6. Solicitar del órgano gestor un listado de la totalidad de expedientes en que la ayuda ha sido denegada y seleccionar una muestra.

En este caso, no es posible contrastar la información con datos contables y, por tanto, hay que recurrir a otros medios como son los registros de entrada y salida de documentación, etc. 

3.7.  Para cada uno de los expedientes seleccionados en el paso anterior, realizar las siguientes comprobaciones, de acuerdo con la normativa aplicable:






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Analizar si la causa de denegación se atiene a alguno de los supuestos previstos por la normativa aplicable o, en su caso, a la aplicación de los criterios y baremos previstos para la evaluación de las solicitudes.

· Asegurarse de que existe constancia de que la evaluación de solicitud ha sido realizada por el órgano competente.

· Verificar que la propuesta de denegación ha sido realizada por el órgano competente.

· Verificar que la resolución de denegación ha sido realizada por el órgano competente y se ha notificado en tiempo y forma.

· Examinar si se han respetado todos los trámites y plazos relacionados con la subsanación de errores, aportación de documentación complementaria, recursos,  etc.

3.8.  Solicitar del órgano gestor un listado de la totalidad de expedientes caducados y seleccionar una muestra.

3.9.   Para cada uno de los expedientes seleccionados, comprobar que se ha producido alguno de los supuestos previstos por la normativa aplicable.

3.10. Solicitar del órgano gestor un listado de la totalidad de expedientes pendientes de resolver y seleccionar una muestra.

La selección de la muestra es conveniente sesgarla hacia los expedientes con más antigüedad.

3.11.  Para cada uno de los expedientes seleccionados en el paso anterior, realizar las siguientes comprobaciones:

· Analizar y evaluar las causas por las que se encuentran pendientes.

· Valorar la razonabilidad de los tiempos.

· Comprobar la relación que mantiene con el orden de entrada, el orden de resolución, etc.






PRUEBAS DE AUDITORIA




3.12.  Solicitar del órgano gestor un listado de la totalidad de los expedientes en los que se ha reclamado al beneficiario el reintegro total o parcial de la subvención.

3.13.  Comprobar que en el listado obtenido se recogen todos los reintegros propuestos en los informes de control financiero sobre beneficiarios de subvenciones. Analizar, en su caso, las diferencias entre los importes propuestos y los reclamados.

3.14.  Del listado anterior, seleccionar una muestra de expedientes y comprobar que los reintegros se realizan con arreglo al procedimiento establecido.






II.
EJECUCION PRESUPUESTARIA Y EVOLUCION DEL GASTO

Analizar la razonabilidad del gasto, en relación con el presupuesto total del ejercicio y con las subvenciones de otros ejercicios.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener una relación de los importes de los créditos definitivos de los diferentes capítulos del presupuesto y calcular el porcentaje que representan las subvenciones, tanto de capital como de corriente, respecto al presupuesto total del ejercicio.
2. Analizar, a nivel de artículo presupuestario, el detalle de los créditos iniciales, importe neto de modificaciones presupuestarias y créditos definitivos del ejercicio y calcular el porcentaje de modificaciones sobre el importe de los créditos iniciales. Si este porcentaje resulta especialmente significativo, se procederá a desglosar las modificaciones, analizando las causas que las han originado.
3. Especificar, también a nivel de artículo presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio anterior y los créditos iniciales del ejercicio auditado. Obtener la relación entre ambos importes para calcular el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio auditado.
4. Proceder del mismo modo con los créditos iniciales del ejercicio siguiente y las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado, para obtener el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente. Comparar esta cifra con la obtenida en el punto anterior para obtener una opinión sobre la tendencia del gasto.
5. Comparar los créditos definitivos y obligaciones reconocidas de los diferentes artículos de los capítulos 4 y 7 del presupuesto del ejercicio y, en base a la relación entre los importes de ambas fases, calcular el grado de ejecución del presupuesto. Si es poco elevado, investigar las causas.
6. Cotejar, a nivel de concepto presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado con las del ejercicio anterior. Obtener las variaciones habidas, tanto en términos absolutos como relativos.





III. EXAMEN DE LA JUSTIFICACION

Las pruebas realizadas en el apartado 1 han estado destinadas a verificar los procedimientos. Las conclusiones obtenidas, en función precisamente de la fiabilidad que ofrezcan esos procedimientos en cada uno de sus trámites y fases, determinarán el alcance de las pruebas sustantivas que se indican a continuación.

Las actuaciones que se desarrollan van dirigidas a comprobar, por una parte, que los beneficiarios de la subvención reúnen los requisitos exigidos y, por otra, que han cumplido las obligaciones impuestas por las bases reguladoras y la normativa general aplicable.

En este punto, se realizarán las comprobaciones sobre el universo de expedientes en que el beneficiario ha percibido la ayuda y ha transcurrido el plazo para que presente la documentación justificativa.

El trabajo se hará en dos fases:

En la primera, el examen se efectúa sobre la documentación disponible en los archivos del órgano gestor.

La segunda fase se refiere a la comprobación de determinados aspectos que pueden no estar incluidos en la cuenta justificativa rendida por el beneficiario como, por ejemplo, determinar si el importe justificado supone el coste total de la actividad o inversión financiada, si concurren otras subvenciones en su financiación, contabilización, etc. En esta fase sería precisa la solicitud de esta nueva información al beneficiario a través del órgano gestor.

En ocasiones, el control requiere la realización de pruebas que han de realizarse en la sede del beneficiario y con su colaboración. Sin embargo, esta posibilidad quedaría fuera del ámbito del control financiero posterior y sería un supuesto de control financiero regulado en el artículo 18 del Texto refundido de la Ley General Presupuestaria. No obstante, y en el supuesto de que se realice un control de estas características, se proponen también, a título orientativo, una serie de pruebas a realizar en la sede del beneficiario destinadas a examinar aquellos aspectos que sólo es posible comprobar allí, como pueden ser: verificaciones físicas, examen de la documentación y anotaciones contables, extractos bancarios, solicitud de documentación "original" y/o complementaria, análisis de los flujos de los fondos de la subvención, circularizaciones a terceros, obtención de información acerca de otras fuentes de financiación, etc.

La selección de expedientes se realizará de la siguiente manera:

1. Una primera selección mediante técnicas de muestreo estratificado, sobre la que se harán las comprobaciones que se consideren oportunas en base a la documentación de que dispone el órgano gestor. 

2. Dentro de los expedientes seleccionados anteriormente, una nueva selección destinada a realizar comprobaciones en la sede del beneficiario. 

Se extraerán los expedientes más significativos, ya sea por el propio importe de la ayuda o porque en el examen realizado en base a la documentación de que dispone el gestor se haya detectado la existencia de otros aspectos que se consideren relevantes, tales como falta de documentación, documentación que ofrezca dudas acerca de su credibilidad u otros indicios de incumplimientos de la normativa aplicable.

PRUEBAS DE AUDITORIA




Para la primera muestra seleccionada, además de verificar el cumplimiento de las exigencias y obligaciones impuestas al beneficiario por la normativa específica, y en la medida en que la información disponible en el órgano gestor lo permita, se harán las siguientes comprobaciones:

1. Analizar si el beneficiario de la subvención ha acreditado, ante la Entidad concedente o la Entidad colaboradora en su caso, que cumple todos y cada uno de los requisitos y condiciones que determinan la concesión o disfrute de la ayuda. (**)
2. Comprobar que el beneficiario de la subvención ha acreditado, ante la Entidad concedente o la Entidad colaboradora en su caso, la realización de la actividad o la adopción del comportamiento que constituye la finalidad de la subvención. (*)
3. Verificar que los posibles límites por conceptos de gasto o inversión (edificaciones, maquinaria, elementos de transporte, personal, dietas, administración, otros gastos corrientes, etc.), establecidos por la normativa reguladora, convenio, proyecto de solicitud, etc., han sido efectivamente respetados.





PRUEBAS DE AUDITORIA




4. De los expedientes seleccionados, elegir los gastos o inversiones más significativos y comprobar:
· Que las facturas, nóminas, contratos, recibís y otros justificantes cumplen todos los requisitos legales (NIF, IVA, etc.).

· Que las facturas y otros justificantes están expedidos a nombre del beneficiario.

· Que los documentos justificativos corresponden al período en que deben realizarse las actividades objeto de la subvención.

· Que los bienes y servicios justificados están o pueden estar relacionados con la finalidad de la subvención.

5. Comprobar, en los supuestos en que proceda el reintegro total o parcial, que el beneficiario ha acreditado debidamente el  ingreso.
6. Verificar que el beneficiario de la subvención ha comunicado, a la Entidad concedente o la Entidad colaboradora en su caso, la obtención de otras subvenciones o ayudas públicas, nacionales o internacionales, para la misma finalidad.
El trabajo efectuado en la primera fase, con la información disponible en el órgano gestor, orientará sobre la información añadida a solicitar o, en su caso, sobre la muestra a seleccionar para realizar comprobaciones en la sede del beneficiario y condicionará los aspectos a verificar. No obstante, a modo de ejemplo, se pueden citar:

7. Comprobar que el beneficiario de la subvención ha realizado la actividad o ha adoptado el comportamiento que constituye la finalidad de la subvención. (*)
Cuando se trate de inversiones u otras actividades susceptibles de verificarse físicamente se debe efectuar la verificación física de la realidad de la inversión, recurriendo si es necesario a la asistencia de peritos.





PRUEBAS DE AUDITORIA




Cuando se trate de actividades que no son susceptibles de verificarse físicamente, habrá que recurrir a otros medios como examen de documentación, anuncios, etc.

8. Cuando el beneficiario esté obligado, por disposiciones mercantiles o las propias de la subvención, a llevar contabilidad, comprobar que ha realizado el registro contable de la subvención y su correspondiente contrapartida, de acuerdo con principios contables de general aceptación y, en su caso, con las exigencias de la propia normativa reguladora de la subvención.
9. Cuando la normativa reguladora exija la apertura de cuentas únicas o de uso exclusivo para el manejo de los fondos de la  subvención, comprobar la realidad de éstas y su correcto uso, de acuerdo con lo establecido por la normativa.
10. Verificar que la documentación justificativa responde a los conceptos de gasto o inversión establecidos por la normativa reguladora, convenio, proyecto de solicitud, etc. y que han sido respetados los posibles límites establecidos para cada uno de ellos.
Esta comprobación no será necesaria cuando se haya obtenido suficiente evidencia con la documentación de que disponía el órgano gestor.

11. De los expedientes seleccionados, elegir los gastos o inversiones más significativos y comprobar:
· Que las facturas, nóminas, contratos, recibís y otros justificantes cumplen todos los requisitos legales (NIF, IVA, etc.).

· Que las facturas y otros justificantes están expedidos a nombre del beneficiario.

· Que los documentos justificativos corresponden al período en que deben realizarse las actividades objeto de la subvención.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que los bienes y servicios justificados están o pueden estar relacionados con la finalidad de la subvención.

Esta comprobación no será necesaria cuando, con la documentación de que disponía el órgano gestor, se haya obtenido suficiente evidencia y siempre y cuando se trate de "documentos originales".
12. Comprobar, en los supuestos en que proceda el reintegro total o parcial, que ha sido efectivamente ingresado.
Verificar en la contabilidad del beneficiario esta circunstancia y solicitar la documentación acreditativa del pago.

13. Comprobar que la existencia de otras posibles subvenciones o ayudas públicas o privadas, nacionales o internacionales, para la misma finalidad, comunicadas por el beneficiario a la Entidad concedente o la Entidad colaboradora, en su caso, son ciertas y no exceden de los límites establecidos por la normativa general o por las bases reguladoras.
Deben utilizarse distintos medios, como el examen de los registros contables, consulta de datos de "Central Contable" o incluso de la AEAT, análisis de la relación coste-ingreso,  etc.

14. Cuando se trate de subvenciones de justificación diferida, comprobar que el destino dado a los posibles rendimientos financieros generados por los fondos de la subvención es conforme con la normativa aplicable.





IV. VERIFICACION DE LA ENTIDAD COLABORADORA

En el supuesto de que, conforme a las bases reguladoras de la subvención, la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de una Entidad colaboradora, es necesario efectuar las  comprobaciones que se señalan en este apartado.

Estas pruebas deben considerarse complementarias, ya que el examen de los procedimientos empleados por la Entidad colaboradora y de la justificación de las subvenciones debe ser muy similar al realizado cuando la gestión se efectúa directamente por el órgano objeto de control.

El objeto de las pruebas es verificar que la Entidad colaboradora reúne los requisitos exigidos y ha cumplido las obligaciones que le imponen las bases reguladoras y la normativa general. La consecución de dicho objetivo sólo es posible con la normativa específica pero, sin perjuicio de ello, se señalan algunos aspectos esenciales recogidos por la normativa general.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Analizar la naturaleza jurídica y las condiciones de solvencia y eficacia de la  Entidad colaboradora y valorar si son conformes a las exigencias establecidas por la normativa aplicable.
2. Comprobar que, a todos los efectos relacionados con la subvención, la Entidad colaboradora ha actuado en nombre y por cuenta del Departamento u Organismo concedente.
3. Examinar el tratamiento contable y los flujos financieros de los fondos correspondientes a la subvención y verificar que en ningún caso se han podido considerar como patrimonio de la Entidad colaboradora.
4. Verificar que la Entidad colaboradora ha entregado a los beneficiarios los fondos recibidos, de acuerdo con los criterios establecidos en las normas reguladoras de la subvención.





PRUEBAS DE AUDITORIA




5. Analizar si la Entidad colaboradora ha verificado, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones y determinantes para el otorgamiento de la subvención.
6. Comprobar que la Entidad colaboradora ha justificado ante la Entidad concedente la aplicación de los fondos percibidos.
7. Asegurarse de que la Entidad colaboradora, en su caso, ha entregado al órgano gestor la justificación presentada por los beneficiarios.






V. EXAMEN DE SUBVENCIONES GESTIONADAS POR COMUNIDADES AUTONOMAS

En estos supuestos, el alcance del control financiero se limitará a la gestión que corresponde al Organo de la Administración del Estado, sin entrar a examinar la realizada por las Comunidades Autónomas (CC.AA.).

En los casos en que, como consecuencia de los traspasos de servicios estatales, corresponda a las CC.AA. la gestión y administración de los créditos de subvenciones, comprobar el cumplimiento de las reglas contenidas en el artículo 153 del TRLGP y lo dispuesto por la normativa específica.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener la distribución territorial de las subvenciones y verificar que se ha realizado de acuerdo con los criterios aprobados por el Gobierno.
2. Verificar que la distribución territorial de las subvenciones se ha realizado antes del quince de marzo del ejercicio objeto de control.
3. Solicitar un listado con la totalidad de los libramientos correspondientes a la subvención y la fecha en que han sido realizados.
4. Comprobar que los créditos que debe gestionar cada Comunidad Autónoma se han librado por cuartas partes y en la segunda quincena natural de cada trimestre, sin otra excepción que el pago correspondiente al primero que deberá haberse hecho efectivo una vez efectuado el reparto territorial.
Cuando la finalidad de la subvención sean prestaciones de carácter personal o social, los créditos se deben librar por doceavas partes, al comienzo del mes.





PRUEBAS DE AUDITORIA




5. Solicitar del órgano gestor un informe, memoria o documento análogo, que contenga información acerca de la remisión por parte de las CC.AA. de los estados comprensivos de las obligaciones reconocidas y pagos realizados en el ejercicio objeto de control, por la subvención gestionada.
6. Comprobar que todas las CC.AA. que recibieron fondos han remitido el citado estado de obligaciones reconocidas y pagos realizados.
7. Si existe alguna Comunidad Autónoma que no ha remitido el estado de obligaciones y pagos, solicitar del órgano gestor información acerca de las causas que motivan la omisión.
Circularizar a la Comunidad Autónoma solicitando igualmente información de las causas de la omisión.

8. Elaborar un cuadro resumen que contenga la siguiente información referente a los fondos de la subvención en cada Comunidad Autónoma:
Tesorería inicial 

· Fondos recibidos en el ejercicio

· Pagos por obligaciones del ejercicio anterior

· Oblig. reconocidas y pagadas en el ejercicio

------------------------------------------------------------------

Remanente al cierre del ejercicio

9. Comprobar las cifras correspondientes al ejercicio anterior con los estados de obligaciones y pagos remitidos por las CC.AA. en ese ejercicio.
10. En caso de existir CC.AA. que hayan suprimido la subvención en el ejercicio, comprobar que los remanentes del año anterior se han destinado a atender las obligaciones pendientes de pago y, en su caso, que el sobrante ha sido reintegrado.





PRUEBAS DE AUDITORIA




11. En el supuesto de que alguna Comunidad Autónoma no haya reintegrado el sobrante, comprobar si el órgano gestor ha tomado las medidas oportunas.
12. Cuando el momento en que se efectúe el control financiero lo permita, solicitar del órgano gestor un listado de las CC.AA. que, en el ejercicio posterior, han suprimido la subvención y efectuar las mismas verificaciones de los puntos anteriores para el remanente al cierre del ejercicio.









La normativa reguladora en materia de indemnizaciones, además de la general contemplada en el apartado de transferencias que pueda ser aplicable, es básicamente la siguiente:

· Ley de 16 de diciembre de 1954, que aprueba las normas reguladoras de la expropiación forzosa.

· Decreto de 26 de abril de 1957, que aprueba el Reglamento de la expropiación forzosa.

· Real Decreto 1674/1980, de 18 de julio, que aprueba el Reglamento Orgánico del Consejo de Estado.

· Resolución de 3 de marzo de 1982, del Consejo de Estado, que preceptúa la audiencia del mismo.

· Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre régimen jurídico de las Administraciones Públicas y procedimiento administrativo común.

· Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, que aprueba el Reglamento de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial.

· Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio, que aprueba el Reglamento de ayudas y resarcimientos a las víctimas de delitos de terrorismo.


OBJETIVO GENERICO

El objetivo de este trabajo será analizar el procedimiento adoptado por el órgano gestor, evaluando su adecuación a la normativa aplicable y los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Conocer y valorar el procedimiento de gestión empleado, así como las medidas de control interno existentes, para detectar los puntos débiles y las posibles deficiencias que impidan una gestión eficiente.
2. Comprobar que el procedimiento empleado por el órgano objeto de control es adecuado a la normativa aplicable.
3. Verificar que las obligaciones reconocidas y pagos por indemnizaciones se encuentran debidamente soportados con los correspondientes expedientes y que éstos contienen la documentación acreditativa del cumplimiento de todos los trámites exigidos por la normativa.
4. Analizar la razonabilidad del gasto, en relación con el presupuesto total del ejercicio y con las indemnizaciones de otros ejercicios.

El primer paso del trabajo tendrá por objeto identificar y conocer la naturaleza y el montante económico de la totalidad de las reclamaciones presentadas por los particulares, las que son consecuencia de sentencias de los tribunales, así como los expedientes iniciados de oficio por el órgano objeto del control. Para ello, hay que mantener entrevistas con cargos de la Entidad que tengan responsabilidades a nivel global.

En las entrevistas preliminares se solicitará información de la totalidad de las indemnizaciones, características generales de cada una de ellas y normativa común y específica que las regula.

La información obtenida, en la medida en que sea posible, debe ser contrastada con memorias, estadísticas u otros datos disponibles.

Esta primera toma de contacto indicará la relevancia del área y permitirá fijar el alcance del examen, que estará influido tanto por la importancia del montante económico como por el tipo y características de la indemnización.

La técnica de trabajo está basada en las garantías que ofrecen los procedimientos de gestión y control empleados por el órgano gestor que, en todo caso, serán las que determinen el número, tipo y el alcance de las verificaciones.

En este sentido, será necesario analizar con el máximo detalle el procedimiento empleado por el órgano gestor, verificar que está perfectamente adaptado a la normativa vigente, evaluar su idoneidad desde el punto de vista de la eficacia, la eficiencia y los principios de buena gestión, valorar la seguridad y garantías de control interno que ofrece, etc.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener, comprobar y valorar el procedimiento de gestión empleado por el órgano gestor, atendiendo especialmente a los principios de buena gestión y a las garantías de control interno, de forma que permita detectar puntos débiles y posibles deficiencias que impidan una gestión eficiente.
1.1.  Obtener el procedimiento administrativo y de gestión empleado por el órgano gestor.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Solicitar el manual de procedimientos y confirmar su vigencia y aplicación con los responsables.

· Si el órgano gestor no dispone de un manual de procedimientos, hay que obtenerlo mediante entrevistas con el personal responsable de cada departamento que intervenga en cada fase del proceso.

1.2.  Comprobar, mediante la realización de pruebas de cumplimiento, la realidad de la aplicación de los procedimientos obtenidos en el paso anterior.

· Obtener una muestra de expedientes seleccionados al azar, mediante la aplicación de técnicas de muestreo aleatorio simple (todos los expedientes tienen el mismo peso).

· Diseñar un conjunto de pruebas, que permitan obtener evidencia sobre el grado de aplicación y cumplimiento de los procedimientos, y aplicarlas sobre la muestra seleccionada.

Las pruebas deben orientarse tanto al cumplimiento de los trámites establecidos por la normativa como a aquellos aspectos de control interno y buena gestión que se consideren más relevantes.

Al diseñar las pruebas se tendrán en cuenta los siguientes aspectos:

· Comprobar que están claramente identificadas las unidades que participan en el procedimiento y sus funciones respectivas.

· Verificar que están claramente definidas las funciones y responsabilidades de cada empleado.

· Examinar la distribución de competencias en materia de autorizaciones y aprobaciones y comprobar que es conforme con la normativa aplicable.

· Comprobar que existe una segregación de funciones razonable respecto de las siguientes tareas:

· Recepción de reclamaciones.

· Evaluación de reclamaciones.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Cálculo del importe de la indemnización.

· Propuesta de concesión.

· Resolución de concesión.

· Propuesta de pago.

· Verificar que existen directrices y criterios claros respecto de aspectos tales como admisión, análisis y resolución de reclamaciones.

· Examinar el sistema de controles a lo largo del procedimiento, para lo que se deberá:

· Comprobar que en las distintas fases del procedimiento está prevista una supervisión sistemática.

· Asegurarse de que la supervisión prevista en el procedimiento se practica realmente.

· Verificar que se deja constancia de la efectiva supervisión.

· Analizar los canales de distribución de la documentación y evaluar si está garantizado que la citada documentación se reciba adecuadamente en las distintas unidades.

· Comprobar que en las diferentes fases del procedimiento se realizan cruces de información y cuadres entre las  unidades que intervienen.

· Examinar la información de que disponen los responsables de la gestión (número de reclamaciones pendientes de resolver, pendientes de pago, tiempos de cada fase, etc.) y valorar si permite practicar un seguimiento adecuado.

· Verificar la existencia de controles que permitan asegurarse de que la información contenida en los registros está soportada documentalmente.

· Cuando los registros correspondientes estén mecanizados, examinar el sistema de controles de los sistemas informáticos, comprobando aspectos tales como:






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Existencia de autorizaciones, con accesos restringidos a la información necesaria.

· Uso de palabras de paso efectivas u otras barreras físicas y/o lógicas.

· Disponibilidad de un manual de usuario debidamente actualizado.

· Previsión de la revisión periódica de los registros.

1.3.  Valorar de la forma más objetiva posible si el procedimiento es apropiado, desde el punto de vista de los principios de la buena gestión, para que permita identificar las posibles deficiencias que impidan una gestión eficiente.

· Analizar el procedimiento en su conjunto y estimar si las directrices y criterios fijados en el procedimiento son adecuados y permiten una gestión eficaz.

· Estudiar los indicadores, estadísticas, etc. empleados por el órgano gestor para medir el grado de eficacia y valorar su razonabilidad para, en su caso y cuando se considere necesario, proponer su modificación o el empleo de otros complementarios y/o alternativos.

· Cuando los indicadores empleados por el órgano gestor se consideren adecuados, analizar los resultados que ofrecen y su evolución, de forma que permita concluir lo más objetivamente posible acerca del nivel de eficacia.

· Analizar la razonabilidad de las consignaciones presupuestarias y, en su caso, de las operaciones extrapresupuestarias.

2. Comprobar que el procedimiento empleado por el órgano objeto de control es adecuado de acuerdo con la normativa aplicable.
2.1.  Obtener dicha normativa, incluyendo todo tipo de circulares, instrucciones y modelos normalizados de reclamación, de informes, de presentación de la documentación, etc.

2.2. Comprobar que el procedimiento aplicado, obtenido en el apartado 1.1, contempla todos los requisitos, trámites y garantías establecidos.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Elaborar un esquema con cada una de las fases y trámites contemplados por la normativa, plazos que establece, etc., de forma que facilite el análisis comparativo.

· Asegurarse de la existencia de crédito presupuestario y de su adecuación a la naturaleza del gasto u obligación. (*)

· Verificar que las obligaciones o gastos se generan por el órgano competente, así como la competencia del órgano concedente cuando dicho órgano no tiene atribuida la facultad para la aprobación del gasto de que se trate. (*)

· Analizar si el procedimiento aplicado tiene previstos mecanismos que garanticen el cumplimiento de lo establecido por la normativa. De acuerdo con los preceptos recogidos en el R.D. 429/1993 y lo establecido por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común, hay que contemplar aspectos tales como:

· Verificar que está garantizado que el procedimiento se inicie por el órgano competente, ya sea de oficio o como consecuencia de una reclamación.

· Comprobar que existen mecanismos que aseguren que el procedimiento se inicie dentro de los plazos previstos (1 año).

· Examinar si en el procedimiento está prevista la subsanación de errores y aportación de pruebas y documentación complementaria.

· Analizar si está garantizado que en todo caso sea solicitado el informe del servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable. (*)

· Comprobar que en el procedimiento, una vez instruido y previamente a la redacción de la propuesta de resolución, está previsto el trámite de audiencia.

· Analizar si el procedimiento asegura que, cuando sea preceptivo, se solicite el dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. (*)

· Verificar que el procedimiento garantiza que, cuando sea preceptivo, se solicite el dictamen del Consejo General del Poder Judicial. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Valorar si el procedimiento asegura que se cumplan los plazos previstos por la normativa para cada uno de los trámites.

· Analizar si el procedimiento garantiza que los cálculos del importe de la indemnización son correctos de acuerdo con la normativa aplicable.

· Examinar el mecanismo de notificación al interesado, valorando si se adecua a las exigencias de la normativa.

3. Verificar que las obligaciones reconocidas y pagos por indemnizaciones se encuentran debidamente soportados con los correspondientes expedientes y que éstos contienen la documentación acreditativa de que se han cumplido todos los trámites exigidos por la normativa.
· Solicitar del órgano objeto de control un listado totalizado de los expedientes que han dado lugar al reconocimiento de obligaciones.

· Comprobar la correspondencia con cifras contables del importe del listado anterior.

· Seleccionar una muestra significativa de expedientes, atendiendo tanto al número como al montante de los mismos, y realizar las siguientes comprobaciones:

· Que el procedimiento se ha iniciado por el órgano competente, ya sea de oficio, como consecuencia de una reclamación o en virtud de sentencia judicial.

· Que el procedimiento se ha iniciado en el plazo de un año, computándolo como sigue:

En caso de que la reclamación se produzca tras la anulación del acto o disposición lesiva, desde que la sentencia de anulación hubiera devenido en firme.

En otro caso, desde que se produce el hecho o el acto que motive la indemnización o de manifestarse su carácter lesivo, salvo en los supuestos de daños físicos o psíquicos a las personas, en que el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.






PRUEBAS DE AUDITORIA




Cuando el procedimiento se inicia de oficio, éste podrá iniciarse mientras no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado.

· Comprobar que la reclamación del interesado especifica las lesiones producidas.

· Verificar que la reclamación del interesado especifica la presunta relación de causalidad entre las lesiones y el funcionamiento del servicio público.

· Examinar que la reclamación del interesado precisa el momento en que la lesión se produjo efectivamente.

· Analizar si la reclamación del interesado, cuando ello sea posible, evalúa económicamente la responsabilidad.

· Comprobar que los plazos previstos por la normativa para practicar las pruebas (30 días y, en su caso, el período extraordinario) han sido respetados.

· Verificar que en el expediente consta el informe del Servicio cuyo funcionamiento ha causado la presunta lesión. (*)

· Comprobar que los plazos previstos por la normativa para la emisión de informes (10 días, salvo que el órgano instructor lo solicite en plazo menor o mayor y, en ningún caso, más de un mes) han sido cumplidos.

· Verificar si el cálculo del importe de la indemnización es correcto, de acuerdo con la normativa aplicable.

· Analizar si existe constancia de la efectividad del trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución.

· Asegurarse de que en la notificación al interesado de la iniciación del trámite de audiencia se ha facilitado una relación de los documentos obrantes en el procedimiento.

· Verificar que el plazo para presentar alegaciones no ha sido superior  a 15 días ni inferior a 10 (5 días en caso de procedimiento abreviado).
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· Comprobar que, cuando sea preceptivo, se ha recabado Dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. (*)

Como norma general, es preceptivo el Dictamen del Consejo de Estado en los casos de responsabilidad patrimonial del Estado, como consecuencia de efectos lesivos de un acto de la Administración o del funcionamiento normal o anormal de un servicio.

Por el contrario, no es preceptivo en los siguientes casos:

· Expedientes de indemnización como consecuencia de sentencia judicial firme.

· En los supuestos de resarcimiento de daños producidos a funcionarios con ocasión o como consecuencia del servicio, siempre que se presenten sin complicaciones  fácticas o de interpretación jurídica.

· Daños o lesiones producidas como consecuencia de actos de terrorismo.

· Verificar que la solicitud de Dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma se ha realizado por el órgano competente para recabarlo y en el plazo de 10 días (5 días en caso de procedimiento abreviado) una vez concluido el trámite de audiencia.

· Analizar si en la en petición de dictamen al órgano consultivo se solicita que se pronuncie acerca de la relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento del servicio público, la valoración del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización.

· Verificar que el dictamen se ha emitido en el plazo de 2 meses (10 días en caso de procedimiento abreviado).

· Comprobar que, cuando sea preceptivo, se ha recabado Dictamen del Consejo de General del Poder Judicial. (*)

Como norma general, sólo es preceptivo el Dictamen del Consejo General del Poder Judicial en casos de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado como consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia.
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· Asegurarse de que la resolución o propuesta de formalización, en caso de terminación convencional, se realiza en el plazo de 20 días ( 5 días en caso de procedimiento abreviado) desde la conclusión del trámite de audiencia o desde la recepción del dictamen del órgano consultivo, cuando éste sea preceptivo. Cuando sea preceptivo el Dictamen del Consejo General del Poder Judicial, el plazo para dictar resolución queda suspendido durante dos meses desde la solicitud del informe.

· Examinar que la notificación al interesado se adecua a las exigencias de la normativa.

· En los supuestos de responsabilidad concurrente de Administraciones Públicas:

· Verificar que el procedimiento ha sido tramitado por la Administración competente de acuerdo con los Estatutos o Reglas de la organización colegiada o, en su defecto, por la Administración con mayor participación en la financiación del servicio.

· Comprobar que, en el plazo determinado por la Administración competente para tramitar el procedimiento, han sido consultadas las Administraciones Públicas implicadas en la fórmula colegiada.

· Asegurarse de que la distribución de responsabilidad entre las Administraciones Públicas implicadas se ha regido por los criterios establecidos por las fórmulas colegiadas.

4. Analizar la razonabilidad del gasto, en relación con el presupuesto total del ejercicio y con las indemnizaciones de otros ejercicios.
4.1.  Obtener una relación de los importes de los créditos definitivos de los diferentes capítulos del presupuesto y calcular el porcentaje que representan las indemnizaciones respecto al presupuesto total del ejercicio.
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4.2.  Analizar, a nivel de artículo presupuestario, el detalle de los créditos iniciales, importe neto de modificaciones presupuestarias y créditos definitivos del ejercicio y calcular el porcentaje de modificaciones sobre el importe de los créditos iniciales. Si este porcentaje resulta especialmente significativo, se procederá a desglosar las modificaciones, analizando las causas que las han originado.

4.3. Especificar, también a nivel de artículo presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio anterior y los créditos iniciales del ejercicio auditado. Obtener la relación entre ambos importes para calcular el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio auditado.

4.4.  Proceder del mismo modo con los créditos iniciales del ejercicio siguiente y las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado, para obtener el grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente. Comparar este cifra con la obtenida en el punto anterior para obtener una opinión sobre la tendencia del gasto.

4.5.  Comparar los créditos definitivos y obligaciones reconocidas de los diferentes artículos de indemnizaciones del presupuesto del ejercicio y, en base a la relación entre los importes de ambas fases, calcular el grado de ejecución del presupuesto. Si es poco elevado, investigar las causas.

4.6.  Cotejar, a nivel de concepto presupuestario, las obligaciones reconocidas del ejercicio auditado con las del ejercicio anterior. Obtener las variaciones habidas, tanto en términos absolutos como relativos.






GUIAS   MARCO   DE

CONTROL FINANCIERO



INVERSIONES




FEBRERO 1998
OFICINA NACIONAL DE AUDITORIA
DIVISION DE ORGANIZACION, COORDINACION

Y SUPEVISIÓN DE LA O.N.A.


El capítulo de Inversiones comprende los gastos a realizar directamente por el Estado y destinados a la creación o adquisición de bienes de capital, así como a la adquisición de bienes de naturaleza inventariable, necesarios para el funcionamiento operativo de los servicios y aquellos otros gastos de naturaleza inmaterial que tengan carácter amortizable.

El análisis integral de la gestión en el área de inversiones no debe limitarse a verificar que los actos de la Administración cumplen las disposiciones legales vigentes, sino que ha de extenderse a otros aspectos de gestión, en la medida en que afectan directamente a la eficacia y eficiencia con la que el centro gestor, objeto del control, desarrolla las actividades que le han sido encomendadas.

Una buena gestión de las inversiones comienza con la planificación y previsión presupuestaria de las actividades y con la asignación eficiente de los recursos disponibles por parte del gestor, necesitando para ello disponer de medios organizativos suficientes y aplicar las técnicas de gestión adecuadas conducentes al logro de dichas actividades.

Gran parte de los gastos de inversiones se articula mediante la celebración de contratos con terceros que están sujetos a una legislación específica. Teniendo en cuenta esta circunstancia, los resultados de la gestión de inversiones, en buena medida, van a estar condicionados por el proceso de gestión contractual aplicado, entendiendo por éste todos los procedimientos y formas de adjudicación de los contratos, los procedimientos de tramitación de los expedientes de contratación y gasto y las técnicas de supervisión y seguimiento de los contratos para asegurar su estricto cumplimiento.

La gestión de inversiones incluye también la de los recursos patrimoniales, entendiendo por ésta la evaluación de las necesidades futuras, el análisis del coste de funcionamiento y de los rendimientos de las inversiones y su mejor aprovechamiento. En definitiva, las operaciones de gestión patrimonial.

La gestión patrimonial requiere un conocimiento exhaustivo de las disponibilidades de bienes muebles e inmuebles y justifica, por tanto, la necesidad de un sistema de inventarios de bienes muebles e inmuebles.

Puesto que la gestión de los recursos patrimoniales, en lo concerniente a bienes inmuebles, está atribuida, en su mayor parte, a la Dirección General del Patrimonio del Estado, se excluyen de esta Guía las actuaciones de control financiero que no son aplicables con carácter general (por ejemplo, el análisis de los sistemas de inventarios de bienes inmuebles), sin perjuicio de que su revisión deba efectuarse junto con el resto de la actividad desarrollada por dicha Dirección General.

De lo señalado hasta aquí se desprende que, en todo análisis del área de inversiones, los aspectos básicos que deben estar presentes, para que pueda valorarse en su conjunto la gestión, son:

· El sistema organizativo de planificación, ejecución y control del presupuesto de inversiones.

· Los procesos de contratación y tramitación de expedientes de gasto.

· La gestión de los recursos patrimoniales.

La presente Guía tiene un carácter orientativo en lo referente a las pruebas a practicar. Se pretende aportar sugerencias al auditor, correspondiendo a éste la selección de aquéllas que resulten más idóneas o factibles y su adaptación a la realidad y peculiaridades de cada Centro. Es indudable que algunos de los aspectos de gestión apuntados no tendrán el mismo tratamiento en todos los centros. Mientras que en unos será necesario estudiarlos en profundidad, en otros tendrán el carácter de auxiliares.

Por último, cabe señalar que, entre los puntos indicados en las pruebas de auditoría, se incluyen aquéllos que están sometidos a fiscalización previa; en ese caso, se identifica dicho extremo con un asterisco (*). Si figuran dos asteriscos (**) es que algunos de los aspectos que se señalan están sometidos a fiscalización previa.


La normativa reguladora en el área de inversiones está constituida, fundamentalmente, por los siguientes textos legales:

· Decreto 1022/1964, de 15 de abril, que aprueba el Texto articulado de la Ley de Bases del Patrimonio del Estado.

· Decreto 3588/1964, de 5 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de Patrimonio del Estado.

· Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, por el que se aprueba el pliego de cláusulas administrativas generales para la contratación de equipos y sistemas para el tratamiento de la información y de mantenimiento, arrendamiento y programas.

· Decreto 1005/1974, de 4 de abril, que regula los contratos con empresas consultoras y de servicios, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Contratación del Estado, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio, sobre la contratación para la realización de trabajos específicos y concretos, no habituales en la Administración del Estado, sus OO.AA. y la Seguridad Social, en cuanto no se oponga a lo establecido en la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

· Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo, sobre atribución de determinadas facultades en los procedimientos de contratación de bienes y servicios informáticos.

· Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desarrollo parcial de la Ley 13/1995.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Orden de 11 de abril de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hacen públicos el contravalor en pesetas del Ecu y los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación administrativa para el período 1996-1997.

· Resolución de 29 de octubre de 1996, de la Subsecretaría del Ministerio de Economía y hacienda, por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 18 de octubre de 1996, de medidas urgentes para mejorar el aprovechamiento del patrimonio inmobiliario de la Administración General del Estado y sus organismos públicos.

· Resolución de 6 de noviembre de 1996, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se establece el procedimiento a seguir en la constitución de garantías mediante retención en el precio del contrato.

· Real Decreto 704/1997, de 16 de mayo, por el que se regula el régimen jurídico, presupuestario y financiero del contrato administrativo de obra bajo la modalidad de abono total del precio.

· Orden de 4 de junio de 1997, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se modifica el importe a que hace referencia el artículo 25.1 de la Ley 13/1995.

· Resolución de 17 de junio de 1997, de la Subsecretaría del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 6 de junio de 1997, por el que se aprueba el programa de gobierno para la ejecución de una política de compras públicas.

· Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos, en la que se establecen los códigos que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

· Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95.3 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora.

· Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación.


OBJETIVO GENERICO

Comprobar que los procesos de contratación y tramitación de los expedientes se adecuan a la normativa vigente, que los fondos se han aplicado a los fines previstos y que la actividad económico-financiera se ha realizado conforme a los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

Entre los objetivos de auditoría específicos para el área de inversiones hay que destacar los siguientes:

1. Analizar y evaluar si la estructura orgánica y funcional del centro gestor es apropiada para la gestión y ejecución de las inversiones a él encomendadas.
2. Revisar  los sistemas y procedimientos administrativos y de gestión establecidos por el Centro en el área de inversiones y valorar si permiten una gestión eficiente.
3. Evaluar el grado de realización de las actuaciones previstas, identificando las causas internas o externas a la gestión que han influido en los resultados.
4. Comprobar que la actividad contractual del Centro se ajusta a las prescripciones de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y demás normas e instrucciones internas aplicables.
5. Verificar que las obligaciones reconocidas responden a bienes y servicios efectivamente recibidos, de acuerdo con las estipulaciones contractuales, están debidamente acreditadas en facturas y demás justificantes y están correctamente contabilizadas.
6. Comprobar que los procedimientos aplicados por el centro gestor para el control y valoración de sus inventarios garantizan la integridad de las operaciones realizadas.
7. Analizar la razonabilidad de la inversión en base a criterios de necesidad y eficiencia, en relación con las diferentes alternativas posibles.

I.
PRUEBAS GENERALES
Con el análisis de este epígrafe se pretende obtener una visión general de la organización, planificación y procedimientos administrativos aplicados por el centro gestor en el ejercicio de su actividad. El análisis detallado de la estructura organizativa y de los modelos de planificación de las necesidades sobrepasa los límites fijados para esta Guía, pero sí es necesario obtener información y referencias como mínimo de los siguientes aspectos:

· La estructura organizativa del centro gestor: funciones y responsabilidades de las unidades implicadas en la gestión de inversiones.

· El sistema de planificación, seguimiento y control de las actuaciones y de los recursos necesarios para su ejecución.

· Los procedimientos administrativos implantados para la tramitación de los expedientes de gastos imputados al capítulo de Inversiones. 

· Los sistemas de información disponibles.

· El estado de ejecución del presupuesto.

Para efectuar la revisión hay que considerar una serie de aspectos de gestión que den la información básica que, en un caso general, es necesario conocer para evaluar los sistemas de gestión implantados.

El trabajo realizado ha de permitir obtener evidencia suficiente sobre:

· Las posibles deficiencias estructurales que impiden una gestión adecuada.

· Deficiencias en la planificación y presupuestación.

· El grado de cumplimiento de los objetivos.

· La eficiencia de los mecanismos de gestión en los procesos de contratación.

· La contribución del sistema de información a la toma de decisiones y a la evaluación y control de las inversiones realizadas.

· La confianza y fiabilidad de la información proporcionada por el gestor.

· Desviaciones en la ejecución del presupuesto y las causas, internas o externas a la gestión, de las modificaciones presupuestarias.

Una evaluación favorable de la eficacia del control interno permitirá reducir el número de pruebas a realizar.

Entre las pruebas de auditoría que se pueden realizar, hay que destacar las siguientes:
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1. Obtener detalle de los créditos para inversiones, gestionados por el Centro, y determinar la importancia de cada tipo de inversión en relación con los gastos del capítulo de Inversiones reales.
2. Describir la estructura organizativa real del centro gestor. Identificar los principales problemas existentes y valorar si la estructura vigente resulta adecuada para las necesidades de gestión actuales. Entre otros extremos será necesario precisar los siguientes:
· Las distintas unidades y órganos, centrales y periféricos, que realizan tareas y actividades en materia de gestión y ejecución de inversiones, definiendo el grado de interrelación entre ellas.

· Las funciones, tareas y responsabilidades de los distintos órganos y unidades implicados: oficina de supervisión de proyectos, órganos de contratación, unidades materialmente ejecutoras de las inversiones, órganos de inspección y control, etc.

· La existencia de organigramas y manuales de organización en los que se definan y contengan instrucciones para la asignación de puestos de trabajo, funciones y responsabilidades de cada uno de ellos.

· El nivel de segregación de las funciones de decisión, contratación, ejecución y control y seguimiento de inversiones.

3. Analizar y evaluar los sistemas y procedimientos administrativos y de gestión establecidos por el gestor en el área de inversiones, así como su grado de cumplimiento.
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Para ello, se revisarán las normas e instrucciones elaboradas por el centro gestor y se realizarán entrevistas con los responsables de las distintas unidades implicadas.

Hay que prestar especial atención a los aspectos siguientes:

3.1.  Los procedimientos empleados por los órganos gestores para realizar las previsiones de las actuaciones y de los recursos necesarios para emprenderlas, destacando entre otros aspectos:

· Organos y unidades que han intervenido en la elaboración de los planes, presupuestos, etc.

· Procedimientos para identificar y determinar las necesidades y para fijar sus prioridades.

· Estudios preliminares realizados al efecto e información de que se dispone.

· Limitaciones presupuestarias o de otra naturaleza existentes en el momento de la planificación. Importancia de los compromisos fijos en relación con los créditos definitivos del ejercicio, con el fin de determinar el presupuesto susceptible de utilización por el gestor  para acometer nuevos proyectos.

· Naturaleza, importancia relativa y grado de concreción de las distintas actuaciones o proyectos de inversión que contienen. 

· Diferenciación clara, en los planes, de los objetivos y actuaciones, con información de los que se van a realizar en cada ejercicio presupuestario.

· Los distintos órganos que intervienen en la ejecución y su división de competencias.

3.2.  Los sistemas establecidos por el gestor para el seguimiento de los distintos planes de actuación, presupuestos o programas de trabajo, tales como:

· Elaboración periódica de informes, en relación con el grado de cumplimiento de las previsiones y demás prescripciones del plan o programa, tanto desde el punto de vista físico como financiero.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Definición de indicadores que permitan medir el grado de realización de los planes.

· Existencia de comprobaciones físicas en el lugar  y en el momento de ejecución de las inversiones.

· Análisis de las desviaciones presupuestarias, financieras y físicas y del grado o medida en que afectan al cumplimiento de los fines previstos.

3.3. Los procedimientos administrativos implantados para la tramitación y gestión de los expedientes de contratación. En especial, hay que destacar:

· La definición clara de las actuaciones administrativas o técnicas a realizar en la ejecución de las funciones relacionadas con la gestión de expedientes de contratación.

· El establecimiento de los métodos de gestión y técnicas de trabajo que deben seguirse en la realización de las citadas actuaciones.

· La asignación de las responsabilidades en la ejecución, control y evaluación de funciones.

· La normalización de los documentos, formularios e informes empleados para el cumplimiento de las funciones y posibilidad de identificación del funcionario o autoridad que asume el contenido.

· La previsión de sistemas de control y seguimiento de los procesos de contratación que permitan detectar situaciones no deseadas y, en consecuencia, tomar las acciones correctoras. Además, habrá que asegurarse de que la supervisión prevista  se practica realmente y queda constancia de ello.

· La información estadística disponible en relación con los procesos de contratación.

· La adecuación de las instrucciones y procedimientos internos dictados por el centro gestor a la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (LCAP) y demás normativa aplicable.
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3.4. El proceso de obtención, tratamiento y seguimiento de la información  implantado por el órgano gestor para asegurar que la actividad efectivamente realizada a lo largo del período queda fielmente reflejada. En concreto, se examinará:

· Si los registros están informatizados, si existen diversas bases de datos y si son compatibles entre sí.

· El grado de integración de la información parcial que se genera en cada una de las unidades y cruces que se realizan.

· Si reflejan en su conjunto la totalidad de la gestión realizada por el Centro.

· Si la información necesaria existe pero no se encuentra disponible porque ninguna unidad se encarga de introducirla en la base de datos.

· Si los datos que reflejan estas bases de datos son similares y, en este caso, si se obtienen de la misma o distinta fuente.

· Si existen controles de calidad de la información. En caso afirmativo: tipo de controles establecidos, frecuencia con que se validan o verifican los datos, quiénes efectúan los controles, etc.

4. Realizar las pruebas de cumplimento que permitan constatar el funcionamiento en la práctica de los procedimientos descritos.
5. Determinar el grado y ritmo de ejecución de los créditos definitivos del ejercicio. Identificar y analizar  las causas externas o internas a la gestión que han influido en los resultados. Para ello habrá que:
· Elaborar el estado de ejecución del presupuesto: presupuesto inicial, transferencias de créditos, incorporaciones de créditos, créditos generados por ingresos, presupuesto final, gastos comprometidos y obligaciones reconocidas.

· Calcular algunos ratios de las principales magnitudes presupuestarias: índice de realización de los créditos finales, relación créditos finales-iniciales, porcentajes de ejecución mensual de las obligaciones reconocidas, etc.

· Obtener la evolución mensual e interanual de los gastos comprometidos, de las obligaciones reconocidas, etc.






II.
PRUEBAS ESPECIFICAS
En este apartado se evaluará la gestión de la actividad contractual desarrollada por el Centro. Asimismo, se analizará y comprobará la puesta en práctica de las técnicas de gestión de inventarios establecidas por el Centro que tenga asignada esta competencia.

Procesos de contratación

El trabajo realizado ha de permitir concluir sobre:

· Los procedimientos y formas de adjudicación aplicados para los diferentes tipos de contrataciones efectuadas por el Centro .

· Los criterios seguidos en el proceso de selección de contratistas.

· Las incidencias surgidas en la tramitación administrativa de los expedientes de contratación.

· El resultado de la ejecución de los contratos y las causas de las desviaciones en cuanto al objeto, importe y plazos previstos.

· El cumplimiento de la normativa general que resulte de aplicación, así como de las normas e instrucciones internas dictadas por el centro gestor en el marco de la legislación vigente.

Se incluye en este epígrafe el análisis de la gestión de los proyectos de inversión ejecutados por la propia Administración, ya que aun cuando en este caso es la propia Administración quien se responsabiliza de la ejecución de las inversiones, y por tanto no se realizan contratos de obra, suministro o servicio en sentido estricto, sí se celebran contratos de colaboración  para la ejecución parcial, o incluso total, de estos proyectos. Además, la tramitación de los correspondientes expedientes de gasto no difiere substancialmente de la del resto de expedientes analizados.

Dado que las características de las contrataciones no son homogéneas, se han diseñado instrucciones particulares para los distintos tipos de contratos contemplados por la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (contratos de obras, contratos de suministros, contratos de consultoría y asistencia, de servicios  y de trabajos específicos), para los contratos patrimoniales y para las inversiones ejecutadas por la propia Administración. De cualquier forma, se ha procurado que las pruebas tengan una estructura normalizada.

La naturaleza y extensión de los trabajos a realizar va a depender de varios factores: el peso específico de la actividad inversora del Centro, la adecuación de los procedimientos de tramitación y sistema de seguimiento de los expedientes de contratación, la disponibilidad de información y la naturaleza y plazo de ejecución de los contratos.

El trabajo realizado en el epígrafe anterior permite conocer los sistemas de gestión y control interno implantados por el gestor, así como la información, estadísticas e informes que pueden serle proporcionados al auditor. Por tanto, con carácter preliminar, deberá conocerse cuál es la naturaleza y objeto de las contrataciones efectuadas y su ponderación o transcendencia en el total y determinar así cuáles han de ser objeto de estudio en profundidad.

Para ello, sería conveniente obtener de la unidad de contratación una relación de todos los expedientes de contratación que se hayan tramitado a lo largo del ejercicio con cargo al capítulo de Inversiones reales, sea cual sea su fase de tramitación, y clasificarlos atendiendo a la naturaleza del contrato: obras, suministros, consultoría y asistencia,  personal, etc.

Gestión de inventarios: bienes muebles

El trabajo realizado ha de permitir comprobar que las técnicas aplicadas:

· Garantizan la permanente actualización del inventario, mediante la inclusión en el mismo de las variaciones que deban registrarse como resultado de los procesos de adquisición, enajenación o retiro.

· Contribuyen a la toma de decisiones permitiendo la evaluación de las necesidades.

Además, para poder concluir sobre el grado de fiabilidad de la información proporcionada por los inventarios existentes, se realizarán las inspecciones físicas necesarias.

Para ello es preciso revisar los procedimientos administrativos aplicados por el centro gestor para el control y valoración de sus inventarios y determinar si garantizan la integridad de las operaciones realizadas.

A.
Contratación de obras
Las pruebas que se proponen permitirán evaluar la gestión en materia de contratación y tramitación de expedientes de obras, así como comprobar que la actividad contractual se ajusta a la normativa aplicable.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener detalle (número y descripción) de los expedientes de contratación de obras tramitados en el período analizado y clasificarlos atendiendo a su fase de tramitación: contratos formalizados y/o expedientes adjudicados, expedientes en fase de ejecución y expedientes terminados.




PRUEBAS DE AUDITORIA




2. En relación con los contratos adjudicados en el período obtener información de los siguientes aspectos:
· Presupuesto de adjudicación y anualidades previstas. Esta información, en la medida de lo posible, se contrastará con los datos contables.

· Los diferentes procedimientos y formas de adjudicación empleados: procedimiento abierto, restringido o negociado, y  adjudicación por concurso o subasta.

· Naturaleza de las obras contratadas: obra nueva, obra de reposición, obra complementaria, contratos menores, etc.

· Evolución mensual de las adjudicaciones efectuadas en el período, con diferenciación del procedimiento de contratación empleado.

· Importancia relativa de los adjudicatarios, determinando los principales adjudicatarios de los contratos y su reiteración. 

Este aspecto debe relacionarse con el procedimiento de contratación empleado para la adjudicación, especialmente en los procedimientos restringidos y negociados.

· Cesiones de contratos autorizadas por el órgano de contratación y subcontratos de los que ha tenido conocimiento.

Cuando los registros del gestor no permitan obtener la información solicitada, será necesario recurrir a la documentación incluida en cada uno de los expedientes y, por tanto, el estudio se limitará a la muestra seleccionada.

3. Partiendo de la relación de expedientes adjudicados en el período, y teniendo presentes las conclusiones obtenidas en el apartado anterior, seleccionar una muestra significativa y realizar las siguientes comprobaciones:
· Determinar los plazos medios de tramitación de los expedientes desde la aprobación del proyecto hasta la formalización del contrato. Analizar los plazos intermedios más significativos, que podrían ser los transcurridos entre los siguientes actos del procedimiento de tramitación:






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Aprobación del proyecto.

· Aprobación del gasto.

· Publicación de la licitación, en su caso.

· Adjudicación por el órgano de contratación.

· Constitución de la fianza definitiva.

· Formalización del contrato.

· Determinar los principales participantes en las licitaciones de concursos y analizar su posible vinculación.

· De los expedientes de contratos adjudicados mediante el procedimiento negociado obtener y valorar la información siguiente:

· Circunstancias que se han justificado en cada uno de los expedientes para el empleo de este procedimiento de adjudicación.

· Número de ofertas solicitadas.

· Reiteración en las empresas seleccionadas para participar en el procedimiento de adjudicación.

· Para los expedientes adjudicados mediante el procedimiento restringido, determinar, en virtud del objeto de los contratos, los criterios con arreglo a los cuales se han cursado las invitaciones a participar en el procedimiento y los empresarios que han resultado invitados en reiteradas ocasiones por el órgano de contratación. Valorar esta información en relación con la obtenida de los principales adjudicatarios en el procedimiento restringido.

· En los expedientes calificados para su tramitación de urgentes se analizarán:

· Las razones alegadas por el órgano de contratación para la utilización de este procedimiento.

· Los plazos de inicio de la ejecución del contrato desde la fecha de adjudicación.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Valorar, en términos de objetividad y transparencia, los criterios aplicados para la evaluación de ofertas: ponderación de la oferta económica y técnica sobre el total, definición de bajas temerarias, establecimiento de umbrales mínimos y máximos en alguno de los criterios, etc.

4. Partiendo de la relación de expedientes en fase de ejecución y/o terminados en el período, seleccionar una muestra significativa  y realizar las siguientes comprobaciones:
· Determinar los plazos medios de tramitación de los expedientes desde la formalización del contrato hasta, en su caso, la liquidación definitiva. Analizar los plazos intermedios más significativos; por ejemplo, los transcurridos entre los siguientes actos del proceso de ejecución de las obras:

· Formalización del contrato.

· Comprobación del replanteo.

· Expedición de la primera certificación.

· Expedición de la ultima certificación.

· Recepción de las obras.

· Liquidación definitiva.

· Analizar el plazo medio de tramitación de las certificaciones de obra. Identificar las causas de los retrasos: en la expedición por el director de obra, en la tramitación por los servicios centrales del centro gestor, en su fiscalización, en la aprobación por el órgano de contratación, en el pago desde la salida de la Intervención, etc.

· Obtener la distribución mensual de las certificaciones de obra aprobadas y registradas en el período analizado. Explicar las diferencias más significativas, teniendo presentes las conclusiones obtenidas en el punto anterior, así como la incidencia de la  existencia de certificaciones de períodos anteriores aprobadas en el período analizado y de certificaciones expedidas pendientes de aprobación o registro.






PRUEBAS DE AUDITORIA




5. Para cada uno de los expedientes terminados en el período (efectuada la recepción) realizar las siguientes comprobaciones:
· Determinar el coste real de las obras liquidadas en el período, cuantificando las incidencias surgidas en su ejecución. Analizar la importancia de los reformados, revisiones de precios y adicionales sobre los importes de adjudicación y las desviaciones del coste final respecto de la adjudicación, la licitación y, en su caso, los acuerdos de replanteo.

· Determinar la importancia cuantitativa de los posibles reajustes de anualidades, así como el signo y las circunstancias que los han originado.

· Evaluar el grado de cumplimiento de los plazos previstos en la ejecución de las obras. Determinar la duración real de las obras y explicar las causas de las prórrogas y retrasos en su ejecución. Esta comprobación se extenderá, también, a todos los expedientes calificados como urgentes.

6. Para cada uno de los expedientes seleccionados realizar las  comprobaciones siguientes:
6.1.   En relación con la tramitación del expediente de gasto.

· Que en el expediente se incluye toda la documentación necesaria para la elaboración del proyecto: memoria, planos, pliego de prescripciones técnicas particulares, presupuesto, programas de desarrollo de los trabajos, etc.

· Que el proyecto ha sido informado por la oficina de supervisión de proyectos, si este requisito era preceptivo.(*)

· Que se ha aprobado el proyecto por el órgano de contratación.

· Que existe acta de replanteo, por la que se acredita la plena posesión del terreno donde se va a realizar la obra y la viabilidad del proyecto, firmada por el Jefe del Servicio correspondiente. (*)

· Que en el pliego de cláusulas administrativas se incluyen las bases por las que se regirá la licitación.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que el pliego de cláusulas administrativas está informado por el Servicio Jurídico del Departamento y aprobado por el órgano de contratación. (*)

Si el pliego es tipo, se verificará que el contrato es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.(*)

· Que existe crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se propone. En su caso, cumplimiento de  los requisitos del artículo 61 del TRLGP.(*)

· Que se ha dictado resolución motivada, por el órgano de contratación competente, aprobando el expediente de contratación (*) y disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación.

· Que se ha registrado contablemente el gasto aprobado.

6.2.   En relación con el procedimiento de adjudicación.

· Que el órgano de contratación está asistido, para la adjudicación de los contratos, por una Mesa de Contratación  constituida conforme a lo dispuesto en el artículo 82.1 de la LCAP. (*) y artículo 22 del R.D. 390/1996.

· Que se ha garantizado el principio de publicidad mediante la estricta observancia de los plazos y conforme al contenido y modelos establecidos en el artículo 24 del R.D. 390/1996. Verificar, asimismo, que los límites cuantitativos se ajustan a la normativa vigente. (Para el período 1996-1997, ver Orden de 11 de abril de 1996).

· Respecto de las proposiciones de los interesados, se comprobará:

· Que se ajustan al modelo establecido en el pliego de cláusulas administrativas particulares y se acompañan de la documentación legalmente exigida.

· Que cada licitador sólo presenta una proposición, sin perjuicio de aquellos casos en los que en el pliego de cláusulas administrativas se admita la presentación de soluciones alternativas a la definida en el proyecto.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que un licitador no suscriba propuesta en unión temporal con otros, si lo ha hecho individualmente, y que no figure en más de una unión temporal.

· Que no concurran empresas que han participado en la elaboración de las especificaciones técnicas.

· Que los criterios de adjudicación garantizan la libertad de concurrencia y se ajustan a las disposiciones de la LCAP y normativa complementaria.(**)

· Que se ha notificado a los licitadores y publicado, en su caso, el acuerdo de adjudicación.

· Que el adjudicatario reúne los requisitos establecidos de capacidad y solvencia para contratar con la Administración, conforme a los artículos 15 al 24 de la LCAP y 4 al 14 del R.D. 390/1996. (**)

· Que se ha procedido a la devolución de las garantías provisionales y constitución efectiva de la definitiva, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo III del Real Decreto 390/1996.(**)

· Que se ha registrado el compromiso de gasto por el importe de la adjudicación, con expedición y registro de los correspondientes documentos contables.

· Que el contenido del contrato se ajusta al del pliego de cláusulas administrativas particulares, que se ha formalizado en documento administrativo en el plazo de un mes desde la notificación de la adjudicación  y que esta circunstancia se ha comunicado al Registro Público de Contratos.

· Para los contratos adjudicados por el procedimiento negociado sin publicidad, al amparo de lo dispuesto en el artículo 141.g) (*) (presupuesto inferior a 5 millones de pesetas), comprobar la posible existencia de fraccionamiento del objeto del contrato, con objeto de disminuir la cuantía del mismo y eludir así el procedimiento o forma de adjudicación que correspondería. 

Para ello, por ejemplo, pueden obtenerse los mandamientos de pago expedidos a favor del adjudicatario en fechas próximas, con similar aplicación presupuestaria y, sin embargo, imputados a diferentes contratos e investigar la naturaleza  del objeto de estos contratos.






PRUEBAS DE AUDITORIA




7. Para cada uno de los expedientes seleccionados se realizarán, de acuerdo con la normativa aplicable, las comprobaciones señaladas a continuación. Asimismo, se revisarán las actuaciones encaminadas a la preparación y adjudicación de los contratos que el auditor considere necesarias para efectuar el control y seguimiento de su ejecución.
· Comprobar que no se ha iniciado la ejecución de las obras sin la previa formalización del contrato, salvo en los supuestos de obras declaradas de urgencia y obras de emergencia.

· Verificar que se ha realizado la comprobación del replanteo, extendiéndose acta del resultado por las personas y en los plazos legalmente establecidos.

· Comprobar que se ha realizado el nombramiento del director facultativo de la obra.

· Comprobar que es correcto el procedimiento seguido para valorar y abonar a cuenta las obras que se han ido realizando. Para ello comprobaremos, entre otros, los siguientes extremos:

· Que la dirección de obra ha efectuado la medición de las unidades de obra ejecutadas en el período y ha confeccionado una relación valorada al origen.

· Que se ha elaborado la certificación de obra en base a la citada relación, conformada por el servicio correspondiente del centro gestor y aprobada por el órgano de contratación.(*)

· Que las facturas emitidas son coincidentes con las certificaciones de obra y cumplen los requisitos del Real Decreto 2402/1985. (**)

· Que se han expedido y registrado los correspondientes documentos contables.

· Que el precio se ha abonado dentro de los dos meses siguientes a la expedición de la certificación de obra o, en caso contrario, se ha practicado liquidación de intereses de demora.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En el caso de que el contratista haya recibido abonos a cuenta, por las operaciones preparatorias realizadas, comprobar que son conformes con las condiciones señaladas en los respectivos pliegos y con los límites que se establecen reglamentariamente y que los referidos pagos han sido asegurados mediante la prestación de garantía.(**)

· En todos aquellos expedientes en los que haya finalizado el plazo de ejecución y se hayan terminado las obras, se verificará:

· Que la recepción de las obras se ha realizado en el plazo y por las personas competentes.

· Que existe acta de recepción suscrita, si era necesario, por el Interventor correspondiente.(*)

· Que tras la recepción de las obras se ha procedido a la medición general y definitiva de las obras y, sobre la base de esta medición, se ha practicado la liquidación definitiva.

· Que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos en relación con la liquidación definitiva, si procede.(*)

· Que se ha efectuado la retención del crédito, la propuesta de gasto, la fiscalización previa, la aprobación del expediente por el órgano de contratación y la expedición y registro de los documentos contables

· Que dentro del plazo de seis meses a contar desde la fecha del acta de recepción se ha acordado y notificado al contratista la liquidación correspondiente y abonado, en su caso, el saldo resultante. Si se ha producido demora en el pago de dicho saldo han de haberse abonado los correspondientes intereses de demora.

· Que transcurrido el plazo de garantía se ha dictado acto de devolución de aquélla o de cancelación del aval (*), conforme a lo establecido en el Real Decreto 390/1996.

· En los casos en que el contratista haya solicitado prórroga de ejecución por causas ajenas a él, se comprobará que ha sido aprobada por la autoridad competente. En los casos en que la demora sea por causas atribuidas al contratista, comprobar que se le han impuesto las penalidades correspondientes o, en su caso, se ha procedido a la resolución del contrato, con las autorizaciones y requisitos previstos en el artículo 26 del Real Decreto 390/1996. 




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Para los expedientes con modificaciones del proyecto inicial, las actuaciones a comprobar serán las siguientes:

· Naturaleza, causas y cuantía de la modificación, de acuerdo con lo dispuesto en la LCAP. 

· Propuesta del director facultativo de la obra para iniciar el correspondiente expediente de modificación y autorización del órgano de contratación.

· Audiencia del contratista, por plazo mínimo de tres días.

· Elaboración y aprobación del proyecto con los requisitos exigidos en la LCAP.(**)

· Informe del Servicio Jurídico y, en su caso, del Consejo de Estado, sobre la modificación.(*)

· Aprobación del expediente por el órgano de contratación, así como de los gastos complementarios previstos y expedición y registro de los documentos contables.

· En el caso de incidencias surgidas en la ejecución del contrato que imposibiliten continuar dicha ejecución, si el importe de la actuación no supera el 20 por ciento del precio del contrato, los trámites a comprobar serán: elaboración por el director facultativo de la obra de la propuesta técnica motivada, audiencia al contratista y aprobación por el órgano de contratación de la citada propuesta ( art. 146.4 LCAP).

· Formalización de las modificaciones en contrato, conforme al artículo 55 de la LCAP

· Para aquellos expedientes en que el órgano de contratación haya aprobado adicionales de gasto, por revisiones de precios, comprobar:

· Que el contrato se ha ejecutado en el 20 por ciento de su importe y han transcurrido al menos seis meses desde su adjudicación. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que el contenido de las fórmulas o sistemas de revisión aplicadas se ajustan a lo dispuesto en la LCAP y R.D. 390/1996 y vienen recogidas en el pliego de cláusulas administrativas particulares.(*)

· Que el importe de las revisiones se ha hecho efectivo mediante el abono o descuento correspondiente en las certificaciones o pagos parciales o, excepcionalmente, en la liquidación del contrato, cuando no hayan podido incluirse en dichas certificaciones o pagos parciales.(*)

· En los expedientes con reajuste de anualidades, comprobar:

· Existencia de los documentos que acreditan las circunstancias que van a dar lugar al reajuste, la conformidad del contratista y la revisión del programa de trabajo.

· Los documentos contables para garantizar la financiación de la parte de obra que carecía de ella, la propuesta de gasto en la que figure la nueva financiación, la fiscalización previa y la aprobación por el órgano de contratación.

· La expedición y registro de los correspondientes documentos contables.

· Para los contratos cedidos a un tercero, verificar:

· Que las cualidades técnicas o personales del adjudicatario no hayan sido determinantes para la adjudicación del contrato.

· Que el órgano de contratación autorice expresamente y con carácter previo la cesión.

· Que el cedente tenga ejecutado al menos el 20 por ciento del importe del contrato.

· Que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Administración, de conformidad con los artículos 15 a 20 de la Ley y que esté debidamente clasificado, si este requisito se le exigió al cedente.

· Que la cesión se formalice entre el cedente y el cesionario en escritura pública.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· En el supuesto en que el adjudicatario haya subcontratado la ejecución parcial del contrato, comprobar:

· Que de la naturaleza, condiciones y contenido del contrato no se deduzca que ha de ser ejecutado directamente por el adjudicatario.

· Que se dé conocimiento por escrito a la Administración del subcontrato a celebrar y de las partes del contrato.

· Que las prestaciones parciales que el adjudicatario subcontrate con terceros no excedan del porcentaje que, superior al 50 por ciento del presupuesto del contrato, se fije en el pliego de cláusulas administrativas particulares. Si no viene fijado dicho porcentaje, no podrá exceder del 50 por ciento.

· Que los plazos y condiciones para el pago del precio pactados por el contratista y los subcontratistas y suministradores no sean más desfavorables que los establecidos para las relaciones entre la Administración y contratista.

· Que los subcontratistas no se hallen incursos en suspensión de clasificaciones o inhabilitados para contratar.

· En los contratos menores de obras, comprobar:

· Que su cuantía no excede de 5 millones de pesetas.

· Que existe presupuesto de obras y, en su caso, proyecto.

· Que existe crédito adecuado y suficiente.

· Que la obligación o gasto se genera por órgano competente.

· Que al expediente se incorpora la factura correspondiente y que reúne los requisitos reglamentariamente establecidos.






B.
Contratación de suministros
Las pruebas que se destacan a continuación posibilitarán evaluar la gestión en materia de contratación y la tramitación de expedientes de suministros.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener detalle de los expedientes de contratación de suministros imputados al capítulo de Inversiones y tramitados en el período analizado. Clasificarlos atendiendo al objeto del contrato: maquinaria, elementos de transportes, mobiliario, equipos para proceso de información, otros bienes de naturaleza inventariable, etc.
2. En relación con todos los contratos adjudicados en el período obtener información de los siguientes aspectos:
· Presupuesto de adjudicación, anualidades previstas, en su caso, y obligaciones reconocidas. Esta información, en la medida de lo posible, se contrastará con los datos contables.

· Grado de concentración mensual de la actividad contractual.

· Volumen e importancia relativa de la contratación realizada, por cada uno de los  regímenes de adquisición: adquisición centralizada de mobiliario, equipos de oficina y otros bienes a través de la Subdirección General de Compras (SGC), adquisición de equipos y sistemas para el tratamiento de la información y suministros en general.

· Importancia relativa de los suministros menores respecto de la contratación del período: número de expedientes e importe.

· Diferentes procedimientos y formas de adjudicación empleados en la contratación de suministros en general: procedimiento abierto, restringido o negociado y adjudicación por concurso o subasta.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Importancia relativa de los adjudicatarios. Se trata de determinar los principales adjudicatarios de los contratos de suministros en general y su reiteración. Este aspecto es importante que se ponga en relación con el procedimiento de contratación empleado, en especial en los procedimientos restringidos y negociados.

Cuando los registros del gestor no permitan obtener la información solicitada, será necesario recurrir a la documentación incluida en cada uno de los expedientes y, por tanto, el estudio se limitará a la muestra seleccionada.

3. Partiendo de la relación de expedientes adjudicados en el período y teniendo presente las conclusiones obtenidas en el apartado anterior, seleccionar una muestra significativa y realizar las siguientes comprobaciones:
· Determinar los plazos medios de tramitación de los expedientes desde la orden de iniciación del expediente hasta la entrega de los bienes. Analizar los plazos intermedios más significativos en cada uno de los regímenes de adquisición, que podrían ser los transcurridos entre algunos de los siguientes actos del procedimiento de tramitación:

· Orden de iniciación del expediente.

· Aprobación del gasto.

· Publicación de la licitación, en su caso.(1)

· Adjudicación por el órgano de contratación.(1)

· Constitución de la fianza definitiva.(1)

· Formalización del contrato.(1)

· Solicitud de los bienes a la SGC.(2)

· Recepción de los bienes.

(1)  suministros en general

(2)  adquisición centralizada

· En relación con la adjudicación de los contratos de suministros en general:






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Determinar los principales participantes en las licitaciones de concursos y analizar su posible vinculación.

· Valorar, en términos de objetividad y transparencia, los criterios aplicados para la evaluación de ofertas: ponderación de la oferta económica y técnica sobre el total, definición de bajas temerarias, establecimiento de umbrales mínimos y máximos en alguno de los criterios, etc.

· De los expedientes adjudicados mediante el procedimiento negociado obtener y valorar la información siguiente:

· Circunstancias que se han justificado, en cada uno de los expedientes, para el empleo de este procedimiento de adjudicación.

· Número de ofertas solicitadas.

· Reiteración en las empresas seleccionadas para participar en el procedimiento de adjudicación.

· Para los expedientes adjudicados mediante el procedimiento restringido determinar, en virtud del objeto de los contratos, los criterios con arreglo a los cuales se han cursado las invitaciones a participar en el procedimiento y los empresarios que han resultado invitados en reiteradas ocasiones por el órgano de contratación. Valorar esta información en relación con la obtenida de los principales adjudicatarios en el procedimiento restringido.

· Comprobar si existen compras de bienes cuya uniformidad ha sido declarada por el Ministerio de Economía y Hacienda y, sin embargo, no han sido adquiridos a través de la Subdirección General de Compras de la Dirección General del Patrimonio (DGP).

· Verificar si existen expedientes de contratación de suministros que por la naturaleza del objeto del contrato no deberían haberse calificado de inversiones.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Recabar los informes presentados para justificar la necesidad de las inversiones y evaluar la suficiencia de las razones alegadas para promover la adquisición.

· Analizar la necesidad real de las inversiones realizadas en activos tales como mobiliario, equipos informáticos, aplicaciones informáticas, elementos de transporte, etc. Para ello, en relación con las adquisiciones del período incluidas en la muestra seleccionada, revisar  aspectos tales como: el tiempo transcurrido desde la fecha de recepción hasta la de entrada en funcionamiento, el grado de obsolescencia de los bienes sustituidos, rotación de los bienes depositados en el almacén,  etc.

4. Para cada uno de los expedientes seleccionados se realizarán las siguientes comprobaciones:
· Que la orden de iniciación del expediente de contratación se ha dictado por el órgano competente y en ella se justifica la necesidad de la adquisición.

· Que existe informe razonado del servicio que promueve la adquisición.

· Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares y está informado por el Servicio Jurídico del Departamento. Si el pliego es tipo, verificar que el contrato es  de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.(*)

· Que existe pliego de prescripciones técnicas particulares a las que ha de ajustarse la ejecución del contrato. (*)

· Que la obligación o gasto se genera por órgano competente.(*)

· Que el órgano de contratación está asistido, para la adjudicación de los contratos, por una Mesa de Contratación constituida conforme a lo dispuesto en los artículos 82.1 de la LCAP y 22 del Real Decreto 390/1996.

· Que se ha garantizado el principio de publicidad, mediante la estricta observancia de los plazos y conforme al contenido y modelos establecidos en el artículo 24 del Real Decreto 390/1996. 






PRUEBAS DE AUDITORIA




Verificar, asimismo, que los límites cuantitativos se ajustan a la normativa vigente. (Para el período 1996-1997, ver Orden de 11 de abril de 1996).

· Que los criterios de adjudicación garantizan la libertad de concurrencia y se ajustan a las disposiciones de la LCAP y normativa reglamentaria.(**)

· Para los contratos adjudicados por el procedimiento negociado sin publicidad, al amparo de lo dispuesto en el artículo 183.i) (presupuesto inferior a 2 millones de pesetas o a 3 millones en los supuestos del artículo 173.1), comprobar la posible existencia de fraccionamiento, con objeto de disminuir la cuantía del contrato y eludir así el procedimiento o forma de adjudicación que correspondería.

Para ello, por ejemplo, pueden obtenerse los mandamientos de pago expedidos a favor del adjudicatario en fechas próximas, con similar aplicación presupuestaria y, sin embargo, imputados a diferentes contratos e investigar la naturaleza  del objeto de estos contratos.

· Que se ha notificado a los licitadores y publicado, en su caso, el acuerdo de adjudicación.

· Que la capacidad y personalidad del adjudicatario se ajustan a los requisitos establecidos en los artículos 15 al 24 de la LCAP y artículos 4 al 14 del Real Decreto 390/1996.

· Comprobar la devolución de las garantías provisionales y la constitución efectiva de la definitiva, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo III del Real Decreto 390/1996.

· Que se ha registrado el compromiso de gasto por el importe de la adjudicación, con expedición y registro de los correspondientes documentos contables.

· Que el contenido del contrato se ajusta al del pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha formalizado en documento administrativo en el plazo de un mes desde la notificación de la adjudicación.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que los bienes han sido entregados por el contratista en el tiempo y lugar fijados en el contrato y de conformidad con las prescripciones técnicas y cláusulas administrativas.

· Que existe acta de recepción del suministro suscrita, si es necesario, por el Interventor correspondiente.(*)

· En caso de que se hayan realizado abonos a cuenta, verificar que existe la conformidad de los servicios competentes con el suministro realizado y que se aporta factura.(*)

· Que el pago de la Administración se efectúa dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la expedición de los documentos que acreditan la realización total o parcial del contrato o, en su defecto, se ha previsto el abono de intereses de demora o indemnización.(**)

· Que la factura del adjudicatario reúne los requisitos exigidos por el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, y sus posteriores modificaciones, sobre la obligación de expedir facturas por empresarios y profesionales.(*)

· En los contratos en que se haya producido revisión de precios, comprobar que ésta se ajusta a los requisitos de los artículos 104 de la LCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares. (*)

5. En los expedientes de adquisiciones centralizadas a través de la SGC, además de los extremos señalados en el apartado anterior que le sean de aplicación, comprobar:
· Que se ha efectuado la retención de crédito y la fiscalización y aprobación del gasto.(*)

· Que el centro gestor ha efectuado la petición de bienes a la SGC de la DGP.

· Que existe comunicación de la DGP sobre la propuesta de adquisición, dando orden al contratista para que suministre los bienes.(*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




6. Para las adquisiciones de equipos y sistemas para el tratamiento de la información, cuya competencia está atribuida a la DGP, realizar las comprobaciones señaladas anteriormente y adicionalmente las siguientes:
· Que los contratos tienen por objeto bienes informáticos en los que el precio de su  unidad central de proceso sea superior a diez millones de pesetas.

· Que el pliego de cláusulas administrativas particulares redactado por el Departamento Ministerial ha sido informado por la Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI), o en su caso, por la Comisión Ministerial de Informática.

· Que el gasto ha sido aprobado y fiscalizado.

· Que el pliego de cláusulas administrativas ha sido informado por el Servicio Jurídico y aprobado por el Director General de la DGP.

· Que en el procedimiento de adjudicación se han observado las siguientes especialidades:

· La Mesa de Contratación es la de la SGC y en ella figura un funcionario del Departamento interesado.

· Una vez concluido el acto de licitación las ofertas se remiten a la CIABSI o, en su caso, a la Comisión Ministerial de Informática, para su estudio e informe.

· Que existe un plazo de garantía de un año y el adjudicatario ha suscrito un contrato de mantenimiento por un período mínimo de dos años.






C.
Contratación de consultoría y asistencia, servicios y trabajos específicos y concretos no habituales
La finalidad que se persigue con estas pruebas es evaluar la gestión en materia de contratación y tramitación de expedientes y comprobar que la actividad contractual se ajusta a la normativa aplicable.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener detalle de los expedientes de contratación de consultoría y asistencia, de servicios y de trabajos específicos y concretos no habituales, imputados al capítulo de Inversiones y tramitados en el período analizado. Clasificarlos atendiendo al objeto del contrato: elaboración de proyectos de obra, dirección, control y supervisión de la ejecución de obras, elaboración de planes, informes y proyectos, desarrollo a medida de programas de ordenador, etc.
2. En relación con todos los contratos adjudicados en el período, obtener información de los siguientes aspectos:
· Presupuesto de adjudicación, anualidades previstas, en su caso, y obligaciones reconocidas. Esta información, en la medida de lo posible, se contrastará con los datos contables.

· Importancia relativa de los contratos menores.

· Evolución mensual de la actividad contractual para los diferentes tipos de contratos.

· Informes elaborados por los servicios interesados en la celebración de estos contratos. Se analizará la necesidad y razones alegadas para la contratación: insuficiencia, falta de adecuación o conveniencia de no ampliación de los medios personales y materiales con que cuenta la Administración para cubrir las necesidades que se trata de satisfacer.

· Procedimientos y formas de adjudicación empleados en los diferentes tipos de contratos determinados en el apartado anterior. 

· Importancia relativa de los adjudicatarios. Se trata de determinar los principales adjudicatarios de estos contratos y su reiteración. Este aspecto es importante que se ponga en relación con el procedimiento de contratación empleado, en especial, en los procedimientos restringidos y negociados.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· De los expedientes adjudicados mediante el procedimiento negociado obtener y valorar la información siguiente:

· Principales circunstancias que se han justificado en cada uno de los expedientes para el empleo de este procedimiento de adjudicación.

· Número de ofertas solicitadas.

· Reiteración en las empresas seleccionadas para participar en el procedimiento de adjudicación.

· Para los expedientes adjudicados mediante el procedimiento restringido determinar, en virtud del objeto de los contratos, los criterios con arreglo a los cuales se han cursado las invitaciones a participar en el procedimiento y los empresarios que han resultado invitados en reiteradas ocasiones  por el órgano de contratación. Valorar esta información en relación con la obtenida de los principales adjudicatarios en el procedimiento restringido.

· En los contratos de consultoría y asistencia que tengan por objeto la dirección, control o supervisión de las obras, investigar la posible vinculación de los adjudicatarios con las empresas adjudicatarias de los correspondientes contratos de obras.

· En los expedientes calificados para su tramitación de urgentes se analizarán:

· Las razones alegadas por el órgano de contratación para la utilización de este procedimiento.

· Los plazos de inicio de la ejecución del contrato desde la fecha de adjudicación.

· Analizar los sistemas de determinación del precio de estos contratos, contenidos en los respectivos pliegos de cláusulas particulares: aplicación de honorarios profesionales según tarifa, precios referidos a unidades de obra o de tiempo, etc.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Valorar en términos de objetividad y transparencia los criterios establecidos para la evaluación de ofertas: ponderación de la oferta económica y técnica sobre el total, definición de bajas temerarias, establecimiento de umbrales mínimos y máximos en alguno de los criterios, etc.

Cuando los registros del gestor no permitan obtener la información solicitada o el número de expedientes sea muy elevado, el estudio se limitará a la muestra seleccionada.

3. Partiendo de la relación de expedientes de contratación tramitados en el período analizado, seleccionar una muestra significativa, teniendo presentes las conclusiones obtenidas en el apartado anterior, y realizar las siguientes verificaciones:
· Que la orden de iniciación del expediente de contratación se ha dictado por el órgano competente.

· Que existe el informe exigido en el artículo 203.1 de la LCAP, emitido por el servicio interesado en la celebración del contrato. Dicho informe deberá ser suficientemente detallado y razonado. (*)

· Que el objeto del contrato está perfectamente definido de manera que permita la comprobación del exacto cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones (*) y el régimen jurídico aplicable según se trate de un contrato de consultoría y asistencia, de servicios o trabajos específicos y concretos no habituales (al efecto debe tenerse en cuenta la delimitación negativa recogida en el artículo 201.4 de la LCAP).

· Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares y está informado por el Servicio Jurídico del departamentos el pliego es tipo, verificar que el contrato es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.(*)

· Que existe pliego de prescripciones técnicas particulares a las que ha de ajustarse la ejecución del contrato. (*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que la obligación o gasto se genera por órgano competente.(*)

· Que el órgano de contratación está asistido para la adjudicación de los contratos por una Mesa de Contratación  constituida conforme a lo dispuesto en los artículos 82.1 de la LCAP y 22 del Real Decreto 390/1996. Si el contrato no se adjudica de acuerdo con la propuesta de la Mesa de Contratación, que existe decisión motivada del órgano de contratación. (*)

· Que se ha garantizado el principio de publicidad mediante la estricta observancia de los plazos exigidos por la normativa vigente y conforme al contenido y modelos establecidos en el artículo 24 del Real Decreto 390/1996. Verificar, asimismo, que los límites cuantitativos se ajusten a la normativa vigente. (Para el período 1996-1997, ver Orden de 11 de abril de 1996).

· Comprobar que los criterios de adjudicación garantizan la libertad de concurrencia y se ajustan a las disposiciones de la LCAP y normativa complementaria. (**)

· Para los contratos adjudicados por el procedimiento negociado sin publicidad, al amparo de lo dispuesto en el artículo 211.h) (presupuesto inferior a 2 millones de pesetas o a 1 millón en los contratos de trabajos específicos y concretos no habituales), comprobar la posible existencia de fraccionamiento del objeto del contrato, para disminuir la cuantía del mismo y eludir así el procedimiento o forma de adjudicación que correspondería. 

Para ello, por ejemplo, pueden obtenerse los mandamientos de pago expedidos a favor del adjudicatario en fechas próximas, con similar aplicación presupuestaria y, sin embargo, imputados a diferentes contratos e investigar la naturaleza  del objeto de estos contratos.

· Que se ha notificado a los licitadores y publicado, en su caso, el acuerdo de adjudicación.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Comprobar la capacidad y personalidad del adjudicatario, de acuerdo con lo establecido en la LCAP y en el Real Decreto 390/1996, y, en su caso, que la clasificación del adjudicatario concuerda con la exigida en el pliego de cláusulas administrativas particulares.(*)

· Que la empresa ha prestado la garantía definitiva, salvo que esté debidamente justificada la dispensa en el pliego. (*)

· Que se ha registrado el compromiso de gasto por el importe de la adjudicación, con expedición y registro de los correspondientes documentos contables.

· Que el contenido del contrato se ajusta al del pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha formalizado en documento administrativo en el plazo de un mes desde la notificación de la adjudicación.

· Que el plazo de vigencia de los contratos se encuentra dentro de los límites legales previstos: dos años para trabajos específicos y concretos no habituales y cuatro años, prorrogabais hasta seis, para los de consultora y asistencia y los de servicios.

· Que la ejecución del contrato se ajusta a las condiciones y plazos establecidos en el pliego de cláusulas administrativas.

· Que la recepción de la prestación se produce conforme a las disposiciones generales contenidas en el artículo 111 de la LCAP.

· En relación con el abono total o pago de la liquidación se comprobará:

· Que existe certificación o acta de recepción de los trabajos.(*)

· Que la factura reúne los requisitos exigidos por el Real Decreto 2402/85, de 18 de diciembre, y sus posteriores modificaciones, sobre la obligación de expedir facturas por empresarios y profesionales.(*)






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Que es correcta la retención del IRPF y su contabilización en el correspondiente concepto extrapresupuestario.

· En el caso de abonos a cuenta comprobar que están previstos en el pliego, que existe certificación del órgano competente valorando el trabajo parcial, que se ha prestado la correspondiente garantía y que el adjudicatario aporta factura.(*)

· En los contratos en que se haya producido revisión de precios, comprobar que ésta se ajusta a los requisitos de los artículo 104.1 y 2 de la LCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares. (*)






D.
Contratos Patrimoniales: adquisición de bienes inmuebles

Todo Departamento Ministerial que tiene la necesidad de hacer adquisiciones de bienes inmuebles debe realizar una serie de actuaciones preparatorias como la de generar la propuesta de adquisición y la correspondiente autorización del gasto, pero a partir de aquí hay que distinguir:

1. Adquisiciones de edificios, ya sean mediante procedimiento de concurso o negociado, donde las actuaciones posteriores corresponden a la Dirección General de Patrimonio.

2. Adquisición de terrenos por el procedimiento de concurso o negociado, en que la competencia para realizar las actuaciones posteriores corresponde al Departamento interesado.

Por tanto, el control financiero en materia de adquisición de inmuebles en cada Departamento Ministerial, con independencia del control financiero que se efectúe en la Dirección General de Patrimonio, se centrará:

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. En relación con la adquisición de edificios, se comprobará:
· La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se propone.(*)

· Que la propuesta de adquisición y la autorización del gasto se genera por el Departamento interesado.(*)

· Que existe acuerdo de adquisición por el Ministro de Economía y Hacienda o la autoridad en quien tenga delegada la competencia, e informe del Servicio Jurídico. (*)

· Que se ha registrado el compromiso de gasto por el importe de la adquisición.

2. En relación con la adquisición de terrenos no destinados a la construcción de edificios se comprobará:
· La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se propone.(*)

· Que la propuesta de adquisición y la autorización del gasto se genera por el Departamento interesado.

· Que existe informe del Servicio Jurídico. (*)

· Cuando la adquisición se realice mediante el procedimiento de concurso:

· Pliego de condiciones del concurso, informado por el Servicio Jurídico del Departamento.(*)

· Convocatoria y publicación del concurso.

· Adjudicación provisional del concurso por la Mesa de Contratación debidamente constituida.

· Aprobación del acuerdo de adquisición por Resolución del Ministerio interesado.

· Cuando la adquisición se realice mediante el procedimiento negociado:

· Que existe un informe, previo al acuerdo, de la IGAE y de la DGP.

· Que la autorización del procedimiento de adjudicación ha sido acordada por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.(*)






E.
Ejecución de obras, trabajos de consultoría y asistencia, servicios y fabricación de bienes muebles por la propia Administración

Evaluar la gestión de las inversiones ejecutadas por la propia Administración y comprobar que la actividad desarrollada se ajusta a la normativa vigente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Obtener detalle de los expedientes de gasto en inversiones ejecutadas por la propia Administración, tramitados en el período analizado, y clasificarlos atendiendo a la naturaleza de la inversión.
Para todos los expedientes tramitados en el período, cualquiera que sea la fase de ejecución de las inversiones, se realizarán las comprobaciones siguientes:

· Que concurren algunas de las circunstancias contempladas por la LCAP en el artículo 153.1, si se trata de ejecución de obras, y en los artículos 195.1 y 195.3 para el resto de inversiones ejecutadas por la propia Administración.

· Para cada uno de los proyectos habrá que determinar el importe del presupuesto total que ha sido adjudicado a colaboradores. Este aspecto es especialmente importante que se analice en los expedientes en que la causa para la utilización del procedimiento de ejecución por la Administración haya sido que ésta dispone de medios personales o materiales.

· En relación con los contratos de colaboración adjudicados a empresarios particulares, habrá que analizar, entre otros, los siguientes aspectos:

· Objeto e importe de los contratos formalizados.

· Los principales adjudicatarios de estos contratos, así como su reiteración.

· Los procedimientos y formas de adjudicación empleados.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Criterios para la fijación del precio del contrato.

· Adecuación a la normativa aplicable. Para ello, se realizarán algunas de las pruebas indicadas en los apartados anteriores
2. Comprobar que la tramitación de los expedientes de gasto se ajusta a la legislación vigente. Para ello, se verificará:
· Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede.(*)

· Que el expediente de la inversión ha sido aprobado por el órgano a quien corresponde la aprobación del gasto.

· La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se propone. En su caso, cumplimento de los requisitos del artículo 61 del T.R.L.G.P. (*)

· Que la obligación o gasto se genera por órgano competente.(*)

· Expedición y registro de los correspondientes documentos contables.

· Que existe acta de replanteo previa, firmada, si procede, por el jefe de servicio correspondiente.(*)

· Que el abono de los gastos se ha realizado tras la presentación de los oportunos justificantes: facturas de suministros, nóminas de personal, facturas de colaboradores, relaciones valoradas de las unidades de obra o tiempo ejecutadas según los casos, etc.

· Reconocimiento y comprobación material de la inversión realizada.






F.
Gestión de inventarios: bienes muebles
PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Análisis de los procedimientos administrativos y de gestión establecidos por el centro gestor para la elaboración de sus inventarios. Se deberán considerar los aspectos siguientes:
· Las distintas unidades que tienen competencia en materia de gestión de inventarios.

· Listados de inventario existentes e información disponible de cada uno de los elementos inventariados: identificación clara y precisa de las características, localización y unidad o servicio al que se encuentra adscrito cada uno de los artículos.

· Si están claramente definidos los criterios para atribuir a los bienes la naturaleza de inventariables, como pueden ser: su cuantía, su encuadre en determinados conceptos, etc.

· Sistema empleado para la identificación física de los elementos inventariados.

· Si se han impartido las instrucciones necesarias para comprobar periódicamente la existencia física de los bienes inventariables al objeto de actualizar los inventarios. Estas instrucciones han de contemplar al menos los siguientes aspectos:

· Los mecanismos necesarios para la toma de datos: qué artículos deben ser inventariados y cuales no, los procedimientos que se deben emplear, etc.

· Las competencias para la realización y supervisión de los trabajos de recuento.

· La fecha y periodicidad de su realización.

· El análisis de las diferencias que pudieran surgir como consecuencia del recuento, su aprobación y, en su caso, la rectificación del inventario.






PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Determinar los procesos para la captura de datos y los sistemas de control establecidos para asegurar que las altas y bajas han quedado debidamente registradas. Entre otros extremos, se verificará:
· La existencia de instrucciones en cuanto a pedido, recepción, inspección y registro en inventario de adquisiciones, así como de un sistema para proceder a la enajenación y retiro de un bien inventariado.

· Que la tramitación y registro de las altas y bajas de bienes inventariables que dan lugar a apuntes en el inventario están perfectamente documentados, con referencia expresa a la autorización y normativa aplicables.

· La suficiencia de los medios para asegurar que toda compra recepcionada  y que toda enajenación o retiro fueron realmente incluidos como altas o bajas.

· Controles realizados sobre partidas retiradas o abandonadas.

· En caso de existir un almacén de recepción de bienes, solicitar información sobre los registros y controles que esta unidad mantiene, así como de los medios establecidos para que sus datos lleguen a los registros de inventarios.

3. Realizar las pruebas de cumplimiento necesarias para constatar la integridad de los inventarios disponibles. El trabajo a realizar será el siguiente:
· Obtener copia de los listados de inventario y comprobar que, al menos, para cada una de las categorías de bienes, incluyen: código de identificación, número de unidades, situación, valoración y todas las descripciones necesarias para su fácil identificación.

· Comprobar si los listados están recopilados, sumados y resumidos correctamente.

· Comprobar que los listados están correctamente clasificados, según la naturaleza del bien.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· De los listados de inventario, seleccionar una serie de elementos, a fin de efectuar su inspección en las dependencias en las que según el listado se encuentran situados.

Durante la inspección física, seleccionar algunos bienes de naturaleza inventariable para posteriormente verificar su inclusión en los listados facilitados.
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Para efectuar una aproximación al contenido de esta área, hay que señalar que, bajo la rúbrica de operaciones financieras, se han incluido los gastos comprendidos en los capítulos 3, 8 y 9 del presupuesto. La Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos, delimita los mismos del siguiente modo:

Capítulo 3, Gastos Financieros: “Carga financiera por intereses, incluidos los implícitos, de todo tipo de deudas emitidas, contraías o asumidas por el Estado, Organismos autónomos o Entes públicos, tanto en moneda nacional como en moneda extranjera, cualquiera que sea la forma en que se encuentren representadas ...”.

Capítulo 8, Activos financieros: “Comprende los créditos destinados a la adquisición de activos financieros, que puedan estar representados en títulos valores, anotaciones en cuenta, contratos de préstamo..., así como los destinados a la constitución de depósitos y fianzas”.

Capítulo 9, Pasivos financieros: “Amortización de deudas emitidas, contraídas o asumidas por el Estado, Organismos autónomos o Entes públicos, tanto  en moneda nacional o en moneda extranjera a corto y largo plazo, por su valor efectivo, aplicando los rendimientos implícitos al capítulo 3”.

Asimismo, se incluyen bajo la rúbrica de operaciones financieras las operaciones inversas de las anteriores, contenidas en los artículos 50 a 53 y capítulos 8 y 9 del presupuesto de ingresos.

No obstante, se ha creído conveniente limitar el estudio de las operaciones financieras a aquellos supuestos más característicos y que puedan afectar a un mayor número de órganos gestores. En concreto, este trabajo se ha centrado en:

· Contrato de préstamo, en su doble tratamiento: como gasto, a través de la concesión de préstamo y de las futuras obligaciones de reembolso por parte del prestatario, y como ingreso, por los préstamos recibidos y por los recursos obtenidos por el prestamista con ocasión del reintegro del préstamo, susceptible de provocar la generación de crédito.

También se ha incluido el examen de los gastos e ingresos incurridos en la práctica de estas operaciones.

· Operaciones con títulos representativos de capital. En especial, las pruebas que se han propuesto para este análisis han incidido en el ámbito financiero, sin entrar en el análisis de la oportunidad y criterios de gestión que han decidido la realización de estas inversiones mediante la compra de acciones o su posterior enajenación.

· Dentro del ámbito del endeudamiento, además de los préstamos, se han analizado la concesión y autorización de avales que, si bien no tienen una trascendencia patrimonial inmediata, pueden ocasionar incidencias en un futuro que aconsejan un debido control de estas operaciones.

Se han omitido aquellas operaciones de endeudamiento que conciernen exclusivamente a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, como son, por ejemplo, las emisiones en masa de Deuda Pública, por su régimen específico.

Tampoco se incluye en esta área, a pesar de su clasificación presupuestaria en los capítulos 8 y 9 del presupuesto, los depósitos y fianzas, ya que su constitución y posterior devolución se analizan en las áreas de gastos corrientes en bienes y servicios y de inversiones, como un requisito previo a la licitación y adjudicación de los contratos, al entender que el ámbito contractual es el idóneo para su examen. Además, las operaciones de su ingreso, custodia y reembolso material son competencia, en la esfera estatal, de la Caja General de Depósitos y, por tanto, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera. Respecto de los intereses de depósitos, se ha considerado oportuno efectuar su tratamiento en el área de tesorería.

Una particularidad importante que presenta el área de operaciones financieras, y que debe ser tenida en cuenta por el auditor, es consecuencia de la significativa diferencia en la tramitación de los expedientes, derivada de la atribución de competencias, según que el órgano a controlar pertenezca a Servicios de la Administración del Estado o se trate de un Organismo autónomo administrativo, como se comenta en la presentación de cada uno de los supuestos analizados.

Por último, cabe señalar que, entre los puntos indicados en las pruebas de auditoría. se incluyen aquéllos que están sometidos a fiscalización previa; en ese caso, se identifica dicho extremo con un asterisco (*).


NORMATIVA GENERAL

· Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

· Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.

· Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

· Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desarrollo parcial de la Ley 13/1995.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Resolución de 18 de junio de 1997, de la Dirección General de Presupuestos en la que se establecen los códigos  que definen la estructura económica de los presupuestos para 1998.

· Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95.3 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, respecto al ejercicio de la función interventora.

PARTICIPACIONES EN CAPITAL

· Decreto 1022/1964, de 15 de abril, por el que se aprueba el Texto articulado de la Ley de Bases del Patrimonio del Estado.

· Decreto 3588/1964, de 5 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de Patrimonio del Estado.

· Orden de 9 de junio de 1989, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de contabilidad de la cartera de valores de la Administración del Estado.

· Real Decreto legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas.

PRESTAMOS

· Ley de Presupuestos Generales del Estado del año correspondiente, en la que se incorporan las autorizaciones para operaciones de crédito.

· Normas que regulen autorizaciones y condiciones específicas de préstamos.

AVALES

· Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos.

· Ley de Presupuestos Generales del Estado del año correspondiente, en la que se establece el límite máximo del importe de los avales.


OBJETIVO GENERICO

El objetivo de este trabajo será comprobar que los procesos de constitución, seguimiento y cancelación de los activos y pasivos financieros, así como la tramitación de los expedientes se adecuan a la normativa vigente, que los fondos se han aplicado a los fines previstos y que la actividad económico-financiera se ha realizado conforme a los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Revisar los sistemas y procedimientos de gestión establecidos, evaluando su adecuación a los principios de eficiencia y economía en la gestión de los recursos públicos.

2. Evaluar el grado de realización de las actuaciones previstas analizando las causas, internas o externas a la gestión, que han influido en los resultados obtenidos.

3. Comprobar que las actuaciones financieras del centro gestor se ajustan a la normativa vigente.

4. Comprobar que las operaciones financieras se hayan debidamente registradas, incluidos los gastos y rendimientos que originan.

5. Verificar que los prestatarios reúnen los requisitos exigidos y han cumplido las obligaciones estipuladas en los respectivos contratos.

6. Analizar la razonabilidad de las inversiones financieras en base a criterios de necesidad y eficiencia, en relación con las diferentes alternativas posibles.


I. PRESTAMOS

En este apartado del área de operaciones financieras se analizan los préstamos en su doble perspectiva, como activos y pasivos financieros. En ambos casos se contempla el proceso completo, desde su constitución hasta su cancelación, incluidos los gastos o ingresos que puedan derivarse de estos procesos.

Así, hay que distinguir:

· Préstamos concedidos: activos que generan derechos a favor de la Administración mediante la suscripción de un contrato de préstamo por el que se pone a disposición del prestatario, que puede pertenecer o no al Sector Público, una cierta cantidad de dinero que éste se compromete a reembolsar y a satisfacer, en su caso, los correspondientes intereses.

En el análisis de los préstamos se han excluido los anticipos a funcionarios que se recogen en el subconcepto 08: Familias e Instituciones sin fines de lucro, dentro del concepto 830: Préstamos a corto plazo, al considerar que su verificación, por razón de su naturaleza, debe realizarse en el área de personal.

· Préstamos recibidos: pasivos de Organismos autónomos administrativos surgidos como consecuencia de la obtención de capitales ajenos a través de un contrato de préstamo, mediante el cual el prestamista se compromete a poner a su disposición una cierta cantidad de dinero en una fecha determinada, comprometiéndose aquéllos a su devolución en fecha prefijada, así como al abono de los correspondientes rendimientos.

Como se puede observar, se ha omitido el estudio de los préstamos recibidos por los Servicios del Estado, ya que forman parte del concepto de endeudamiento, siendo su gestión competencia exclusiva de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

En este apartado hay que destacar el protagonismo que asume el principio de reserva de ley, ya que en el artículo 101.2 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria se establece que “la creación de la Deuda Pública, tanto del Estado como de los Organismos autónomos, habrá de estar autorizada por Ley que, sin perjuicio de fijar cualesquiera otras características de la Deuda a crear, deberá señalar el importe máximo autorizado”. Esta exigencia constituye una comprobación esencial a realizar dentro de las pruebas de legalidad.

El contrato de préstamo tiene la naturaleza de contrato privado, al quedar excluido del ámbito de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, según su artículo 3, apartado uno K) modificado por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

El contrato de préstamo no está incluido en los tipos de expedientes de gasto susceptibles de fiscalización limitada previa, según el Acuerdo de Consejo de Ministros de 29 de julio de 1994 por el que se da aplicación a la previsión del artículo 95 del Texto Refundido de la ley General Presupuestaria, razón por la que los requisitos de legalidad habrán sido ya revisados al estar sometidos a fiscalización plena.

En el bloque de pruebas del procedimiento de gestión adquieren una especial relevancia las encaminadas a evaluar la diligencia del gestor en el seguimiento y posterior cobro de los reembolsos de préstamos concedidos, que podrán dar lugar a generaciones en los créditos del presupuesto de gastos destinados a la concesión de nuevos préstamos, siempre que lo autoricen los titulares de los Departamentos Ministeriales, previo informe de la Intervención delegada competente en cada Departamento y Organismo (artículos 69.1.b) y 71 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria).

Dentro del ámbito económico-financiero, si bien no es objeto de esta Guía enjuiciar la contabilidad del centro gestor, se propone la realización de pruebas cuyo objeto es obtener evidencia de que la información y registros auxiliares que facilita el gestor para efectuar el control recogen el total de la posición activa o pasiva originada por contratos de préstamos, mediante su comparación con los estados contables.

A. PRESTAMOS CONCEDIDOS
Las pruebas 1 a 4 que a continuación se describen tienen por objeto la realización de un seguimiento de la ejecución presupuestaria de los artículos del presupuesto de gastos en los que se han de registrar los préstamos concedidos. Para poder formular una interpretación íntegra, es conveniente realizar exclusivamente estas pruebas para la emisión del informe anual.

Las pruebas descritas en los apartados siguientes, puntos 5, 6, 7 y 8, tienen por objeto conocer la normativa específica reguladora de las condiciones para la concesión de préstamos, así como analizar y evaluar el procedimiento de gestión aplicado por el centro gestor, determinando su idoneidad bajo los principios de una buena gestión y su adecuación a la normativa aplicable.

Para ello, se proponen una serie de aspectos que deberán tenerse en cuenta en la definición y valoración del procedimiento realmente aplicado, sin perjuicio de que en cada caso concreto puedan establecerse otras cuestiones en orden a determinar el proceso completo.

Lógicamente habrá que asegurarse de la efectiva aplicación del procedimiento y de la eficacia de los controles que garantizan su aplicación, por lo que será necesario realizar pruebas de cumplimiento, que se definirán una vez que se conozca detalladamente el procedimiento.

Es probable que ni la normativa reguladora ni el procedimiento seguido varíen sustancialmente en el tiempo. Por lo tanto las pruebas anteriormente mencionadas serán realizadas minuciosamente al efectuar el control por primera vez y, en controles sucesivos, bastará con ratificar su vigencia.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Confeccionar un cuadro a nivel de concepto o subconcepto presupuestario de los artículos 82 y 83 (en este último excluir del subconcepto 08, “Familias e instituciones sin fines de lucro”, los préstamos concedidos al personal, al ser objeto de verificación en el área de personal), con los siguientes datos obtenidos del  Sistema de Información Contable:
a) Obligaciones reconocidas en el ejercicio anterior.

b) Créditos iniciales del ejercicio.

c) Importe neto de modificaciones presupuestarias.

d) Créditos definitivos del ejercicio.

e) Obligaciones reconocidas del ejercicio.

f) Créditos iniciales del ejercicio siguiente.

2. Con la información del punto anterior, proceder al cálculo de los siguientes ratios:
a) Grado de cobertura del presupuesto (b/a)

b) Porcentaje de modificaciones(c/b)

c) Grado de ejecución del presupuesto (e/d)

d) Grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente (f/e).

3. Analizar la tendencia del gasto en base a los ratios de cobertura presupuestaria obtenidos:
· Ponderar los ratios a) y d) de cobertura presupuestaria:

· Si el ratio es menor que uno explicar los motivos de esta minoración de los créditos (reajustes presupuestarios, menor importe de los gastos a partir del ejercicio correspondiente, etc.).






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Si el ratio es mayor que uno analizar el motivo del incremento de los créditos iniciales (presupuesto incrementalista o aumento de las cargas a financiar en el período...).

4. Evaluar el ratio b) de porcentaje de modificaciones obtenido anteriormente. En caso de que se considere significativo, desglosar el importe global de las modificaciones según su naturaleza y comentar sus causas.
5. Proceder al estudio de la normativa en base a la cual el Centro concede los préstamos.
Clasificar las diferentes modalidades de los mismos atendiendo a su finalidad. Describir para cada una de ellas los siguientes aspectos:

· Características del préstamo: importe, tipo de interés, plazos y condiciones previas de pago al prestatario, plazos de reembolso, garantías, etc...

· Características del prestatario: identificación, requisitos que debe cumplir, etc.

· Tramitación de solicitudes.

· Otros aspectos que permitan conocer aspectos primordiales de los préstamos concedidos.

6. Obtener la descripción del procedimiento administrativo y de gestión empleado por el órgano gestor.
Si el gestor dispone de manuales, bastará confirmar su vigencia y aplicación con los responsables.

Si por el contrario no se dispone de manuales escritos, habrá que definir el procedimiento mediante entrevistas con el personal responsable de cada departamento que intervenga en el proceso.

En cualquier caso los aspectos que deberán definirse son, al menos, los siguientes:






PRUEBAS DE AUDITORIA




a) Actuación y departamentos que intervienen en las distintas fases del procedimiento:

· Tramitación de la solicitud.

· Verificación de los requisitos exigidos para la otorgación del préstamo.

· Evaluación.

· Concesión.

· Contabilización.

· Seguimiento durante el período de vigencia del préstamo.

· Control de los reembolsos (tanto de la amortización del principal como de los intereses). Comprobar si se comunica previamente el vencimiento al deudor, dando instrucciones claras de cómo proceder al ingreso.

b) Autoridad u órgano competente para la autorización de la concesión inicial y modificaciones posteriores.

c) Existencia de registros auxiliares extracontables. Indagar acerca de la información que los mismos contienen y si se actualizan.

7. Comprobar, mediante la realización de pruebas de cumplimiento, la aplicación real de los procedimientos descritos en el punto anterior, previa selección de una muestra de expedientes.
8. Evaluar el procedimiento descrito y comprobado anteriormente. Los aspectos a valorar serán, al menos, los siguientes:
a) Su adecuación a la normativa vigente.

b) Si existen deficiencias que repercutan en una correcta gestión, tales como:

· Actuaciones duplicadas.

· Demoras injustificadas en la tramitación.

· Trámites innecesarios, etc.

c) Existencia de una adecuada segregación de funciones, al menos, en las siguientes tareas:






PRUEBAS DE AUDITORIA




· El responsable de verificar los requisitos exigidos debe ser diferente del que otorga la concesión.

· El departamento gestor de la concesión y el del control posterior del préstamo deben ser independientes del departamento contable.

· El departamento que supervisa los reembolsos de préstamos debe ser diferente al de contabilidad y al que controla los cobros.

· El responsable de los registros auxiliares no deberá intervenir en otras actuaciones.

d) En cuanto a los registros auxiliares extracontables hay que enjuiciar, entre otros, los siguientes aspectos:

· Integridad: si están registrados todos los préstamos y si contienen los datos imprescindibles para la identificación de los mismos y del prestatario.

· Actualización.

· Criterio de registro.

· Informatización.

e) Si se verifica la finalidad para la cual se concedió el préstamo y los métodos utilizados para ello:

· Comprobaciones materiales.

· Certificaciones de obra.

· Escrituras públicas.






Las pruebas siguientes tiene por objeto el análisis de los aspectos económico, financiero y patrimonial.

Para ello, se propone en primer lugar un análisis global, mediante la comparación de la información suministrada por el departamento gestor con la obtenida directamente de la contabilidad.

Posteriormente, se desciende al análisis individual, mediante la selección de una muestra de expedientes, cuyo tamaño se determinará en función de la evaluación del procedimiento realizada anteriormente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




9. Obtener, del departamento que gestione los préstamos concedidos, un listado en el que aparezcan los préstamos  individualizados, tanto los vivos al inicio del ejercicio como los concedidos en el mismo. El detalle que se debe pedir es el siguiente:
· Descripción del prestatario.

· Fecha de concesión.

· Garantía concedida.

· Importe total concedido.

· Tipo de interés pactado.

· Capital vivo al inicio del período y al final del mismo.

· Período de vencimiento de las amortizaciones y de los intereses.

· Importe de las amortizaciones vencidas en el período, así como de los intereses.

Los datos recogidos deben estar actualizados con las posibles modificaciones aprobadas respecto de las condiciones inicialmente pactadas.

10. Comprobar si la información obtenida en el punto anterior se corresponde con la contabilidad del Centro:
10.1. El importe total de los préstamos concedidos en el año debe cuadrar con el total de obligaciones reconocidas del capítulo 8 del presupuesto de gastos: artículos 82 y 83.

En los Organismos autónomos, además habrá que verificar que el capital vivo al cierre del ejercicio coincide con los saldos de balance a esa misma fecha. Debe atenderse a la clasificación de los créditos, en base al plazo de vencimiento de las amortizaciones.






PRUEBAS DE AUDITORIA




10.2. Las amortizaciones vencidas en el año deben coincidir con los derechos reconocidos del capítulo 8 del presupuesto de ingresos: artículos 82 y 83.

Se ha comentado anteriormente que se precisa, para realizar una buena gestión, la segregación de funciones, concretamente de la concesión y control respecto de la contabilización. Las comprobaciones realizadas en este punto permiten obtener certeza acerca de que se encuentran registrados todos los  créditos originados por la concesión de préstamos, en una doble vertiente: tanto que todos los créditos registrados son ciertos como que todos los que existen se han registrado.

10.3. En cuanto a los intereses devengados, efectuar la comprobación de su importe, distinguiendo:

· Los vencidos en el año, verificando su registro en el capítulo 5 del presupuesto de ingresos: artículo 51.

· Los devengados y no vencidos en el año, cuyo registro se verificará en los saldos de la partida de balance que corresponda, atendiendo a su clasificación en función de que el vencimiento se produzca a largo o corto plazo.

Esta prueba se puede realizar para la totalidad de los préstamos o para una muestra representativa de los mismos, suponiendo que la totalidad sea un número elevado.

11. Del listado obtenido en el punto 9 anterior seleccionar una muestra de préstamos (en caso de que el control se realice por primera vez, se seleccionará del total de préstamos concedidos y en futuros controles, de los concedidos en el período objeto de análisis).
Solicitar el expediente origen de su concesión, obtener fotocopia de los documentos más importantes y archivar para controles sucesivos. Realizar las siguientes comprobaciones:

11.1. Que la solicitud, tramitación y concesión del préstamo se ha realizado de acuerdo a la normativa vigente y al procedimiento administrativo obtenido de los departamentos gestores.






PRUEBAS DE AUDITORIA




Concretamente:
a) Que la solicitud se presentó de acuerdo con los requisitos formales establecidos, en cuanto a: plazos, modelos, datos identificativos del prestatario, de la garantía ofrecida, etc.

b) Que se han efectuado comprobaciones por el centro gestor, dejando constancia formal de las mismas, en cuanto a:

· Verificación de la capacidad jurídica del prestatario para contratar el préstamo.

· Comprobación de la garantía ofrecida, certificación registral, estado de cargas y gravámenes, valoración pericial, etc.

· Se aporta toda la documentación exigida para la concesión, verificando la validez legal de la misma.

c) Que la autorización del préstamo se realiza por autoridad u órgano competente, quedando constancia formal al respecto.

d) Que existe crédito presupuestario.

e) Que la concesión del préstamo se comunica oficialmente y por escrito al solicitante.

f) Tipo de documento en el que se plasma la concesión del préstamo:

· Contrato privado.

· Resolución administrativa.

· Escritura pública.

En cualquier caso, debe constar la aceptación de las condiciones pactadas por el prestatario.
En este punto habrá que señalar y evaluar si se contemplan, además de las condiciones económicas, los siguientes aspectos:
· Posibilidad de reembolsos anticipados.

· Causas de resolución del contrato.

· Existencia de responsables solidarios y/o subsidiarios.






PRUEBAS DE AUDITORIA




11.2. Verificar que las condiciones del préstamo, en cuanto a importe, fechas de vencimientos, etc., reflejadas en el punto 9, son conformes con las pactadas documentalmente.

11.3. En caso de existir posibles modificaciones a las condiciones inicialmente pactadas, habrá que verificar:

· Si se aporta memoria explicativa de las modificaciones.

· Que han sido debidamente autorizadas por el órgano u autoridad competente.

· Que las modificaciones autorizadas cumplen las exigencias de la normativa.

· Si se han comunicado al prestatario y han sido aceptadas por el mismo.

· Si se han comprobado suficientemente con documentación soporte.

11.4. Verificar los movimientos económicos con la documentación soporte:

a) Cantidades entregadas al prestatario: habrá que comprobar la efectividad del pago.

b) Reembolsos del período: habrá que verificar que los cobros comprenden tanto la cantidad que corresponda a amortización del principal como a los intereses vencidos.

Los cobros y pagos deben realizarse con arreglo a lo establecido en el área de tesorería.

El resultado de esta prueba permite enjuiciar el control de reembolsos que ejerce el órgano gestor, ya que se pueden plantear las siguientes situaciones:

· Que el deudor haya efectuado el ingreso en la fecha de vencimiento. En este caso habrá que verificar si se ha procedido a la iniciación del expediente para la generación de crédito, regulada en los artículos 69.1.b) y 71.1.d) del TRLGP.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Si el deudor no ha ingresado los importes vencidos habrá que comprobar que se ha procedido a la tramitación para su cobro en vía ejecutiva, de acuerdo con la normativa vigente.

En este caso, y si el centro gestor es un Organismo autónomo, debe realizarse un estudio del tiempo que transcurre entre la fecha de vencimiento y la de tramitación del expediente.

12. Para los préstamos en que se hayan producido amortizaciones anticipadas, comprobar que están realizadas de acuerdo a las condiciones pactadas en el contrato.
13. Para los préstamos que estén vivos al final del período analizado, proceder a circularizar a los deudores. Esta prueba se puede realizar para el total de préstamos o para una muestra representativa.
13.1. Solicitar al Centro que prepare y firme las cartas de confirmación de saldos, que deben remitirse por correo y contener la siguiente información:

a) Datos de identificación del préstamo:

· Fecha de concesión.

· Total concedido.

· Tipo de interés.

· Capital vivo a la fecha de cierre del ejercicio.

· Fecha de amortización.

b) Datos identificativos del prestatario y prestamista.

c) Intereses devengados en el ejercicio, distinguiendo los vencidos en el mismo de los pendientes de vencimiento.

d) Se debe dejar un apartado para que el deudor consigne otros datos que le puedan resultar de interés.






PRUEBAS DE AUDITORIA




13.2.   Llevar un control de la circularización, consignando los datos de identificación del préstamo, nombre del prestatario y saldos objeto de verificación.

Además, se realizará el control de la circularización en cuanto a: fechas de envío de las cartas, contestaciones recibidas, saldos confirmados por el deudor, saldos disconformes, etc.

13.3. Aquellas contestaciones que sean disconformes deben entregarse al órgano gestor para que aclare las diferencias (conciliación entre los saldos del Centro y los del deudor).

13.4.  Revisar las conciliaciones, previo análisis de las diferencias más significativas y determinar el saldo correcto.






B. PRESTAMOS RECIBIDOS
En este apartado se propone la realización de una serie de pruebas, de índole presupuestaria, del capítulo 9 “Pasivos financieros” (artículos 91 y 93), con objeto de evaluar el grado de realización de las actuaciones previstas.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Confeccionar un cuadro con los datos obtenidos del Sistema de Información Contable, a nivel de concepto o subconcepto presupuestario de los siguientes artículos:
1.1.   Artículos 91 y 93 del presupuesto de ingresos:

a) Previsión inicial.

b) Modificaciones presupuestarias netas.

c) Previsiones definitivas.
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d) Derechos reconocidos netos del ejercicio.

e) Recaudación neta.

1.2.  Con la información del punto anterior, proceder al cálculo de los siguientes ratios:

a) Porcentaje de modificaciones (c/b): en el caso de que resulte significativo, obtener el desglose de las modificaciones y concretar sus causas.

b) Grado de ejecución del presupuesto (d/c): en el caso de que la desviación se considere significativa, obtener explicación de sus causas.

1.3.   Artículos 91 y 93 del presupuesto de gastos:

a) Créditos iniciales del ejercicio.

b) Importe neto de modificaciones presupuestarias.

c) Créditos definitivos del ejercicio.

d) Obligaciones reconocidas del ejercicio.

1.4.  Con la información del punto anterior, proceder al análisis de los ratios detallados en el punto 1.2.






Con las pruebas descritas a continuación se pretende conocer y evaluar el procedimiento seguido por el órgano gestor. Para ello se proponen algunos aspectos considerados de interés, en orden a determinar si el procedimiento es adecuado para la realización de una gestión eficiente.

Es posible que el procedimiento no varíe significativamente de un período a otro por lo que, una vez evaluado en el control que se realice por primera vez, bastará con ratificar su vigencia en controles posteriores.

PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Proceder a la obtención y valoración del procedimiento en la gestión de los préstamos recibidos, desde su contratación hasta la cancelación de los mismos. A continuación se describen , a modo orientativo, determinados puntos de interés en el análisis procedimental:
2.1. Existencia de procedimientos escritos que especifiquen las actuaciones a realizar, tanto de índole administrativa como contable, y los órganos competentes.

2.2. Si el órgano gestor dispone de la información adecuada y necesaria sobre diferentes alternativas posibles en el mercado de financiación.

2.3. Si existen métodos adecuados para el análisis financiero que ayuden a decidir entre las diversas alternativas.

2.4. Existencia de un sistema de autorización y designación de poderes para negociar y concertar préstamos. En qué personas o cargos recaen los mismos (debe exigirse, al menos, la firma de dos personas).

2.5.  Clases de garantías que se ofrecen.

2.6.  En caso de que existan restricciones prefijadas en los acuerdos o contratos, habrá que analizarlas y considerar si son aceptables.

2.7.  Existencia de una correcta segregación de funciones en cuanto a la autorización, control, contabilización y cancelación de los préstamos:

· Las funciones de autorización y control se realizan de forma independiente a las de contabilización.

· Las personas encargadas de realizar el pago de los reintegros son diferentes de las que ejercen el control de los registros.

· Los encargados de los registros extracontables son independientes de los encargados de la contabilidad.
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2.8.  Se efectúa un seguimiento periódico del cumplimiento de las condiciones de los contratos, tanto de las amortizaciones como de los intereses.

2.9. Existencia de registros extracontables adecuados de los préstamos vivos:

· Valorar la información que contienen, así como su actualización.

· Verificar que se concilian periódicamente con los registros contables.

· Investigar si existen cuadros de amortización actualizados de cada préstamo.

Las pruebas siguientes pretenden evaluar las actuaciones realizadas por el Organismo desde el punto de vista económico, financiero y patrimonial, así como del cumplimiento de la legalidad vigente.

3. Obtener del departamento que gestiona los préstamos un cuadro que recoja los préstamos vivos al inicio del ejercicio, así como los contratados en el mismo. El detalle que se debe pedir es el siguiente:
· Ley que autoriza el endeudamiento.

· Finalidad del préstamo.

· Descripción del prestamista.

· Fecha de contratación.

· Garantía aportada.

· Valor efectivo de la deuda: cantidad que el prestamista pone a disposición del Organismo.

· Valor de reembolso: importe que el Organismo deudor se compromete a satisfacer al prestamista a la fecha de amortización de los capitales.

· Tipo de interés.

· Fechas de vencimiento, tanto de la amortización de capital como de los intereses.
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· Importe de los reembolsos por amortización de la deuda vencida en el período.

· Intereses devengados en el período, distinguiendo los vencidos de los pendientes de vencimiento.

· Capital vivo al inicio del ejercicio.

· Capital vivo al final del período.

La información debe recoger las posibles modificaciones posteriores a las condiciones inicialmente pactadas.

4. Solicitar al departamento gestor de los préstamos una muestra significativa de los expedientes de contratación de préstamos, seleccionada de la información del punto anterior.
Si el control se realiza por primera vez, se seleccionará la muestra del total préstamos recibidos y, en futuros controles, de los recibidos en el período objeto de análisis.

Obtener fotocopia de la documentación relevante que contenga el expediente y que sea válida para el control a realizar en ejercicios posteriores.

5. Sobre la muestra seleccionada proceder a realizar las comprobaciones siguientes:
· La aplicación de los fondos recibidos a la finalidad para la cual fueron autorizados.

· Las competencias de las personas que han suscrito el contrato.

· El seguimiento de los procedimientos descritos en el punto 2.

· La veracidad de la información facilitada por el gestor según el desglose del punto 3, así como la verificación de las operaciones aritméticas.
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· Para los préstamos recibidos en el período hay que cotejar el efectivo recibido y su adecuado registro contable. Para las anualidades vencidas (amortizaciones de capital e intereses) habrá que verificar la salida material de fondos y su correcta contabilización.

· Los gastos de formalización del préstamo imputables al prestatario están debidamente satisfechos y consignados en los conceptos 311 y 321 del presupuesto de gastos.

6. Comprobar si la información del punto 3 anterior se corresponde con la contabilidad del Organismo:
6.1.   El importe del total valor efectivo de los préstamos contratados en el año debe cuadrar con el total de derechos reconocidos del capítulo 9 del presupuesto de ingresos, “Pasivos financieros”, artículos 91 y 93.

6.2.  El importe total de los valores de reembolso vencidos en el período debe coincidir con el total de obligaciones reconocidas del capítulo 9 del presupuesto de gastos en vigor: artículos 91 y 93.

6.3.   Los capitales vivos y los intereses devengados y no vencidos al cierre del ejercicio deben coincidir con los saldos de balance, atendiendo a su correcta clasificación en función del plazo de vencimiento.

Se ha comentado anteriormente que para realizar una buena gestión es necesaria la segregación de funciones, concretamente de la gestión y control respecto a la contabilización.

Las comprobaciones realizadas en este punto permiten obtener certeza acerca de que se encuentran registrados todos los pasivos originados por la contratación de préstamos, en una doble vertiente: tanto que todas las deudas registradas son ciertas como que todas las que existen se hayan registrado.

7. Comprobar que no se ha excedido el importe máximo, autorizado mediante la oportuna Ley.
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8. Para los préstamos que estén vivos al cierre del ejercicio, proceder a circularizar a los acreedores, solicitando la siguiente información:
· Capital vivo al final del período.

· Tipo de interés.

· Fechas de vencimiento.

Las cartas de confirmación de saldos deben ser preparadas y firmadas por el Organismo.

Si el prestamista es una entidad financiera en la que el Organismo mantiene cuentas abiertas, coordinar la circularización con el área de tesorería.

9. Llevar un control de la circularización, consignando los datos de identificación del préstamo, nombre del prestamista, así como los saldos objeto de verificación.
9.1. Aquellas contestaciones que sean disconformes deben entregarse al órgano gestor para que aclare las diferencias (conciliación entre los saldos del Centro y los del acreedor).

9.2.  Revisar las conciliaciones y, previo análisis de las diferencias más significativas, determinar el saldo correcto.






II.
OPERACIONES CON TITULOS REPRESENTATIVOS DE CAPITAL
Este apartado tiene por objeto las participaciones en el capital de las sociedades mercantiles que tienen el Estado o sus Organismos autónomos y que, normalmente, representan la totalidad o una parte significativa del mismo.

Su adquisición obedece a razones de política económica o social: impulsar el crecimiento económico, potenciar el desarrollo regional, etc.

El régimen de las participaciones de capital adquiridas por el Estado se rige esencialmente por la Ley de Patrimonio del Estado y por su Reglamento, siendo su gestión competencia exclusiva de la Dirección General de Patrimonio.

Así, en el artículo 3 de la Ley de Patrimonio del Estado se establece que su administración corresponde al Ministerio de Hacienda, que la ejercerá normalmente por medio de la Dirección General de Patrimonio del Estado.

En los artículos 195, 200 y 202 del Reglamento se exige la emisión de un informe, por parte de la Intervención General, en la tramitación de los expedientes de adquisición y enajenación de títulos representativos del capital de empresas mercantiles.

Estos informes tienen como finalidad aportar un elemento de juicio, generalmente sobre el procedimiento aplicado, a considerar por el órgano competente para adoptar la resolución. Tienen un carácter preceptivo y no vinculante, no constituyendo un acto de fiscalización, al no encuadrarse dentro del campo de control de la actividad económica y financiera.

Estas operaciones patrimoniales, en cuanto generen gasto serán objeto de fiscalización limitada de acuerdo con lo previsto en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de julio de 1997, por el que se da aplicación a las previsiones del artículo 95 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

Otra de las peculiaridades de este apartado estriba en la existencia de una Instrucción de contabilidad exclusiva para la cartera de valores de la Administración del Estado, cuya gestión corresponde a la Dirección General de Presupuestos, aprobada por Orden Ministerial de 9 de junio de 1989 que recoge, por tanto, aspectos a considerar en el conocimiento y evaluación del procedimiento de administración y gestión de estas operaciones patrimoniales. Por ser ésta una Guía marco, no se pretende realizar un análisis exhaustivo de tales aspectos.

Las pruebas de los puntos 1 a 4 descritas a continuación  tienen por objeto la evaluación del grado de realización de las actuaciones previstas, mediante un análisis presupuestario de aquellos artículos del presupuesto de gastos en los que se han de registrar las adquisiciones de acciones.

Las pruebas descritas en los puntos 5 y 6 siguientes tienen por objeto analizar y evaluar el procedimiento de gestión aplicado por el centro gestor. Para ello se proponen, a modo meramente orientativo, algunos aspectos que deberán tenerse en cuenta en su definición y valoración.

Es probable que el procedimiento no varíe sustancialmente a lo largo del tiempo. Por lo tanto las pruebas anteriormente mencionadas serán realizadas minuciosamente al efectuar el control por primera vez y, en controles sucesivos, bastará con ratificar su vigencia.
PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Confeccionar un cuadro a nivel de concepto o subconcepto presupuestario de los artículos 85 y 86, con los siguientes datos obtenidos del Sistema de Información Contable:
a) Obligaciones reconocidas en el ejercicio anterior.

b) Créditos iniciales del ejercicio.

c) Importe neto de modificaciones presupuestarias.

d) Créditos definitivos del ejercicio.

e) Obligaciones reconocidas del ejercicio.

f) Créditos iniciales del ejercicio siguiente.

2. Con la información del punto anterior, proceder al cálculo de los siguientes ratios:
a) Grado de cobertura del presupuesto (b/a).

b) Porcentaje de modificaciones(c/b).

c) Grado de ejecución del presupuesto (e/d).

d) Grado de cobertura del presupuesto del ejercicio siguiente (f/e).
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3. Analizar la tendencia del gasto en base a los ratios de cobertura presupuestaria obtenidos. Para ello, ponderar los ratios a) y d) de cobertura presupuestaria:
· Si el ratio es menor que uno explicar los motivos de esta minoración de los créditos (reajustes presupuestarios, menor importe de los gastos a partir del ejercicio correspondiente, etc.).

· Si el ratio es mayor que uno analizar el motivo del incremento de los créditos iniciales (presupuesto incrementalista o aumento de las cargas a financiar en el período, etc.).

4. Evaluar el ratio b) de porcentaje de modificaciones obtenido anteriormente. En caso de que se considere significativo desglosar el importe global de las modificaciones según su naturaleza y comentar sus causas.
5. Obtener la descripción del procedimiento administrativo y de gestión en las operaciones patrimoniales de títulos representativos de la participación en capital.
Los aspectos que deben definirse son, al menos, los siguientes:

5.1.  Organización funcional de los departamentos que intervienen en el proceso, indicando las actuaciones por ellos realizadas.

A modo orientativo se citan las siguientes:

· Elaboración de memorias y/o propuestas que justifiquen la inversión a realizar.

· Evaluaciones de naturaleza económico-financiera, mediante análisis de balances y demás estados financieros de la empresa en la que se desea participar, así como de otros aspectos operativos de la misma: estructura organizativa, personal, cuotas de mercado, etc.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Estudio de la documentación solicitada a la empresa para su conocimiento jurídico: escrituras de constitución, estatutos, inscripciones registrales, legislación que le sea aplicable, etc.

· Evaluación y selección entre las diferentes alternativas de inversión.

· Control del inventario de los títulos, así como de los rendimientos por ellos producidos.

· Estudio de informes externos de auditoría.

· Conveniencia del carácter temporal o permanente de la inversión. Establecer las regulaciones al respecto en la normativa específica del Centro.

5.2. Competencias en materia de autorizaciones, tanto para la adquisición como para la enajenación.
Con carácter general, vienen establecidas en la normativa aplicable (TRLGP, Ley y Reglamento de Patrimonio del Estado). No obstante, habrá que definir también aquéllas que estén reguladas en normas específicas.

5.3.  Delegaciones de competencias en materia de representación en la sociedad participada: asistencia a Juntas de accionistas, Consejos de Administración, etc.

5.4. Existencia de registros auxiliares extracontables, definiendo la información que contienen así como los responsables de los mismos.

5.5.  Sistema de custodia de los títulos.

6. Evaluar el procedimiento descrito, detallando los puntos débiles de control interno. Los aspectos a valorar serán, al menos, los siguientes:
6.1.  Su adecuación a la normativa vigente.

6.2.  Si existen deficiencias que impidan realizar una buena gestión.
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6.3. Existencia de una adecuada segregación de funciones entre el departamento que gestiona operaciones de adquisición y enajenación y el que tenga asignada la custodia, el inventario y la contabilización.

Cuando se trate de adquisiciones o suscripciones realizadas por el Estado, la segregación vendrá impuesta por la propia normativa vigente, en cuanto que corresponde a la Dirección General de Patrimonio del Estado la tramitación del oportuno expediente del gasto, así como la formalización, en nombre del Estado, de dichos actos.  Asimismo corresponde al citado centro directivo el control y la gestión del inventario de títulos y el ejercicio de los derechos que correspondan al Estado como partícipe directo de empresas, mientras que la contabilización corresponde a la Oficina de contabilidad en el Ministerio de Economía y Hacienda.

Por todo ello este punto de segregación adquiere especial relevancia en los Organismos autónomos administrativos, ya que  se trata de operaciones patrimoniales por participaciones en capital cuya gestión no está atribuida a la Dirección General de Patrimonio del Estado.
6.4. Deben existir registros extracontables que permitan conocer puntualmente la información básica de los títulos y posibiliten una racional gestión de los recursos invertidos.

Los datos precisos que deben contener son, al menos, los siguientes:

· Diferenciación del carácter temporal o permanente de la participación.

· Información de la sociedad participada:

· Identificación (forma jurídica, denominación social, NIF, etc.).

· Composición del capital: número de títulos, valor nominal, etc.

· Si cotiza o no en bolsa.
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· Detalle minucioso de la participación:

· Fecha de adquisición.

· Fecha de enajenación.

· Número de títulos.

· Valor nominal.

· Valor contable.

· Desembolsos pendientes.

· Tipo de acciones: nominativas, anotaciones en cuenta, etc.

· Centro o lugar en donde se encuentran custodiados los títulos, y si se efectúan arqueos periódicos por personas distintas de las encargadas de su custodia.

Los registros extracontables deben ser responsabilidad de un departamento gestor diferente del departamento contable, por lo que debe procederse de forma periódica a la conciliación entre ambos departamentos, quedando constancia documental de la misma.






Las pruebas siguientes tienen por objeto el análisis de los aspectos económico-financiero y patrimonial.

En este sentido se propone en primer lugar un análisis global, mediante la información obtenida directamente por el departamento gestor  y su comprobación con la información contable, definiendo así la totalidad de las operaciones de capital en las que el gestor participa.

Posteriormente, se definen una serie de pruebas en las que se desciende al análisis individualizado. Deberán realizarse siempre mediante muestreo, estableciendo el tamaño de la muestra en base al resultado obtenido en la evaluación del procedimiento.

PRUEBAS DE AUDITORIA




7. Obtener, del departamento encargado de la gestión de títulos representativos de participaciones en capital, una relación comprensiva de los títulos existentes en el período de estudio, distinguiendo las inversiones de carácter temporal de las permanentes, con los datos siguientes:
· Nombre de la sociedad.

· Saldos al principio del período:

· Número de títulos.

· Valor nominal.

· Coste de adquisición.

· Porcentaje de participación.

· Desembolsos pendientes.

· Adquisiciones realizadas en el período:

· Fecha de adquisición.

· Número de títulos.

· Valor nominal.

· Coste de adquisición.

· Ventas del período:

· Fecha de venta.

· Número de títulos.

· Valor nominal.

· Coste de adquisición.

· Precio de venta.

· Beneficio obtenido en la venta.

· Nombre del comprador.

· Saldos al final del período:

· Número de títulos.
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· Valor Nominal.

· Coste de adquisición.

· Porcentaje de participación.

· Entidad depositaria de los títulos o lugar de custodia.

· Desembolsos pendientes.

8. Comprobar que la información del punto anterior coincide con los saldos según registros contables al final del período analizado:
· Cotejar las adquisiciones del ejercicio con las obligaciones reconocidas de los artículos 85 y 86 del presupuesto de gastos: adquisición de acciones dentro y fuera del sector público, respectivamente.

Además, en los Organismos autónomos administrativos se podrán realizar las siguientes pruebas:

· Cotejar las ventas del ejercicio con los derechos reconocidos del artículo 85 o artículo 86 del presupuesto de ingresos:

· Los saldos al inicio y al final del período deberán compararse con los balances a esa misma fecha.

Al haberse obtenido la información de un departamento gestor distinto del departamento contable, mediante este cruce de información se podrá obtener evidencia sobre si todos los activos de títulos están registrados y si, por otro lado, todos los registrados existen.

9. Para una muestra representativa de transacciones por compra o suscripción, solicitar del departamento gestor de las mismas el expediente comprensivo de toda la documentación soporte y verificar:
· La existencia de crédito presupuestario, suficiente y adecuado a la naturaleza del gasto. (*)

· Que la adquisición realizada cumple  con las condiciones impuestas en la normativa que faculta al centro gestor para realizar este tipo de transacciones.

· La autorización expresa y adecuada de la adquisición.
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· Que el gasto se genera por órgano competente. (*)

· Que la emisión o ampliación de capital de la Sociedad participada se ha realizado de acuerdo con los requisitos de la Ley de Sociedades Anónimas.

· El desembolso de la aportación.

· Que los datos que constan en el registro extracontable del punto 7 anterior son ciertos.

· Los gastos devengados por la operación, verificando su desembolso.

· La correcta contabilización, tanto de la adquisición como de los gastos por ella originados.

Se debe obtener una fotocopia de la documentación acreditativa de la propiedad y archivar para controles posteriores.
10. Para las enajenaciones producidas en el período habrá que examinar la documentación soporte de la venta, obtener copia de la acreditación de la misma y archivar en el archivo permanente, comprobando los siguientes extremos:
· Que la autorización de la venta se ha realizado por persona u órgano competente.

· El valor que ha tenido la venta y su cobro.

· Que el coste dado de baja en libros corresponde al coste de adquisición.

· La correcta contabilización de acuerdo a principios contables.

11. Para todas las inversiones existentes al cierre del ejercicio, comparar el precio de adquisición con el precio de mercado al final del período.
Para determinar el precio de mercado, habrá que proceder:
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a) Si se trata de empresas que no cotizan en bolsa, obtener los estados financieros al 31 de diciembre y calcular el valor teórico contable que corresponda a la participación del centro controlado. Proceder, en su caso, a la lectura del informe de auditoría a efectos de determinar si existen aspectos significativos (incertidumbres, ajustes, reclasificaciones, hechos posteriores, etc.) que puedan afectar al valor teórico contable.

b) Si se trata de empresas que cotizan en bolsa: obtener la cotización media del último trimestre del ejercicio o la cotización del día del cierre del ejercicio. El precio de mercado será el menor de los dos.

Estudiar las posibles fluctuaciones acaecidas, suponiendo que el valor de mercado sea inferior al de adquisición, poniendo de manifiesto la depreciación sufrida y su adecuado reflejo contable.

12. Solicitar el arqueo de documentos originales que justifican la titularidad de las participaciones al cierre del período examinado.
En el supuesto de que los títulos se encuentren en poder de un tercero, confirmar mediante circularización al mismo.

13. Solicitar, del departamento gestor de los títulos, los dividendos devengados en el período por cada una de las inversiones y, para una muestra representativa, comprobar los siguientes extremos:
· Los documentos correspondientes, para verificar su cobro.

· Si los dividendos corresponden a acciones cotizadas en bolsa, comprobar la razonabilidad de los mismos en base a los boletines de bolsa.

· Si los dividendos corresponden a inversiones en sociedades que no cotizan en bolsa, verificar, mediante confirmación con las sociedades participadas o con acuerdos de la Junta General de Accionistas, los dividendos declarados y los pagados a lo largo del período examinado.






III. AVALES OTORGADOS

En la mayoría de las ocasiones, la figura de los avales es tratada como uno de los requisitos exigibles que se ha de observar en la práctica de otras actuaciones, sin que merezca un estudio individualizado debido a su naturaleza accesoria, aunque sea imprescindible para el cumplimiento de la legalidad en las operaciones consideradas como principales: celebración de contratos, concesión de subvenciones, etc.

Si bien este razonamiento puede ser válido respecto a los avales que afiancen obligaciones contraídas por terceros ante el Estado o sus Organismos autónomos, no es aplicable en los casos en que sean ellos los que conceden los avales.

Así, el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, en su Título IV, “De las Operaciones Financieras”, únicamente se refiere a los avales concedidos en el Capítulo II: De los avales del Estado o de sus Organismos autónomos. Concretamente, en el artículo 107 se contempla esta posibilidad. El Estado o sus Organismos autónomos podrán, de conformidad con lo dispuesto en este capítulo, “afianzar las obligaciones derivadas de créditos concertados en el interior o el exterior por personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, mediante el otorgamiento del correspondiente aval”.

La concesión de avales, por sus posibles repercusiones futuras, requiere la formulación de un conjunto de pruebas que evidencien el cumplimiento de la legalidad en su concesión, aspecto que habrá tenido que ser objeto de comprobación al estar este tipo de operaciones sometido a fiscalización plena.

En base a estos argumentos, este apartado de la Guía de operaciones financieras se ha limitado a los avales concedidos, ya que aquéllos que garantizan obligaciones ante el Estado o sus Organismos autónomos administrativos son analizados en las Guías correspondientes a las operaciones que los avales afianzan.

Asimismo, se han excluido de esta Guía los avales concedidos por el Estado, ya que el artículo 117 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, al enumerar las funciones del Tesoro Público, incluye en su apartado f): “Responder de los avales contraídos por el Estado...”. A su vez, en la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado, aprobada por Orden de 1 de febrero de 1996, se establece que la información sobre los avales concedidos se incluirá únicamente en las cuentas de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

Por lo tanto, debido a las actuaciones que se ha considerado oportuno excluir de este apartado, las pruebas propuestas a continuación versan exclusivamente sobre los avales concedidos por los Organismos autónomos administrativos.

Como se comenta brevemente en la presentación de la Guía, los avales concedidos no implican una trascendencia patrimonial inmediata, pero al considerar que el Organismo se obliga a pagar por un tercero, en caso de incumplimiento de éste, se puede derivar una obligación futura, por lo que es preciso su control.

El objeto de las pruebas que se proponen es de índole procedimental y legal, en orden a determinar la adecuación del procedimiento de gestión y control aplicado con los principios de buena gestión y con el cumplimiento de las exigencias establecidas en las normas.

A estos efectos, conviene recordar determinados requisitos establecidos en el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria:

· Para que un Organismo autónomo pueda conceder avales que garanticen los créditos concertados por las Sociedades estatales del artículo 6.1.a), tiene que estar autorizado por sus leyes fundacionales (artículo 109 del TRLGP).

· El importe total de los avales concedidos, en base al artículo antes citado, no podrá exceder el límite que, en cada ejercicio, señale la Ley de Presupuestos Generales del Estado (artículo 110).

· En otros supuestos, el otorgamiento de avales deberá ser autorizado mediante Ley (artículo 111).

Con esta finalidad se solicitará al gestor información sobre los avales otorgados, la cual se deberá reflejar en la memoria, según la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado, aprobada el 1 de febrero de 1996.

El contenido de las pruebas se estructura en orden a conocer:

· El importe total de avales otorgados.

· El marco jurídico aplicable al período objeto de análisis.

· El procedimiento en la concesión y en el control efectuado durante la vigencia del aval, con objeto de su evaluación y de poder determinar las posibles obligaciones futuras que puedan derivarse para el Organismo.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar, al departamento gestor que controle los avales concedidos, información sobre los avales en vigor al inicio del período examinado y los concedidos en el citado período, para obtener, al menos, los siguientes datos:
· Normativa en base a la cual se han concedido.

· Finalidad.

· Persona o entidad avalada.

· Fecha de concesión y fecha de vencimiento.

· Importe de los avales.

El departamento gestor que controle los avales debe ser diferente del contable.

2. La misma información debe solicitarse de los avales cancelados en el período analizado y de los que queden en vigor al cierre del mismo.
En cuanto a los cancelados, se solicitará al departamento gestor que indique aquéllos en los que se ha producido derivación en responsabilidad.
3. Determinar y analizar las leyes que faculten al centro para otorgar avales, a efectos de concretar:
a) Casos previstos en la normativa para garantizar mediante el oportuno aval.

El TRLGP prevé, en el artículo 109, los supuestos en que los Organismos autónomos pueden afianzar obligaciones, estableciendo, en su artículo 111, que en los casos no previstos en el artículo citado anteriormente, el otorgamiento de avales deberá ser autorizado por medio de la correspondiente Ley, en la que se especificarán al menos las características contempladas en el número 3 del artículo 108 del TRLGP.

b) Límite máximo del importe total de los avales, establecido en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.






PRUEBAS DE AUDITORIA




4. Análisis de los procedimientos implantados por el gestor.
Esta prueba se realizará en base a los manuales escritos elaborados por el Organismo; si no existiesen, se deberá obtener el procedimiento en base a entrevistas con el personal responsable.

La no existencia de procedimientos escritos sería un punto débil de control por parte del gestor.

En los procedimientos deben estar previamente establecidos los siguientes aspectos:

4.1.  Mecanismos de estudio de la solvencia de la persona o entidad avalada.

4.2. Documentación previa exigida al deudor, en orden al conocimiento de:

· Estudio jurídico de la entidad avalada: escrituras, finalidad, órganos responsables, etc.

· Obligación del deudor que se avala.

· Solvencia del deudor:

· Justificación de estar al corriente de sus obligaciones fiscales y con la Seguridad Social.

· Relación de los bienes patrimoniales de los que es titular: escrituras, inscripciones registrales, valoraciones mediante peritos, etc.

· Estados financieros auditados.

4.3.  Tipo de responsabilidad: solidaria, subsidiaria. Determinar si se produce la renuncia al beneficio de excusión que establece el artículo 1.830 del Código Civil.

4.4. Si está prevista la formalización del aval mediante escritura pública.






PRUEBAS DE AUDITORIA




4.5. Si está previamente definido el importe máximo o tipo de obligación a avalar.

4.6.  Si está previamente definido el tipo de comisión que se va a exigir.

4.7.   Si se realiza un seguimiento de los pagos que el avalado realiza al acreedor.

5. Seleccionar una muestra del listado de los avales concedidos en el período objeto de análisis y solicitar la documentación soporte de su otorgamiento. Obtener fotocopia de lo que se considere relevante y archivar para controles sucesivos.
Cuando el control se realice por primera vez, la muestra se deberá seleccionar de todos los avales que estén en vigor durante el período de examen.
Las comprobaciones a efectuar serán las siguientes:
5.1.  Las condiciones de la concesión se encuentran dentro de las reguladas por la normativa aplicable y del procedimiento previamente definido, en cuanto a:

· Obligación avalada.

· Naturaleza del avalado.

· Importe y conceptos garantizados.

· Plazos de concesión y vencimiento.

· Comisión a devengar a favor del avalista.

· Responsabilidad solidaria o subsidiaria.

5.2.   La autorización se ha realizado de acuerdo con la normativa.

5.3. La conformidad con la documentación soporte (contrato o escritura pública) de los datos facilitados por el departamento gestor en la información solicitada en el punto 1.






PRUEBAS DE AUDITORIA




5.4.  Si se ha realizado un seguimiento efectivo de la solvencia del deudor y del cumplimiento de la obligación garantizada.

5.5.  El cálculo correcto de la comisión devengada en el período objeto de análisis, su adecuación a las condiciones pactadas, así como su reflejo contable en el concepto presupuestario 592 “comisiones sobre avales” del presupuesto de ingresos vigente.

5.6.  La correspondencia entre el procedimiento teórico analizado en el punto 4 y su aplicación práctica. Si surgiesen discrepancias, evaluar las modificaciones introducidas: su legalidad y repercusión en la gestión. Por último, determinar cuál es el procedimiento real.

5.7.  Si los avales concedidos se han comunicado al Ministerio de Economía y Hacienda (artículo 109 del TRLGP).

6. Para los avales cancelados en el período habrá que definir las siguientes situaciones:
6.1.   De los que no se ha derivado responsabilidad: habrá que validar con documentación soporte esta situación, en orden a comprobar que la obligación por la que se otorgó el aval se ha extinguido, así como que se ha plasmado documentalmente la cancelación.

6.2.   Cuando se haya producido derivación en responsabilidad, habrá que verificar que se ha procedido a la tramitación de la reclamación de la indemnización contra el deudor, regulada en el artículo 1.838 y siguientes del Código Civil y que había sido fiscalizada en el momento de su concesión.

7. Remitir una carta al servicio jurídico del órgano gestor, solicitando información de la situación jurídica y económica de aquellos avales que afiancen obligaciones motivo de litigio.
8. Con la información obtenida en el punto anterior, verificar su concordancia con la información entregada por el órgano gestor, a efectos de determinar la existencia de obligaciones no registradas.
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La existencia de un control interno adecuado es imprescindible para salvaguardar los activos de cualquier entidad, sea ésta pública o privada, así como para prevenir irregularidades.

En lo que respecta al área de tesorería, objeto de esta Guía, el control interno cobra aún más importancia debido a que la disponibilidad inmediata de los activos que la componen genera un mayor riesgo de irregularidades. De ahí que siempre se ha considerado que esta área es la más delicada de cara al trabajo a realizar por el auditor y, por tanto, se le debe prestar especial atención.

El ámbito público y particularmente el que es objeto de esta Guía, la Administración General del Estado y los Organismos autónomos administrativos, no es una excepción a lo anteriormente expuesto. Por el contrario, es frecuente que los procedimientos de gestión financiera de las disponibilidades líquidas estén insuficientemente desarrollados y se limiten a aspectos muy generales. Por ello, en esta Guía se ha puesto el énfasis en el diseño de pruebas para verificar el grado de control interno existente y la fiabilidad de los estados que se deben rendir en virtud de normas legales. Asimismo, se presta especial atención al cumplimiento de la normativa en lo que respecta a autorización de cuentas y utilización adecuada de las mismas.

Con objeto de facilitar la realización de las pruebas de auditoría se ha elaborado un apartado en el que se puede obtener información de detalle sobre el contenido de la normativa que regula los procedimientos de gestión del área de tesorería.

Por último, cabe señalar que dado que determinadas cuentas están reguladas por normas específicas, se proponen pruebas destinadas a verificar el cumplimiento de dichas normas. Tal es el caso de las cuentas abiertas para gestionar los pagos a justificar y los anticipos de caja fija.


La normativa aplicable al área de Tesorería se recoge, fundamentalmente, en los siguientes textos legales:

· Orden de 23 Julio de 1960, del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre recaudación, inspección y contabilidad.

· Decreto 680/1974, de 28 de febrero, por el que se dispone el pago de haberes y retribuciones al personal en activo de la Administración del Estado y de los Organismos autónomos a través de establecimientos bancarios o Cajas de Ahorro.

· Real Decreto 640/1987, de 8 de mayo, sobre el Régimen de pagos librados a justificar.

· Orden de 23 de diciembre de 1987, del Ministerio de Economía y Hacienda, que aprueba normas sobre el desarrollo y aplicación del Real Decreto 640/1987.

· Resolución de 23 de diciembre de 1987, de la IGAE, por la que se aprueban normas de Contabilidad de las Cajas pagadoras y se establecen los modelos normalizados de las cuentas justificativas. (Modificada por Resolución de la IGAE de 14 de septiembre 1989).

· Resolución de 23 de diciembre de 1987, de la IGAE, que aprueba la Instrucción de Contabilidad de los pagos librados a justificar.

· Real Decreto legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, que aprueba el Texto refundido de la Ley General Presupuestaria (artículos 118 a 121).

· Real Decreto 725/1989, de 16 de junio, que regula los anticipos de caja fija.

· Orden Ministerial de 26 de julio de 1989, del Ministerio de Economía y Hacienda, de desarrollo y aplicación del Real Decreto 725/1989.

· Resolución de 14 de septiembre de 1989, de la IGAE, que dicta instrucciones para la contabilización de los anticipos de caja fija.

· Resolución de 14 de noviembre de 1989, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, que dicta instrucciones sobre determinadas cuentas mantenidas por los Habilitados, Cajeros o Pagadores.

· Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación (artículos 84, 85 y 183).

· Real Decreto 591/1993, de 23 de abril, que regula determinados aspectos relacionados con la gestión de gastos y pagos en el exterior.

· Orden de 6 de febrero de 1995, del Ministerio de Economía y Hacienda, sobre ordenación del pago y pago material en divisas.

· Resolución de 10 de mayo de 1995, conjunta de la IGAE y de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, sobre procedimientos de pago en divisas.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración General del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del gasto del Estado.

· Orden de 1 de febrero de 1996, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

· Resolución de 28 de febrero de 1997, conjunta de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera y la Intervención General de la Administración del Estado, sobre el procedimiento para la realización de ciertos pagos a través de Agentes mediadores.


OBJETIVO GENERICO

Verificar que la salvaguarda, manejo y custodia de fondos públicos se realiza de acuerdo con la normativa vigente y que la gestión y procedimientos aplicados se efectúa de acuerdo con los principios de buena gestión.

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1. Verificar el establecimiento por parte del órgano gestor de un adecuado plan de organización de las Cajas pagadoras con las que opera, junto con las normas precisas para la gestión, autorización y operativa de las transacciones que les afectan.

2. Asegurarse de que el ente auditado es realmente el titular de las cuentas bancarias y del efectivo en caja.

3. Analizar si los estados de situación de Tesorería han sido rendidos por los respectivos Cajeros pagadores o Habilitados, estando firmados por ellos y los jefes de las unidades administrativas correspondientes, e incluyen todas las cuentas bancarias y cajas en efectivo del órgano gestor.

4. Cerciorarse de que los saldos y operaciones mostrados en los estados de situación de Tesorería coinciden con los registros contables (libros de caja y bancos), para determinar que no existen diferencias entre ellos.

5. Asegurarse de que los saldos de bancos y cajas, que se muestran en sus distintos registros contables, representan medios de pago realmente existentes en poder de las entidades bancarias y del órgano gestor.

6. Asegurarse de que las distintas cuentas bancarias, cuya titularidad corresponde al órgano gestor, se adaptan a la regulación existente sobre cuentas corrientes en Ministerios y Organismos autónomos.

7. Comprobar que las existencias de efectivo en las Cajas pagadoras se adaptan a la regulación establecida por el Ministerio u Organismo.

8. Verificar que los pagos realizados, así como los ingresos recaudados, se adaptan a los procedimientos establecidos en la Administración del Estado y sus Organismos autónomos.


I. GENERAL

El primer paso del trabajo consiste en identificar todas las Cajas pagadoras, Subcajas, Habilitaciones y demás servicios, a través de los cuales el órgano gestor recibe toda clase de ingresos y realiza toda clase de pagos.

Esta información debe ser proporcionada por el órgano gestor, el cual, para el ámbito de su Departamento Ministerial u Organismo, habrá dictado normas en relación con mecanismos de custodia de los fondos, funcionamiento interno de las Cajas pagadoras, autorización y limitaciones para la realización de gastos y pagos, necesidades de Tesorería, etc.

Identificadas las Cajas pagadoras, el siguiente objetivo es conocer dónde se sitúan los fondos públicos que aquéllas manejan, es decir, las cuentas bancarias y cajas en efectivo y las características generales de dichas cuentas y cajas: autorizaciones de apertura y constitución, condiciones de utilización, personas responsables de su custodia y manejo, etc.

Para cumplir con dichos objetivos se proponen a continuación las siguientes pruebas de auditoría:

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Solicitar del órgano gestor todas las normas que hayan sido dictadas en relación con el área de tesorería y movimiento de fondos: organización de las Cajas pagadoras, procedimientos para los gastos y los pagos, regulación del sistema de anticipos de caja fija, expedición de órdenes de pago a justificar, etc.
2. Solicitar, del órgano gestor, certificado comprensivo de todas las cuentas bancarias con las que han operado durante el ejercicio  cada una de las Cajas, Subcajas y Habilitaciones, incluyendo:
· Cuentas bancarias que realicen movimientos de fondos, ya sean éstos librados en firme, a justificar o por el sistema de anticipo de caja fija.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Cuentas bancarias para el pago de retribuciones.

· Cuentas que reciban ingresos del órgano gestor.

3. Este certificado debe incluir al menos la siguiente información para cada cuenta bancaria:
· Entidad bancaria.

· Número de cuenta y tipo.

· Título de la cuenta.

· Fecha de apertura y en su caso de cancelación.

· Tipo de interés aplicable a saldos deudores y acreedores.

· Régimen de firmas y personas autorizadas para disponer de los fondos.

4. Solicitar las correspondientes autorizaciones, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera o del Departamento de Recaudación de la AEAT (para cuentas que recojan ingresos de naturaleza tributaria), para la apertura de todas y cada una de las cuentas bancarias.
5. Solicitar los nombramientos por la autoridad competente de los Cajeros, Subcajeros, Habilitados o de cualquier otra persona que maneje fondos de la entidad.
En el caso en que exista una Unidad central de Cajas pagadoras, ésta vendrá obligada a llevar y mantener un censo de las Cajas pagadoras y de los Cajeros pagadores adscritos a las mismas.
6. Solicitar las autorizaciones del órgano competente para el mantenimiento de existencias en efectivo en las distintas Cajas pagadoras y Subcajas.





PRUEBAS DE AUDITORIA




7. Describir el funcionamiento de las cuentas bancarias y cajas en efectivo indicando:
· Motivos de entrada y salida de fondos.

· Libros registros existentes.

· Periodicidad con la que se realizan conciliaciones bancarias y arqueos de caja.

· Custodia de la caja y personas que tienen acceso a ella.

8. En base a la información deducida de los puntos anteriores, efectuar una evaluación del control interno y verificar que los procedimientos utilizados se adecuan a la normativa vigente.





II.
ESTADOS DE SITUACION DE TESORERIA Y CUENTAS JUSTIFICATIVAS

Dentro de la documentación a remitir por el órgano gestor a la Intervención Delegada destacan, en relación con el área de tesorería y movimiento de fondos:

· Los estados de situación de Tesorería.

· Las cuentas justificativas de pagos a justificar y de reposición de anticipos de caja fija.

Los estados de situación de Tesorería deben reflejar la totalidad de los ingresos y de los pagos que se realicen en el ámbito de cada Caja pagadora, durante un período determinado y los saldos que representan el efectivo en caja, bancos e instituciones de crédito al final de dicho período.

Las cuentas justificativas de las cantidades libradas a favor de Cajeros, Habilitados o Pagadores en concepto de pagos a justificar o de reposición de anticipos de caja fija van a ser analizadas en cada una de las áreas a las que se refieran los gastos realizados.

Sería conveniente que en el informe anual relativo al área de tesorería y movimiento de fondos se reflejen las conclusiones que, en relación a ellas, se hayan formulado.

En este apartado, se verificará que los estados financieros se rinden en los plazos, forma y condiciones establecidos en la normativa vigente y que son el reflejo de los registros existentes en las Cajas pagadoras. Para ello se proponen las siguientes pruebas de auditoría.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Verificar que los estados de situación de Tesorería han sido formulados y rendidos por todas las Cajas, Subcajas, Habilitaciones y demás servicios que manejan fondos, en los períodos establecidos por la normativa reguladora.
2. Verificar que estos estados han sido revisados por persona distinta a quien los ha formulado.
3. Comprobar que a los citados estados de situación de Tesorería se acompaña la siguiente información:
· Arqueos de caja en efectivo efectuados el último día del período.






PRUEBAS DE AUDITORIA




· Extractos de cuentas corrientes a la fecha en que se cierra el estado de situación y, en caso de que los saldos que en ellos figuren no coincidan con los reflejados en el citado estado, las correspondientes conciliaciones bancarias.

4. Verificar que en los estados de situación de Tesorería se incluye información sobre todas las cuentas bancarias cuya existencia ha sido certificada por el órgano gestor y sobre las cajas en efectivo autorizadas.
5. Verificar que los saldos salientes de un estado coinciden con los saldos entrantes del siguiente estado y que las operaciones aritméticas son correctas.
6. Comprobar que las cifras de existencias que figuran en los estados de situación coinciden con las que figuran en los correspondientes libros de caja y bancos.





III.
BANCOS

El objetivo principal del control sobre los saldos bancarios es asegurarse de la veracidad de dichos saldos. Para ello, el responsable de la realización del control basará su revisión en dos tipos de pruebas:

· Confirmación bancaria: es la solicitud, por parte del órgano gestor, a todos los bancos con los que mantiene relaciones, de que confirmen a los órganos de control los saldos y demás datos de las cuentas de las que son titulares.

· Conciliación bancaria: es la comparación entre el saldo comunicado por el banco y el saldo que presentan los libros, documentando adecuadamente las partidas que componen las diferencias y prestando la debida atención a las fechas, valor y concepto de dichas partidas.

Además de estos procedimientos, básicos en cualquier proceso de revisión de los saldos bancarios de cualquier ente público o privado, el órgano de control debe tener en cuenta la existencia de una normativa reguladora de las cuentas bancarias con las que operan los Ministerios y Organismos autónomos de la Administración del Estado.

Esto exigirá una revisión de las operaciones realizadas a través de cada una de las cuentas bancarias, con el fin de determinar si su funcionamiento se ha adaptado a las disposiciones contenidas en la normativa general establecida para cada tipo de cuenta y a la autorización del Ministerio de Economía y Hacienda en la que se fijan las condiciones específicas de utilización de cada una de las cuentas.

Se proponen a continuación una serie de pruebas a realizar que tienen el doble objetivo ya señalado anteriormente:

· Comprobar la veracidad de los saldos bancarios.

· Comprobar las condiciones de utilización de las cuentas.

Dichas pruebas han sido diseñadas considerando que el período objeto de control sea el ejercicio completo. No obstante, serían aplicables en el caso de que el período fuera diferente.

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Para cada una de las entidades financieras con las que opera el órgano gestor (cualquiera que sea la naturaleza de los fondos depositados), preparar cartas de confirmación de saldos a 31 de diciembre del ejercicio revisado y, una vez firmadas por el responsable del órgano gestor, remitirlas por correo.





PRUEBAS DE AUDITORIA




2. Obtener, para cada una de las cuentas bancarias con las que opera el órgano gestor, el saldo a 31 de diciembre que presenta el libro de bancos correspondiente.
3. A medida que se reciban las contestaciones de los bancos, los saldos reflejados en las mismas se compararán con los saldos reflejados en el punto anterior, obteniéndose las diferencias de saldo.
4. Verificar el resto de la información contenida en las contestaciones de los bancos con la información facilitada por el órgano gestor, en cuanto a:
· Número de las cuentas.

· Naturaleza de las cuentas.

· Tipos de interés.

· Firmas autorizadas.

Las posibles diferencias existentes deberán ser aclaradas por el órgano gestor.

5. En el caso de que los saldos señalados en el punto 3 anterior no coincidan, se verificarán las conciliaciones bancarias remitidas por las Cajas pagadoras realizando las siguientes comprobaciones:
a) Que el saldo según banco coincide con el del extracto bancario y con el que figura en las confirmaciones recibidas.

b) Que el saldo según libros coincide con el reflejado en el correspondiente registro contable.

c) Que las operaciones aritméticas han sido correctamente realizadas.

d) Seleccionar una muestra de las partidas más representativas incluidas en las conciliaciones (las más antiguas, las de mayor importe y otras al azar) y comprobar fecha, importe y descripción, verificando su registro en libros y en extractos bancarios, así como los documentos justificativos de estas partidas.

NOTA: Toda conciliación bancaria que no haya sido remitida por la Caja pagadora deberá ser exigida al órgano gestor.






PRUEBAS DE AUDITORIA




6. Para cada cuenta bancaria se verificará que las entradas y salidas de fondos son conformes con los libramientos recibidos y con los justificantes de los pagos realizados, respectivamente.
En aquellos casos en que los justificantes no obren en poder del centro gestor, por haber sido remitidos a sus Servicios Centrales, se podrá solicitar información a la Intervención delegada en dichos Servicios.

Al margen de lo anterior, se puede intentar realizar cuadres globales: el total de cargos en la cuenta bancaria debe ser igual al importe total de cuentas justificativas rendidas menos los cheques entregados y no cobrados.

A continuación se describen pruebas concretas a realizar para cada tipo de cuenta bancaria.
6.1.
Cuenta "Decreto 680/1974". Pago de retribuciones.

· Esta cuenta debe destinarse, única y exclusivamente, para el pago de nóminas. Seleccionado un período, se verificará:
a) Las entradas de fondos en esta cuenta se corresponden con los libramientos del Tesoro para el pago de las nóminas de dicho período.

b) Las salidas se corresponden con las órdenes de pago para satisfacer retribuciones de personal o deducciones no formalizables, a través de transferencias o cheques nominativos.

c) De cualquier otra entrada o salida en el período analizado, habrá que revisar la procedencia.

· Analizar el saldo de esta cuenta a 31 de diciembre, investigando las partidas antiguas y ver las causas por las que no se han reintegrado al Tesoro.

6.2.
Cuentas restringidas de Recaudación (Orden Ministerial de 23 de   julio de 1960).




PRUEBAS DE AUDITORIA




· Se verificará, para un período de tiempo determinado, que:
a) Las entradas se corresponden con ingresos derivados de recaudación de tasas, ventas de bienes y prestaciones de servicios o cualquier otro tipo de ingresos del órgano gestor. (Cruzar esta información con el área de ingresos).

b) Las salidas se deben única y exclusivamente a la realización de aquellos pagos autorizados expresamente por el Ministerio de Economía y Hacienda (Dirección General del Tesoro y Política Financiera).

c) Los saldos se transfieren periódicamente (en los plazos establecidos en la normativa reguladora) a las cuentas oficiales en el Banco de España, a nombre del Tesoro Público o del Organismo autónomo correspondiente.

· Solicitar la composición del saldo de dichas cuentas a 31 de diciembre, verificando su procedencia y su aplicación en el ejercicio siguiente.

6.3.
Cuentas bancarias para pagos a justificar y anticipos de caja fija.

· Para un período de tiempo determinado se realizarán las siguientes pruebas:

a) Entradas
· Obtener una relación individualizada de los fondos librados durante ese período para pagos a justificar y anticipos de caja fija.

· Comprobar que esos fondos librados coinciden con las entradas registradas en los libros de bancos y extractos en ese período.

· Verificar que todos los libramientos están anotados en el Registro de libramientos y en la Ficha de control de libramientos de la Caja pagadora.

· Investigar la procedencia de otras entradas registradas que no tuviesen origen en los citados libramientos.






PRUEBAS DE AUDITORIA




b) Salidas
· Verificar que todas las salidas registradas en libros de bancos tienen su correspondiente cargo en extracto bancario.

· Verificar que las salidas seleccionadas se encuentran recogidas en las correspondientes Fichas de control de libramientos, así como en las respectivas cuentas justificativas si éstas ya se hubiesen rendido.

· Investigar la procedencia de otras salidas registradas.

· Solicitar la composición del saldo a 31 de diciembre de las distintas cuentas y comprobar su justificación en el ejercicio siguiente.

· Comprobar, en el caso de que estas cuentas produzcan intereses, que se ha procedido a ingresar su importe en las cuentas oficiales en el Banco de España, a nombre del Tesoro Público o del Organismo autónomo correspondiente.






IV.
CAJA DE EFECTIVO
En este apartado el objetivo del órgano de control es la comprobación del efectivo en caja, a través de la verificación del saldo y de las operaciones realizadas.

a) En la verificación del saldo, es de obligada ejecución la realización de un arqueo, sin perjuicio de los que realice el propio órgano gestor. En esencia, el arqueo persigue el cuadre o conciliación de la existencia real, obtenida mediante el recuento, con el registro auxiliar de caja.

En el arqueo debe contarse todo el efectivo y los cheques en poder del Cajero, revisando los datos de estos últimos, a fin de poder identificarlos. Asimismo, se debe obtener un detalle de los justificantes no registrados y que forman parte del saldo de caja: recibos, vales, anticipos, etc. con detalle de sus fechas, conceptos e importes.

b) Para comprobar las operaciones realizadas deben examinarse las transacciones de un período, que normalmente suele ser de un mes. La elección del mes se efectúa normalmente con arreglo a la importancia de las operaciones realizadas y la revisión tiene por objeto el seguimiento de los asientos del libro de caja, para llegar al origen de los mismos, es decir, a los justificantes, examinando su importe, titularidad, aprobación del documento, etc.

En este epígrafe se proponen las siguientes pruebas:

PRUEBAS DE AUDITORIA




1. Efectuar un arqueo de caja. El recuento de los fondos y demás justificantes deberá efectuarlo el Cajero pagador en presencia del funcionario de la Intervención.
Dicho arqueo debe efectuarse por sorpresa y preferentemente en fechas en que no esté establecido expresamente su realización por el órgano pagador. La realización del arqueo permite en ocasiones detectar desviaciones transitorias de fondos hacia fines no previstos en la normativa, así como la existencia en caja de ingresos no registrados.
2. Comprobar que las existencias en efectivo, más la documentación justificativa de pagos realizados que se encuentren pendientes de registrar en el momento de efectuar el arqueo, no superan las cuantías máximas de existencias en efectivo autorizadas por el órgano gestor.





PRUEBAS DE AUDITORIA




3. Verificar que el saldo del arqueo coincide con el saldo, a esa misma fecha, según el libro de caja. En caso contrario, se solicitará la conciliación oportuna, verificando la conformidad con la documentación justificativa (del gasto/ingreso y pago/cobro) de las partidas causantes de las diferencias.
4. Si existen cheques en caja, verificar que su fecha no está muy alejada de la fecha en que se efectúa el arqueo, con el fin de comprobar que los cheques no permanecen en caja excesivo tiempo, sin ser depositados en el banco.
5. Verificar los justificantes, anticipos, etc. que formen parte del saldo de caja, revisando importe, fecha, titulares y operación de que se trate.
6. Para un período determinado, se comprobarán las transacciones realizadas verificando:
· Que la naturaleza de los pagos realizados corresponden exclusivamente a gastos de indemnizaciones por razón de servicio y otras atenciones de menor cuantía.

· Que están debidamente autorizados y soportados con documentos originales.

7. En caso de que se recauden ingresos por caja, verificar que esta recaudación se ingresa diariamente en la cuenta bancaria restringida abierta para tal fin y, por lo tanto, en el arqueo realizado sólo deberán figurar los ingresos recaudados en ese día.
En los supuestos previstos en el artículo 84.3.c) del Reglamento General de Recaudación, que admite excepciones a la obligación del ingreso diario, adaptar esta prueba a los plazos autorizados





PRUEBAS DE AUDITORIA




8. Verificar los ingresos de un período con los justificantes de los mismos. Las pruebas, así como las operaciones seleccionadas, deben relacionarse y cruzarse con las del área de ingresos.
9. Asegurarse que los cheques para la reposición de los fondos de caja han sido registrados como pago en los correspondientes registros de bancos.






I.
REGULACION DE LAS CUENTAS CORRIENTES
1. Cuentas para pagos a justificar y anticipos de caja fija

El importe de las órdenes de pago, tanto de carácter extrapresupuestario (por constitución o variación del anticipo de caja fija) como presupuestario (de reposición del mismo), así como las órdenes de pagos a justificar, se abonará por transferencia a las cuentas corrientes que las respectivas cajas pagadoras tengan abiertas en el Banco de España, dentro de la agrupación “Tesoro Público. Provisión de Fondos”.

Cuando haya causas que lo justifiquen, debido a la especial naturaleza de las operaciones o al lugar donde hayan de realizarse, los Ministerios y Organismos autónomos podrán abrir cuentas en entidades de crédito distintas del Banco de España. La apertura de una cuenta de situación de Fondos del Tesoro se realizará de acuerdo con lo establecido en el artículo 119 del T.R.L.G.P.

Estas cuentas se agruparán bajo la rúbrica “Tesoro Público. Provisiones de fondos”. Los intereses que produzcan los referidos fondos se ingresarán en el Tesoro o en la tesorería de los respectivos Organismos autónomos, según proceda, con aplicación al concepto oportuno del presupuesto de ingresos.

Las entidades de crédito en que se abran las citadas cuentas estarán obligadas a proporcionar a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera y a la Intervención General de la Administración del Estado la información que estos Centros les soliciten.

Los fondos librados tendrán, en todo caso, el carácter de fondos públicos y formarán parte integrante del Tesoro Público.

Las cuentas corrientes abiertas dentro de la agrupación “Tesoro Público. Provisiones de Fondos” sólo podrán admitir ingresos de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, Delegaciones de Hacienda u Organismo autónomo, o de transferencias entre cuentas de la misma agrupación.

2. Cuentas para el pago de retribuciones

(Excepto Ministerio de Educación y Ciencia)

Están reguladas por el Decreto 680/1974, de 28 de febrero, en el que se establece que los libramientos para atender el pago de estas obligaciones se expedirán a favor de las correspondientes Habilitaciones o Pagadurías y se transferirán a cuentas corrientes abiertas en la Caja Postal de Ahorros, Cajas de Ahorros integradas en la Confederación Española y Entidades de crédito inscritas en el Registro de Bancos y Banqueros.

Los establecimientos de crédito en que las Habilitaciones o Pagadurías de personal abran las cuentas para que a las mismas se transfiera, por el Tesoro Público, el importe total de las retribuciones del personal, se señalarán por el Ministerio de Economía y Hacienda, a propuesta del Departamento respectivo.

Los fondos de estas cuentas tendrán el carácter de públicos y de los mismos sólo se podrá disponer en la forma y para los fines que se indican en el citado Decreto 680/1974 y que se concretan, con carácter general, en el pago de haberes y retribuciones al personal en activo, así como en el pago de las cuotas de carácter obligatorio o voluntario, cuya retención haya de practicarse al personal.

3. Cuentas restringidas de ingresos

Para la recaudación de tasas o de cualquier otro ingreso del Estado o sus Organismos autónomos se podrán abrir cuentas restringidas en establecimientos bancarios del Banco de España y demás Bancos inscritos en el Registro Oficial de Bancos y Banqueros y en Cajas de Ahorro. En todas estas cuentas podrán efectuarse ingresos en metálico, por transferencia bancaria y por giro postal o telegráfico.

La apertura de las cuentas deberá ser autorizada por la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, que fijará las condiciones de utilización de las mismas, o bien por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando se trate de la gestión de los recursos del sistema tributario estatal y aduanero.

Las cantidades recaudadas a través de las cuentas restringidas deben transferirse a las cuentas en el Banco de España a nombre del Tesoro Público o de los Organismos autónomos correspondientes, en las fechas establecidas en sus normas reguladoras.

En defecto de dichas normas, los saldos existentes los días 10 y 25 de cada mes en las cuentas restringidas, abiertas en las distintas sucursales de una entidad de depósito, se transferirán a la oficina principal de la entidad en la población donde radique el domicilio del titular del derecho, si se trata de un Organismo autónomo, o a la oficina principal de Madrid, cuando el titular del derecho sea el Estado. Desde dicha oficina los saldos totales resultantes se ingresarán los días 15 y último de cada mes. Cuando el último día del mes coincida con día inhábil o no preste servicio el Banco de España, el ingreso se trasladará al inmediato anterior en que éste presta servicio.

4. Cuentas en divisas

La apertura, mantenimiento y supervisión de las cuentas en divisas, tanto en el Banco de España como en una entidad de crédito registrada residente o en una entidad de crédito en otro Estado, estarán sometidas a lo dispuesto en los artículos 118 al 120 del R.D. Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria y en su normativa de desarrollo.

II.
FUNCIONAMIENTO DE LA CAJA EN EFECTIVO

Los Ministros y los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos podrán autorizar la existencia en las Cajas pagadoras de cantidades razonables de efectivo, destinadas al pago de indemnizaciones por razón de servicio y otras atenciones de menor cuantía, pudiéndose establecer también el importe de los saldos máximos que, en cada caso, pueden mantener.

De la custodia de estos fondos será directamente responsable el Cajero pagador.

Con carácter excepcional, se podrá autorizar la recaudación en la caja de metálico, a determinados servicios y para ciertos tipos de ingresos, para facilitar la labor recaudatoria o por las circunstancias del lugar en que se lleve a cabo la exacción y cobro de tasas o precios de los servicios.

En estos casos se deberán adoptar por la Caja pagadora las suficientes medidas de seguridad para la efectiva custodia de los fondos recaudados, hasta que se traslade su importe a la cuenta bancaria utilizada para la recaudación, diariamente y una vez cerrada la caja y realizado el arqueo correspondiente.

En los plazos señalados por la normativa vigente, los saldos existentes en las cuentas bancarias deberán transferirse a la cuenta del Tesoro o del Organismo correspondiente. En defecto de normas reguladoras especiales, no más tarde de fin del mes en que hayan sido recaudadas.

III.
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES DE LA CAJAS PAGADORAS

1. Organización de las Cajas pagadoras

Al frente de cada Caja pagadora habrá un Cajero pagador, con nombramiento expreso para el ejercicio de las funciones inherentes a dicho cargo.

Dentro de la estructura orgánica de cada Ministerio u Organismo autónomo, las Cajas pagadoras que se establezcan se adscribirán a Unidades administrativas que se determinen al efecto, excepto en los Servicios periféricos, en que dependerán de los Delegados, Directores Territoriales o Jefes Provinciales, según los casos.

En los Ministerios u Organismos en que exista más de una Caja pagadora se adscribirán a una Unidad central, dependiente de la Subsecretaría o Centro que realice funciones similares en los Organismos autónomos, que tendrá la misión de coordinar a las distintas cajas y de canalizar sus relaciones con la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, con la Intervención General de la Administración del Estado y con el Tribunal de Cuentas.

Dicha Unidad central estará obligada a llevar y mantener un censo de las Cajas pagadoras y de los Cajeros adscritos a las mismas, con indicación expresa de la fecha de toma de posesión y cese de funciones.

El resto de las funciones encomendadas a esta Unidad central se reflejan en el apartado 4 de la Orden de 23 de diciembre de 1987 que desarrolla el Real Decreto 640/1987.

2. Funciones de las Cajas pagadoras

Las Cajas pagadoras, bajo la supervisión y dirección de los jefes de las Unidades administrativas a las que están adscritas, ejercerán las siguientes funciones:

a) Contabilizar las operaciones que se refieran a la tesorería y a la caja, en los libros determinados al efecto.

b) Efectuar los pagos que se ordenen conforme a lo preceptuado por los artículos 6 y 7 del Real Decreto 640/1987 y por el número 7 de la orden de 23 de diciembre de 1987, así como los artículos 5 y 6 del Real Decreto 725/1989 (ver Apartado B.-Normas Generales de Administración de los Fondos Librados a Justificar).

c) Verificar que los comprobantes facilitados para los justificantes de los gastos y pagos consiguientes, sean documentos auténticos y originales.

d) Identificar la personalidad de los perceptores, mediante la documentación procedente en cada caso.

e) Custodiar los fondos que se le hubieran confiado, cobrar los intereses que procedan e ingresarlos posteriormente en el Tesoro.

f) Practicar los arqueos y conciliaciones bancarias que procedan.

g) Facilitar los estados de situación de Tesorería en las fechas establecidas en las normas reguladoras.

h) Rendir las cuentas que correspondan, de acuerdo al procedimiento y plazos legalmente establecidos.

i) Conservar y custodiar los talonarios y matrices de los cheques o, en su caso, las relaciones que hubieran servido de base a su expedición por medios informáticos. En el supuesto de cheques anulados, deberán proceder a su inutilización y conservación ulterior a efectos de control.

j) Remitir, a la Unidad Central de Información de la Dirección General de Inspección Financiera y Tributaria, la información concerniente a los pagos de esta naturaleza, según los procedimientos que se establecen en la orden de referencia.

k) Aquellas otras que, en su caso, se les encomienden en las normas reguladoras de órdenes de pago a justificar o de anticipos de caja fija que dicten los Ministros y los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos.

3.
Contabilización de las Cajas pagadoras

Las Cajas pagadoras llevarán contabilidad de todas las operaciones que realicen, con separación de las relativas a los anticipos de caja fija percibidos, a los fondos a justificar y de todo tipo de cobros, pagos, o custodia de los fondos o valores que, en su caso, se les encomiende.

La contabilidad de las Cajas pagadoras se llevará por el sistema de partida simple, a través de una serie de registros principales y de los auxiliares que se estimen convenientes, en cada caso, para ampliar y detallar la información que proporcionen los primeros.

Las anotaciones en los registros contables se efectuarán siguiendo el principio de caja, es decir, en el momento en que se realicen materialmente los pagos o se recauden efectivamente los derechos.

Los folios de los registros principales estarán numerados y constará en todos ellos el código de identificación de la Caja pagadora.

Los libros registrarán la totalidad de las operaciones que se lleven a cabo por la Caja pagadora, ya sea por ingresos de tipo tributario, o de cualquier otro tipo y por toda clase de pagos.

Toda anotación estará soportada por los correspondientes documentos, de los que se conservará original o copia, en caso de que el original deba ser remitido a algún ente externo a la Caja pagadora.

4. Registros contables

a)
Registros de pagos a justificar y anticipos de caja fija.

Los modelos de registros contables se establecen en la Resolución de 23 de diciembre de 1987 de la IGAE, modificada en lo que se refiere a los anticipos de caja fija por la Resolución de 14 de septiembre de 1989.

Dichos registros son los siguientes:

· Registro general de libramientos.

Se registrarán diariamente todos los libramientos que para cualquier tipo de atención se reciban en la Caja pagadora, tanto para el pago de nóminas, como a justificar o para la reposición del anticipo. Reflejará por lo tanto la totalidad de los fondos de los que a lo largo del ejercicio ha dispuesto dicha Caja.

· Fichas de control de libramientos para reposición de fondos de anticipos de caja fija.

Recogerán, en forma de mayor, todo el movimiento de los ingresos y pagos que se hayan producido como consecuencia del funcionamiento del sistema de anticipos de caja fija. Se abrirá una ficha por cada anticipo concedido.

· Fichas de control de libramientos.

Se abrirá una ficha individualizada, para cada libramiento, no incluida en el sistema de fondo fijo y para cada concepto presupuestario, en el caso en que se establezca este nivel de limitación.

· Registro de Caja de efectivo.

Recogerá el movimiento de la caja de metálico existente en la Caja pagadora, así como los ingresos “en ventanilla”, cuando así estuviera autorizada para ello.

· Registro de cuenta corriente con las entidades de crédito.

Libro mayor de cada cuenta corriente que maneje la Caja pagadora tanto en el Banco de España como en entidades privadas.

b) Registros para el sistema de pagos de retribuciones de personal.

Dichos registros tendrán por finalidad el control de fondos recibidos por la Habilitación de personal y servir de base para la confección mensual de las cuentas justificativas de los libramientos recibidos:

· Registro de cuenta corriente con las entidades de crédito.

· Libro de nóminas: En él se registrarán los mismos movimientos que en el libro de bancos, pero clasificados o imputados a cada nómina o grupo mensual de nóminas: de esta forma la suma de los saldos de las mismas debería coincidir necesariamente con el saldo del libro de bancos.

c) Registros para el sistema de ingresos.

Los libros para el control de los ingresos que se realicen a través de “ventanilla” son:

· Mayor de la cuenta corriente con el Banco para la cuenta restringida de recaudación.

· Mayor de Caja.

Asimismo, las unidades administrativas encargadas de la gestión de las tasas o ingresos deberán llevar registros para cada tipo de tasa o ingreso, distinguiéndose, en el caso de ingresos de contraído previo, la fecha de notificación y liquidación y la fecha de ingreso, con el fin de llevar un control del ingreso en período voluntario, que en cada caso se llevará a cabo de acuerdo con las normas que los regulen.

IV.
PROCEDIMIENTO PARA LA REALIZACION DE PAGOS EN LA ADMINISTRACION DEL ESTADO Y SUS ORGANISMOS AUTONOMOS

1. Formas de pago.

Los pagos que realicen las Cajas pagadoras se harán mediante cheques nominativos o transferencias bancarias, autorizadas con las firmas mancomunadas del Cajero pagador y del funcionario que designe el jefe de la unidad administrativa a que esté adscrita la Caja pagadora o de los sustitutos de los mismos. En ningún caso podrá ser una misma persona la que realice ambas sustituciones.

Para efectuar pagos por medio de transferencias será necesaria la previa solicitud del acreedor o del representante debidamente acreditado. Las obligaciones adquiridas se considerarán satisfechas desde el momento en que el perceptor suscriba el “recibí” en la orden de pago o desde la fecha en que se hubiera efectuado la transferencia a la Entidad y cuenta indicada por el perceptor.

Asimismo, los Ministros y los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos podrán autorizar el pago en metálico de indemnizaciones por razón de servicio y otras atenciones de menor cuantía.

2. Realización de gastos y ordenación de pagos.

Los gastos cuyos pagos hayan de realizarse con fondos a justificar serán acordados por los gestores competentes en cada caso, de acuerdo con las delegaciones de funciones o desconcentraciones existentes, quienes ordenarán al Cajero pagador la procedencia de efectuar los pagos materiales, consecuencia de las indicadas operaciones, mediante orden que podrá figurar en los justificantes de la obligación o en documento aparte.

En la orden de pago material habrán de hacerse constar los siguientes extremos:

· La conformidad con la factura presentada.

· La aplicación presupuestaria a que corresponde el gasto efectuado, con indicación de la cuenta justificativa a que debe imputarse.

V.
PROCEDIMIENTO PARA LA ORDENACION DE PAGO Y PAGO MATERIAL EN DIVISAS

La ordenación de pago y el pago material en divisas de las obligaciones contraídas en moneda nacional o en divisas seguirá la misma tramitación dispuesta sobre gasto público para la ordenación del pago y el pago material de cualquier obligación, con las especialidades contenidas en la Orden de 6 de febrero de 1995 del Ministerio de Economía y Hacienda y en la Resolución de 10 de mayo de 1995, conjunta de la IGAE y de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

Los pagos pueden realizarse mediante el sistema de pago en firme o a través de Cajero pagador habilitado, en virtud del procedimiento de pagos a justificar o el de anticipos de caja fija, distinguiendo dos situaciones:

· Que las obligaciones se hayan contraído en moneda nacional.

· Que las obligaciones se contraigan en divisas.

En el caso de los pagos en divisas realizados por los Ministerios, nos centramos en los que se efectúan a través del Cajero pagador habilitado, ya que se realizan a través de cuentas bancarias que controla el órgano gestor.

1. Procedimiento para el pago en divisas de obligaciones contraídas en moneda nacional

Si la situación de fondos se efectúa a través del Cajero pagador, el centro gestor del gasto podrá realizar el cambio a divisas y efectuar el pago con cargo a la cuenta a la que se transfirieron los fondos.

Los Organismos autónomos podrán realizar el cambio a divisas y efectuar el pago material a través de su cuenta en el Banco de España o de una entidad de crédito registrada residente.

2. Procedimiento para el pago en divisas de obligaciones contraídas en divisas

El centro gestor del gasto valorará la obligación en moneda nacional al tipo de cambio vigente del día que se realice el reconocimiento de la obligación. Si la situación de fondos se efectúa a través de Cajero pagador, el centro gestor del gasto podrá realizar el cambio a divisas y efectuar el pago con cargo a la cuenta a la que se transfirieron los fondos. Las diferencias de cambio que pudieran producirse se aplicarán a los créditos cuya utilización generó tales diferencias.

Los Organismos autónomos podrán realizar el cambio a divisas y efectuar el pago con cargo a sus respectivos presupuestos a través del Banco de España o de una entidad de crédito residente. Las diferencias de cambio que se generen se aplicarán también a sus presupuestos.

VI.
PROCEDIMIENTO DE INGRESOS EN OTROS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO  Y  SUS ORGANISMOS AUTONOMOS

1. Ingresos en otros órganos de la Administración del Estado (distintos de la Tesorería de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, Delegaciones y Administraciones de Hacienda y Aduanas)

De acuerdo con el artículo 84 del Reglamento General de Recaudación podrán realizarse ingresos en:

· Cuentas restringidas de recaudación abiertas en entidades de depósito cuando a propuesta del órgano gestor se autoricen por la Dirección General del Tesoro o por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

Se autorizará dicho procedimiento cuanto esté justificada su necesidad por razones de mejor prestación del servicio, de custodia de fondos o similares.

La cancelación de tales cuentas será acordada por los órganos competentes para su autorización cuando, por iniciativa del órgano gestor o propia, se comprueben que no subsisten las razones que motivaron su apertura o no se cumplen las condiciones impuestas para su uso.

· En cajas situadas en las dependencias del órgano gestor, cuando así lo autoricen los Delegados Provinciales de Economía y Hacienda o, en su caso, de la AEAT, cuando existan razones de economía, eficacia o mejor prestación del servicio a los usuarios. En tal caso deberán aplicarse, como mínimo, las normas siguientes:

Se entregará justificante de todos y cada uno de los ingresos, utilizando talonarios de justificantes previamente numerados y controlados por persona distinta de la que realiza la función de cajero.

De cada ingreso deberá quedar copia o resguardo con la misma numeración que el justificante original.

Los fondos así recaudados deberán depositarse en la cuenta del Tesoro en el Banco de España diariamente o en el plazo que se establezca en la autorización, compatible con criterios de buena gestión.

2. Ingresos en Organismos autónomos

El artículo 85 del Reglamento General de Recaudación trata de la posibilidad de que los ingresos cuya gestión corresponda a los Organismos autónomos del Estado puedan realizarse en el propio Organismo:

· En las cuentas autorizadas abiertas a nombre del Organismo en el Banco de España u otra entidad de depósito.

· En las Cajas del Organismo.

· En cuentas restringidas de recaudación.

· A través de personas o entidades solventes habilitadas para tal fin, con carácter excepcional, cuando los servicios deban prestarse en lugares alejados o en horarios distintos de los habituales o por otras razones de estricta necesidad.

a) Los ingresos realizados en las cajas o en las cuentas del Organismo en el Banco de España u otra entidad de depósito serán registrados individual o colectivamente y comprobados con facturas, recibos y demás justificantes de la venta, servicio u operación a que respondan.

Los fondos recaudados por caja se trasladarán diariamente o en los plazos más breves posibles a las cuentas del Organismo, salvo en los casos en que deban realizarse por la misma caja pagos habituales, sin perjuicio del registro de los ingresos y pagos por sus valores íntegros.

b) Los ingresos en cuentas restringidas deberán ser registrados a través de sus documentos de gestión y comprobados periódicamente con los extractos u otros documentos bancarios.

Si esto no es posible por realizarse los ingresos sin actuación previa del Organismo, éste debe exigir de la entidad bancaria el envío periódico de los justificantes de cada ingreso para su registro y comprobación, pero nunca deben registrarse las operaciones a través de los extractos bancarios.

En los plazos establecidos deberán situarse los saldos de estas cuentas en la cuenta del Organismo.

c) Los ingresos a través de personas o entidades ajenas a la Administración, autorizadas para recibirlos, deberán organizarse de forma que se garantice la integridad de los fondos recaudados, y, en especial, de acuerdo con las normas siguientes:

· De todo ingreso debe entregarse justificante. Los talonarios de justificantes estarán previamente numerados y controlados por el Organismo.

· De cada ingreso debe quedar copia o resguardo con la misma numeración que el justificante original para registro y control del Organismo.

· El Organismo deberá verificar los ingresos con sus comprobantes.

1. Los fondos deberán ser depositados en cuentas controladas por el Organismo, diariamente, o en el menor plazo que sea compatible con criterios de buena gestión.
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